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Prólogo
Trabajadoras y trabajadores de La Defe
Trabajar en la defensa de los derechos de las niñas, niños y adolescentes es una tarea similar a la que desa-
rrolla una artesana. Es una labor diaria que implica mucha paciencia, saberes, perseverancia y cuidado, porque 
sabe el valor de aquello que tiene en sus manos.

Empezar una institución de cero, darle vida, es una experiencia instituyente, difícil y desafiante. Formar parte 
del grupo de trabajadoras y trabajadores que acompañó la puesta en marcha y los primeros pasos de la De-
fensoría de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes es un orgullo, y al mismo tiempo, un desafío. Si 
bien esto podría decirse de cualquier organismo o entidad, por su especificidad y objeto en este caso no se 
trata de un mero ejercicio administrativo. La propia existencia de “La Defe” fue una cuenta pendiente por casi 
15 años, y su constitución de por sí fue un logro.

Integrar este colectivo que la motoriza, entonces, es un desafío y una responsabilidad enorme, porque implica 
construir un organismo de derechos humanos nuevo en nuestro país y uno de los pioneros en nuestra región 
latinoamericana, que desde el Estado se dedique a controlar, aportar y exigir para mejorar la vida de aquellos 
que muchas veces no pueden hacerse escuchar. 

Es el desafío de construir herramientas, instrumentos y llevar adelante acciones de manera federal que hagan 
tangibles los Tratados de Derechos Humanos y las normativas nacionales e internacionales, para concretarlos 
en cada diálogo con las autoridades de todos los rincones del país, así como en la cotidianeidad de los terri-
torios, a través de la articulación con las organizaciones sociales y del reconocimiento de su rol histórico en 
la defensa de los derechos de nuestras pibas y pibes. Y, también, requiere pujar por construir creativamente 
el lugar protagónico de las chicas y los chicos, tanto en esta institución naciente como en toda la sociedad, 
para que se escuchen y tomen en serio sus voces, pensares y sentires, puesto que esta tarea sólo es posible 
reconociendo su condición de ciudadanas y ciudadanos. 

A su vez, trabajar en La Defe es un orgullo porque, para lograr esta misión, se fue construyendo un grupo 
humano de excelencia profesional y académica, con solvente expertise y especialidad única. La conducción 
que llevó adelante el comienzo de la institución apostó a la conformación de equipos con especialistas reco-
nocidos en sus disciplinas, con alta formación y perfiles técnicos. Compañeras y compañeros con extensas 
trayectorias de trabajo y compromiso, dedicados a los derechos humanos de las niñas, niños y adolescentes. 

Hoy somos uno de los organismos públicos con mayor porcentaje de profesionales. Somos 190 mujeres y 
hombres que conformamos equipos sólidos multidisiciplinarios y multigeneracionales, en donde el traba-
jo cotidiano se enriquece del aporte de los conocimientos de sociólogas/os, psicólogas/os, abogadas/os, 
trabajadoras/es sociales, contadoras/os, antropólogas/os, licenciadas/os en administración de empresas y 
financiera, politólogas/os, licenciadas/os en ciencias de la comunicación, ingenieras/os en sistemas y tecno-
logías, licenciadas/os en relaciones internacionales, licenciadas/os en recursos humanos, junto con la labor 
cotidiana de aquellas/os que dan forma a la estructura administrativa. 

Es un orgullo trabajar codo a codo en equipos robustos que fueron nutriéndose a lo largo de estos años, ama-
sando una identidad común, y que hoy constituyen el capital y la capacidad institucional más importante con 
la que cuenta La Defe para poder trabajar con la diversidad, transversalidad e integralidad que esta enorme 
tarea requiere, y que la convierte en una institución clave y señera de los derechos humanos en la región.

En estos años, el sendero tallado con pasos y traspiés implicó atravesar contextos históricos en los que se 
agudizaron las desigualdades socioeconómicas y las vulneraciones de derechos de las familias y las niñas y 
los niños. Frente a ello, el trabajo que realizamos en la Defe transitó aspectos sumamente amplios, que abar-
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caron esfuerzos por ocuparnos de temas estructurales que afectan a las niñeces, como la necesidad de ga-
rantizar ingresos a las familias para disminuir la pobreza en la que hoy viven la mayor parte de nuestras niñas 
y niños; así como un abanico enorme de temas que implican abordar la interseccionalidad de vulnerabilidades 
superpuestas en distintos grupos de chicas y chicos de nuestro país. Entre ellos, la niñez del chaco salteño y la 
lucha por el acceso al agua en poblaciones rurales asediadas por el desmonte; la preocupación por el impacto 
del cambio climático en las vidas de las niñas y los niños; la lucha por combatir las violencias y visibilizar los 
malos tratos hacia las y los más pequeños; la preocupación por la presencia incrementada de los chicos y las 
chicas en los entornos digitales y apuestas on-line; la incorporación de la perspectiva de los derechos huma-
nos al tratamiento penal de adolescentes; así como señalar las deudas que como sociedad tenemos con las 
infancias en situación de discapacidad, fomentar la participación y protagonismo de las chicas y los chicos en 
los lugares donde viven, y llevar el enfoque de niñez a todos los presupuestos y políticas públicas. Ejemplos 
que ponen en evidencia la amplitud e integralidad de las acciones a las que nos abocamos cada día, en busca 
de procurar mejorar la vida de cada nena y cada nene de nuestro país. 

Para ello, como equipo técnico especializado, ideamos proyectos; construimos evidencia y señalamos défi-
cits que permitieron mejorar políticas públicas; articulamos colaborativamente con los distintos organismos 
y con las organizaciones sociales en todos los rincones del país; analizamos y re orientamos abordajes de 
casos singulares elaboramos argumentos jurídicos e intervenimos en numerosos litigios; colaboramos con 
el sistema de protección integral de derechos y elaboramos recomendaciones e informes a nivel nacional e 
internacional para establecer estándares mínimos cada vez más exigentes y respetuosos de los derechos de 
las niñas, niños y adolescentes. 

También escuchamos y dialogamos con las chicas y los chicos de todas las provincias y procuramos que las 
autoridades escuchen sus ideas, demandas y propuestas; acompañamos a cada persona que se acercó, adul-
tas/os y niñas/os, para buscar soluciones justas; y buscamos incorporar en el debate público e institucional 
el punto de vista de los derechos humanos de las niñas, niños y adolescentes. 

A punto de cumplir el primer lustro, los desafíos siguen siendo enormes, aunque su naturaleza no sea la mis-
ma que la de los inicios. El camino de estos años fue y es difícil; de cada traspié un sendero fue tallado. Ello 
fortaleció la convicción de dedicar nuestros conocimientos y esfuerzos cotidianos a la búsqueda de una so-
ciedad más justa e igualitaria que, con una fuerte presencia del Estado como garante de lo colectivo, priorice 
el cuidado de nuestras niñas y niños para poder, como sociedad, imaginar y ofrecerles nuevos horizontes y 
destinos. 

La meta es seguir construyendo un camino en el que podamos entrar todas y todos, ése es el motor para 
seguir abriendo el sendero y dejando huella. Hace falta el compromiso mancomunado de infinidad de actores 
para que la cotidianeidad de niñas y niños a lo largo del territorio nacional efectivamente se transforme. 

Si caminamos y caminamos, con saberes y compromiso, seguramente cada vez más se sumen a andar. 
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Recepción y Asesoramiento  
de Consultas y Denuncias
Consultas, denuncias, atención directa y litigios estratégicos

En los términos de los arts. 55 y 57 de la Ley N° 26.061, la Defensoría tiene el deber de recibir consultas y 
denuncias sobre situaciones de vulneración de derechos de niñas, niños y adolescentes de todo el país. Éstas 
pueden ser presentadas por cualquier persona o entidad pública o privada, por sí o por terceros. Cuando la 
denuncia y/o consulta es presentada directamente por una niña, niño o adolescente, no requiere acompaña-
miento alguno por parte de una persona adulta para presentar su petición, la cual será abordada en forma 
prioritaria. 

Las funciones establecidas por la Ley 26.061 en su art. 55 comprenden una amplia gama de competencias 
que apuntan a promover medidas judiciales y extrajudiciales para velar por el efectivo respeto a los derechos 
y garantías legales asegurados a las niñas, niños y adolescentes. Para ello puede tomar las declaraciones del 
reclamante, entenderse directamente con la persona o autoridad reclamada y efectuar recomendaciones con 
miras a la mejoría de los servicios públicos y privados de atención de las niñas, niños y adolescentes, determi-
nando un plazo razonable para su perfecta adecuación. 

Asimismo, debe proporcionarse asesoramiento de cualquier índole a las niñas, niños y adolescentes y a sus 
familias, en particular, acerca de los recursos públicos, privados y comunitarios donde puedan recurrir para 
la solución de su problemática y deben recibirse todo tipo de reclamo formulado por los niños, niñas o ado-
lescentes o cualquier denuncia que se efectúe con relación a la vulneración de derechos de las niñas, niños y 
adolescentes, debiéndose dar curso de inmediato al requerimiento de que se trate.

Actualmente esta institución cuenta con una página web institucional donde fácilmente se identifica la forma 
de comunicarse con la Defensoría a través de formularios web donde deben consignarse algunos datos, para 
la debida intervención de los equipos especializados. No obstante, también se reciben consultas a través de 
correo electrónico, vía telefónica o presencial. 

Las peticiones presentadas ante la Defensora son muy variadas, tanto en relación a la problemática planteada 
como al tipo de intervención que requiere. 

A continuación se presentan los datos al 15 de febrero de 2025. 

Cantidad de requerimientos ingresados según período. Período 2020, 2021, 
2022, 2023 y 2024 (Parcial corte 15-feb 2025) 

Período de ingreso Cantidad de 
requerimientos

2020-2021 315

2021-2022 441

2022-2023 559

2023-2024 770

2024-2025 (parcial) 591

Total 2676
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Cantidad de requerimientos según jurisdicción. Período 2024. Parcial corte 15-feb 2025

Jurisdicciones Cantidad de requerimientos

Buenos Aires 221 37,39%

CABA 154 26,06%

Catamarca 2 0,34%

Chaco 4 0,68%

Chubut 10 1,69%

Córdoba 14 2,37%

Corrientes 4 0,68%

Entre Ríos 7 1,18%

Formosa 6 1,02%

Jujuy 10 1,69%

La Pampa 5 0,85%

La Rioja 1 0,17%

Mendoza 8 1,35%

Misiones 11 1,86%

Neuquén 8 1,35%

Río Negro 7 1,18%

Salta 7 1,18%

San Juan 1 0,17%

San Luis 3 0,51%

Santa Cruz 10 1,69%

Santa Fe 14 2,37%

Santiago del Estero 2 0,34%

Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur 2 0,34%

Tucumán 12 2,03%

Interjurisdiccional 8 1,35%

Federal 17 2,88%

Internacional 15 2,54%

S/D 28 4,74%

Total 591 100,00%
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Cantidad de requerimientos según peticionario. Período 2024 Parcial corte 15-feb 2025

Tipos de peticionarios Cantidad de requerimientos

Familiar / Referente 376 63,62%

Organismos públicos (Ejecutivo, Judicial, Legislativo) 50 8,46%

Tomados de Oficio 36 6,09%

Profesionales particulares 27 4,57%

Niña, Niño o Adolescente 25 4,23%

Organizaciones sociales / Foros / Sindicatos 19 3,21%

Organismos públicos de control 6 1,02%

Otros 52 8,80%

Total 591 100,00%

Cantidad de requerimientos según temática. Período 2024 Parcial corte 15-feb 2025

Temas requeridos Cantidad de requerimientos

CUIDADOS PARENTALES 182 30,80%

VIOLENCIAS* 126 21,32%

SALUD 52 8,80%

CUIDADOS ALTERNATIVOS 45 7,61%

EDUCACIÓN 33 5,58%

IDENTIDAD 28 4,74%

VIVIENDA 23 3,89%

INTERNACIONAL 13 2,20%

ADOPCIÓN 12 2,03%
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SEGURIDAD ALIMENTARIA 9 1,52%

JUSTICIA PENAL JUVENIL 6 1,02%

POBREZA Y DESIGUALDAD 1 0,17%

AMBIENTE/CAMBIO CLIMATICO 1 0,17%

EXPLOTACIÓN, TRABAJO INFANTIL, TRATA 1 0,17%

PARTICIPACIÓN Y PROTAGONISMO NNYA 0 0,00%

OTROS 59 9,98%

Total 591 100,00%

* Dentro de la temática violencias, cabe destacar que 27 correspondieron con situaciones de abuso sexual 
contra niñas, niños y adolescentes. Es decir un 21% de las violencias denunciadas refieren a situaciones de 
violencia sexual contra niñas, niños y adolescentes.

Modalidad de tramitación de consultas y denuncias

Tal como señaló Mary Beloff en el prólogo al Informe Gestión del período 2023, el trabajo de la Defensoría no 
puede presentarse como un compendio estadístico: “no intentan solamente mostrar datos, sino describir qué 
se hace con ellos y cómo se traducen en requerimientos concretos que contribuyen al diseño y sostenimiento 
de políticas públicas.” 

La intervención de la Defensoría se orienta a relevar la existencia de vulneración de derechos de una/o o más 
niñas, niños y adolescentes, o un colectivo de ellas/os en cada planteo recibido, y analizar la intervención de 
los organismos obligados y con competencia jurisdiccional responsables y corresponsables de la atención y 
abordaje del tipo de situación planteada. Para ello, se busca identificar los factores (obstáculos o barreras) 
que están generando o sosteniendo una vulneración de derechos y la intervención llevada adelante por cada 
uno de los actores u organismos institucionales competentes, según temática de la consulta/denuncia reci-
bida. Se ha trabajado a partir de la casuística acumulada, aspectos generales y específicos fundamentales a 
constatar, según la materia que se trate, a la hora de analizar y evaluar cada petición recibida. 

En ese marco, además de la pertinencia del planteo, esto es: que la petición implique vulneración de derechos 
de niñas, niños o adolescentes, y el análisis de sus antecedentes, también se procede a un detallado análisis 
del contexto en el que la situación tiene lugar. Ello implica advertir, por ejemplo, la presencia de una intersec-
cionalidad en la vulneración de derechos, esto es la pertenencia de los niños o niñas a otros grupos sociales 
en especial situación de vulnerabilidad; las desigualdades regionales, en particular en cuanto a la disponibili-
dad y densidad de recursos institucionales públicos en la jurisdicción; la existencia de redes de apoyo comuni-
tarias y las condiciones de acceso a la justicia. Este análisis, sumado a la normativa, estándares y organismos 
competentes y obligados, según la temática, confluyen a la hora de decidir un plan de acción y la oportunidad 
de la intervención de la Defensoría.



  Informe Anual 2024    18   

A partir de ello, según corresponda, se interpelará tanto a organismos de los tres poderes del Estado como a 
entidades públicas o privadas, con el propósito de instar a la remoción de los obstáculos o barreras identifi-
cadas en el goce de derechos y garantías de las niñas, niños y adolescentes que vivan en el territorio nacional 
o con ciudadanía argentina. Asimismo, se podrá proponer y promover iniciativas de incidencia, promoción y 
protección de derechos de niñas, niños y adolescentes, distintas a la gestión jurídica o administrativa, que 
puedan tener impacto a nivel transversal y estructural.

Ello en cumplimiento de los deberes dispuestos en el art. 64 de la Ley 26.061 donde se establece que, de resul-
tar verosímil el planteo o reclamo, la Defensora deberá promover y proteger los derechos de las niñas, niños y 
adolescentes mediante acciones y recomendaciones que efectuará ante las instancias públicas competentes, 
a fin de garantizar el goce y el ejercicio de los mismos; y formular recomendaciones o propuestas a los orga-
nismos públicos o privados respecto de cuestiones objeto de su requerimiento. 

Las funciones y deberes de la Defensoría son ejercidas respetando las autonomías provinciales y las compe-
tencias específicas de los organismos a cargo de brindar atención o servicio a niñas, niños o adolescentes, 
o de intervenir frente a la amenaza o la vulneración de sus derechos. Específicamente, la gestión de las con-
sultas y denuncias recibidas parte de la premisa de no superponerse o solaparse con la tarea de organismos 
obligados. 

Al no ser la Defensoría un organismo de primer nivel de intervención, cada denuncia recibida debe ser anali-
zada en atención a la vulneración de derechos que plantea, pero particularmente haciendo foco en un análisis 
minucioso del tipo de abordajes y respuestas institucionales que la situación ha recibido a los fines de de-
tectar posibles obstáculos o barreras que, por acción u omisión, puedan estar resultando en una vulneración 
de derechos. En general, tales fallas suelen encontrarse vinculadas, por ejemplo, a obstáculos en los procedi-
mientos judiciales y/o administrativos, barreras en el acceso a recursos y/o programas, vacancia/ausencia de 
políticas y/o normativas adecuadas o específicas, prácticas discriminatorias, entre otras.

¿Qué hacemos cuando recibimos una consulta/denuncia?
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Las etapas del proceso de tramitación de los requerimientos no son lineales e implican distintos tipos de 
gestiones dependiendo de la singularidad de cada situación. Esta minuciosa tarea se dirige a orientar las 
intervenciones del Estado -desde sus diferentes poderes, en sus tres niveles y en todo el país- procurando 
la mejora de las capacidades de los organismos públicos obligados normativamente, para actuar desde la 
transversalidad e integralidad que la protección especial o reforzada de los derechos de las niñas, niños y 
adolescentes demanda.

A través de la gestión y seguimiento las consultas y denuncias recibidas o tomadas de oficio, la Defensoría 
promueve lineamientos y estándares para mejorar en las intervenciones y articulaciones de los organismos 
del Poder Ejecutivo, Judicial y Legislativo a lo largo y ancho del país, exigir el cumplimiento de derechos y ga-
rantías de las niñas, niños y adolescentes, e incidir en el diseño e implementación de políticas públicas. 

De este modo, a partir del conjunto de micro-intervenciones desplegadas en cada uno de los casos, se gene-
ran precedentes hacia un funcionamiento más eficaz y adecuado de los actores del Sistema de Promoción 
y Protección de Derechos en cumplimiento con los estándares de derechos humanos de niñas, niños y ado-
lescentes. Así, a lo largo de estos años, la Defensoría ha instado, guiado, promovido y reorientado procesos 
resultando en mayores garantías para los derechos de niñas, niños y adolescentes involucrados; ha logrado 
mejorar determinadas intervenciones, especialmente aquellas que requieren una mejor articulación intergu-
bernamental (municipio, provincia, nación) e interjurisdiccional (distintas provincias), subsanando barreras 
funcionales entre organismos y dispositivos territoriales, entre poderes (Ejecutivo y Judicial) y mejores articu-
laciones intersectoriales en cuanto complementariedad de efectores del sistema y recursos públicos (salud, 
educación, etc.). 

De los casos a los temas

La Defensoría recibe denuncias y las aborda desde una doble dimensión: por un lado, tramita cada una de 
manera singular (en atención a la vulneración de derechos de niñas/os o adolescentes involucrados); en 
paralelo, trabaja en el relevamiento de evidencia e identificación de patrones sistemáticos de vulneración de 
derechos de carácter transversal y estructural. Es decir, el abordaje de cada requerimiento y el análisis porme-
norizado de las particularidades y obstáculos que cada situación presenta permiten visualizar, en el conjunto 
de la casuística, aquellos patrones reiterados o sistemáticos en torno a problemas u obstáculos del Sistema 
de Promoción y Protección de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, que se constituyen en evidencia 
para impulsar iniciativas y acciones estratégicas de la Defensoría, orientadas a impactar de manera colectiva, 
transversal y estructural en pos de la garantía y cumplimiento de los derechos de niñas, niños y adolescentes. 
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La evaluación del conjunto de denuncias, ya sea en función de determinada temática o de un grupo especial-
mente vulnerable1, permite visualizar aspectos de lo que ocurre en y con las instituciones que conforman el 
Sistema de Promoción y Protección de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. Las denuncias constituyen 
así una herramienta estratégica para la garantía de derechos y una evidencia importante para el fortalecimien-
to del Sistema de Promoción y Protección de Derechos, porque permiten visibilizar la brecha que existe entre 
las políticas y los procedimientos normados respecto de aquellos vivenciados; entre lo que debería ocurrir y 
lo que ocurre efectivamente2. Por consiguiente, el análisis de los “casos” constituye un medio sustantivo para 
identificar nudos críticos y aportar en la revisión y transformación de prácticas, procedimientos y normativas, 
en tanto permiten iluminar los obstáculos y barreras de las políticas y procedimientos institucionales, como 
mostrar la necesidad de producir nuevas políticas o enmendar las existentes. 

En este recorrido se han visualizado problemáticas y grupos que merecen especial consideración, lo que ha 
motivado la redacción de recomendaciones y pronunciamientos de carácter general, y de observaciones y 
presentaciones administrativas y/o judiciales de carácter específico, así como la concreción de reuniones y 
mesas de trabajo interinstitucionales, con el objetivo de fomentar alianzas estratégicas para una mejor arti-
culación entre efectores. También, ha permitido mejorar las herramientas procedimentales y operativas de 
los equipos especializados y las capacidades de exigibilidad para hacer frente a la afectación de derechos 
económicos, sociales, culturales y ambientales de niñas, niños y adolescentes y sus familias.

Un obstáculo transversal: La intervención coordinada de los distintos actores que forman parte del 
Sistema de Protección de Derechos

Uno de los grandes desafíos aún pendientes de la Ley 26.061, es el acuerdo en la definición operativa concreta 
del concepto de “corresponsabilidad” en las intervenciones, más allá del tema que se trate. Las situaciones de 
vulneración de derechos de niñas, niños y adolescentes, en general, no pueden reducirse a un aspecto, sino 
que suelen ser multidimensionales. La complejidad de determinadas situaciones exige abordajes creativos 
y flexibles, capaces de articular efectivamente enfoques interdisciplinarios y estrategias intersectoriales e 
intergubernamentales.

La tramitación y el seguimiento de los casos por parte de la Defensoría ha puesto de relieve obstáculos en los 
procesos de articulación intersectorial e interjurisdiccional. La relación entre los organismos administrativos 
y judiciales continúa reflejando una tensión paradigmática en disputa, teniendo en cuenta que en ciertas juris-
dicciones continúa prevaleciendo un modelo tutelarista.

La oferta institucional de programas, dispositivos y servicios, tanto a nivel nacional como provincial y munici-
pal, continúa estando mayoritariamente organizada desde una lógica sectorial y no desde la centralidad de las 
infancias y la integralidad de sus derechos. Es, por lo tanto, el ejercicio práctico de una intervención articulada 
armónica entre los mismos, con el interés superior de los niños en el centro, lo que demanda serios refuerzos 
positivos. 

En el contexto en el que se desarrolla el presente informe, preocupa el desfinanciamiento y cierre de organis-
mos y programas destinados a acompañar y proteger los derechos de niñas, niños y adolescentes justamente 
cuando se hace más necesario brindar recursos económicos e institucionales para los grupos familiares, 
considerando que más de la mitad de las personas en Argentina se encuentra bajo la línea de pobreza y, más 
grave y urgente aún, que más del 65% de las niñas, niños y adolescentes del país habitan en hogares que se 
encuentran por debajo de esa línea. 

En ese marco, cabe señalar la desjerarquización de la Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia y 
las tres Subsecretarías que estaban bajo su órbita: estas dependencias han sido reemplazadas por una única 
1  Además de la vulnerabilidad esencial en su condición de niñas, niños y adolescentes, también existen otras dimensiones que pueden 
generar situaciones de mayor vulnerabilidad, como ser aquellas niñas, niños o adolescentes que, por ejemplo, tengan necesidades espe-
ciales por carecer de cuidados parentales, por pertenecer a grupos minoritarios, por encontrarse en situación de calle y/u otra situación 
de pobreza extrema o indigencia, por tener alguna discapacidad o problemática de salud mental, por ser migrantes, por ser indígenas, por 
ser víctimas de violencia, y/o por encontrarse imputados por la comisión de algún delito, entre otras.
2 Ahmed, Sara (2022) ¡Denuncia! El activismo de la queja frente a la violencia institucional. 1a ed. - Ciudad Autónoma de Buenos Aires: 
Caja Negra.
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subsecretaría denominada “Subsecretaría de Políticas familiares”, lo que va en sentido contrario al fortaleci-
miento del Sistema de Promoción y Protección de Derechos. 

Principales temáticas abordadas

Violencias contra niñas, niños y adolescentes

Abuso sexual contra niñas, niños y adolescentes

Dentro de la problemática de las violencias, sobresalen en términos de volumen las vinculadas al abuso se-
xual contra niñas, niños y adolescentes. La protección de las víctimas de violencia sexual es una prioridad y 
preocupación central de la Defensora desde el inicio de su gestión, dada la gravedad de las vulneraciones y 
la importancia de garantizar el debido proceso y la no revictimización de las niñas, niños y adolescentes. La 
Defensoría intervino en cada uno de los requerimientos recibidos; en el período informado se registraron 25 
casos de abuso sexual sobre un total de 115 de violencias contra niñas, niños y adolecentes (es decir, el 22% 
de las violencias denunciadas corresponden a situaciones de violencia sexual). Es por ello que se han elabo-
rado recomendaciones específicas, que resultan fundamentales no sólo en la tramitación de los casos por 
parte de la Defensoría y de las defensas y querellas particulares, sino en la tarea de incidencia amplia que se 
propone este organismo.  

La Recomendación N° 2 y su anexo han contribuido a reforzar los estándares de intervención y acción, a partir 
de su remisión a Juzgados y Cámaras de Familia o Civiles, a Unidades Fiscales, a Juzgados y Cámaras en lo 
Penal, a Tribunales Superiores de Justicia, así como también a organismos de protección, profesionales parti-
culares y peticionarios/as, para su conocimiento y orientación en el marco de los procesos que se encuentren 
en curso y en virtud de cada situación en particular. Asimismo, se ha difundido en mesas de trabajo, jornadas 
y seminarios interdisciplinarios orientados a equipos que trabajan en esta temática específica.

Del análisis y tramitación de la casuística se identifican nudos problemáticos, obstáculos o barreras en el 
abordaje de denuncias por abuso sexual o violencia grave contra niñas, niños y adolescentes en el entorno 
familiar y, en particular, en las que su voz y su voluntad no es debidamente tenida en cuenta a la hora de con-
siderar la vinculación con alguno de sus progenitores, vulnerando su derecho a ser oídos y a participar activa-
mente de los procesos judiciales y administrativos que los involucran. 

Corresponde que los procesos propendan a un abordaje integral de las situaciones que afectan a niñas y niños 
como un sujeto único, debiendo procurarse una fluida comunicación entre los distintos fueros. No obstante, 
se evidencia una limitada articulación entre los efectores judiciales de distintas jurisdicciones y de distintos 
fueros donde se encuentran tramitando los expedientes en los cuales se decide sobre la vida de un mismo 
niño, niña o adolescente, en particular cuando se encuentran en trámite pedidos de comunicación o revincu-
lación solicitados judicialmente por el presunto agresor en el fuero civil, mientras se encuentra en curso un 
proceso penal.

Además, tal como remarca la Recomendación N°2, resulta fundamental la adaptación del sistema de protec-
ción de derechos a las particularidades que requiere el abordaje cuando se trata de niñas, niños o adolescen-
tes víctimas, desde lo edilicio hasta los procedimientos en general y una significativa falta de formación y 
especialidad en la perspectiva de niñez y de género por parte de los equipos intervinientes (idoneidad) tanto 
en el fuero penal como civil.

En relación con el acceso a la justicia, la falta de defensa técnica gratuita por parte del Estado para las vícti-
mas, la posibilidad de contar con un abogado de parte para constituirse en querella en un juicio penal queda 
limitada a las posibilidades de contratación particular, y a las capacidades para impulsar la causa y requerir 
las medidas necesarias. En relación con el fuero civil, en cambio, está prevista la defensa pública en estos 
procesos.
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Vinculado con la voz de las/os niñas/os -y el respeto por sus tiempos subjetivos y formas de manifestar expe-
riencias traumáticas- otro aspecto central sobre el cual se han observado serias limitaciones es en el impulso 
e investigación de las causas penales de abuso sexual contra niñas, niños y adolescentes, particularmente 
en lo que refiere a la recolección y producción de pruebas. La Defensoría ha instado, en sus intervenciones, a 
adoptar todas las medidas posibles para garantizar la amplitud probatoria, a fin de que la producción y valora-
ción de la prueba sea omnicomprensiva y no recaiga exclusivamente en la víctima, su testimonio y su cuerpo.

Elaboración del documento “Violencia sexual conta niños, niñas y adolescentes.  
Análisis Federal de los instrumentos interinstitucionales para su abordaje. Primera Etapa”

A partir de los nudos críticos detectados la Defensoría, desde el trabajo articulado de la Dirección de Forta-
lecimiento del Sistema de Promoción y Protección de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, la Dirección 
de Recepción y Asesoramiento de Consultas y Denuncias, y la Dirección de Exigibilidad de Derechos y Litigios 
Estratégicos, se propuso un proyecto de investigación estructurado en tres etapas: el relevamiento de protoco-
los/guías de actuación existentes para el abordaje de las situaciones de violencia sexual contra niñas, niños y 
adolescentes, producidas y vigentes en todas las provincias y en CABA y analizarlos en función de un conjunto 
de indicadores elaborados por esta Defensoría en base a los estándares de referencia; una segunda etapa 
donde por un lado, a partir del análisis de la casuística en la que la Defensora ha intervenido, se indagará sobre 
el grado de cumplimiento de los protocolos, conociendo los circuitos reales y la efectivización del diseño ins-
titucional y, por otro lado, se convocará a una mesa de trabajo con expertos en la temática para intercambiar 
sobre los hallazgos y enriquecer el trabajo conjunto. En la última etapa, se elaborará una recomendación de 
estándares mínimos que deben ser incluidos en los protocolos interinstitucionales de abordaje de situaciones 
de violencia sexual contra niñas, niños y adolescentes, que puedan servir de insumo para la formulación de 
instrumentos en las jurisdicciones que aún no lo tienen, o la reformulación cuando corresponde. 

En enero de 2025 se publicó el informe correspondiente a la primera etapa “Violencia sexual conta niños, 
niñas y adolescentes. Análisis Federal de los instrumentos interinstitucionales para su abordaje. Primera Eta-
pa”. Entre las principales conclusiones el informe revela que solo 15 de las 24 jurisdicciones del país cuentan 
con protocolos interinstitucionales para abordar la violencia sexual contra niñas, niños y adolescentes, mu-
chos de los cuales requieren actualización. Se observa un enfoque predominante en el proceso penal, descui-
dando la justicia civil y la intervención de organismos administrativos. Además, los protocolos carecen de una 
perspectiva interseccional, formación obligatoria para los equipos intervinientes y estrategias de prevención 
y sensibilización. También preocupa la ausencia de prohibiciones sobre teorías pseudocientíficas y la falta 
de medidas efectivas para evitar la revictimización y garantizar la reparación integral de las víctimas. Ante 
esta situación, se insta a las jurisdicciones a desarrollar y mejorar sus protocolos con un enfoque integral y 
de derechos. Durante 2025 se seguirá trabajando en las siguientes etapas del proyecto de investigación, y 
articulando con las provincias para asesorarlas en el dictado de protocolos, leyes y estrategias interactorales 
para el abordaje de la violencia sexual hacia niños, niñas y adolescentes. 

Revinculaciones forzadas. Intervenciones con sesgo adultocéntrico

La Defensoría intervino en diversos casos en los que se estaban ordenando revinculaciones forzadas. Se trata 
de situaciones en las que el derecho a ser oído de las niñas, niños y adolescentes no se encuentra garantizado 
de manera adecuada y, en numerosas ocasiones, el interés superior suele ser minimizado o reinterpretado, co-
locando por sobre éste el derecho a mantener el contacto con ambos progenitores, priorizando así el derecho 
de los adultos por sobre los derechos de niñas, niños y adolescentes.

Preocupan a esta Defensoría los obstáculos procedimentales, institucionales y culturales respecto al cumpli-
miento efectivo del derecho a ser oído y a que su opinión sea tenida en cuenta, especialmente en relación al 
acceso a la justicia y las garantías del debido proceso para niñas, niños y adolescentes víctimas. 

Mantener el contacto con ambos progenitores es un derecho del niño/a o adolescente y no puede ser impues-
to como una obligación, ni forzado mediante la coacción de instituciones del Estado que están obligadas a 
proteger sus derechos.
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El derecho a ser oído adquiere un cariz especial ante denuncias por abuso sexual y violencia contra niñas, 
niños y adolescentes, donde su opinión debe considerarse como un factor destacado en cualquier resolución 
que la o lo involucre, tanto en sede penal como civil. Es de vital importancia que, en la valoración realizada en 
los procesos judiciales, sean tenidas en cuenta la totalidad de las expresiones y manifestaciones efectuadas 
por las niñas y los niños, en sus diversas formas, tiempos, y en los distintos contextos donde los relatos pu-
dieran haberse manifestado.

Ante el volumen de evidencias de este tipo, la Defensoría redactó la Recomendación General Nº 8 sobre “El 
Derecho de Niñas, Niños y Adolescentes a ser oídos y que su opinión sea tenida en cuenta”. Se trata de una 
herramienta para instar a los organismos involucrados a garantizar el ejercicio efectivo del derecho a ser oído, 
entendido como un proceso complejo, singular y continuo, haciendo hincapié en las formas en que este dere-
cho no sólo es ejercido sino especialmente valorado en el marco de los procesos administrativos y judiciales 
que involucren a niñas, niños y adolescentes.

En varios casos ha resultado evidente la falta de seguimiento y revisión de antecedentes en aquellas situacio-
nes en las que niñas, niños o adolescentes se trasladan a otra provincia, y se realiza la apertura de actuaciones 
judiciales en distintas jurisdicciones, que no toman en consideración (o desconocen) denuncias o procesos 
iniciados en otros departamentos judiciales. En una gran cantidad de casos, la intervención de la Defensoría 
se ha orientado a la reunión y puesta en conocimiento de estos antecedentes. 

Restitución interprovincial de niñas, niños y adolescentes

Vinculado con lo anterior, los casos tramitados por la Defensoría ponen de manifiesto la ausencia de un 
medio idóneo para la ejecución de una medida tan sensible como es la restitución interprovincial de niñas, 
niños y adolescentes. Esto motivó la elaboración y publicación del Pronunciamiento N°20,  Pautas mínimas 
de restitución interprovincial de niñas, niños y adolescentes. El documento remarca la necesidad e importan-
cia de la sanción de una ley nacional que regule mecanismos de restitución interprovincial de niñas, niños y 
adolescentes. La norma debería brindar un marco para el diseño de mecanismos que habiliten una instancia 
de análisis concreto del traslado, tanto para los supuestos en los que se configure un traslado o retención e 
incomunicación ilícita de niñas, niños y adolescentes, como también cuando los antecedentes y/o motivacio-
nes configuren un traslado legítimo, tal como la situación de violencia que rodea a muchos de estos casos. 
Resulta particularmente necesario garantizar la aplicación armónica de los principios de la Ley de Protección 
Integral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes (Ley 26.061) y de la Ley de Protección Integral para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres en los ámbitos en que desarrollan sus relacio-
nes interpersonales (Ley 26.485), así como de los instrumentos del derecho internacional de los derechos 
humanos aplicables.

Prácticas sexuales agresivas o abusivas 

Otra arista de las violencias sexuales que requiere ser atendida con mayor especificidad y profundidad se 
vincula con las prácticas sexuales agresivas o abusivas por parte de adolescentes. 

Los casos en los que la Defensoría intervino han dado cuenta no solo de la falta de políticas o programas con 
enfoque sobre los agresores, sino también de la ausencia de marcos conceptuales, formación y herramientas 
para abordar estas situaciones con enfoque de derechos de niñas, niños y adolescentes. En tal sentido, se 
advierte una vacancia de lineamientos o encuadres que orienten tanto la evaluación de la situación, como la 
estrategia de intervención entre efectores, principalmente las escuelas, los organismos administrativos de 
protección de derechos y el despacho judicial donde tramita, cuando corresponde, la denuncia. 

Particularmente en situaciones en las que víctima y victimario comparten el ámbito escolar, se encontró como 
“solución” la separación de la escuela del adolescente denunciado, o la continuidad de su trayectoria escolar 
en forma virtual. 

En cuanto a la tramitación judicial de la denuncia, se identificaron fallas en la debida diligencia. La inactividad 
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procesal en la tramitación de denuncias de esta índole puede interpretarse como ausencia de tutela judicial efec-
tiva, no sólo para la víctima, sino también en términos de garantías de defensa para el adolescente denunciado. 

El impacto relativo del tiempo en sujetos en pleno desarrollo, producto de la inactividad procesal, que prolonga 
la incertidumbre tanto de quien denuncia como quien ha sido denunciado, resulta injusto. Por lo tanto, cuando 
cabe una investigación judicial con miras a la resolución definitiva de la situación procesal del adolescente 
denunciado, esta debe ser especialmente expedita, dando intervención necesariamente al organismo espe-
cializado de protección de derechos de niñas, niños y adolescentes, para ordenar el debido acompañamiento 
y contención de las partes. 

En este marco, además de las observaciones y/o interpelaciones en relación con aspectos singulares de cada 
caso, la Defensoría ha remarcado en sus intervenciones la importancia de avanzar en el desarrollo de protoco-
los o guías de actuación ante situaciones de violencia de género y de violencia sexual por parte de personas 
menores de 18 años de edad. 

El análisis de estas situaciones, y por tanto el desarrollo de instrumentos de intervención, requiere una dis-
tinción por edad, género, vínculo, tipo de práctica sexual agresiva o abusiva que se denuncia y el entorno en 
el que se produce. En función de ello, corresponde establecer de manera específica: la responsabilidad de la 
coordinación de la estrategia, según el ámbito donde se despliegue; los roles y responsabilidades de los dis-
tintos actores con competencia -educación, salud, organismos de protección- y efectores judiciales (en caso 
de corresponder); el tipo de acompañamiento y seguimiento de la situación de las niñas, niños o adolescentes 
involucradas y del colectivo de pares que les rodea (si fuera el caso); las medidas orientadas a la prevención, 
promoción, asistencia y reparación o restitución de los derechos vulnerados. 

Cuidados parentales de niñas, niños y adolescentes

Derecho a ser oído en el marco de procesos judiciales de familia 

La falta de garantías en el derecho a ser oído de niñas, niños y adolescentes también suele evidenciarse en 
situaciones en las que se dirimen planteos vinculados a la titularidad y ejercicio de la responsabilidad paren-
tal, así como en otros referidos a deberes y derechos de los progenitores en relación con sus hijos (cuidado 
personal, régimen de comunicación, plan de parentalidad, entre otras), en los que no se presentan situaciones 
de violencia contra las niñas, niños y adolescentes. 

Una parte de las denuncias recibidas se vincula con decisorios judiciales que resuelven sobre aspectos de la 
vida de niñas, niños y adolescentes sin valorar -o incluso desacreditando- su palabra. En estas situaciones, 
otra vez la Recomendación  N°8, respecto al derecho a ser oído y a que su opinión sea debidamente tenida 
en cuenta y valorada en los procesos que los involucran, vuelve a ser una herramienta de la Defensoría para 
interpelar a los juzgados intervinientes.

Un desafío en el marco de los procesos de familia consiste en disminuir los altísimos niveles de atravesamien-
to judicial de la cotidianeidad de algunas niñas, niños y adolescentes que la conflictividad entre sus progeni-
tores conlleva a distintos aspectos de su vida (escuela, actividades extracurriculares, terapeuta, salud, club, 
viajes, vacaciones, fiestas, etc.).

En este sentido, también se han recibido requerimientos vinculados a procesos judiciales en curso sobre 
deberes de los responsables legales de niñas, niños y adolescentes con cuidados parentales, que se encuen-
tran reguladas por el Código Civil y Comercial de la Nación y que corresponde sean dirimidas en el marco de 
tales procesos judiciales. Al respecto, resulta conveniente remarcar que la disconformidad con las decisiones 
judiciales de alguna de las partes no constituye un motivo de admisibilidad o intervención de esta Institución; 
por ello, en relación con este conjunto de casos, fundamentalmente se brinda asesoramiento e información 
a los peticionarios y/o a sus letrados, orientándose acerca de la vía idónea, y/o en relación con los recursos 
públicos y gratuitos que correspondan, conforme el tipo de planteo y la jurisdicción en la que se encuentren.
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Niñas, niños y adolescentes sin cuidados parentales 

Medidas de protección excepcional

La Defensoría ha intervenido en numerosas situaciones vinculadas a la implementación de medidas de pro-
tección excepcional (MPE) dispuestas por los organismos de protección, que evidencian un déficit en los 
abordajes en relación, justamente, con los grupos familiares y/o progenitoras/es de quienes las niñas, niños 
o adolescentes han sido separados. 

En términos generales se han relevado dificultades tales como: a) déficit de recursos de organismos de pro-
tección locales y provinciales que aseguren políticas públicas orientadas a prevenir la separación de niñas, 
niños y adolescentes de sus familias; b) déficit en términos de cobertura y disponibilidad de políticas públi-
cas dirigidas a restituir los derechos de las infancias y de sus familias vulnerables, particularmente aquellas 
orientadas al fortalecimiento familiar y restitución de vínculos saludables; c) intervenciones discontinuas y 
fragmentadas entre los actores que conforman el Sistema de Protección de Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes, con falencias en el registro y falta de información sistematizada sobre las intervenciones.

La casuística permitió evidenciar un déficit en materia de medidas, políticas y apoyos de fortalecimiento fa-
miliar para remover los obstáculos que dieron origen a la adopción de la medida de protección excepcional, la 
cual debe tener como principal objetivo la restitución de las niñas, niños o adolescentes a su grupo familiar o 
conviviente, siempre que ello no sea contrario a su interés superior. En particular, se observan mayores dificul-
tades en situaciones que requieren un abordaje interseccional, en diálogo con otras perspectivas especializa-
das tales como género, salud mental y discapacidad.

En una significativa cantidad de casos las medidas de protección excepcional se encuentran fundadas en 
razón de situaciones de violencia intrafamiliar, consumo problemático de sustancias por parte de los proge-
nitores, de progenitores privados de libertad, y de dificultades para el cuidado de las/os hijas/os. Resultan 
frecuentes los casos en los que la progenitora se encuentra en situación de violencia de género; no obstante, 
la estrategia o plan de trabajo no incluye una articulación complementaria con áreas especializadas en la te-
mática, de manera tal que permitan acompañar el proceso de la madre-víctima. Resalta además la falta de un 
sistema de apoyos para madres en situación de vulnerabilidad económica, con discapacidad o que evidencian 
consumos problemáticos. 

En ciertos casos que se tramitaron en la Defensoría se advierte prevalencia de prejuicios y conceptos estig-
matizantes, presentes en intervenciones e informes de evaluación por sobre el despliegue de estrategias inte-
grales con recursos adecuados y necesarios para su acompañamiento. En estos casos resulta fundamental 
incorporar la transversalidad de la perspectiva de género y los derechos de la niñez, considerando la comple-
mentariedad y retroalimentación de tales enfoques en lo que refiere a la protección de mujeres-madres y de 
niñas, niños y adolescentes.

En virtud de los antecedentes revisados en diversos casos, las llamadas “evaluaciones de capacidades pa-
rentales” suelen dar lugar a la cristalización de situaciones que, en ocasiones, de manera determinista, se 
transforman en un dictamen vinculante, utilizado por el decisor judicial y administrativo, siendo determinantes 
a la hora de decidir estrategias y, por ende, trayectorias de vida,  tal como se puede observar en el siguiente 
extracto de un informe de evaluación:

“(…) de lo evaluado se desprende que las capacidades parentales de la Sra. se encuentran condiciona-
das y limitadas (…) ubicándose en lo que dentro del campo de la psicología forense denominamos: In-
competencia parental, puesto que la evaluada cuenta con un déficit en el funcionamiento para maternar 
y desplegar adecuadamente sus funciones y competencias parentales, interfiriendo lo expuesto en la 
posibilidad de desempeñar el sano ejercicio de su rol y una parentalidad suficientemente buena y sana.”

Otro de los aspectos centrales que a partir de la casuística se ha identificado como importante es el fortaleci-
miento de instancias de monitoreo y supervisión institucional de las medidas de protección excepcional, por 
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cuanto su ausencia impacta en la calidad de las estrategias de restitución de derechos, lo que suele traducirse 
en la prolongación de los plazos de institucionalización que evidentemente impacta en la vida de esas niñas, 
niños y adolescentes. Por ello resulta crucial disponer no sólo de los recursos adecuados, sino también mo-
nitorear y fortalecer los procesos de seguimiento y evaluación de las estrategias de restitución de derechos, 
tanto en el marco de la disposición de las medidas de protección excepcional como de su cese, ya sea que 
implique la revinculación familiar o el inicio de un proyecto preadoptivo. Se considera clave la existencia de 
revisiones periódicas dirigidas a evaluar, fortalecer y reorientar estrategias de acción planteadas y desplega-
das por los equipos técnicos en la toma de medidas de protección excepcional e institucionalización de niñas, 
niños y adolescentes. 

Adopción

En los casos de adopción en los que la Defensoría ha sido requerida, se han identificado también algunos ejes 
críticos en las intervenciones administrativas y judiciales, que se fueron constituyendo en los nudos principa-
les a la hora de analizar cada situación en particular. La reflexión en torno a las particularidades de los mismos 
ha sido manifestada en cada una de las comunicaciones, recomendaciones u observaciones mediante las 
cuales se interpeló a los organismos jurisdiccionales intervinientes en cada caso. 

Por otra parte, la discusión sobre estos ejes ha formado también parte del contenido crítico llevado por la 
Defensora a una mesa de trabajo sobre adopciones, convocada por la Defensoría del Pueblo de la Ciudad Au-
tónoma de Buenos Aires, de la que participaron actores de diferentes ámbitos del Poder Ejecutivo, del Poder 
Judicial, del Ministerio Público de la Defensa y de instituciones independientes de derechos humanos con 
competencia en jurisdicción nacional o en la Ciudad de Buenos Aires, desde donde se han ido promoviendo 
acuerdos e iniciativas tendientes a mejorar y fortalecer el sistema de adopción. 

Ha sido recurrente instar a que los procesos de adopción sean integralmente supervisados en miras a evitar 
la ocurrencia de situaciones revictimizantes para las niñas y los niños, particularmente en lo relativo al cum-
plimiento de plazos, el debido acceso a la justicia de las partes y al adecuado seguimiento, acompañamiento 
y evaluación de las vinculaciones preadoptivas y adoptivas. 

Entre esos ejes críticos se advierte que los procesos de vinculación preadoptiva de niñas, niños y adoles-
centes con sus pretensos adoptantes no siempre son respetuosos y adecuados a los tiempos subjetivos 
de aquellos. El seguimiento de las vinculaciones debe ser realizado por equipos especializados prestando 
especial atención a las distintas formas de decir (manifestaciones verbales y no verbales) de las niñas, niños 
y adolescentes. Es clave reforzar todas las medidas para garantizar efectivamente el derecho a ser oído y a la 
participación de las niñas y los niños, valorando y considerando sus deseos en el marco de estos proyectos 
trascendentales para sus vidas. En ese marco, para la Defensoría resulta inadmisible que “desajustes del sis-
tema”  terminen en proyectos adoptivos que fracasan, en los cuales los adultos desisten de la adopción luego 
de meses de convivencia con las niñas o los niños, o incluso -en casos extremos- que sean abandonados años 
después de resuelta la adopción plena. 

Se identificó como un desafío, que requiere ser reforzado y trabajado, el garantizar la vinculación entre her-
manos cuando se encuentren en distintos proyectos adoptivos, aun cuando residan en diferentes localidades. 

Evitar la excesiva prolongación de la institucionalización de niñas, niños y adolescentes, requiere de una cui-
dadosa tarea, que garantice fundamentalmente la continuidad de la intervención con los niños en el centro 
(cuando intervengan distintos equipos en distintas etapas), cuidando el cumplimiento de los plazos, garanti-
zando la escucha y participación activa de las niñas y los niños en todas las etapas del proceso, y acompa-
ñando la disponibilidad adoptiva de niñas, niños y adolescentes, así como a la de los pretensos adoptantes. 

En cada una de estas instancias, debe tenerse particularmente presente el acceso a la justicia de niñas, ni-
ños y adolescentes y de sus familias, especialmente cuando se encuentran en contextos de vulnerabilidad 
social. El derecho a ser oídos y la participación efectiva de las niñas, niños y adolescentes en los procesos 
administrativos y judiciales que los involucran, resulta clave en la garantía de efectivo acceso a la justicia. Se 
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han advertido demoras en la citación y ausencia de notificación fehaciente a los progenitores, así como serias 
barreras en el acceso a patrocinio jurídico y a la información respecto a estos procesos administrativos y judi-
ciales a las familias de origen, lo cual impacta prolongando los procesos mediante vías recursivas. 

Especialmente agravada se manifiesta la falta de acceso a la justicia en progenitores privados de libertad, en 
las que pareciera producirse una virtual pérdida de la responsabilidad parental como accesoria de la pena que 
le corresponde cumplir. En algunos de estos casos, las progenitoras no fueron siquiera notificadas del decreto 
de situación de adoptabilidad de sus hijas o hijos institucionalizados, negándoseles el derecho a comunicación.

La falta de un registro adecuado de la voz de las niñas, niños y adolescentes en los dictámenes administrati-
vos y judiciales se puede observar, a la par del limitado impulso de los procesos por parte de la defensa públi-
ca en representación del interés de los niños (Art 103 del Código Civil y Comercial de la Nación), en muchas 
jurisdicciones y en la falta de solicitud y/o designación de abogado del niño. 

Salud

En lo que respecta al derecho a la salud, los principales obstáculos que motivan las solicitudes de intervención 
de la Defensoría son las barreras en el acceso a recursos tanto para niñas, niños y adolescentes con disca-
pacidad como para aquellos con problemáticas de salud mental y/o adicciones. Una parte importante de las 
denuncias se vincula con dificultades para acceder en tiempo y forma a medicaciones y coberturas médicas.

Desde la Defensoría se ha intervenido en diversas situaciones de estas características, destacándose en el 
período en curso el requerimiento y posterior acompañamiento a una progenitora residente en la provincia de 
Chubut quien denuncia los obstáculos y demoras en las gestiones con la obra social para garantizar la provi-
sión de los recursos necesarios para su hijo con autismo severo e hipoacusia bilateral. Finalmente, con una 
demora de 4 meses, el niño obtuvo el recambio de procesadores del implante coclear y la peticionaria debió 
presentar un amparo primero y requerir luego la intervención de la Defensoría. 

La cobertura, atención y tratamiento de salud de niñas, niños y adolescentes debiera ser una prioridad absolu-
ta para el Estado. No obstante, sobresale la falta de articulación intersectorial, en particular entre las áreas de 
salud, los organismos de protección de derechos y los actores judiciales intervinientes, todos ellos efectores 
del Sistema de Promoción y Protección de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes que debieran desplegar 
una estrategia coordinada e integral conforme las competencias de cada actor.

Discapacidad 

El acceso a la salud de niñas, niños y adolescentes con discapacidad se encuentra altamente judicializado 
debido al incumplimiento en la provisión de recursos y servicios de la salud, principalmente, por parte de 
empresas de medicina prepaga y de obras sociales. Esto refleja, fundamentalmente, la tensión aún presente 
entre el paradigma médico y el paradigma social de la discapacidad, situación abordada en la Convención de 
las Personas con Discapacidad (2015) a partir de la cual la obligación de los Estados es generar sistemas 
de apoyo para el ejercicio de las capacidades de los sujetos con alguna discapacidad, poniendo énfasis en la 
autonomía y el desarrollo del máximo potencial. Desde la Defensoría entendemos que resulta fundamental 
desjudicializar el acceso al derecho a la salud de niñas, niños y adolescentes con discapacidad, particular-
mente en relación con prestaciones prescriptas y exigibles.

Preocupan las barreras que enfrentan los niños, niñas y adolescentes con discapacidad para acceder a los 
servicios de rehabilitación de calidad de manera oportuna, especialmente en las zonas rurales, y el atravesa-
miento del modelo médico en los programas de habilitación y rehabilitación. En nuestro país la Ley 24.901, 
de prestaciones básicas, pone el énfasis en un modelo de rehabilitación orientado a garantizar el bienestar, 
autonomía e inclusión de la persona durante todo su curso vital, basado en el modelo médico. Si concebimos 
a la discapacidad como parte de nuestra diversidad y no como un déficit, es necesario reformular este posi-
cionamiento y trabajar en sistemas de apoyos y ajustes razonables para que niñas, niños y adolescentes con 
discapacidad puedan desenvolverse sin obstáculos y de la manera más autónoma posible en sociedad.
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Los obstáculos para el acceso al disfrute del nivel más alto posible de salud se profundizan aún más cuando 
niñas/os viven en localidades alejadas de los centros urbanos, si pertenecen a comunidades indígenas, o bien 
si se encuentran institucionalizados en el marco de medidas de protección de derechos bajo el cuidado del 
Estado.

En este marco, la intervención de la Defensoría se orienta fundamentalmente a interpelar a los organismos 
públicos o privados a cumplir con las prestaciones y servicios que por ley le corresponden, garantizando la 
debida protección, garantía y respeto por los derechos de niñas, niños y adolescentes. Asimismo, atento a la 
complejidad de las situaciones y la necesidad de diseñar e implementar estrategias integrales y articuladas, 
también se trabaja en la construcción de espacios de coordinación a nivel intersectorial y territorial, dejando 
precedentes de intervención.

Salud mental / adicciones

En situaciones de adolescentes con problemáticas de salud mental y/o consumo problemático de sustan-
cias, el nudo crítico de los planteos se ubica en la falta de definición de estrategias de intervención claras 
y sostenidas, y en las dificultades para un acompañamiento articulado y complementario entre los equipos 
especializados de salud y educación, de los organismos locales de protección de derechos de niñas, niños y 
adolescentes, y de los juzgados intervinientes. 

Por un lado, se observa que las estrategias propuestas por los distintos equipos intervinientes no se en-
cuentran alineadas ni contemplan los antecedentes de intervención de cada una de las áreas, dificultando el 
objetivo de trazar una estrategia de abordaje integral que considere la red de recursos disponibles, tanto insti-
tucionales (salud y educación, entre otros) como sociales y familiares. Se advierte una “ausencia de liderazgo” 
de las estrategias de intervención cuando intervienen estos sectores.

Sobresale la dificultad de arribar a un diagnóstico y estrategia integral respecto de la situación de las y los 
adolescentes con padecimientos de salud mental, lo que naturalmente impacta en la posibilidad de diseñar un 
abordaje de corto y mediano plazo que permita determinar un proceso terapéutico acorde al tipo de padeci-
miento y a la situación y características particulares de cada niño, niña o adolescente. Asimismo, se evidencia 
una notable falta de recursos institucionales apropiados y disponibles de atención a la salud mental para 
niñas, niños y adolescentes. 

Ante las dificultades de los dispositivos de cuidado alternativo para acompañar los procesos de niñas, niños 
y adolescentes con problemáticas de salud mental, resulta común el requerimiento de traslados a “institucio-
nes de alojamiento especializadas” que, conforme el espíritu de la ley, no deberían ser espacios diferenciados. 
Muchos casos pueden resolverse si se encuentran disponibles y articulados los recursos necesarios para la 
debida atención a la salud. 

En este sentido, las intervenciones de la Defensoría se han orientado a impulsar, instar y/o generar el forta-
lecimiento y/o la conformación de redes territoriales interinstitucionales a través de las cuales sea posible 
diseñar estrategias conjuntas, maximizando los recursos existentes. Resulta necesario destacar que en la 
mayoría de los casos sobresale la falta de sistemas de apoyo y de recursos profesionales tales como acom-
pañantes terapeúticos y, en particular, de psiquiatras infanto juveniles. 

Se observa con preocupación la escasez de políticas públicas tendientes al fortalecimiento familiar para el 
acompañamiento de niñas/os con padecimiento de salud mental, redes de apoyo y dispositivos comunitarios 
alternativos a la institucionalización, como así también la falta o insuficiencia de equipos interdisciplinarios 
de salud mental en los hospitales públicos para la atención ambulatoria de niños, niñas y adolescentes que 
fortalezca el primer nivel de atención. 

La mirada especial respecto a los abordajes de niñas, niños y adolescentes con padecimientos de salud men-
tal debe robustecer las estrategias de intervención respetuosas de los derechos humanos. Por ello, preocupan 
a esta Defensoría las intervenciones constatadas de ciertas instituciones privadas de salud mental, observán-
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dose diagnósticos, medicalización y prescripción de internación a niñas, niños y adolescentes -inmersos en 
situaciones de conflictiva vincular familiar- que resultan en la patologización como forma de violencia psico-
lógica y emocional hacia niñas, niños y adolescentes.

Salud sexual integral / Interrupción Legal del Embarazo

El embarazo de niñas y adolescentes es un problema de derechos humanos y de salud pública. Compromete 
el derecho a la vida, el acceso a la salud, la reducción de la morbilidad y mortalidad, como así también los 
derechos sexuales y reproductivos, el derecho a una vida libre de violencias, a la integridad física y moral, y 
al pleno desarrollo, entre otros. Por ese motivo la Defensoría asume, dentro de su agenda de trabajo, la nece-
sidad de bregar por el respeto y garantía del derecho a la interrupción del embarazo en niñas y adolescentes, 
garantizado en normativas nacionales e internacionales de derechos humanos. 

En el marco de las intervenciones que la Defensoría llevó adelante, en distintos casos y situaciones, se detec-
taron patrones comunes y sistemáticos que concluyen en la vulneración del acceso efectivo a la Interrupción 
Legal del Embarazo y, por tanto, del derecho a la salud integral de las niñas y adolescentes. En particular, se 
han advertido obstáculos en la detección y atención temprana de embarazos, especialmente en casos de ni-
ñas menores de 12 años, con la consecuente dilación e incluso obstrucción del acceso a la interrupción legal 
del embarazo por parte de efectores de salud. Entre las barreras identificadas, cabe referir factores religiosos, 
culturales y sociales como uno de los principales fundamentos de la objeción de conciencia de profesionales 
de la salud. Ello genera, en muchos casos, una dilación en el tiempo, con el consecuente avance de un em-
barazo no deseado, momento en el que generalmente prevalece el criterio médico de potencial riesgo para la 
salud que podría conllevar la práctica de interrupción del embarazo para una niña gestante. En ocasiones esa 
prevalencia determina que, en lugar de la interrupción del embarazo se realicen micro cesáreas, provocando el 
efectivo nacimiento de un niño, revictimizando y vulnerando los derechos de las niñas solicitantes del acceso 
a la interrupción legal del embarazo. 

En estrecha relación con lo anterior, resulta preocupante advertir el accionar de grupos y organizaciones con 
intereses opuestos a la garantía de derechos humanos, quienes suelen intervenir en diferentes instancias 
imponiendo sus creencias morales y religiosas, obstaculizando la implementación de la educación sexual 
infantil (ESI), como así también la interrupción del embarazo. 

La falta de un abordaje integral, con las niñas en el centro, es también un factor que incide en la vulneración 
de derechos, produciendo una mirada fragmentada de la problemática, y consecuentemente de las respon-
sabilidades sobre las omisiones, dilaciones y obstaculizaciones. La débil o nula articulación entre los actores 
judiciales, de la salud y los organismos de protección de derechos y, consecuentemente, la ausencia de medi-
das protectorias hacia las niñas cuyo embarazo ha sido producto de abuso sexual, son también evidentes en 
las situaciones en las que la Defensoría ha intervenido. En algunos casos se ha logrado garantizar el derecho 
a la interrupción del embarazo. No obstante, en general, este tipo de casos suelen llegar a la Defensoría de 
manera tardía, por lo que se continúa monitoreando la intervención con las niñas, a fin de asegurar medidas 
de reparación y no repetición. 

El análisis integral de la información obtenida de forma fragmentada, producto de la interpelación a los distin-
tos actores en relación con sus intervenciones en distintos momentos, la Defensoría ha identificado obstácu-
los y dificultades particulares en cada caso, problematizando los abordajes relativos a la salud integral de las 
niñas, la intervención de los organismos de niñez y al tratamiento judicial de las denuncias por abuso sexual. 

Así, a partir de la casuística en la que esta Defensoría ha intervenido, se han evidenciado, además de lo seña-
lado precedentemente: a) la omisión de registro de casos de niñas embarazadas en sistemas informáticos 
unificados de los organismos de salud; b) la falta de articulación del servicio de salud que recibe a la niña con 
las áreas provinciales especializadas en salud sexual y reproductiva; c) la falta de articulación entre el sistema 
educativo, de salud, el poder judicial y el órgano de protección de derechos; d) la omisión de denuncias en 
casos de abuso sexual por parte de efectores de salud, incurriendo en la falta de notificación y comunicación 
al órgano de protección y la denuncia judicial. 
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De una manera transversal se observa la ausencia de capacitaciones específicas para efectores de salud que 
vinculen niñez, violencia y perspectiva de género, así como la alegación inadmisible del “desconocimiento de 
la normativa”, en determinados profesionales en contacto con las niñas y grupo familiar. En este contexto, 
la Defensoría considera profundamente preocupante, en el contexto actual, la interrupción del Plan Nacional 
de Prevención del Embarazo No Intencional en la Adolescencia (ENIA), así como la afrenta a la Educación 
Sexual Integral en los establecimientos educativos del país, de gestión estatal y privada, en todos los niveles 
y modalidades. 

En el período en curso, la Defensoría ha intervenido a partir de una denuncia donde se refiere haber tomado 
conocimiento de un bebé recién nacido encontrado solo y desnudo, y que con 24 horas de diferencia, una 
persona menor de edad habría sido señalada como la presunta progenitora. En virtud de la evaluación y se-
guimiento de la situación, se identificaron ciertos aspectos relativos al abordaje que revisten preocupación 
y fueron señalados a los actores intervinientes, en particular al organismo de niñez provincial. Entre ellos 
cabe destacar que no surge de los informes estrategia progresiva de vinculación materno filial al momento 
de disponer una medida de protección excepcional del bebé recién nacido, siendo un derecho elemental tan-
to del niño como de su madre. Tampoco se observa la garantía del derecho a ser oída de la adolescente ni 
estrategia alguna con la hermana de la adolescente, quien se presentaría como referente adulta responsable 
y continente para la adolescente en un posible plan de vinculación y egreso institucional del bebé. Por otro 
lado, se alertó sobre la posibilidad de que el bebé haya sido anotado con un nombre de fantasía, ordenándose, 
luego del resultado del análisis genético, rectificar la partida de nacimiento y agregar en segundo término el 
apellido de la progenitora; sin evidencia respecto a en qué medida se hizo partícipe a la adolescente de este 
proceso, garantizando el derecho que le asiste de nombrar al niño según su voluntad y poner su apellido en 
primer término (art. 11. Ley 26.061).

Desde la Defensoría se sugirió evaluar entre las posibles estrategias a trabajar por parte del organismo espe-
cializado, el ingreso a un dispositivo convivencial específico para madres adolescentes con sus hijos/as, don-
de pudiera contar con los apoyos necesarios tanto para el ejercicio de su maternidad como para la restitución 
de su propio derecho al desarrollo. Al respecto, fue necesario insistir en que la condición de pobreza no puede 
ser un motivo de separación, o de no restitución de un niño, niña o adolescente a su medio familiar. En virtud 
de ello, se consideró prioritario que se gestionara para la adolescente la Asignación Universal por Hijo y el 
Programa Alimentar en beneficio del niño, así como todo programa, recurso o sistema de apoyo que requiriera 
para ejercer los cuidados necesarios de su hijo. Por último, se instó a que se garantice a la adolescente un 
tratamiento terapéutico sostenido, considerando pertinente un abordaje integral con otro tipo de acompaña-
miento y propuestas que no se limitaran a una psicoterapia individual, garantizando la implementación de lo 
estipulado por la Ley 27.611. En función de las consideraciones remitidas al organismo de protección, el equi-
po inició el proceso de vinculación entre la adolescente, su hermana y el niño (hijo y sobrino, respectivamente) 
y solicitó a la municipalidad el otorgamiento de recursos materiales para la reforma del domicilio familiar e 
inclusión en un plan de viviendas.

Educación 

En materia de educación, los casos en que la Defensoría fue requerida para intervenir son variados y se pue-
den analizar según se trate de afectaciones al derecho a la educación o a situaciones de discriminación o 
violencias que tuvieron lugar en el ámbito educativo. 

Algunos planteos dan cuenta de situaciones individuales y otros son de carácter colectivo, es decir: implican 
a un número indeterminado de niñas y niños que se ve afectado por la situación denunciada. En líneas genera-
les, la intervención de la Defensoría se ha orientado a trabajar activamente en la articulación con inspectores 
y/o las figuras que cada jurisdicción define para el control y supervisión, y en la articulación de estos con los 
organismos administrativos de protección, a fin de garantizar el efectivo acceso a la educación en cada plan-
teo y territorio. 
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Resulta importante tener presente que conforme la Observación General 13 del Comité de Derechos del Niño3  
la educación en todas sus formas y en todos los niveles debe tener cuatro características interrelacionadas: 
disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y adaptabilidad. 

En relación con la disponibilidad, los planteos presentados ante esta Defensoría se han ubicado en torno a la 
falta de vacantes, cierres de jardines de infantes, problemáticas de infraestructura, así como también a cues-
tionamientos en torno a la calidad educativa o modificaciones en la modalidad educativa. 

En lo que respecta a la accesibilidad (material, económica, no discriminación), se han recibido planteos vincu-
lados a la falta de transporte escolar en zonas rurales y problemas respecto del boleto estudiantil en determi-
nadas localidades. Por otro lado, se recibieron requerimientos vinculados a obstáculos que se les presentan 
a niñas, niños y adolescentes con discapacidad para el acceso educativo. Ejemplo de esto son la falta de 
rampas de acceso para personas en sillas de rueda en una escuela, o el riesgo de continuidad del apoyo a la 
integración escolar de niñas, niños y adolescentes con determinadas discapacidades.

En las Observaciones Finales sobre los informes periódicos quinto y sexto combinados de Argentina, el Co-
mité ha instado al Estado argentino a garantizar que los niños con discapacidad tengan igualdad de acceso 
a una educación inclusiva de alta calidad en escuelas regulares. En este mismo sentido, en lo que respecta 
a Educación Inclusiva, el Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (2023) observó la 
importancia de garantizar a los niños con discapacidad la igualdad de acceso a una educación inclusiva de 
buena calidad en las escuelas ordinarias (escuelas comunes), priorizando la educación inclusiva y evitando 
la segregación de estudiantes en situación de discapacidad a escuelas especiales. Sin embargo, aún persiste 
un déficit importante de políticas de inclusión educativas que garanticen plenamente el derecho a la educa-
ción y eliminen las múltiples barreras que enfrentan los estudiantes con discapacidad para asistir, aprender 
y participar en escuelas regulares. Además, los desafíos que enfrentan las niñas, niños y adolescentes con 
discapacidad en áreas como la educación se agravan cuando viven en áreas remotas, especialmente si perte-
necen a comunidades indígenas.

La Ley Nacional de Educación N° 26.206 expresa en su artículo 42 que se garantizará la integración de los/as alum-
nos/as con discapacidades en todos los niveles y modalidades según sus posibilidades. A su vez está vigente la 
Resolución 311/16 cuyo objetivo es propiciar condiciones para la inclusión escolar al interior del sistema educativo 
argentino para el acompañamiento de las trayectorias escolares de las y los estudiantes con discapacidad. 

En lo que respecta a la adaptabilidad, se plantea que la educación ha de tener la flexibilidad necesaria para 
adaptarse a las necesidades de sociedades y comunidades en transformación y responder a las necesidades 
de los alumnos en contextos culturales y sociales variados. En este punto, se han recibido requerimientos 
vinculados a situaciones particulares de niñas, niños y adolescentes y grupos familiares para ser atendidas 
en su singularidad por los equipos educativos. 

Por otro lado, también se han presentado planteos vinculados a situaciones de discriminación o violencia en-
tre niñas, niños y adolescentes en el ámbito educativo, por parte de personal institucional contra niñas, niños 
y adolescentes, en los cuales generalmente destacan el inadecuado o insuficiente abordaje desplegado por 
los establecimientos escolares. 

Este punto se vincula estrechamente con lo desarrollado en el apartado específico sobre “violencias o agresiones 
sexuales por parte de niños o adolescentes”, siendo en este caso la escuela el escenario de los hechos. El Comité 
de los Derechos del Niño en su Observación General N° 13 sobre el derecho del niño a no ser objeto de ninguna 
forma de violencia, hace mención a la “violencia entre niños”, en tanto violencia que puede ser de carácter física, 
psicológica y/o sexual “que no sólo daña la integridad y el bienestar físicos y psicológicos del niño de forma inme-
diata sino que suele afectar gravemente a su desarrollo, su educación y su integración social a medio y largo plazo 
(...) Aunque los autores sean niños, el papel de los adultos responsables de estos es decisivo si se quiere que todos 
los intentos de combatir y prevenir adecuadamente estos actos no exacerban la violencia al adoptar un criterio 
punitivo y responder a la violencia con violencia.” (Observación General 13 - 2011, P. IV, inc. 27, pág. 11)

3  Adoptada en 1999, durante el 21º período de sesiones del Comité de los Derechos del Niño de Naciones Unidas.
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Cabe señalar que este tipo de situaciones se suceden en todos los niveles, por lo cual corresponde coordi-
nar intervenciones diferenciadas teniendo en cuenta las edades, géneros, tipo de agresión y/o violencia, y 
propiciando espacios de reflexión, prevención, aprendizaje, asunción de las responsabilidades y reparación. 
En ese sentido, desde la Defensoría se ha instado -en los distintos casos- al desarrollo de protocolos de ac-
tuación ante situaciones de estas características, que impliquen la participación de la comunidad educativa 
(docentes, alumnos, familia), el organismo de protección y otros organismos territoriales con especificidad en 
la materia, según jurisdicción. En tal sentido, se ha remarcado lo fundamental que resulta la transversalidad 
de la Educación Sexual Integral en las escuelas, como también la conformación de espacios de consejería 
orientados al trabajo interdisciplinario y singular en el marco de las estrategias de prevención y abordaje ante 
situaciones problemáticas de estas características.

Al respecto, cabe destacar el abordaje desplegado por parte de efectores territoriales, en una jurisdicción 
que cuenta con un dispositivo específico para el tratamiento de situaciones colectivas, ante la situación de 
violencia generada por un grupo de adolescentes de entre 13 y 14 años de edad, que vulneró la intimidad y pri-
vacidad de sus compañeras a través de la difusión de imágenes modificadas por inteligencia artificial en redes 
sociales. Su encuadre fue abordado como un caso de “violencia entre pares” por parte del referido dispositivo, 
que intervino acompañando a la institución educativa a la cual asistía el grupo involucrado. La intervención 
implicó el trabajo con las y los estudiantes, con las y los progenitores o responsables y con las y los docentes. 

Identidad

La mayoría de los requerimientos recibidos y tramitados por la Defensoría en materia de identidad se vinculan 
con cuestiones de documentación y cambio registral. Como ejemplo, se menciona el caso de un adolescente 
de 15 años de edad, próximo a cumplir 16, que solicitó ayuda a esta Defensoría para cambiar su apellido, con-
servando solamente el de su progenitora. 

En cuanto a la vulneración del derecho a la identidad de niñas, niños y adolescentes, en el marco del diagnósti-
co de las vulneraciones de derechos de niñas, niños y adolescentes de pueblos indígenas que habitan el Cha-
co Salteño se observó que el principal obstáculo para el derecho de acceso a prestaciones sociales radicaba 
en la falta de documentación personal. A partir de ello se articuló, coadyuvó y participó de operativos intermi-
nisteriales de documentación y acceso a derechos de protección social (AUH) con la participación de Registro 
Civil de la provincia de Salta, RENAPER, SENAF, INAI, Ministerios de Desarrollo Social y de Salud de Salta.

En el mismo sentido, se intervino en relación con la falta de documentación legal vigente de niñas, niños y 
adolescentes nacidos en países extranjeros, arbitrando las gestiones necesarias para la resolución de los 
obstáculos identificados. 

Vivienda 

La Defensoría ha sido requerida para intervenir en distintos casos de desalojos de viviendas donde habitan 
niñas, niños y adolescentes, en contextos y situaciones dispares a lo largo y ancho del país. En ese marco, se 
han advertido ciertos obstáculos en el abordaje que se reiteran.

Siendo el acceso a la vivienda y un hábitat digno derechos humanos fundamentales, que inciden especialmen-
te en el desarrollo integral de las niñas, niños y adolescentes, la intervención de la Defensoría se ha orientado 
siempre a instar a los organismos públicos jurisdiccionales a que arbitren todos los medios a fin de alcanzar 
acuerdos entre las partes y evitar desalojos forzosos en presencia de niñas, niños y/o adolescentes; en parti-
cular en aquellos casos en los que ya se hubiera requerido la intervención de fuerzas de seguridad, en caso de 
no producirse el abandono voluntario.

El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales en su Observación General N° 7 entiende por des-
alojo forzoso “el hecho de hacer salir a personas, familias y/o comunidades de los hogares y/o las tierras que 
ocupan, en forma permanente o provisional, sin ofrecerles medios apropiados de protección legal o de otra 
índole ni permitirles su acceso a ellos.4” 

4  Observación General Nº3 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, párrafo 3 
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Pese a que el desalojo forzoso y derribo de viviendas son incompatibles con el Pacto Internacional de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales que nuestro país suscribió, la Defensoría ha recibido denuncias de 
desalojos forzosos en los que se derribaron viviendas con topadoras, se secuestraron pertenencias de quie-
nes habitaban tales viviendas, incluidos objetos de carácter personal de niñas, niños y adolescentes, como 
útiles escolares, uniformes, documentación, entre otros. 

El derecho a una vivienda digna se relaciona con el derecho de toda persona a la protección legal frente a los 
desalojos forzosos. “Dadas la interrelación y la interdependencia que existen entre todos los derechos huma-
nos, los desalojos forzosos violan frecuentemente otros derechos humanos5” y niños, niñas y adolescentes “se 
ven afectados en medida desproporcionada por la práctica de los desalojos forzoso”6. 

Frente a los requerimientos de intervención que la Defensoría recibió, se interpeló a los actores intervinientes 
a concretar articulaciones entre el Poder Judicial, los organismos administrativos de protección de derechos 
de niñas, niños y los organismos locales encargados de políticas o programas vinculados al derecho a la 
vivienda. En este marco, constatada la intervención de la Defensa Pública se ha instado, en cada una de las 
intervenciones, a explorar estrategias de solución que permitan minimizar las consecuencias adversas que la 
instrumentación de los desalojos pueda generar o haya generado, con todos los ajustes razonables que las 
intervenciones demandan en caso de encontrarse involucradas niñas, niños y/o adolescentes. 

5  Ibídem, párrafo 4
6  Ibídem, párrafo 10
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Litigios Estratégicos
Los denominados litigios estratégicos son aquellos que en su mayoría fueron ya identificados en los planes 
de trabajo de la Defensora y del Defensor Adjunto. Se destacan: niñez indígena, niñas, niños y adolescentes 
privados de libertad, justicia penal juvenil, violencia institucional, salud mental, discapacidad y niñez migrante. 
A la enumeración se suman aquellos temas que, dada la contundencia o impacto público, ameritan el posi-
cionamiento de la Defensoría como institución de derechos humanos y, por otro lado, los casos o temas que 
traen directamente las niñas, niños y adolescentes en ejercicio de su protagonismo.

Lo significativo de esta tarea no está dado por la cantidad de casos sino por la cantidad de acciones y/o gestio-
nes que se despliegan en cada uno de los casos. Lo más relevante y complejo es el proceso, las estrategias de 
abordaje y su seguimiento, ya que como organismo de control se debe involucrar a todos los actores. Así, el es-
fuerzo está puesto en que las acciones de incidencia trasciendan la presencia y el impulso de esta Defensoría y 
tengan continuidad propia. En los problemas estructurales, las respuestas deben tener esa dimensión o entidad.

La intervención requiere del análisis de numerosa documentación (habitualmente, la lectura de expedientes 
judiciales enteros) y, eventualmente, la solicitud de información complementaria o necesaria para el análisis 
del caso y la posible vulneración de derechos. A partir de la identificación de derechos vulnerados se define la 
estrategia de intervención. La presentación de amparos, habeas corpus, denuncias, escritos de amicus curiae, 
presentaciones judiciales en casos individuales y colectivos, requerimiento a los poderes ejecutivos, análisis 
de normativas provinciales y nacionales y de proyectos de ley, documentos de análisis sobre temáticas emble-
máticas y complejas, son algunas de las modalidades de intervención para la exigibilidad de derechos. 

Amparo colectivo por niñas, niños y adolescentes indígenas del norte de Salta

Durante el año 2024, la Defensoría continuó impulsando el amparo colectivo “Graham y Hernández vs. Go-
bernador”, relativo a la múltiple violación de derechos sociales a la que están expuestas/os las niñas, niños 
y adolescentes del norte salteño. En junio de 2024, personal de la institución visitó el Departamento Orán y 
parte del Departamento San Martín. Allí mantuvieron reuniones con comunidades indígenas de la zona urbana 
y rural y defensores de menores y funcionarias/os municipales, a los fines de verificar las condiciones de vida 
de las niñas y niños y el desempeño de las políticas de emergencia socio-sanitaria aplicadas por el gobierno 
provincial. La visita permitió observar de manera directa que las problemáticas más graves tienen que ver con 
la falta de conectividad vial y los déficits en el acceso y calidad de la salud, particularmente por la generaliza-
da falta de médicos/as especialistas y facilitadores/as interculturales. Asimismo, preocupan gravemente la 
incidencia del consumo problemático de sustancias entre niñas, niños y adolescentes desde muy temprana 
edad, y la interrupción de políticas alimentarias y de contención que se financiaban con fondos nacionales. 

Por otra parte, la Defensora compareció en el expediente judicial, que a la fecha de cierre del presente informe 
se encontraba en etapa de conciliación ante la Excma. Corte de Justicia de Salta. En ese marco, la Institución 
aportó un análisis del plan integral presentado por el gobierno provincial, solicitando la realización de ajustes 
y modificaciones (definición de plazos, objetivos, procedimientos, mecanismos de participación, etc.) con el 
objeto de alcanzar un acuerdo que tenga efectos genuinamente reparadores y de no-repetición con respecto 
a las problemáticas de derechos oportunamente denunciadas.

En el aspecto institucional, la Defensoría encomendó fortalecer la Mesa de Articulación creada por el gobierno 
provincial a los fines de atender las cuestiones ventiladas en el amparo. Con el objetivo de garantizar la efecti-
va coordinación entre los ministerios y agencias provinciales, y asegurar la participación de las comunidades 
concernidas en sus respectivos territorios, la Defensoría propició que la Mesa se reúna mensualmente en 
todos los municipios del norte de la provincia, y que prepare un calendario de reuniones que sea puesto previa-
mente en conocimiento de las/os interesados. También solicitó que las reuniones de la Mesa sean registradas 
en actas u otros soportes que permitan efectuar un seguimiento de las problemáticas tratadas, los acuerdos 
alcanzados y las soluciones obtenidas, si hubiera alguna.
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Con el mismo criterio, se pidió la confección de una línea de base y un sistema de información permanente y 
actualizado respecto de todos los ejes del plan gubernamental y sus respectivos indicadores, a los fines de 
ponderar en el tiempo los avances y retrocesos. Al efecto, sugirió que se encomiende a la Agencia de Infor-
mación de Políticas Públicas (AIPP) -que fue creada precisamente con ese objeto- la confección de ambos 
instrumentos, sea a partir de los datos recabados por los sistemas de gestión de información de los distintos 
ministerios, sea mediante la interoperabilidad de todos ellos.

En materia de acceso al agua, la Defensoría reclamó que se establezcan indicadores claros sobre disponibili-
dad, accesibilidad y calidad del agua, así como también respecto del porcentaje de cobertura del servicio de 
distribución mediante camiones cisterna y de tenencia de reservorios seguros. Por otro lado, peticionó que se 
constituya un equipo permanente para el mantenimiento y operación de las fuentes de acceso al agua dispo-
nibles en el territorio. 

Con respecto a la salud, la Defensora consideró fundamental que se adopten indicadores tales como:

•	 La mortalidad por causas evitables o reducibles entre niñas y niños.

•	 La prevalencia de determinadas enfermedades relacionadas con la malnutrición y la falta de agua o su 
deficiente calidad.

•	 La evolución del riesgo nutricional.

Por otra parte, se reclamó el establecimiento de un objetivo orientado a la cobertura efectiva de los cargos dis-
ponibles en las áreas operativas concernidas (médicas/os, enfermeras/os, agentes sanitarios, facilitadores 
culturales, etcétera), y a la conectividad satelital de los 50 puestos sanitarios oportunamente priorizados en el 
marco del Plan Federal de Conectividad Satelital. Otros ajustes propuestos se relacionan con la proyección y 
priorización de obras de infraestructura sanitaria y la planificación de los “rastrillajes” sanitarios.

Con respecto al derecho a la alimentación, se expresó una profunda preocupación por la continuidad de las 
políticas de asistencia directa cuyo financiamiento dependía –hasta 2023–, del Estado Nacional. Adicional-
mente, se reclamaron precisiones con respecto a: diagnóstico; número de beneficiarios; y cantidad de benefi-
ciarios por municipio. También se solicitó la aplicación de un indicador de desempeño del refuerzo alimentario 
que contemple como meta la cobertura al 100% de los listados nominalizados del Ministerio de Salud, y un 
indicador de resultado elaborado por dicha cartera.

Finalmente, la Defensora solicitó que se identifiquen los comedores y merenderos comunitarios y los come-
dores escolares que funcionan en el norte provincial, a los fines de evaluar la cantidad de raciones que sumi-
nistran y los mecanismos de asistencia o financiamiento aplicados. Además, reclamó que el Ministerio de la 
Producción, la Secretaría de Ambiente y el Instituto Provincial de Pueblos Indígenas (IPPIS) participen de la 
causa y del trabajo de la Mesa de Articulación, en atención a sus respectivas funciones como autoridad de 
aplicación de las leyes provinciales nº 7.121, nº 7.789, nº7.543, entre otras.

Acceso a la salud

Amparos contra el Ministerio de Salud de la Nación – Dirección de Asistencia Directa por  
Situaciones Especiales (DADSE)

Amparo individual 

A principios del año 2024, el Poder Ejecutivo Nacional adoptó una serie de decisiones regresivas en torno al 
funcionamiento de la Dirección de Asistencia Directa por Situaciones Especiales (DADSE). Hace poco más de 
veinte años que esa dependencia entrega subsidios para la compra de insumos biomédicos y medicamentos 
de alto, bajo y medio costo, y/o para solventar el alojamiento por razones de salud de personas gravemente 
enfermas que no cuentan con cobertura y cuyas provincias de origen no pueden asumir a su cargo la provisión 
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de dichas prestaciones. En un primer momento, las autoridades suspendieron el procedimiento de adquisi-
ción de insumos y medicamentos, pretextando supuestas irregularidades incurridas en gestiones anteriores, 
lo que motivó la presentación de una denuncia penal. Luego de que esa denuncia penal fuese desestimada, la 
DADSE fue transferida desde el Ministerio de Capital Humano al Ministerio de Salud. Las solicitudes de sub-
sidio presentadas hasta entonces –referidas a situaciones de extrema gravedad y riesgo vital-, quedaron sin 
respuesta por semanas y/o meses.

En ese contexto, se interpuso una acción de amparo individual en representación de un niño domiciliado en 
la zona rural de la provincia de Buenos Aires, quien se encontraba gravemente enfermo y debió interrumpir su 
quimioterapia porque la DADSE no respondía su solicitud. 

El 27 de marzo, el Juzgado en lo Civil y Comercial Federal Nº 4 hizo lugar a las medidas cautelares solici-
tadas por la Defensoría, ordenando al Ministerio de Salud de la Nación que entregue al niño “el 100% de la 
medicación que requiere la patología que padece, de acuerdo a lo indicado por su médica tratante, conforme 
prescripciones aportadas”. La intervención de la Defensoría concluyó favorablemente tras la entrega efectiva 
de la medicación requerida. 

Amparo colectivo: Alianza Argentina de Pacientes (ALAPA) 

Desde la Defensoría entabló contacto con la Alianza Argentina de Pacientes, organización que –en conjunto 
con la Asociación Mucopolisacaridosis Argentina, Asociación Civil Sostén, Fundación Grupo Efecto Positivo y 
Asociación Civil Geselina Llegaremos a Tiempo- relevó la situación de pacientes de todas las edades que se 
encontraban expuestos a las acciones y omisiones de la DADSE y cuyos tratamientos estaban demorados o 
interrumpidos. Las organizaciones promovieron formalmente una acción de amparo colectivo contra el Minis-
terio de Salud de la Nación en el cual denunciaron la regresividad de la política pública, porque no se brindaba 
cobertura a las solicitudes de subsidios (sean por alojamiento, por medicamentos, o por insumos de mediano 
y bajo costo), contraviniendo la Resolución 162/2018 de la entonces Secretaría de Gobierno de Salud, y porque 
-al momento de la presentación- existían expedientes cuyo trámite tenía una demora mayor a sesenta (60) 
días. En el mes de septiembre, la Defensoría adhirió a la pretensión colectiva.

La presentación se realizó en representación de un subgrupo específico comprendido por las niñas, niños y 
adolescentes que requirieron medicamentos o insumos biomédicos a la DADSE y cuyos trámites se han visto 
paralizados o suspendidos. Se indicó que esas niñas y niños presentan intereses individuales homogéneos, 
divisibles, que afrontan una misma lesión generada por una causa fáctica homogénea: las acciones y omisio-
nes del Estado Nacional en relación con los procedimientos aplicados por la DADSE. La presentación remarcó 
que el derecho internacional impone a los Estados el deber de garantizar el derecho al más alto nivel posible 
de salud de la población y que, en particular, estatuye la obligación estatal de garantizar a las niñas y niños 
servicios para el tratamiento de las enfermedades y la rehabilitación de la salud, asegurando que nadie sea pri-
vado de dichos servicios. Las obligaciones de los Estados también comprenden la prevención, el tratamiento 
y la lucha contra las enfermedades, y la satisfacción de las necesidades de salud de los grupos de más alto 
riesgo y que por sus condiciones económicas sean más vulnerables.

Por otro lado, se recordó que, en la Constitución Nacional, la protección del derecho a la salud dimana del 
derecho a la vida, “preexistente a toda legislación positiva”, y del principio de autonomía personal (conf. Fa-
llos 323:1339) y se apuntó que este reconocimiento comporta una obligación impostergable para el Estado 
Nacional, que exige de su parte una inversión prioritaria. En base a este argumento, se concluye que el Estado 
Nacional es el encargado de velar por el fiel cumplimiento de los derechos constitucionales que amparan la 
vida y la salud del niño y de asegurar la continuidad de su tratamiento (conf. Fallos 323:3229). El Ministerio de 
Salud de la Nación no puede desentenderse de ese deber (Fallos 324:3569). 

La Defensoría coincidió con la parte actora respecto a la infracción del principio convencional y constitucional 
de no regresividad,  en tanto se trata de “una garantía sustancial (…) que tiende a proteger el contenido de 
los derechos vigentes al momento de la adopción de la obligación internacional, y el nivel de goce alcanzado 
cada vez que el Estado, en cumplimiento de su obligación de progresividad, haya producido una mejora” (conf. 
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V. Abramovich y C. Courtis, La aplicación de los tratados de derechos humanos por los tribunales locales, 
Editores del Puerto, Buenos Aires, 2004, pág. 336; Comité de Derechos del Niño, Observación General Nº 19, 
CRC/C/GC/19, párr. 31). El principio de no regresividad exige priorizar a los grupos más desaventajados en 
la distribución de reconocimiento y recursos (conf. C. Courtis, “La prohibición de regresividad en materia de 
derechos sociales: apuntes introductorios”, En: AA.VV., Ni un paso atrás. La prohibición de regresividad en 
materia de derechos sociales, Del Puerto, Buenos Aires, 2006, p. 45). En otras palabras, el principio de no re-
gresividad constituye una garantía “...no solamente de que no se volverá atrás, sino que se irá adelante” (conf. 
Fallos 338:1347). La situación de la DADSE refleja, precisamente, una deliberada regresión, que amenaza la 
vida y la salud de los niños vulnerables de la República Argentina.

Finalmente, la Defensoría coincidió con las pretensiones formuladas por las organizaciones actoras. En ese 
sentido, recalcó la necesidad y pertinencia de que se ordene la constitución de una mesa de trabajo de la que 
participe el frente actor y el Ministerio de Salud de la Nación, bajo la supervisión y control del Juzgado intervi-
niente. Se puntualizó que este tipo de medidas permiten la identificación concreta de los órganos a cargo de la 
instrumentación de las medidas de restitución y reparación, y el deslinde de sus responsabilidades generales 
y específicas (Fallos 344:1102), lo que apunta a balancear el equilibrio de poder entre los grupos desaventa-
jados y el Estado, permitiendo que los primeros se vean beneficiados por un terreno político institucional que 
incrementa sus posibilidades de discusión con los poderes públicos (C. Rodríguez Garavito y D. Rodríguez 
Franco, Juicio a la exclusión. El impacto de los tribunales sobre los derechos sociales en el Sur Global. Centro 
de Estudios de Justicia, Derecho y Sociedad (Dejusticia), Bogotá, 2015, pág. 323). Como sostuvo la Corte Su-
prema de Justicia de la Nación (CSJN), “… las políticas públicas eficaces requieren de discusión y consenso” 
(conf. “Verbitsky” (3/5/2005), Fallos 328:1146).

El Juzgado interviniente admitió la participación de la Defensoría en el carácter invocado. En ese marco, el 
Defensor Adjunto y el equipo participaron de una audiencia a la que el Ministerio demandado no se presentó. 
A la fecha de cierre del presente Informe, la causa se encontraba pendiente del dictado de sentencia sobre la 
pretensión cautelar, por lo que se continuará con el seguimiento durante el año 2025.  

Actuaciones administrativas y de relevamiento

En el marco del seguimiento sobre la situación de niñas, niños y adolescentes que vieron interrumpidos sus 
tratamientos de salud por las medidas regresivas referidas (falta de entrega de medicación por parte de DAD-
SE o por el Programa Federal Incluir Salud) desde la Defensoría se generaron diferentes instancias de interven-
ción a los fines de monitorear y exigir el cumplimiento de las prestaciones a cargo de cada efector obligado 
como de coordinación con las jurisdicciones locales para definir estrategias de exigibilidad en los casos en 
que la administración no diera respuesta.

Así, se tomó conocimiento de un listado de 22 niñas, niños y adolescentes que vieron interrumpidos la recep-
ción de medicación y por ende de sus tratamientos y se atendió cada situación, garantizando los tratamientos 
y el derecho a la salud de cada una de las situaciones en las que esta Defensoría fue convocada. Del análisis 
pormenorizado de cada una de dichas situaciones se desprende que:

•	 En siete casos se realizaron gestiones de articulación y derivación a las Defensorías Provinciales de Cha-
co, Tucumán, Río Negro y Formosa para que, conforme competencias propias de dichos organismos, 
adopten las medidas correspondientes y fueron efectivamente resueltos. 

•	 En diez casos y dado que no se encontraban en una situación prioritaria de urgencia se derivó al área de 
Atención directa para que efectúen un acompañamiento y seguimiento desde dichas áreas. 

•	 Cuatro de los casos se resolvieron mediante medidas de gestión y exigibilidad extrajudicial. 

•	 Uno de los casos fue amparado de urgencia (Ver apartado Juicio)
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Entornos Digitales - Amicus curiae

El desarrollo de nuevas tecnologías y el alcance inmediato que a las mismas tienen niñas, niños y adolescen-
tes, ha generado un marcado aumento de nuevas modalidades de interacción y comunicación. Así las cosas, 
se ha producido un aumento en el acceso a los entornos digitales a través del uso del dispositivo celular y el 
uso cotidiano de las plataformas transnacionales de juego y contenidos, con las aplicaciones para contratar, 
transferir datos, pagos y mensajes.

Atento los riesgos que conllevan para los derechos de niñas, niños y adolescentes las transformaciones cons-
tantes del mundo digital y el aumento del tiempo durante el cual se encuentran expuestos, se ha colocado en 
la agenda mundial la cuestión de los entornos digitales, siendo necesario un abordaje que involucre el com-
promiso de todos los actores involucrados, tanto para regular como para promover el uso adecuado de las 
tecnologías. Por ello, la problemática que deviene de los entornos digitales ha sido una temática importante 
en la agenda 2024 de la Defensoría.

En este sentido, se tomó conocimiento de la investigación penal en trámite ante la Fiscalía Regional N°1 UF 
N° 101 - Oficina de Delitos Informáticos de la provincia de Santa Fe, iniciada a partir de la denuncia realizada 
por parte del Ministerio de Desarrollo Humano, del Ministerio de Educación y de la Lotería de Santa Fe, en la 
cual se solicitó la investigación sobre diferentes páginas de apuestas en orden al delito previsto en el artículo 
301 bis del Código Penal, que prohíbe las actividades de juego de azar sin autorización de la autoridad com-
petente. En su presentación, los denunciantes solicitaron que se ordene el bloqueo de las cuentas bancarias 
que estén a nombre de las personas físicas o jurídicas que administran sitios de apuestas ilegales, y que se 
ordene a las empresas de pago electrónico abstenerse de realizar cualquier operación que facilite a esas pá-
ginas llevar a cabo transacciones y/o cargas de créditos.

Analizada la denuncia, y advirtiendo que el delito investigado afecta los derechos constitucionales de los 
niños, niñas y adolescentes a la salud y al adecuado desarrollo psicofísico (arts. 3, 24, 27, 31 y cc. de la Con-
vención sobre los Derechos del Niño), en el mes de septiembre, la Defensora presentó un amicus curiae acer-
cando a la investigación una mirada específica sobre derechos de niñas, niños y adolescentes. 

En dicha presentación se retomaron los lineamientos de la Recomendación N°12, sobre Protección de los De-
rechos de Niños, Niñas y Adolescentes en entornos digitales, y de la Recomendación N°5, sobre la promoción 
de entornos digitales seguros como parte del acceso al derecho a la educación y a la igualdad de oportunida-
des. También se incluyeron algunas de las observaciones expuestas en el Pronunciamiento N°22, en el que se 
reitera la necesidad de garantizar el acceso universal a la conectividad al tiempo que se proteja la integridad 
física y emocional de la población de 0 a 17 años en los entornos digitales.

Retomando lo expuesto en esos documentos, se hizo un recorrido y análisis de la normativa aplicable y de la 
situación actual que vive nuestra sociedad en relación al uso de las tecnologías y su incidencia en la pobla-
ción de niñas, niños y adolescentes, abordando las distintas problemáticas observadas en la salud y haciendo 
hincapié sobre cómo esto compromete las obligaciones contraídas por el Estado, principalmente en relación 
a los derechos a la salud y al adecuado desarrollo psicofísico, según surge tanto de la Convención como de 
la Observación General N° 25 (2021), que trata de los derechos de los niños en relación con el entorno digital.

A su vez, se destacó la necesidad de adoptar medidas administrativas, legislativas y judiciales que permitan 
proteger a la población infanto-juvenil de los riesgos en línea y corregir la vulneración de derechos a la que es-
tas páginas los exponen en su búsqueda de ganancias. Se destacó la importancia y centralidad de robustecer 
y actualizar la regulación vigente en lo que refiere a los entornos digitales, como la necesidad de contar con 
mecanismos adecuados para exigir a las empresas proveedoras de estos servicios que dispongan espacios 
que sean respetuosos de los derechos de niños, niñas y adolescentes.

Se destacó también la importancia de que los procesos judiciales contemplen la adopción de mecanismos 
que otorguen un mayor nivel de celeridad en el bloqueo de páginas de apuestas ilegales. Finalmente, se resal-
tó que la especificidad tanto de la práctica como del delito que existe en entornos digitales y en sitios ilegales 
requiere la ampliación de fiscalías especializadas en delitos informáticos y en el ciberespacio.
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Salud Sexual y reproductiva: presentaciones por Plan ENIA

Entre las decisiones regresivas tomadas por el Poder Ejecutivo Nacional a principios de 2024, se destaca el 
desmantelamiento del Plan Nacional de Prevención del Embarazo No Intencional en la Adolescencia (ENIA). 
Dada la gravedad que ello implica en materia de derechos humanos, se realizaron presentaciones denuncian-
do la situación ante diferentes organismos internacionales.  En particular, la Defensoría dirigió a la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (Comisión o CIDH), al Comité de Derechos del Niño, al Grupo de Tra-
bajo sobre la Cuestión de la Discriminación de las Mujeres y las Niñas y a la Relatora Especial sobre la vio-
lencia contra las Mujeres y las Niñas, un documento que condensa el análisis de datos públicos, referencias 
normativas y jurisprudenciales, información recabada por distintas agencias nacionales e internacionales, 
investigaciones académicas y entrevistas a actores involucrados.

La Defensoría advirtió que el Plan ENIA es una política exitosa, que responde a múltiples vulneraciones de de-
rechos y efectos nocivos para la vida, la salud, la integridad de las mujeres y niñas, y que su ejecución redujo 
sustancialmente la fecundidad adolescente. En sólo cinco años de aplicación del Plan, la tasa de fecundidad 
se redujo en un 58% en adolescentes de 13 a 17 años, y en un 67% en niñas de 10 a 12 años. También resaltó 
las distintas características del Plan ENIA, a saber: su continuidad y sostenimiento a lo largo de distintas ges-
tiones de gobierno; su carácter interjurisdiccional e intersectorial, porque nuclea a los niveles nacional, provin-
cial y municipal, así como también a las distintas áreas concernidas (salud, educación, género); su monitoreo 
constante a través de distintos indicadores y mecanismos de transparencia y evaluación; y su territorialidad, 
garantizada por el personal contratado por el Estado Nacional que presta servicios en las provincias. 

En tal sentido, se denunció que el desmantelamiento del Plan ENIA comporta una profunda regresividad en el 
ejercicio y goce de los derechos sexuales y los derechos reproductivos de las niñas y adolescentes. Se aler-
tó sobre el despido de las 619 (seiscientas diecinueve) personas contratadas por el Estado Nacional en las 
provincias, afectando uno de los componentes clave de la política, que es su territorialidad. Ciertamente, de 
estas/os trabajadores dependía la capilarización del Programa en los territorios, la llegada a puntos extrema-
damente distantes, la aplicación del dispositivo comunitario, e incluso, la ejecución de las acciones de salud 
en aquellas zonas en las cuales los efectores públicos y sus dependientes objetan de conciencia. También se 
denunció la severa reducción del presupuesto para la adquisición y distribución de insumos (métodos anticon-
ceptivos y otros productos farmacéuticos y medicinales). 

A nivel local, la Defensora se dirigió a otros organismos públicos nacionales:

•	 Se recomendó al Presidente de la Comisión de Acción Social y Salud Pública de la Cámara de Diputados de la 
Nación que tenga a bien arbitrar los medios a su alcance para asegurar el pronto tratamiento de iniciativas que 
tengan por objeto restablecer la vigencia del Plan ENIA y, a su vez, ampliar su alcance al todo territorio nacional.  

•	 Se remitieron pedidos de informes al Ministerio de Salud de la Nación para conocer cómo se está ejecu-
tando la política pública vinculada a la Prevención del Embarazo No Intencional en la Adolescencia.

A partir de las denuncias efectuadas por la Defensora y por otras instituciones en sus observaciones sobre la 
República Argentina del año 2024, el Comité sobre los Derechos del Niño recomendó al Gobierno que “asegure 
la continuidad y el fortalecimiento del Plan ENIA, incluyendo suficiente presupuesto para insumos, instala-
ciones y recursos técnicos y humanos necesarios para una implementación efectiva y apropiada en todo el 
territorio nacional”. 

Seguridad alimentaria - “Amparo por comedores” 

Acción judicial por la regresividad alimentaria  
y nutricional en el ámbito de los comedores y merenderos comunitarios

A comienzos de su gestión, el Gobierno Nacional suspendió la entrega de alimentos en especie a comedores 
y merenderos comunitarios, pretextando irregularidades en el sistema de adquisición y distribución de los 
productos, y cuestionando la existencia misma de aquéllos espacios. 
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En este contexto, en febrero de 2024, la Defensora reclamó judicialmente que se ordene al Ministerio de Capi-
tal Humano reanudar la entrega de alimentos a los comedores y merenderos, denunciando un gravísimo caso 
de regresividad en materia alimentaria y nutricional. A partir de un relevamiento efectuado en todo el país, y 
tras haberse constituido personalmente en distintos espacios del Gran Buenos Aires, la Defensoría identificó 
más de doscientos (200) comedores y merenderos comunitarios que brindan menos o peores raciones a 
las niñas, niños y adolescentes que asisten a esos espacios o retiran de allí sus viandas. En sintonía con los 
relevamientos efectuados por el Observatorio de la Deuda Social y otros organismos públicos y privados, la 
Defensora demostró que esas niñas y niños cubren o complementan sus ingestas diarias recomendadas en 
los comedores y merenderos, incluso a pesar de percibir la Tarjeta Alimentar o la Asignación Universal por 
Hijo, que son insuficientes para dicho fin. Por consiguiente, la interrupción de la entrega de alimentos y la con-
siguiente eliminación o merma de los servicios alimentarios comunitarios, comporta regresividad prohibida 
por el derecho internacional de los derechos humanos, la Constitución Nacional y las leyes 26.061 y 25.724.

El juez de primera instancia rechazó la petición luego de más de cinco meses de promovida la causa. Sos-
tuvo que el derecho vigente no amparaba la pretensión de la Defensora, soslayando los explícitos mandatos 
que emergen del art. 2º de la ley 25.724, la resolución ex MDS nº 8/2020 y el derecho internacional de los 
derechos humanos. Por cierto, fue durante el alongado trámite de primera instancia que el Ministerio de Ca-
pital Humano acompañó en el expediente las fotografías y constancias que daban cuenta de la presencia de 
toneladas de alimentos en especie arrumbados en dos galpones de Villa Martelli y Tafí. Esta circunstancia 
desencadenó las actuaciones penales en las que se investigan incumplimientos atribuidos a funcionarias/os 
de dicha cartera, y donde se ordenó la distribución inmediata de los alimentos guardados. 

A comienzos del mes de agosto, la Sala IV de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Admi-
nistrativo Federal confirmó el rechazo de la petición cautelar, aunque por otros argumentos que jamás habían 
formado parte del contencioso. Es que, para entonces, otro juez había certificado un amparo colectivo con un 
objeto análogo promovido por organizaciones sociales, e incluso dictó medidas cautelares. Desoyendo las 
argumentaciones concordantes de la Defensora y del Ministerio de Capital Humano en el sentido contrario, 
la Sala IV afirmó que la petición cautelar de la primera estaba “alcanzada” por las medidas cautelares dicta-
das en el otro expediente. Por eso concluyó que el reclamo de la Defensora se había tornado “insubsistente”.

A principios del mes de octubre, la Defensora llevó su reclamo a la CSJN argumentando que en ninguna causa 
judicial se ordenó la reanudación de la entrega de alimentos a los comedores y merenderos comunitarios, 
circunstancia que se comprueba a poco de ver que la referida medida cautelar dictada en el otro expediente 
no tuvo ni tendrá ese efecto a pesar de encontrarse firme. En función de ello, se denunció la violación del dere-
cho a la tutela judicial efectiva, a la protección especial y a la alimentación de las niñas y niños que continúan 
recibiendo peores o menos raciones desde que la demandada decidió desarticular el apoyo a los comedores 
y merenderos comunitarios, desconociendo el rol que éstos desempeñan como “redes de contención” (conf. 
Directrices voluntarias de la FAO) actuando la participación comunitaria que prevé la ley de protección integral 
de la niñez y la infancia (art. 7). 

El recurso directo se encuentra pendiente de decisión por parte del máximo tribunal.

Educación

Amparo por el derecho a la libertad y a la educación de las niñas, niños  
y adolescentes de la provincia de Tucumán

En el mes de mayo, desde la Defensoría se promovió una acción de amparo contra el Gobierno de Tucumán, 
en la jurisdicción originaria de la Corte Suprema de Justicia de esa provincia. En particular, se denunció la 
inconstitucionalidad del Decreto Nº1290/1 publicado el día 9 de mayo, a raíz de las peleas callejeras que 
involucraron a estudiantes secundarios tucumanos. La Defensora argumentó que el Decreto era una medida 
desproporcionada, violatoria de los derechos a la libertad y a la educación. 
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El artículo 1º del Decreto citado ordenaba a la policía proceder a la detención automática de niñas, niños y 
adolescentes, desconociendo los principios consagrados en la Convención sobre los Derechos del Niño, con-
frontando abiertamente con el art. 37 de ese Tratado, que establece que la detención de niñas, niños y adoles-
centes debe limitarse a casos excepcionales, y que prohíbe la detención de niñas, niños y adolescentes junto 
a personas adultas. En ese sentido, la Defensora se refirió a las declaraciones públicas del Gobernador, quien 
llegó a afirmar que aquellas/os que resulten detenidas/os, serían enviados a la cárcel de Villa Urquiza o a las 
comisarías. Los artículos 2º y 3º del Decreto implicaban la expulsión sumaria de estudiantes tucumanos, y al 
mismo tiempo suspendían el derecho a la educación para quienes fueran expulsadas/os.

La Defensora sostuvo que la expulsión sumaria de estudiantes violenta sus derechos al debido proceso legal, 
a ser oídas/os en todos los asuntos que les afecten (incluyendo la disciplina escolar), y a no ser objeto de 
sanciones que impidan su continuidad escolar. Expuso además que la suspensión del derecho a la educación 
violenta el derecho de las niñas, niños y adolescentes a recibir educación obligatoria en forma permanente, 
derecho fundamental reconocido en la Constitución Nacional, en la constitución tucumana, en los tratados de 
derechos humanos y en las leyes nacionales que constituyen la base de la educación con perspectiva federal. 
En ese sentido, se resaltó que es en la escuela donde las niñas, niños y adolescentes adquieren y reproducen 
los valores y principios de la educación, fundamentalmente la tolerancia y el respeto.

Al poco tiempo de promovida la acción de amparo, el Gobernador de la provincia dictó un nuevo Decreto 
(1533/2024), en el que subsanó los defectos constitucionales y convencionales del anterior, eliminando las 
referencias a las detenciones, a las expulsiones sumarias y a la suspensión del derecho a la educación. 

No obstante, a fines del mes de septiembre -es decir, cuatro meses después de iniciada la causa judicial y de 
que el propio Gobernador diese marcha atrás en el acto impugnado- la Corte local rechazó el amparo. Para de-
cidir de ese modo, el tribunal expuso que esa acción no era la vía para cuestionar la ilegitimidad de una norma, 
que esta última carecía de concreción fáctica que justificase su impugnación judicial, y que en todo caso no 
era cuestionable en forma colectiva, entre otros argumentos contradictorios con la jurisprudencia constitucio-
nal federal de los últimos veinte años y que en los hechos sólo fungieron como una declaración jurisdiccional 
retrospectiva y abstracta, pues la norma impugnada ya no estaba en vigor. 

Penal Juvenil

Acciones colectivas por privaciones de libertad de niñas, niños y adolescentes no punibles.

La intervención penal de niñas y niños no punibles implica la violación de derechos fundamentales que es-
tablece el corpus iuris internacional y nacional, entre ellos: el derecho a una tutela judicial efectiva; a no ser 
perseguido penalmente cuando no alcance la edad mínima de responsabilidad penal; a la protección especial; 
a no ser privado de libertad arbitraria e ilegalmente, entre otros (Art. 3, 37, 40 y cdtes de la Convención sobre 
los Derechos del Niño, arts. 18, 19 y 75 inc. 22 de la CN, arts. 5, 8, 9, 19, 24, 25 de la CADH, arts. 2, 9, 10 del PID-
CyP, entre otros). Esta situación coloca al Estado en la posibilidad de incurrir en responsabilidad internacional.

Parte de la agenda de la Defensoría consiste en el trabajo ante situaciones en las que el sistema penal inter-
viene sobre niñas, niños y adolescentes no punibles. Por ello, prosiguió con el seguimiento e impulso de los 
procesos colectivos iniciados a partir del año 2021 y que aún siguen en trámite, por medio de los cuales se 
solicita el cese de la práctica de privar de libertad a niñas, niños y adolescentes no punibles y, consecuente-
mente, se declare inconstitucionalidad de la normativa local que lo habilite.

Habeas corpus en la provincia de Salta: requerimiento de dictado de sentencia

La acción se inició en el mes de septiembre de 2021, luego de constatar la privación de libertad de niñas, niños 
y adolescentes no punibles, habilitada por la Ley provincial N°8097/2018 y sus modificatorias, en cuyo artículo 
8 establece la intervención penal con niños “inimputables”; el artículo 12, por su parte, dispone la aplicación 
de privaciones de libertad (“medidas socioeducativas”). En el marco de dicho proceso, se llevaron a cabo 
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tres audiencias y cuatro inspecciones oculares a los dispositivos penales juveniles ubicados en Salta Capital 
(Hogar de Tránsito, Michel Torino y CAJ N° 1) y en Tartagal (CAJ N° 3), por tratarse de distritos en los que se 
encontraban detenidos niñas, niños y adolescentes no punibles.

En el mes de julio de 2023, se acordó en audiencia dividir el objeto de la acción en dos: por un lado, la de-
claración de inconstitucionalidad; por otro, el cese de la privación de libertad. Sobre la segunda cuestión se 
llegó a un acuerdo conciliatorio que consistió en realizar mesas de trabajo (una en cada jurisdicción) para -de 
manera consensuada con la Dirección Penal Juvenil y la Secretaría de Niñez de la provincia, invitando además 
a participar a representantes de los tres ministerios públicos, jueces y juezas con competencia penal juvenil 
de cada distrito- elaborar un protocolo que establezca un circuito y mecanismos de intervención con niñas, 
niños y adolescentes que en la práctica sean posibles, eficaces y eficientes; el acuerdo fue homologado por el 
juzgado y apelado por el fiscal civil de la provincia.

En este contexto, y no teniendo el recurso efecto suspensivo, se realizaron las dos primeras mesas en el dis-
trito Centro con la participación de la subsecretaría de Políticas Penales, la Dirección General de Políticas Pe-
nales, la Dirección Penal Juvenil, la Secretaria de Primera Infancia, Niñez y Adolescencia y representantes de 
los juzgados del distrito. Si bien en la primera mesa hubo participación de los organismos del Poder Ejecutivo 
provincial y de funcionarias de dos de los tres juzgados de menores de Distrito Centro, no ocurrió lo mismo en 
la segunda mesa, de la cual sólo participaron representantes del ejecutivo, situación que atenta contra posibi-
lidad de dar cumplimiento al objeto del acuerdo homologado.

Sumado a ello, sostener normativamente la privación de libertad a niñas, niños y adolescentes, en idénticos 
sentidos al denunciado, y encontrándose en pleno proceso el cuestionamiento de constitucionalidad, impactó 
de manera directa en la posibilidad de dar cumplimiento al acuerdo conciliatorio cuyo objeto era elaborar un 
Protocolo de intervención con niñas, niños y adolescentes no punibles, a fin de cesar con la intervención del 
fuero penal y dar intervención al Sistema de Protección Integral.

Durante la tramitación del proceso, habiendo ya solicitado la inconstitucionalidad de la norma, se sancionó la 
Ley 8.389, que modificó algunos artículos de la Ley 8.097. Si bien implicó algunos avances, en lo sustancial 
sostiene y habilita la privación de libertad de niñas, niños y adolescentes que no alcanzan la edad mínima 
de punibilidad denunciada y que es objeto del habeas corpus. En efecto, el artículo 8 establece en su último 
párrafo que “se podrá disponer de una medida de seguridad, sólo cuando dos peritos psiquiatras concuerden 
que la niña, niño o adolescente es peligroso para sí o para terceros.” Al sostener esta facultad, la modificación 
prevista por la Ley 8.389/2023 no ha alterado el pedido de fondo de la acción incoada, que es el cese de la 
privación de libertad y de la intervención penal de niñas, niños y adolescentes no punibles.

Con este estado de situación, en el mes de mayo de 2024, se solicitó a la jueza que dicte sentencia. Así las 
cosas, y reconociendo la jueza la trascendencia e interés general de los derechos en juego, abrió los autos a 
convocatoria para intervención de diferentes organismos y expertos en calidad de Amigos del Tribunal. A la 
fecha de cierre del presente Informe, se encuentra en etapa de presentación de los mentados amicus curiae, 
y pendiente el dictado de sentencia. Durante el 2025 se continuará con el impulso del trámite, tendiente a mo-
dificar la privación de libertad de no punibles.

Habeas corpus en la provincia de Jujuy: desestimación del recurso extraordinario federal

Una situación análoga se constató en la provincia de Jujuy, donde existían casos de privación de libertad de 
niñas y niños no punibles. Por ello, en septiembre de 2021 también se interpuso una acción de habeas cor-
pus colectivo, preventivo y correctivo, requiriendo el cese de las privaciones de libertad y la declaración de 
inconstitucionalidad de los arts. 5, 27, 28, 29, 39 y el título VIII (art. 52 a 55) de la Ley provincial 4721/1993, por 
tratarse de los que habilitan esa práctica.

En primera instancia, se hizo lugar parcialmente al habeas corpus reconociendo la necesidad de propiciar 
estándares de intervención respecto a niñas, niños y adolescentes no punibles. Sin embargo, fue rechazado el 
pedido de inconstitucionalidad de la Ley 4721, no se hizo lugar al pedido de cierre de los procesos de investi-
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gación penal activos y, consecuentemente, se rechazó el pedido de libertad de niños, niñas y adolescentes no 
punibles privados de libertad en esa provincia. Contra dicha sentencia se interpuso un Recurso de Apelación, 
que fue rechazado por la Cámara de Apelaciones y Control, lo que confirmó la decisión de primer instancia. 

En virtud de tales decisiones, la Defensoría interpuso un recurso de inconstitucionalidad solicitando que se 
revoque la Resolución y que el Superior Tribunal de Justicia (STJ) se expida sobre el fondo de la cuestión. Este 
recurso fue declarado inadmisible por entender la Cámara de Apelaciones que la Defensora no tiene legitimi-
dad para accionar en favor de niñas, niños y adolescentes de la provincia. Esto motivó la interposición de un 
Recurso Extraordinario Federal, que también fue rechazado. 

En agosto de 2022, se interpuso un Recurso de Queja impugnando la decisión dictada por el máximo tribunal 
provincial, por entenderla arbitraria y contraria a derecho, ya que desconoce las competencias, las funciones 
y, especialmente, la legitimidad de la Defensora de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes para ac-
cionar en la provincia conforme habilita la normativa nacional e internacional. En el mes de mayo de 2024, la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación declaró inadmisible el recurso de conformidad con lo establecido en 
el artículo 280 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. 

Principio de especialidad y sistema penal juvenil

Desde sus inicios, la Defensoría ha trabajado en la situación de las niñas, niños y adolescentes intervenidos/
as por el sistema penal, su relación con la administración de justicia, la institucionalización, las violencias 
institucionales y la vulneración de derechos durante las institucionalizaciones. De los estándares internacio-
nales vigentes, se siguen una serie de principios y derechos que deben ser especialmente tomados en cuenta 
cada vez que un/a adolescente entra en contacto con el sistema de justicia penal juvenil, siendo uno de ellos 
el principio de especialidad.

Dicho principio obliga al Estado a garantizar un trato diferenciado a niñas, niños y adolescentes presuntos/as 
infractores/ras a la ley, justicia especializada que no se agota en el contenido normativo, sino que se extiende 
a las instituciones e intervenciones en todas las instancias. Por ello, uno de los principales ejes de trabajo de 
la Defensoría se orienta a promover e instar el cumplimiento de la respuesta diferenciada para niñas, niños 
y adolescentes atravesados/as por el sistema penal, en todos los niveles estatales, desde el momento de la 
aprehensión hasta el agotamiento de la pena; efectivizado al momento de la imposición y determinación de 
montos de penas y en las condiciones en las que se cumple la privación de libertad.

Dada la complejidad que reviste la cuestión, teniendo en cuenta la problemática estructural vigente y el diseño 
institucional que demanda el efectivo cumplimiento de la especialidad; muchas de las intervenciones se sos-
tienen en el tiempo, motivo por el cual se advierte la continuidad de abordaje en actuaciones que se iniciaron 
en el año 2021, 2022, o 2023. A ello se suman los plazos procesales y la duración de los procesos colectivos 
que fueron judicializados y cuya tramitación continuó durante el año 2024.  

Los principales temas abordados durante 2024 se pueden resumir en el siguiente esquema: 

1.	 Relevamiento permanente de niñas, niños y adolescentes no punibles.

2.	 Seguimiento y acciones en casos de violencia institucional, malos tratos y tortura: 
	 a) Seguimiento de casos individuales.  
	 b) Seguimiento de las irregularidades denunciadas en instituciones de alojamiento de niñas,  
            niños y adolescentes 

3.	 Aportes técnicos relativos a proyectos de reformas legislativas a nivel nacional y provincial.  
	 a) Normas procesales 
	 b) Juicio por jurado. 
	 c) Proyectos de ley de modificación de régimen penal juvenil. 
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Niñas, niños y adolescentes no punibles

La intervención penal de niñas y niños no punibles implica la violación de derechos fundamentales que esta-
blece el corpus iuris internacional y nacional. Es por ello, que parte de la agenda de la Defensoría es el trabajo 
con situaciones en las que se intervenga desde el sistema penal a niñas, niños y adolescentes no punibles, y 
en ese marco se sostuvo durante el año 2024 el relevamiento permanente de no punibles. A tal fin, se requirió 
trimestralmente a los organismos de niñez de la provincia de Buenos Aires, de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires y de la Nación -por ser las 3 jurisdicciones con mayor representatividad en términos de intervenciones 
penales con niñas, niños y adolescentes- que informen la cantidad de niñas, niños y adolescentes aprehen-
didos que se encuentran cumpliendo medidas de seguridad, medidas de efectiva privación de libertad o de 
cumplimiento en territorio.

Los datos informados por el Organismo Provincial de Niñez y Adolescencia (OPNYA) de la provincia de Bue-
nos Aires arrojan que, entre diciembre del 2023 y agosto del 2024, se registró un total de 99 adolescentes no 
punibles al momento de la adopción de la medida de seguridad, el 40% de ellos por delitos contra la propiedad. 
Por su parte, el Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes (CDNNyA) de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires indicó que entre noviembre del año 2023 y agosto del 2024, ingresaron a al Centro de Admisión 
y Derivación7 (CAD) un total de 684 niñas, niños y adolescentes no punibles con edades entre los 12 y los 15 
años; el informe arroja que el 90.2% de los delitos por los cuales ingresan al dispositivo, son delitos contra la 
propiedad, el 7 % por averiguación de ilícito y el 1.8% contra la administración de justicia. 

En relación al registro de Niñas, Niños y Adolescentes a nivel Nacional, la Subsecretaria de Políticas Familiares 
(ex SENAF) no ha respondido a los reiterados requerimientos, imposibilitando a la Defensoría relevar el dato 
a nivel nacional. 

Violencia institucional, malos tratos y tortura: seguimiento y acciones

Los hechos de violencias, malos tratos, torturas, la imposición de condiciones inhumanas de detención, cons-
tituyen violaciones a los derechos humanos que consuman los agentes estatales, principalmente pertenecien-
tes a las fuerzas de seguridad y penitenciarias, en el ejercicio de sus funciones a través del ejercicio abusivo e 
ilegal del poder punitivo que detentan. Como agravante, estas prácticas impactan principalmente en personas 
en situaciones de especial vulnerabilidad, ligadas a factores multicausales (condición socioeconómica, encie-
rro, afecciones en la salud mental, edad, género, identidad sexual, entre otros) que las coloca en un estado de 
indefensión que obtura el acceso a la justicia. 

Dada las características y gravedad de este tipo de prácticas, la Defensoría lleva desde el año 2021 un registro 
propio de violencia institucional, tortura, malos tratos y/o fallecimiento de niñas, niños y adolescentes, que se 
nutre de los casos de violencias ejercidas por las fuerzas de seguridad, hechos de malos tratos en los dispo-
sitivos penales juveniles y en lugares de alojamiento de niñas, niños y adolescentes (dispositivos de cuidado 
alternativo al ámbito familiar, dispositivos de salud mental) que llegan a la institución y en los que interviene 
ya sea por demanda o por actuación de oficio. 

Sobre estas denuncias se han establecido diferentes niveles de incidencia: requerir intervención a los efecto-
res obligados del poder ejecutivo; realizar presentaciones judiciales; realizar denuncias; y constituirse en ca-
lidad de querellante institucional. Estas intervenciones se orientan a identificar posibles irregularidades, pero 
especialmente a requerir e instar -tanto a los efectores administrativos como a los operadores judiciales- al 
cumplimiento de la obligación estatal de realizar investigaciones exhaustivas e imparciales frente a las denun-
cias de hechos compatibles con malos tratos y tortura, contemprando el enfoque de niñez. 

Durante el año 2024 desde la Dirección de Exigibilidad de Derechos y Litigios Estratégicos de la Defensoría se 
ha continuado con el seguimiento de las actuaciones en trámite desde 2021, 2022 y 2023, y se ha intervenido 
ante nuevas denuncias de maltratos, torturas, casos de gatillo fácil, y muerte bajo custodia -entre otros-, con-
tra niñas, niños y adolescentes.
7  Dispositivo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires específico para alojar a niñas, niños y adolescentes detenidos y/o aprehendidos 
por la policía. 
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Los números que se mencionan a continuación no constituyen la totalidad de los casos, sino que representan 
aquellos sobre los que se ha tomado conocimiento, sin perjuicio de lo cual sirven como muestra para eviden-
ciar la práctica y las modalidades de intervención adoptadas desde los poderes estatales.

De las 28 actuaciones en trámite en la institución, en 3 de ellas no se puede establecer la cantidad exacta de 
niñas, niños y adolescentes involucrados; mientras que las restantes representan a 66 niñas, niños y adoles-
centes. Sobre este total, se han identificado 40 denuncias realizadas en sede judicial: 19 se encuentran en 
instancia de investigación; de ellas, 8 cuentan con imputación, 4 fueron elevadas a juicio, sólo en un caso se 
ha registrado condena y en 16 no se tiene el dato por falta de respuesta. 

En cuanto a la jurisdicción en la que ocurrieron los hechos denunciados, 25 de ellos se investigan en la justicia 
de la provincia de Buenos Aires, 3 en la justicia nacional con asiento en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 
3 en la provincia de Formosa, 3 en Jujuy, 2 en Mendoza; mientras que en las provincias de Chubut, Corrientes, 
Misiones y Neuquén se investigan un hecho en cada una. 

Del total de estas denuncias, el 55% (22 denuncias) fueron iniciadas por fallecimiento del niño, niña o adoles-
cente -de éstas, el 73% de ellos fueron casos de “gatillo fácil” (16 denuncias)- y el 45% fue por apremios, malos 
tratos, tortura y otros tratos crueles.

Tipo de investigación
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El universo de casos registrados muestra que las investigaciones por violencia institucional, lejos de ser im-
parciales, diligentes, eficientes y eficaces se llevan a cabo mediante plazos indefinidos de duración, procesos 
que mayormente no superan las primeras etapas de investigación, archivo de las causas, desestimación de 
los hechos, y prácticamente nulas imputaciones y condenas. Se observa también la estigmatización y dis-
criminación hacia niñas, niños y adolescentes víctimas por parte de los operadores judiciales, a quienes se 
desacredita por revestir la calidad de aprehendido, detenido o imputado. 

Seguimiento de casos individuales

Jujuy: Constitución de la Defensora en calidad de querellante institucional en causa de vejaciones 
ocurridas y la denuncia por hostigamiento contra adolescentes en una escuela técnica de Jujuy.

En el año 2024 continuó el seguimiento e impulso de la investigación por hechos de malos tratos y tortura 
ocurridos en julio de 2023 por parte de la policia de la provincia de Jujuy contra un niño de 6 años y una ado-
lescente de 17 años. 

La gravedad de los hechos, la falta de avances y de celeridad en la investigación, a lo que se suma la falta de 
imputación, motivó la presentación de la Defensoría en calidad de querellante institucional (figura prevista 
en la normativa procesal de Jujuy). La fiscalía interviniente, quien tiene facultad para decidir dicho pedido, 
resolvió rechazarlo con base a la falta de imputación -requisito no contemplado por la ley- decisión que fue 
confirmada por el juzgado de Control en lo Penal Económico y Delitos contra la Administración Pública. 

Se interpuso un recurso de apelación contra dicha sentencia, por considerarla arbitraria al exigir requisitos no 
contemplados por la ley; el recurso fue rechazado por el Tribunal de Impugnación; la sentencia fue confirma-
da por la sala Penal de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia el pasado 8 de agosto, confirmando la 
decisión de primera instancia que rechazó la constitución de querellante por ausencia de imputación. En su 
resolución la Sala consideró que la Defensora carece de legitimación y competencia para intervenir en causas 
particulares. En ese sentido afirmó que “las funciones del Defensor (Art. 55, Ley 26.061) han sido especial-
mente diseñadas para la protección de intereses colectivos y/o difusos de niñas, niños y adolescentes en 
general, y no para actuar en casos específicamente particulares”. 

Sin perjuicio de ello, la Sala Penal reconoció en su sentencia la falta de celeridad en la investigación de hechos 
que revisten gravedad institucional, frente a lo cual exhortó a la Defensora de Menores Incapaces para que, en 
cumplimiento de sus competencias, inste al Fiscal a proceder con la celeridad que amerita el caso. En sentido 
análogo, señaló el incumplimiento del Fiscal de Política Criminal de dirigir la investigación penal preparatoria 
con “un criterio objetivo y procurando recoger con celeridad los elementos de cargo o de descargo que resul-
ten útiles para averiguar la verdad” por lo cual recomendó al Procurador General del Ministerio Público de la 
Acusación evaluar la actuación de dicho Fiscal. 

En otro orden, también se continuó con el seguimiento de la denuncia que se realizó en junio de 2023 por los 
delitos de amenazas, coacción, hostigamiento y abuso de poder, llevado a cabo por efectivos de las fuerzas 
policiales de la provincia de Jujuy contra un grupo de adolescentes de la Escuela Secundaria Técnica N°1 de 
la localidad de Maimará. Desde la Defensoría se cursaron pedidos de informes a la fiscalía de Política Crimi-
nal, requiriendo actualización del estado y avances de la investigación; las solicitudes no fueron respondidas. 
Esta situación motivó la presentación de la Defensoría ante el Procurador General provincial, instando a que 
por su intermedio se cumpla con la obligación de la fiscalía en realizar investigaciones diligentes, imparciales 
y eficaces. 

Advirtiendo que en agosto de 2024 se ratificó la designación del Defensor Provincial de Niñas, Niños y 
Adolescentes, se remitió una nota poniendo en conocimiento las intervenciones realizadas en jurisdicción 
de la provincia y requiriendo que adopte, de conformidad con las competencias que le asisten, todas las 
medidas necesarias y conducentes para garantizar el acceso de derechos niñas, niños y adolescentes en 
la provincia. 
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Situación de violencia institucional en la provincia de Buenos Aires

Durante el 2024 continuó el seguimiento de las diferentes causas vinculadas a hechos de violencia institucio-
nal iniciadas entre 2021 y 2023, y se realizaron nuevas denuncias respecto a casos recibidos en el 2024, que 
tuvieron como presuntos implicados a personal de la policía bonaerense y a operadores del sistema penal 
juvenil. En el marco del seguimiento de las presentaciones, se requirieron actualizaciones periódicas a las 
diferentes fiscalías. Del seguimiento de estos casos surge que de las 28 investigaciones registradas en la 
provincia8, 6 son por violencia o fallecimiento en dispositivos de encierro (penales y salud mental) y 22 por 
violencia institucional y casos de “gatillo fácil”. En cuanto al estado de los procesos, 6 se encuentran en ins-
tancia de investigación preliminar, 4 han sido elevadas a juicio, en 2 se dispuso el sobreseimiento (1 por causal 
de justificación y 1 por desistimiento del fiscal), 1 se archivó (no se tiene datos sobre el motivo del mismo) 
mientras que de los 15 restantes no se ha obtenido respuesta por parte del Poder Judicial. 

La falta de respuesta por parte de las fiscalías departamentales motivó la remisión de una nota al Procurador 
General de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires y a la Subsecretaría de Derechos 
Humanos, Políticas Penitenciarias y Violencia Institucional de la Procuración provincial, poniendo en conoci-
miento sobre la intervención que realiza la Defensoría en los casos de violencia institucional y requiriendo que 
se arbitren los medios para que las fiscalías requeridas brinden respuesta a los pedidos de informes.

En esta línea se ha continuado con el seguimiento y monitoreo de las investigaciones sumariales contra po-
licías en trámite en el Ministerio de Seguridad de la provincia de Buenos Aires, por las cuales se investigan 
casos de violencia institucional y/o fallecimiento de niñas, niños y adolescentes. Con el objetivo de poner en 
conocimiento sobre la modalidad de intervención de la Defensoría en los casos de violencia institucional, se 
ha mantenido reunión con la Dirección General de Prevención y Abordaje de las Violencias y con la Dirección 
de la Dirección de Tratamiento de la Violencia Policial. 

En la respuesta a nuestro último requerimiento, se ha informado que, de los 8 sumarios por fallecimiento de 
niñas, niños y/o adolescentes informados en 2022, sólo uno tuvo resolución con sanción de exoneración; 
los restantes fueron archivados sin indicar los motivos. Por otro lado, se informó que durante el año 2023 
se iniciaron 220 sumarios por situaciones de violencia institucional en las que fueron víctimas niñas, niños y 
adolescentes; de ellos, 10 son investigaciones por muerte y se encuentran en su mayoría en plena etapa de 
investigación. Sobre estos casos se realizan pedidos de informes periódicos. 

Otros casos de violencia institucional 

Durante el año 2024 la Defensoría también tomó intervención en nuevos casos de violencia institucional ocu-
rridos en diversas provincias.

Se intervino en 3 denuncias por hechos presuntamente cometidos por personal policial de la provincia de 
Formosa. En el primer caso la intervención de esta Defensoría fue requerida por la madre de un adolescente 
que fue detenido y golpeado por personal policial mientras se dirigía desde la escuela hacia su domicilio; en 
los otros 2 casos la intervención fue solicitada por la Coordinadora del Foro Formosa de la Red de Infancia 
Robada. 

Otro de los casos donde se intervino fue a requerimiento de la organización APDH Noroeste de Chubut ante un 
caso de violencia institucional ocurrido en la localidad de Lago Puelo, cuya investigación versa sobre hechos 
que serían compatibles con apremios ilegales y tratos vejatorios hacia 2 adolescentes, quienes habrían sido 
interceptados y agredidos físicamente por varios policías de Comisaría de El Maitén. 

Se intervino también en un caso de la localidad de Junín de los Andes, provincia de Neuquén, a pedido de las 
madres de dos adolescentes que denunciaron que habrían sido interceptados por el Grupo de Operaciones Es-
peciales Policiales mientras se dirigían a sus domicilios, quienes los habrían reducido, esposado y golpeado. 

En todos los casos, de conformidad con los lineamientos de actuación establecidos para el tratamiento de 
8  Incluye a todos los casos registrados por la DEDLE desde 2021 a la fecha del informe. 
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casos de violencia institucional, se efectuaron pedidos de intervención e informes a: las fiscalías a los fines de 
conocer estado, avances y detectar posibles irregularidades en las investigaciones; los organismos del poder 
ejecutivo competentes requiriendo intervención e información sobre las medidas adoptadas; y, en caso de 
existir, se solicitó la intervención de organismos de control y/o mecanismos locales. El seguimiento de estos 
casos continuará durante el año 2025.  

Muertes en custodia: falta de investigaciones diligentes y eficaces

De conformidad con los compromisos internacionales asumidos, toda muerte bajo custodia del Estado de-
manda el desarrollo de investigaciones serias, efectivas, exhaustivas y responsables para esclarecer las cir-
cunstancias y responsabilidades en dichos hechos. Por ello, la Defensoría realiza el seguimiento de las inves-
tigaciones penales por muertes de las cuales toma conocimiento o en las que se requiera su intervención, que 
ocurran bajo custodia del Estado -sea en hogares convivenciales, en dispositivos penales juveniles u otros 
dispositivos- o por el accionar de fuerzas de seguridad.

Durante el año 2024 continuó el seguimiento por las muertes ocurridas en dispositivos de la provincia de Bue-
nos Aires y en el dispositivo penal juvenil de Corrientes. Dicho seguimiento implica realizar pedidos de actuali-
zación a las fiscalías intervinientes respecto a los avances de la investigación y sugerir medidas conducentes 
a dilucidar las circunstancias en las que ocurrieron las muertes a fin de deslindar responsabilidades institu-
cionales. También se solicitan informes a los organismos del poder ejecutivo respecto a las condiciones de 
habitabilidad de los hogares convivenciales y de las medidas adoptadas con posterioridad al fallecimiento, 
para garantizar la no repetición de hechos como el ocurrido.  

En cuanto a la muerte ocurrida en el Centro Juvenil San Cayetano, de Corrientes, se coordinó la intervención 
con el Mecanismo Local de Prevención contra la Tortura realizando presentaciones ante la fiscalía que inves-
tiga los hechos, con el objetivo de relevar las circunstancias en las que ocurrió la muerte del adolescente y 
recabar información acerca del estado de la investigación penal iniciada, sus avances y requerir las medidas 
que se considere pertinentes. Sobre este caso, nuevamente se advierte desde el poder judicial un enfoque en 
la investigación ligado centralmente a los motivos o la causa por la que el adolescente se encontraba deteni-
do y no respecto a las circunstancias en las que ocurrió su muerte, como por ejemplo la identificación de los 
responsables conforme las líneas de mando. 

Como en las situaciones que se han descrito anteriormente, durante el año 2025 continuará el seguimiento 
de los casos y la solicitud de realizar investigaciones de conformidad con las exigencias convencionales y 
constitucionales.

Seguimiento de las irregularidades de denuncias en instituciones de alojamiento de niñas,  
niños y adolescentes. 

Dispositivo de Responsabilidad Penal Juvenil de Mendoza (Ex Cose)

En el transcurso del año 2024 continuó el seguimiento del dispositivo dependiente de la Dirección de Respon-
sabilidad Penal Juvenil (DRPJ) de la provincia de Mendoza conocido como “ex COSE”.

En ese contexto, se requirieron informes periódicos a los diferentes actores intervinientes a fin de realizar el 
seguimiento de la situación de los adolescentes que allí se alojan, e instando a que los efectores obligados 
velen por el efectivo ejercicio y goce de sus derechos. También se mantuvieron reuniones con la dirección de 
Derechos Humanos de la Suprema Corte de Mendoza, organismo que remitió periódicamente los informes 
y resultados de las visitas de monitoreo. En tal sentido, en el último informe recibido (agosto 2024) se puso 
en conocimiento sobre el cambio de autoridad del “ex COSE”, en el que se observaron mejoras en las condi-
ciones de alojamiento, cantidad de jóvenes en el dispositivo, condiciones edilicias, relevamiento de las obras 
pendientes y sus avances. 
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De igual manera, se mantuvieron reuniones con las nuevas autoridades de la Subsecretaria de Niñez y Ado-
lescencia de la provincia, para retomar los puntos pendientes en el acta efectuada durante el 2022 y, en dicha 
línea, se instó al organismo provincial a informar sobre las condiciones materiales de alojamiento, los pro-
yectos de obra, su estado, avance de las reformas planificadas, abordaje y tratamiento en materia de salud 
mental.

En su último informe la mentada Subsecretaría indicó que se encuentra realizando una actualización de los 
legajos de salud, que sólo se da medicación conforme prescripción de un psiquiatra, y que se estableció un 
protocolo del Departamento de Salud que determina la intervención ante situaciones de riesgo. El mismo 
informe indica que se ha propuesto y diseñado un ciclo de formación que se llevaría a cabo conjuntamente 
con la Universidad Nacional de Cuyo y el Instituto Provincial de la Administración Pública (IPAP). Asimismo, 
refiere que se está gestionando la incorporación de personal, que pusieron en conocimiento de la Defensoría 
los diversos expedientes administrativos iniciados durante el 2024, y que se encuentran en trámite sobre las 
obras y proyectos de infraestructura. 

En el marco de este seguimiento, en marzo de 2024, se intervino sobre un nuevo caso de malos tratos y lesio-
nes contra un adolescente por parte de un operador de uno de los sectores, situación que motivó un requeri-
miento de informe tanto a los organismos obligados como a los efectores judiciales intervinientes. Expresa-
mente, se solicitó la adopción de las medidas conducentes a garantizar la no repetición de las acciones y el 
resguardo físico y psíquico del adolescente; en particular, se instó a que se separara al personal involucrado 
de las funciones que impliquen contacto con los adolescentes. Desde la fiscalía interviniente se informó que 
la causa se encuentra en proceso de instrucción y que se han tomado medidas probatorias, pero a la fecha 
del presente informe no se habían realizado procesamientos ni imputaciones; mientras que el juzgado Penal 
de Menores que tiene a disposición al adolescente refirió las diversas medidas desplegadas para asegurar la 
integridad física del joven. En cuanto al pedido de apartamiento del personal involucrado realizado por la De-
fensoría, desde la Subsecretaría de Niñez y Adolescencia se informó que en el mes de agosto se dio traslado 
preventivo al operador involucrado y que el sumario administrativo continúa su curso. 

Finalmente, se realizó el seguimiento de la denuncia por vejaciones realizada en 2021, que diera inicio a la 
intervención de esta institución. Se cursó un nuevo pedido de informes a la Unidad Fiscal de Violencia Insti-
tucional que tiene a cargo la investigación de los hechos para que informe sobre el curso de las actuaciones, 
al tiempo que se instó la producción de prueba y el avance del proceso. De la misma manera, se solicitó al 
procurador de las personas privadas de libertad, de conformidad con sus competencias y en su calidad de 
querellante, para que informe respecto a las medidas adoptadas para impulsar el proceso y los resultados 
de la última visita de monitoreo. Al respecto, indicó que la causa se encuentra próxima a ser elevada a juicio, 
quedando pendiente de remisión el último informe de visita. 

Se continuará con el seguimiento de los procesos judiciales, las condiciones materiales de alojamiento y fun-
cionamiento del dispositivo, así como también la articulación con los diferentes actores locales.

Centro de Contención Juvenil de la Provincia de Corrientes (San Cayetano)

En el mes de junio de 2024 la Dirección de Exigibilidad de Derechos y Litigios Estratégicos recibió  la deriva-
ción de la Dirección de Fortalecimiento del Sistema de Promoción y Protección de las actuaciones iniciadas 
respecto al Centro de Contención Juvenil San Cayetano, de la provincia de Corrientes, a fin de que se analicen 
y evalúen posibles intervenciones y acciones de incidencia. En el informe remitido, se concluye que el centro 
no cumple con el piso mínimo de las condiciones de alojamiento, señalando específicamente que el estado 
edilicio de las habitaciones, baños y espacios comunes, evidencia grandes problemas habitacionales, lo que 
constituye un cuadro de situación grave y violatorio de los derechos de los adolescentes allí alojados. 

Frente a ello, luego de analizar la información que surge de las actuaciones, se requirió un informe integral, cir-
cunstanciado y actualizado sobre la situación actual del Centro, en particular las medidas adoptadas para ga-
rantizar la protección especial y específica de los derechos de las niñas, niños y adolescentes. Asimismo, se 
requirió conocer -si las hubiere- las medidas que se hayan adoptado desde la gestión para adecuar la depen-
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dencia del dispositivo a los estándares internacionales. Se solicitó al Ministerio de Seguridad provincial que 
adopte las medidas necesarias para garantizar condiciones de vida digna de los adolescentes allí alojados. 

Se indicó además la necesidad de adecuar la dependencia funcional de dicho Centro, deviniendo indispensa-
ble su exclusión del Ministerio de Seguridad. Dicho ministerio tiene como funciones la organización y gestión 
del servicio penitenciario de la Provincia, la custodia y la guarda de los detenidos/as procesados/as, la readap-
tación social de los/a condenados/as y el traslado de detenidos/as; entre otros. Teniendo en cuenta dichas 
funciones y las características que exige un sistema penal juvenil, resulta evidente que esa cartera no cuenta 
con el andamiaje técnico, político e institucional que se requiere para un abordaje integral destinado a inter-
venir con adolescentes infractores o presuntos/as infractores/as a la ley. En efecto, la mirada securitaria que 
se brinda desde dicho Ministerio, la intervención de las fuerzas de seguridad y la gestión de los dispositivos 
en cabeza del servicio penitenciario provincial con lógicas de castigo, lejos está de garantizar los fines que 
persigue el sistema penal juvenil.

Es por ello que se solicitó el traspaso institucional del centro al organismo del Poder Ejecutivo que garantice 
la protección especial y especificidad en materia de los derechos de las niñas, niños y adolescentes. De igual 
manera, se ha puesto en conocimiento al Superior Tribunal de Justicia de la provincia de Corrientes para que, 
por su intermedio, se adopten las medidas que estime necesarias y conducentes para garantizar condiciones 
de vida digna, y para que esta Defensoría pueda ejercer las funciones que le conciernen en su calidad de or-
ganismo de control.  

Aportes técnicos relativos a reformas legislativas nacionales y provinciales

Análisis de los proyectos de Responsabilidad Penal Juvenil

En el marco del trabajo realizado en materia penal juvenil, desde la Defensoría se han elaborado la “Recomen-
dación Conjunta sobre la necesidad de una Ley de Responsabilidad Penal Juvenil” firmado conjuntamente en 
2022 con las Defensorías Provinciales; y el “Acuerdo de principios básicos para la Derogación del Decreto-Ley 
22.278 y la sanción de un Sistema de Justicia Juvenil” suscripto conjuntamente con el Comité Nacional para la 
Prevención de la Tortura, la Procuración Penitenciaria de la Nación, la Defensoría del Pueblo de Nación, la De-
fensa Pública Argentina y la Asociación de Magistrados y Funcionarios de la Justicia Nacional con el objeto de 
establecer pisos mínimos para una ley penal juvenil respetuosa de los derechos de niñas, niños y adolescentes.

Siguiendo con esta agenda de trabajo, con el objeto de analizar y cotejar el grado de adecuación a la norma-
tiva convencional y constitucional, durante el año 2024 se han relevado y analizado los proyectos con estado 
parlamentario que pretenden reemplazar y/o modificar el actual sistema penal juvenil. Para ello, se han esta-
blecidos categorías de análisis vinculados a:

•	 La existencia de fuero especializado (en todas las instancias inclusive la etapa de ejecución).

•	 La edad de punibilidad.

•	 Si habilita intervención con niñas, niños y adolescentes no punibles (medidas penales en territorio, de 
restricción y/o privación de libertad; y/o investigación en términos de procesabilidad).

•	 Si establece escalas penal o remite al código penal.

•	 Si contempla catálogo de medidas penales y de procesos como penas alternativas.

Así, se tomó conocimiento de la existencia de 14 proyectos que en su mayoría proponen reformas regresivas, 
y que son pasibles de vulnerar derechos de niñas, niños y adolescentes reconocidos convencional y constitu-
cionalmente. Entre las posibles vulneraciones que se pueden señalar se encuentran:

•	 La reducción de la edad mínima de responsabilidad penal entre los 12 y 15 años (a excepción de 2 pro-
yectos que sostienen los 16 años).
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•	 Montos máximos de pena que son desproporcionados, contrarios a los fines del sistema penal, al princi-
pio de especialidad y en algunos casos asimilables a penas perpetuas (contemplan penas máximas de 
entre 10 y 20 años).

•	 En su mayoría no contemplan el principio de especialidad y habilitan la privación de libertad junto con adultos.

Ante la presentación de estos proyectos, se libraron pedidos de intervención a los órganos de tratado acercan-
do nuestras observaciones. 

Análisis de normas procesales provinciales

En consonancia con el seguimiento que se realiza respecto a niñas, niños y adolescentes y su vínculo con el 
sistema penal, se realizó un relevamiento sobre las normativas procesales sancionadas en diferentes pro-
vincias, analizándolas en base a categorías preestablecidas, de conformidad con las exigencias que fijan los 
tratados de derechos humanos internacionales, en particular la Convención sobre los Derechos del Niño. 

Como se indicó en informes anteriores, Argentina aún no ha adecuado su sistema penal juvenil y continúa vi-
gente el “Régimen Penal de la Minoridad” (Decreto-Ley 22.278/1980), que ha tenido reiterados cuestionamien-
tos por parte del sistema universal y regional de los derechos humanos (Informes a la Argentina del Comité de 
los Derechos del Niños 2002, 2010, 2018 y 2024; Corte Interamericana de Derechos Humanos, entre otros), en 
base a los cuales se insta a la adecuación normativa. 

La jerarquía constitucional atribuida a estos tratados internacionales condiciona necesariamente el ejercicio 
de todo el poder público al pleno respeto y garantía de estos instrumentos, en tanto su violación constituye la 
violación de la Constitución Nacional misma y potencialmente compromete la responsabilidad internacional 
del Estado. Por ello, además de la obligación del Estado Nacional de realizar una adecuación legislativa en 
materia penal, las provincias de nuestro país también están obligadas a desarrollar una adecuación legislativa 
en materia procesal penal pues muchos de los estándares e institutos que deben ponerse en marcha son re-
gulados por las provincias.  En dicho marco y en el ejercicio de las competencias delegadas, las provincias han 
sancionado leyes procesales penales aplicables a niñas, niños y adolescentes, algunas de las cuales resultan 
más adecuadas a los estándares internacionales.

Teniendo en cuenta a las 23 provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 11 jurisdicciones han sancionado 
leyes de procedimientos penales para adolescentes, 5 han incorporado capítulos destinados al proceso penal 
dentro de las leyes de protección, 4 los han incorporado en sus códigos procesales penales como capítulo o 
título especial y 4 aún no cuentan con leyes o pautas especiales para el abordaje de los presuntos infractores.

Si bien 15 jurisdicciones contemplan la creación de un fuero especializado de conformidad con la Convención 
sobre los Derechos del Niño, sólo lo tienen presente para los centros urbanos o las capitales de provincia, y en 
casi la totalidad de las normativas no se contempla dicha especialización en instancias de revisión ni en eta-
pa de ejecución de la pena. De esas 15, 10 disponen que el juzgado especializado sea el que funcione como 
fuero de atracción ante la participación conjunta de adolescentes y mayores; en el resto de las provincias el 
juzgamiento es competencia del fuero ordinario de adultos (tribunal no especializado), contemplándose en 
algunas provincias que la competencia en la determinación y monto de la pena sea del juzgado penal juvenil. 
En el resto de las jurisdicciones se sostienen los juzgados de “menores” con funciones análogas a las previs-
tas en el Decreto-Ley 22.278. 

De las normas procesales que enuncian la aplicación de medidas alternativas al proceso, 10 incluyen un ca-
tálogo amplio de medidas; 8 sólo refieren al criterio de oportunidad reglado, la mediación y/o la suspensión 
del juicio a prueba y 2 sólo lo refieren como principio general. Corresponde señalar que algunas de las que 
establecen un catálogo amplio incluyen el acceso a determinados derechos de carácter universal y cuyo deber 
de garantía pesa sobre el Estado, indistintamente de la existencia o no de una imputación, como -por ejemplo- 
concurrir a la escuela y recibir tratamiento de salud. No es el sistema de justicia juvenil el que debe brindar el 
acceso a tales derechos sino la administración a través del diseño, elaboración e implementación de políticas 
públicas que debe ejecutar el Estado para garantizar el goce efectivo de los mismos.
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Algo similar ocurre con las medidas “socio-educativas” que se fijan como alternativas a la privación de liber-
tad, a las que se suman modalidades de privación de libertad atenuadas (régimen de semilibertad, libertad 
asistida, privación de libertad domiciliaria, privación de libertad los fines de semana). No obstante, al tratarse 
de normas de forma no pueden regular sobre el fondo, por lo cual se aplican las penas del Código Penal pre-
vista para adultos y los criterios del Decreto-Ley 22.278 (que es la ley de fondo).

Respecto a las medidas de coerción procesal (cautelares), las 19 normativas procesales contemplan la apli-
cación y procedencia de la prisión preventiva. Si bien se fija como excepcional, pocas de ellas establecen su 
procedencia con base a criterios objetivos (riesgos procesales, para delitos con pena privativa de libertad), y 
se advierte que en varios casos la prisión preventiva se determina en función a criterios vinculados con la per-
sonalidad, peligrosidad y/o solicitando informes a los equipos interdisciplinarios. En cuanto a la temporalidad 
de la medida, la totalidad de las normas procedimentales incorpora plazos de duración máxima que oscilan 
entre los 60 días y el año; en todos los casos la medida es prorrogable por una vez (se exceptúa una provincia 
donde el máximo de la prisión preventiva puede alcanzar los 3 años). 

Finalmente, la totalidad de las normativas procesales sancionadas mantienen la intervención penal con niñas, 
niños y adolescentes no punibles (menores de 16 años) y, en ese sentido, sostienen la continuidad de la inves-
tigación penal (procesabilidad) incluso cuando se ha dispuesto el sobreseimiento. En 12 provincias -algunas 
de ellas sancionadas con posterioridad al fallo de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y al último 
informe del Comité de los Derechos del Niños a la Argentina- la normativa otorga competencias al juzgado pe-
nal para disponer la privación de libertad de no punibles en función de la “peligrosidad”, características perso-
nales del niño, niñas y adolescentes, o por motivos de protección o resguardo (“medidas tutelares”, “medidas 
de seguridad”, “medidas de protección”, “internación”) con base en el Decreto-Ley 22.278.

Análisis de aplicación del Juicio por jurado

Opinión técnica sobre la aplicación del juicio por jurado con niñas, niños y adolescentes

En el marco de los requerimientos sobre análisis de normativas y proyectos con perspectiva de derechos huma-
nos de niñas, niños y adolescentes, se ha trabajado en un documento sobre la aplicación del juicio por jurados, 
efectuando un relevamiento de las normativas vigentes para -posteriormente- analizarlo desde dos perspecti-
vas: en adolescentes imputados/as; y en el caso de niñas, niños y adolescentes víctimas. El punto central siem-
pre fue el abordaje, trato diferenciado y protección especial que tienen niñas, niños y adolescentes. 

En lo que refiere al primer abordaje, la aplicación de manera obligatoria del juicio por jurados para las cau-
sas que tiene por imputados/as a adolescentes que prevén algunas normativas locales, no resulta posible 
y debe reglamentarse su prohibición, pues el Estado se encuentra obligado a adecuar la totalidad del pro-
cedimiento penal a fin de garantizar que desde el inicio del proceso todos los efectores intervinientes se 
encuentren capacitados y especializados en la temática de niñez y adolescencia. No es posible, entonces, 
que un tribunal compuesto por jurados sin capacitación ni formación alguna en perspectiva de infancia 
pueda intervenir y juzgar a adolescentes, porque resulta contrario a la garantía a la protección especial y el 
principio de especialidad.

Otro de los aspectos del juicio por jurados es su aplicación para casos donde se juzgan delitos en los que re-
sultan víctimas niñas, niños y adolescentes. Si bien estas causas se tramitan ante la justicia ordinaria, también 
es exigible garantizar la especialidad, protección especial, derechos, principio y otras garantías receptadas 
convencional y constitucionalmente. Al no contar los jurados con la especialización requerida, se ha señalado 
que el juzgamiento por dicha modalidad en causas donde hay niñas, niños y adolescentes víctimas -indistin-
tamente del delito- tampoco es aplicable pues no se garantiza el cumplimiento de las obligaciones asumidas 
por el Estado. 

En línea con esta opinión técnica, y ante el pedido de la Defensora General de la Provincia de Chaco, se remi-
tió un documento sobre el proyecto que propone la modificación del juicio por jurados. Se señaló de manera 
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positiva que el proyecto contemple la exclusión de la utilización de este tipo de juzgamiento en las causas 
seguidas contra adolescentes, y se sugirió extender dicha exclusión a las causas que tienen como víctimas a 
niñas, niños y/o adolescentes.

Pedido de opinión técnica en caso particular de femicidio - Comisión IDH

A solicitud de Cancillería, en virtud de una petición realizada ante la Comisión IDH por el femicidio de una joven 
con hijos pequeños que fue sometida a juicio por jurados, la Defensoría presentó un documento en el que rea-
liza una serie de consideraciones con perspectiva de derechos humanos desde un enfoque de niñez. El juicio 
se ha declarado estanco en el debate de los jurados, conforme el artículo 34 de la Ley 9.106 de la provincia de 
Mendoza, absolviendo así al imputado.

En la petición, la familia de la víctima reclamó por la violación, de parte del Estado argentino, del derecho 
humano a la vida (art. 1 CADH), a la integridad física, psíquica y moral (art. 5.1 CADH), a la libertad y segu-
ridad personal (art. 7.1 CADH), a la protección judicial efectiva (art. CADH), y a los arts. 3, 4 a. b. y c. de la 
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (CEDAW), en tanto 
se habrían vulnerado los derechos a una vida libre de violencia, a que se respete su vida, su integridad física, 
psíquica y moral, su libertad y seguridad personal.

La Defensoría se expresó respecto del impacto del femicidio en los hijos menores de edad de la víctima, y la 
posible afectación por la falta de justicia. Se refirió en este sentido a la Ley 27.452, de reparación económica 
para las niñas, niños y adolescentes hijos víctimas de femicidio, cuya sanción da cuenta del gran perjuicio no 
solo psíquico y físico de los hijos y las hijas de las víctimas, sino también de las consecuencias económicas. 

Respecto a la utilización del juicio por jurados en casos de femicidio, la Defensoría advirtió que estos casos 
requieren de un juzgamiento con perspectiva de género que superen los estereotipos socialmente instalados. 
De la documentación que se acompañaba para realizar el análisis, se desprendía que el jurado no había tenido 
capacitación en género y, en consecuencia, la deliberación no se habría realizado con el filtro de la perspectiva 
de género ni de derechos humanos.  Asimismo, se planteó la imposibilidad de recurrir las sentencias de no 
culpabilidad que establece la normativa, lo que implica no poder impugnar las decisiones del Jurado cuando 
se considere que son contrarias a derecho o que no se ajustan a las necesidades del caso, vulnerando así el 
derecho de acceso a la justicia. 

Violencia sexual contra niñas, niños y adolescentes

La violencia sexual contra niñas, niños y adolescentes es una de las formas más graves de la violencia, y 
constituye una grave violación a los derechos humanos. Es una experiencia traumática, e implica una falta de 
reconocimiento de esa niña, niño o adolescente como ciudadanos. Ocasiona graves consecuencias físicas, 
psicológicas y emocionales, difíciles de superar en el tiempo, particularmente cuando ocurre en ámbitos fami-
liares y de confianza, en ambientes en los cuales niñas, niños y adolescentes deben ser protegidos.

Este tipo de violencia, en las últimas décadas, ha mostrado un aumento exponencial en todo el mundo. Por 
ello, numerosos instrumentos normativos sistematizan estándares específicos respecto al abordaje especial 
que precisan las niñas, niños y adolescentes víctimas de violencia sexual. 

A lo largo de este año la Defensoría intervino en numerosos casos vinculados con esta temática (a la fecha 
de presentación de este informe, se encuentran en trámite 19 casos de carácter individual y colectivo). Esta 
institución viene observando con preocupación los obstáculos que las niñas, niños y adolescentes enfrentan 
respecto a la falta de garantías del derecho a ser oídos; dificultades para el acceso a la justicia, -principalmen-
te el deber de protección especial en investigaciones, la falta de defensa técnica o jurídica especializada, de 
intervenciones de las asesorías/defensorías de menores, la falta de investigación con debida diligencia refor-
zada y la no revictimización por los procesos judiciales-; la prolongada extensión temporal de los procesos; la 
discriminación por utilización de prejuicios y estereotipos de género, entre otros.
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Asimismo, es motivo de alarma y atención la falta de abordajes articulados, la superposición de intervencio-
nes en fueros civiles y penales, e incluso -por los motivos expuestos más arriba-, la posibilidad de que estos 
procesos sean dirimidos por jurados populares. Debido al accionar del sistema de justicia inadecuado y vul-
neratorio de derechos frente a niñas y niños víctimas de violencia sexual, la Defensoría se ha presentado e 
intervenido en múltiples casos en los que manifestó la necesidad de analizar especialmente cada situación, 
con perspectiva de derechos humanos con enfoque tanto de niñez como de género. 

A partir de la experiencia de estos años de trabajo, la Defensoría se encuentra trabajando en un documento de 
análisis en torno a los protocolos de actuación vigentes en materia de niñas, niños y adolescentes víctimas. 

Violencia sexual grupal – Presentación ante CSJN 

Esta Defensoría ha tomado intervención ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en calidad de amicus 
curiae, en el caso de una niña víctima de violencia sexual grupal. Del análisis del expediente se desprende que 
en el proceso se ha vulnerado el derecho al acceso a la justicia de la joven, debido a la falta de incorporación 
del principio de especialidad que debe imperar en todo juicio que involucra a una niña o niño, y de perspectiva 
de género en el análisis y juzgamiento. No se ha contado con una investigación diligente, y todo esto va en 
desmedro a su interés superior, su derecho a ser oída, a vivir una vida libre de violencias, a la integridad, dig-
nidad y no revictimización.

La complejidad para probar este tipo de delitos no es óbice para que la investigación o el juzgamiento se aparten 
del principio de amplitud probatoria, ni de la necesidad de que las pruebas sean analizadas integralmente. Por 
el contrario, en el caso aludido no hubo un análisis integral de las pruebas aportadas, sino que se realizó de ma-
nera fragmentada, lo que imposibilita acreditar el contexto de violencia y sometimiento en el que se desarrolló 
el hecho -y, por ende, la responsabilidad de los imputados- pese a existir en la causa pruebas en dicho sentido.

Se pudo observar la utilización de prejuicios y estereotipos de género respecto a la niña que influyeron en la 
intervención judicial y contribuyeron a armar un modelo de “víctima responsable”, sin considerar la relación 
desigual de poder con los imputados por el delito de abuso sexual agravado, siendo que se trata de varones 
mayores que la víctima y que actuaron en grupo.

Abuso sexual y discapacidad: Caso Provolo II

En el marco de las líneas de acción definidas en materia de investigaciones por casos de abuso sexual infantil, 
habiendo sido requerida por la querella y a los fines de aportar un enfoque de derechos humanos de niñas, 
niños y adolescentes, desde la Defensoría se intervino en la causa seguida contra las cuidadoras del Colegio 
Provolo. En la misma, se investiga los diferentes grados de participación de 9 mujeres que cumplían el rol de 
cuidadoras cuando ocurrieron los abusos contra 11 niñas, niños y adolescentes con discapacidad auditiva. 
El pedido de intervención llegó luego de que el Tribunal interviniente resolviera absolver a las acusadas expo-
niendo argumentos que, a juicio de esta institución, recurren a apreciaciones, valoraciones y razonamientos 
basados en el inexistente Síndrome de Alienación Parental (SAP). En efecto, el Tribunal desestimó el relato de 
las víctimas aludiendo que fueron sugestionadas por terceras personas, producto del exceso de intervencio-
nes por parte de peritos y profesionales en el marco del expediente judicial al momento de producir la prueba. 
Contra dicha sentencia tanto el Ministerio Público Fiscal como la querella interpusieron recurso de casación, 
por considerarla arbitraria y contraria a derecho. 

En el contexto de dicho recurso, la Defensoría realizó una presentación ante la Corte de la provincia de Men-
doza con el fin de acercar cuestiones de hecho y derecho con enfoque en niñez, adolescencia y discapacidad. 
En la misma, se indicó que de la lectura transversal del fallo y su consecuente sentencia absolutoria, se ven 
afectados los derechos de las niñas y los niños a ser oídas y oídos, a una tutela judicial efectiva, a que su inte-
rés superior sea tenido en cuenta, a gozar de una protección especial, a la no revictimización y a la reparación. 

Se destacó, en particular, que en el caso operan múltiples factores de vulnerabilidad: la condición de niño/a; 
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la de víctima; y la de personas con discapacidad, lo que demandaba de los operadores judiciales un abordaje, 
análisis e interpretación que considere integralmente esa interseccionalidad. Contrario a ello, se observa en la 
sentencia la falta de contemplación sobre las particularidades de las víctimas, las características específicas 
de este tipo de delito, y la utilización de criterios estigmatizantes sobre las víctimas para cuestionar, incluso, 
la existencia de los abusos acreditados en la causa anterior. 

Se señaló además que la desestimación del relato que realizó el Tribunal a través del análisis de la verosimi-
litud de lo narrado por las víctimas, ya que parte de la premisa de que la mayoría de las denuncias son falsas; 
que constituyen relatos “implantados”, atribuibles a un discurso adulto, “alienado”, co-construido (teoría de la 
co-construcción), o que son producto de la sugestión. Estas inferencias conllevan implícitamente la falta de 
justicia en el abordaje de este tipo de casos por parte de los operadores judiciales.

Resulta preocupante la lectura de las afirmaciones y valoraciones realizadas por el Tribunal sobre los relatos 
tanto de las víctimas como de los testigos, en orden a lo que deberían o no haber hecho luego de sufrido el 
abuso, lo que deberían recordar, cuándo y a quién debieron haberla contado lo sucedido, como así también la 
referencia del transcurso del tiempo y su afectación a la memoria y los recuerdos, para fundamentar su pos-
tura en supuestos “falsos recuerdos”, sugestión, y memorias “alteradas” o “contaminadas”.

Desde la Defensoría se indicó la falta de un criterio de análisis probatorio que respete la amplitud que se de-
manda para este tipo de casos. No se desprende de la sentencia un análisis integral de las pruebas aportadas 
y, por el contrario, se observó un análisis fragmentado y sesgado que impidió establecer la responsabilidad de 
las imputadas (todo esto pese a que, como se dijera anteriormente, la existencia de los hechos se encuentra 
acreditada).

La presentación ante la Corte fue acompañanda por las recomendaciones realizadas desde la Defensoría 
vinculadas a pautas y estándares de intervención respecto a procesos que involucran niñas, niños y adoles-
centes víctimas de abuso sexual, como también al ejercicio pleno del derecho a ser oídos/oídas. 

Ambiente

La cuestión ambiental constituye uno de los pilares fundamentales de la Defensoría. Es uno de los temas en 
la agenda política que se manifiesta desde diferentes colectivos de los que participan niñas, niños y adoles-
centes. Son ellas y ellos quienes más impacto reciben por la degradación ambiental, y quienes más tiempo 
recibirán las consecuencias del mismo. 

En este contexto, en el mes de junio de 2021 la Defensoría recibió un requerimiento de intervención por parte 
de un colectivo de niñas, niños y adolescentes en relación a las actividades de minería que estarían desarro-
llándose en la ciudad de Andalgalá, provincia de Catamarca, que motivó diversas acciones desde la Defenso-
ría (presentación de pedidos de informes, presentación de amicus curiae en la justicia provincial, y participa-
ción en audiencias públicas, entre otras).

Presentación en la CIDH en el marco de la petición efectuada en la CIDH por actividad  
minera en la Ciudad de Andalgalá

En el mes de octubre de 2024, la Defensoría se dirigió a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
en el marco de la petición presentada contra la República Argentina por la Asamblea El Algarrobo y por otras 
vecinas y vecinos de la localidad de Andalgalá, provincia de Catamarca. La petición, promovida con el patro-
cinio del Servicio de Paz y Justicia (SERPAJ), se refiere a la violación de los derechos a la integridad física, a 
la vida, a la justicia, a la participación y al ambiente, en virtud de los permisos de explotación y exploración 
concedidos al proyecto minero Mara. 

En su presentación, la Defensoría apuntó los distintos impactos asociados al proyecto Mara. Destacó que el 
proyecto podía deteriorar la cantidad y calidad de las aguas de los ríos Minas y Andalgalá, y que el ámbito de 
explotación de la mina comprendía glaciares de escombros de El Candado, relevados como tales por el Ins-
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tituto Argentino de Nivología, Glaciología y Ciencias Ambientales (IANIGLIA), circunstancia que podía tornar 
operativa la prohibición de la actividad minera según lo previsto en el art. 6.c de la ley 26.639.  Por otro lado, 
se dio cuenta del informe publicado por el equipo técnico y de gestión del municipio de Andalgalá, en el que 
se expusieron los riesgos que el proyecto entraña para el bosque y el ecosistema nativo, a partir de la defores-
tación, el movimiento de suelos, y el desprendimiento de tierra y rocas. 

La Defensoría se refirió también a la inobservancia del deber estatal de exigir y dar a conocer el estudio de 
impactos ambientales acumulativos de la iniciativa. En ese sentido se apuntó que “(…) aún no se cuenta con 
información suficiente respecto del panorama general de consecuencias que el proyecto Mara acarreará en 
su global ejecución”. También se señaló la preocupación de que “(…) el fraccionamiento de la EIA por etapas 
de ‘exploración’ o ‘exploración avanzada’, conduzca a una infravaloración del impacto consolidado de todas 
ellas”.

Se concluyó que “las instancias participativas realizadas en torno al proyecto Mara no se conformaron con 
los principios” convencionales y constitucionales referidos a la participación en materia ambiental y a la par-
ticipación protagónica de niñas, niños y adolescentes en el marco del principio de equidad intergeneracional. 
Para llegar a esa conclusión, la Defensoría analizó las instancias de participación convocadas por la provin-
cia de Catamarca, que no tuvieron en cuenta la participación juvenil, ni aplicaron mecanismos apropiados y 
aceptables para acogerla, y reseñó el resultado de los distintos pedidos de informes cursados a la autoridad 
provincial minera.

Finalmente, la Defensoría se refirió a la vulneración del derecho a la tutela judicial ambiental. En ese sentido, 
apreció que la sentencia de la Corte de Catamarca que declaró “sin materia” el amparo originalmente pro-
movido por la Asamblea El Algarrobo, lesionaba los estándares sentados sobre el punto en la jurisprudencia 
constitucional y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

Derecho al ambiente sano de las niñas, niños y adolescentes del Chaco

La Defensoría tomó conocimiento de distintas denuncias relacionadas con la emisión irregular de permisos 
de desmonte y/o de cambio de uso de suelo, y con la renovación regresiva del Ordenamiento Territorial de 
Bosques Nativos (OTBN) de dicha provincia (Ley 4005-R).  Por ello, la institución se presentó ante el Superior 
Tribunal de Justicia provincial, en el marco de las acciones de inconstitucionalidad promovidas por la Asocia-
ción Civil Conciencia Solidaria y por el Parlamento de las Naciones Indígenas y Tribales del Gran Chaco, con la 
representación de la Defensora General Adjunta. En dichas actuaciones se persigue la suspensión de la apli-
cación de la citada ley, y también de los desmontes. Se denunció la ilegitimidad de esa norma por considerar, 
entre otras cuestiones, que no se cumplió con la consulta previa libre e informada prevista en el Convenio OIT 
169; que no se atendieron las observaciones oportunamente efectuadas por la Autoridad Nacional de Aplica-
ción; y que el contenido de la nueva norma es regresivo respecto de su antecesora, al tiempo que “consolida” 
desmontes realizados previamente al margen de la ley.

Caso “Arroyo las Piedras”

Como consecuencia de un pedido de intervención realizado por una asociación civil, la Defensoría comenzó 
a intervenir en la situación de contaminación del Arroyo las Piedras, en la zona del Barrio La Sirena (Florencio 
Varela, provincia de Buenos Aires). En el requerimiento realizado se indicó que los residuos acumulados a la 
vera del arroyo constituyen un riesgo para la salud de los niños niñas y adolescentes que habitan en los alre-
dedores del lugar. 

Advirtiendo la presunta vulneración a los derechos humanos de niñas, niños y adolescentes (derecho a un 
ambiente sano, a los más altos niveles de salud, al desarrollo y esparcimiento, entre otros), se desplegaron 
diferentes líneas de acción, entre las que se encuentran mantener reuniones y comunicaciones con los solici-
tantes a fin de profundizar el conocimiento de la situación, y evaluar las estrategias que resulten pertinentes. 
Asimismo, se han librado pedidos de informes a las autoridades municipales (a las que se requirió su inter-
vención) y la remisión de un informe integral y circunstanciado respecto a las medidas adoptadas vinculadas 
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a la limpieza y saneamiento del arroyo. Similar solicitud se cursó al Ministerio de Ambiente de la provincia de 
Buenos Aires, a la Autoridad del Agua y a la Dirección Provincial de Hidráulica.

Por otra parte, se articuló con el Departamento de Preservación y Mejoramiento del Recurso Hídrico y con el 
Área Legal de la Autoridad del Agua. A partir de la consulta realizada por esta Defensoría, acudieron al terri-
torio y tomaron muestras de agua del Arroyo Las Piedras con el fin de analizar el nivel de bacterias; a la fecha 
de redacción del presente, se aguarda el envío del informe técnico profesional completo a fin de analizarlo y 
evaluar las próximas estrategias de acción que resulten adecuadas.

El Municipio, por su parte, a partir de las solicitudes cursadas informó las medidas de limpieza y saneamiento 
que habrían sido adoptadas, aunque esta Defensoría las considera insuficientes en virtud de la persistencia 
de la situación, por lo que se continúa trabajando sobre el caso. 

Finalmente, y con el fin de articular y coordinar intervenciones conjuntas, se mantuvo una reunión con las 
autoridades del Ministerio de Ambiente a los fines de conocer en profundidad los ámbitos de incumbencia de 
cada organismo y coordinar estrategias de trabajo conjuntas.

Caso “Río Atuel”

En el año 2023 la Cancillería argentina requirió intervención a la Defensoría en el marco de la solicitud de 
medida cautelar realizada por habitantes de la provincia de La Pampa ante la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos por el conflicto entre las provincias de La Pampa y Mendoza por el cauce del Río Atuel, 
para que esta institución aporte consideraciones desde una perspectiva de derechos humanos con enfoque 
en niñez y adolescencia. 

En dicha oportunidad se manifestó el derecho que toda niña, niño y adolescente posee a un ambiente sano 
y al acceso a los servicios públicos básicos, señalando el impacto negativo que la degradación ambiental 
tiene en el pleno goce de los derechos sociales, económicos y culturales. En efecto, la falta de acceso al 
agua incide directamente sobre el goce efectivo del derecho a una vida digna, imposibilitando su desarrollo 
integral (artículo 6, Convención sobre los Derechos del Niño (CDN), artículo 4 de la Convención Americana de 
Derechos Humanos), a los más altos niveles posibles de salud integral (artículo 24 de la Convención sobre 
los Derechos del Niño), al desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social (artículo 27, Convención sobre los 
Derechos del Niño), entre otros. La Defensoría manifestó también la necesidad de que participen las niñas, 
niños y adolescentes que reciben el impacto directo de la falta de agua en la zona, y el indirecto a través de la 
reducción de posibilidades de desarrollo económico de sus familias, con el impacto que conlleva en la segu-
ridad alimentaria. 

Durante el año 2024 se realizó el seguimiento de las actuaciones y se cursaron pedidos de informes a la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación (CSJN) con el objetivo de conocer el estado de la ejecución de la sentencia 
que ordenaba a la provincia de Mendoza garantizar un caudal mínimo del río Atuel en el límite interprovincial. 

La CSJN informó que transcurrido el plazo sin que las provincias lograran alcanzar un acuerdo, la provincia de 
La Pampa presentó un informe sobre la recomposición del ecosistema con actividades, avances y propuestas; 
la provincia de Mendoza presentó a su vez un plan de obras, acciones y monitoreo del Río Atuel; y el Estado 
Nacional presentó una propuesta de acciones y obras tendientes a alcanzar el caudal mínimo fijado. Todas 
estas presentaciones estarían siendo evaluadas y analizadas por la Corte. 

Así, se cursó pedido de actualización de los informes oportunamente brindados, requiriendo resultado de 
los análisis realizados y las acciones a llevarse a cabo para el cumplimiento de la sentencia; pedido que se 
encuentra pendiente de respuesta a la fecha de redacción del presente informe. 
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Presentaciones ante organismos internacionales

En su calidad de institución nacional de derechos humanos en materia de niñez y adolescencia, y en el marco de 
las funciones institucionales que se ha dado la Defensoría en el seguimiento de las recomendaciones emitidas 
por el Comité de los Derechos del Niño al Estado Argentino, se han realizado presentaciones de carácter autó-
nomo ante los diferentes organismos interamericanos de derechos humanos y ante los órganos de tratados. 

Presentación ante órganos de tratados por proyectos de ley modificación del régimen penal juvenil

El Estado argentino adeuda la sanción de una ley de justicia penal juvenil en consonancia con los principios 
y postulados de la normativa internacional, motivo por el cual todas aquellas agencias nacionales implica-
das en el tema deben tener entre sus objetivos el impulso de dicha reforma a fin de dar cumplimiento a los 
compromisos internacionales asumidos y a la sentencia “Mendoza y otros vs. Argentina” (2013) de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH). 

En este contexto, la Defensoría ha realizado el relevamiento y análisis de los proyectos sobre el tema con 
estado parlamentario, advirtiendo que -en su mayoría- incumplen con las obligaciones internacionales, la Ob-
servación General N° 24 del Comité de los Derechos del Niño y con la sentencia de la Corte IDH en el caso 
referido, donde se exhortó a la adecuación del sistema penal juvenil.

Especialmente, incumplen las recomendaciones del Comité de los Derechos del Niño a la Argentina de “ga-
rantizar que la privación de libertad sólo se utilice como último recurso y por el período de tiempo más breve 
posible, y que no incluya disposiciones que puedan endurecer las penas o reducir la edad de responsabilidad 
penal (…) c) Promueva la adopción de medidas no judiciales, como las sanciones alternativas, la libertad con-
dicional, la mediación, el apoyo psicológico o el trabajo comunitario, y, cuando sea posible, utilice medidas 
alternativas a la imposición de penas; acate plenamente; d) En los casos en que la privación de libertad sea 
inevitable, vele por que los niños no sean recluidos junto con adultos; e) Acate plenamente la sentencia dicta-
da por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, y se abstenga de condenar a niños a penas de prisión 
que puedan equivaler a la cadena perpetua” (CRC/C/ARG/CO/5-6, parr 44 –el resaltado no obra en el original-).

Es en este contexto que se ha requerido la intervención de los órganos de los Tratados, acercando un aná-
lisis sobre las graves vulneraciones advertidas en torno a la discusión de la modificación del régimen penal 
juvenil, especialmente en la propuesta presentada por el Poder Ejecutivo. Al respecto, lo primero que señaló 
la Defensoría fue que el proyecto no se adecua a los estándares convencionales, que no tiene perspectiva de 
derechos humanos con enfoque en niñez y adolescencia, que soslaya todo el cuerpo normativo internacional, 
que replica prácticas ya cuestionadas en el Decreto-Ley 22.278; y que, además, es regresivo con relación a la 
normativa vigente. En tal sentido se indicó como las principales vulneraciones que:

•	 Reduce la edad mínima de responsabilidad penal juvenil a los 13 años.

•	 Utiliza la privación de libertad de manera indefinida para quienes incluso no alcanzan la edad mínima de 
responsabilidad penal (niñas y niños menores de 13 años).

•	 Fija montos de privación de la libertad desproporcionados, asimilables a cadena perpetua y que podrían 
constituir malos tratos y tortura. 

•	 Establece la pena privativa de libertad como respuesta principal.

•	 Incumple el principio de especialidad y habilita la privación de libertad en dispositivos de adultos y con 
adultos.

Dado el tenor y la gravedad de las propuestas presentadas, se libraron notas a los órganos de los tratados, 
tanto de la Convención sobre los Derechos del Niño  como de la Convención contra la Tortura (CRC y CAT), 
solicitando que, de conformidad con las competencias que reviste cada uno, se evalúe la necesidad y perti-
nencia de requerir informes y emitir recomendaciones al Estado Argentino.  
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Corresponde señalar el reciente informe periódico a la Argentina (2024) del Comité de los Derechos del Niño 
en el cual señaló la preocupación “(…) por la falta de avances en la aplicación de sus recomendaciones ante-
riores y por la: a) Ley nº 22.278 que contiene disposiciones contrarias al Convenio; (b) Los proyectos de ley 
enviados al Congreso por el Gobierno que rebajarían la edad de responsabilidad penal a los 13 años; (c) Nú-
mero de niños privados de libertad y en centros de detención, a veces en lugares alejados de sus familias; (d) 
Penas de prisión extremadamente largas que pueden llegar a la cadena perpetua; (e) Condiciones de vida en 
los centros de privación de libertad; (f) Continúan las detenciones en comisarías y las prácticas degradantes, 
los malos tratos y la violencia en el sistema de justicia juvenil. En este sentido” e instó “(…) al Estado parte a 
armonizar plenamente su sistema de justicia de menores con la Convención, incluida la derogación de la Ley 
22278”. (CRC/C/ARG/CO/7- Parr. 51 y 52 -el resaltado no obra en el original-)

Presentaciones en calidad de amicus curiae 

Parte de las intervenciones y estrategias de incidencia se vinculan a la presentación en calidad de amicus 
curiae en el marco del sistema interamericano. Teniendo en cuenta la agenda de trabajo de la institución, se 
han realizado diferentes presentaciones.

Amicus curiae caso “Fornerón”

La Defensoría realizó una presentación en calidad de amicus curiae ante la Corte IDH en el marco de la super-
visión de las reparaciones pendientes de cumplimiento, de la sentencia dictada el 27 de abril del 2012 en el 
caso “Fornerón e Hija”.

En esa sentencia, la República Argentina fue declarada responsable internacionalmente por la violación de 
los derechos a las garantías judiciales, a la protección judicial y a los derechos del niño, consagrados en los 
arts. 8.1, 25.1 y 19 de la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH), así como del derecho a la 
protección familiar consagrado en el art. 17 de la misma Convención. A la fecha de publicación del presente 
informe, se encuentra pendiente de tipificación el delito de compraventa de niñas y niños, incluyendo la que 
se realizare con fines adoptivos. 

Es importante remarcar que el país ha ratificado la Convención sobre los Derechos del Niño y el Protocolo 
Facultativo relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía, por lo 
que se ha comprometido a adoptar todas las medidas necesarias para impedir la venta de niños. 

En su presentación, la Defensoría insistió en la necesidad de adecuar la normativa penal para prevenir y san-
cionar la compra venta de niñas y niños, poniendo especial énfasis en aquellas con fines adoptivos, habida 
cuenta de que, en nuestro país, la mayoría de los casos de entrega directa de niñas y niños cuando haya me-
diado o no precio, promesa remunerativa o cualquier otro tipo de contraprestación, es con fines adoptivos. 

Si bien contamos la tipificación del delito de trata y de supresión de la identidad, no es suficiente para dar 
cumplimiento con la sentencia de la Corte IDH, ni refleja la realidad de nuestro país. Asimismo, la normativa 
vigente no permite la investigación penal respecto a intermediarios y facilitadores en las entregas directas que 
son, en definitiva, quienes lucran con estos actos y garantizan que se lleven a cabo.

En conclusión, se solicitó a la Corte IDH que inste al Estado Argentino a avanzar con el debate legislativo 
respecto de la tipificación del delito de compra venta de niñas y niños, con la incorporación específica del fin 
adoptivo. En este mismo sentido, la Defensora participó ante la Comisión de Justicia y Asuntos Penales del 
Senado de la Nación, ocasión en la que instó a la incorporación de la finalidad adoptiva en este tipo de delitos. 

Presentación en calidad de amicus curiae a la CIDH: Acceso a una justicia especializada

La Defensoría se presentó ante la CDIH por entender que el proceso judicial que involucró a una niña tuvo 
serias irregularidades, y que éstas ocasionaron vulneraciones a los derechos de la niña víctima, que denunció 
violencia sexual por parte de su progenitor. 
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Particularmente, se denunció la falta de investigación con la debida diligencia reforzada que garantice cono-
cer cómo han sucedido los hechos, y se señaló la falta de articulación entre los procesos civiles y penales, lo 
que impacta gravemente en las posibilidades de la niña de acceder a la justicia. 

En el caso concreto, la niña fue escuchada en una primera oportunidad en sede penal mediante Cámara Gesell. 
Luego de realizada la escucha, se tomó la decisión de no convocar a la niña a una segunda audiencia con aná-
logo sentido, con el pretexto de resguardarla de una posible revictimización. Sin embargo, meses más tarde fue 
entrevistada en sede civil, al momento de definir una posible revinculación con su progenitor, y -en dicha instan-
cia- se efectuó una entrevista judicial que resultó sumamente inadecuada a la luz de los estándares de derechos 
humanos de las niñas, niños y adolescentes víctimas. De la lectura de la audiencia, se observa la realización de 
preguntas insistentes, incisivas y directas que denotan un manejo no especializado, reprochable y revictimizante 
para la niña. El procedimiento no resultó apropiado ni idóneo para entrevistar a una niña, al extremo que incluso 
el Fiscal interviniente en el marco de la denuncia penal, pese a dictaminar la inexistencia de delito, señaló “la falta 
de destrezas o idoneidad entre los participantes para abordar la entrevista con una menor de seis años de edad”. 

Esto pone en evidencia la imperiosa necesidad de que el sistema de justicia se adapte y adecue a las necesi-
dades de las niñas y niños, lo que implica la utilización de métodos amigables y apropiados para las infancias, 
que exista una capacitación especializada y permanente, la adaptación edilicia de los espacios judiciales y 
la adopción de todas las medidas posibles con el fin de evitar la revictimización y amortiguar el impacto que 
sufren las niñas, niños y adolescentes en el contacto con el Poder Judicial.

Por ello, esta Defensoría ha referido la centralidad de propiciar la elaboración y conocimiento de protocolos 
existentes respecto de procedimientos específicos para garantizar el acceso a la justicia y, particularmente, el 
derecho a ser oídos de las niñas, niños y adolescentes en procesos judiciales, generar capacitaciones espe-
cializadas para todos los profesionales involucrados en el sistema judicial y establecer espacios de escucha 
cuidadosos en los que se resguarde la integridad de las niños y los niños.

Amicus curiae - “Andalgalá”

La Defensoría realizó una presentación en calidad de amicus curiae ante la Comisión IDH en el marco de la 
petición presentada contra la República Argentina por la Asamblea El Algarrobo de la localidad de Andalgalá, 
provincia Catamarca. La petición, promovida con el patrocinio del Servicio de Paz y Justicia (SERPAJ), se re-
fiere a la violación de los derechos a la integridad física, a la vida, a la justicia, a la participación y al ambiente, 
en virtud de los permisos de explotación y exploración concedidos al proyecto minero Mara. 

Seguimiento del caso “María y su hijo” 

En consonancia con lo informado en el año 2022, la Corte IDH ha resuelto el caso presentado en torno a la vul-
neración de los derechos humanos de “María” y su hijo “Mariano”. En el mes de agosto del 2023, se determinó 
la responsabilidad de la República Argentina por la violación del derecho a la vida familiar y a la protección 
de la familia, a la integridad personal, a las garantías judiciales, a la igualdad y a la protección judicial de las 
víctimas. En este sentido, instó al estado a que mediante las autoridades judiciales competentes determinen 
la guarda y situación jurídica de “Mariano” en un plazo máximo de un año, y ordenó continuar con las investi-
gaciones pertinentes a los fines de determinar la responsabilidad penal de los funcionarios involucrados, a la 
par de establecer indemnizaciones reparatorias. 

A poco de cumplirse un año del dictado de la sentencia internacional, la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación resolvió favorablemente el recurso planteado por “María” contra la adecuación del proceso a las dis-
posiciones del Código Civil y Comercial de la Nación sobre la declaración de adoptabilidad de “Mariano”, 
disponiendo dejar sin efecto la sentencia que adecuaba el proceso y ordenando al Tribunal de origen dictar un 
nuevo fallo conforme las disposiciones de la sentencia. 

A la fecha de redacción del presente informe, la sentencia dictada por la Corte IDH se encuentra pendiente de 
cumplimiento, por lo que la Defensoría ha solicitado a la Fiscalía de Estado de la provincia de Santa Fe que 
informe las acciones que llevará a cabo para dar cumplimiento con las reparaciones ordenadas. 
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Derecho al vínculo fraterno

Prosiguiendo las acciones iniciadas en el año 2023, la Defensoría acompañó a una adolescente que buscaba 
revincularse con sus hermanos que habían sido adoptados, por lo que se presentó una solicitud de medida 
cautelar ante la Comisión IDH. La misma ha sido resuelta desfavorablemente, entendiendo que no se había 
agotado aún la vía interna puesto que, previamente, y en atención a las consideraciones vertidas ante la Cáma-
ra de Apelaciones en lo Civil y Comercial del Departamento de San Martín, se revocó la sentencia de primera 
instancia y se ordenó dar curso inicial a la causa adoptando las medidas necesarias para garantizar la escu-
cha de la adolescente y su participación con la figura del abogado del niño. 

Participación en la audiencia de cuidado

En el mes de enero del 2023 el Estado Argentino solicitó a la Corte IDH, en el marco del artículo 64 inciso 1° 
de la Convención Americana de Derechos Humanos, una opinión consultiva sobre cuestiones del derecho 
humano a ser cuidado/a: al autocuidado y a cuidar; a la igualdad y no discriminación en materia de cuidados; 
a los cuidados y el derecho a la vida; a los cuidados y su vínculo con otros derechos económicos, sociales, 
culturales y ambientales; y a las obligaciones que tiene el Estado en la materia. 

La Defensoría envió observaciones a la Corte IDH con una mirada específica que contempla el principio de 
especialidad y las particularidades del caso, pero que también aporta una mirada estructural de la situación de 
la niñez y busca, además, promover políticas públicas que breguen por la protección integral de los derechos 
humanos de las niñeces, entre otras.

En este contexto, en el mes de marzo del 2024 la Defensora participó en la audiencia convocada por ese or-
ganismo internacional. El propósito de la audiencia fue escuchar los argumentos del Estado solicitante, así 
como las observaciones de los Estados participantes de la Comisión de Derechos Humanos, y de aquellos 
organismos internacionales, estatales, organizaciones no gubernamentales, instituciones académicas y per-
sonas de la sociedad civil que presentaron observaciones en el marco del procedimiento de la solicitud de 
opinión consultiva.

En la audiencia la Defensoría retomó lo expuesto en los aportes oportunamente presentados, señalando la 
vulnerabilidad esencial de las niñas, niños y adolescentes y reconociendo la intersección de vulnerabilidades 
existentes, se identificaron aquellos grupos históricamente discriminados y se propuso avanzar en promover 
su derecho al cuidado en términos de igualdad. Se destacó que el derecho a cuidar, a ser cuidado/a y al auto-
cuidado se vincula a muchos otros y que ofrece una mirada integral entre las generaciones, ya que si así no 
fuera, quedaría sesgado a una mirada adulto céntrica. Se remarcó además que solo podrá ser posible abordar 
el cuidado teniendo en cuenta los derechos de los niños, niñas y adolescentes y los derechos de las mujeres, 
considerando tanto al sujeto que cuida como al sujeto de cuidado; es decir: contemplar no sólo cómo los es-
tereotipos de género afectan al reparto desigual de las tareas de cuidado, sino también, cómo esa distribución 
perpetúa estereotipos que impactan en la organización social de las familias e inciden en el ejercicio pleno de 
los derechos de niñas, niños y adolescentes. 

Finalmente, se indicó la especial situación de niñas, niños y adolescentes que viven en hogares bajo la línea 
de la pobreza y de pobreza extrema; de la niñez indígena; con padecimientos en salud mental; con discapaci-
dad; migrantes; sin cuidados parentales; en situación de calle, miembros de la comunidad LGBTIQ+; madres 
niñas, matrimonios infantiles o uniones tempranas, maternidades y paternidades adolescentes; víctimas de 
violencia o abuso, de trata, de compraventa con fines de adopción; y de todos aquellos grupos particularmente 
vulnerables sobre los que se tienen que extremar los recursos para garantizar el ejercicio de sus derechos. 

Informes con observaciones en temáticas de infancia 

Tal como fuera informado desde el inicio de la gestión, esta Defensoría es requerida por la Dirección de Con-
tencioso Internacional en Materia de Derechos Humanos del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio 
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Internacional y Culto, con el fin de remitir observaciones o consideraciones respecto a diferentes peticiones 
que involucran a niñas y/o niños, y que se encuentran en trámite en el Sistema Interamericano o Sistema Uni-
versal de Protección de los Derechos Humanos. 

Para ello, se analiza la documentación que se recibe con el objetivo de identificar si existen derechos vulnera-
dos, cuáles serían y qué organismos se encuentran involucrados, tanto a nivel nacional como provincial. En los 
supuestos en los que se advierte que la vía interna no ha sido agotada, se da intervención a los organismos 
obligados y, en caso de ser necesario, se cursan pedidos de informe a los efectos de contar con información 
oficial.

Durante el año 2024 se han recibido 11 nuevas solicitudes por parte de la Dirección de Contencioso Interna-
cional en Materia de Derechos Humanos en virtud de diversas peticiones en las que podrían estar vulnerados 
el interés superior, el derecho a vivir una vida libre de violencias, el derecho a ser oído, el acceso a la justicia y 
tutela judicial efectiva, a la salud, integridad, a la protección familiar, entre otros. 

Como factor crítico, se identifica la poca celeridad con la que se tramitan causas que tienen a niñas y niños 
víctimas. Es dable destacar que, tal como lo ha sostenido el Tribunal Interamericano en numerosos casos, si 
el paso del tiempo incide de manera relevante en la situación jurídica del individuo, resultará necesario que el 
procedimiento avance con mayor diligencia a fin de que el caso se resuelva en un tiempo breve. El tiempo deja 
huellas, principalmente en la vida de niños y niñas, y todo el tiempo que la justicia nacional o internacional se 
tome para adoptar una decisión opera en su detrimento.

En particular, la Defensoría fue requerida para emitir observaciones en causas en las que se denuncian impedi-
mentos de contacto con uno de los progenitores y en las que se han dictado revinculaciones forzadas que van 
en desmedro de los derechos de las niñas, niños y adolescentes. En muchas ocasiones sucede que las niñas 
y niños no son oídos en los procesos o que esa escucha es una mera formalidad que no garantiza su interés 
superior, y la conflictiva vincular coloca al niño o la niña en una posición de objeto de disputa.  

Las observaciones que la Defensoría envía, en tanto institución de control de los derechos de niñas, niños y 
adolescentes, apunta a incorporar una mirada específica que contemple la especialidad y las particularidades 
de cada caso, pero también la situación estructural de la niñez. 

Niñez migrante

Acceso a la Salud

Esta Defensoría viene manifestando su preocupación respecto a la situación que atraviesan niñas y niños de 
nacionalidad boliviana en espera de trasplante de órganos en la República Argentina, que se encuentran alcan-
zados por la Resolución N°33/2023 del Instituto Nacional Central Único Coordinador de Ablación e Implante 
(INCUCAI)9.

Frente a la complejidad de la situación, y en conocimiento que niñas y niños extranjeros se encuentran con 
obstáculos para acceder a la salud, diferentes organismos gubernamentales y de la sociedad civil convocaron 
a diversas reuniones de trabajo durante años anteriores, de las que participaron diferentes organismos en 
miras a tener un cabal entendimiento de la instrumentalización de la Resolución. En ese marco se han llevado 
a cabo reuniones y gestiones periódicas y en diversas oportunidades con autoridades del Hospital Garrahan, 
del INCUCAI y del Ministerio de Salud de la Nación para conocer los abordajes que se realizaron desde cada 
lugar respecto a los casos específicos de los niños de nacionalidad boliviana, con indicación de trasplante 
de Células Progenitoras Hematopoyéticas (CPH); dichos encuentros buscaron articular las intervenciones 
interinstitucionales.

9  La Resolución 33/23 del INCUCAI entró en vigencia el 11 de marzo de 2023 y en ella se establecen los requisitos que se deben cumpli-
mentar para la inscripción de pacientes extranjeros en lista de espera para la asignación de órganos y tejidos provenientes de donantes 
fallecidos y de aquellos a la espera de realización de trasplantes de órganos y/o tejidos provenientes de donante vivo, de córneas proce-
dentes de un banco exterior y de células progenitoras hepatopoyéticas (CPH).
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Frente a la necesidad de generar políticas articuladas entre los países y debido a la falta de respuestas que 
reflejen las medidas a tomar respecto a estos casos, esta Defensoría solicitó una audiencia ante la CIDH, 
(cfrme art 66 y ss Reglamento de la CIDH), en miras a garantizar el interés superior, a la dignidad e integridad 
personal, a la vida y salud, sin discriminación de niñas, niños y adolescentes.

Casos vinculados a regularización migratoria: acceso a derechos y a documentación

La falta de acceso a la regularización de su situación migratoria de niñas y niños vulnera derechos fundamen-
tales, por lo que deviene necesario adoptar todas las medidas conducentes para garantizar sus derechos.

Esta Defensoría ha sido requerida para intervenir en la situación de un grupo de niños migrantes que pade-
cieron obstáculos para la realización del trámite migratorio vía el sistema de radicación a distancia RADEX: al 
tramitar la residencia en nuestro país, y pese a contar con criterio migratorio para hacerlo conforme artículo 
23 de la Ley 25.871, encuentran que no pueden impulsar sus trámites por RADEX en virtud de que sus padres 
tienen trámites pendientes. Por este motivo, se remitieron pedidos de informes a la Dirección Nacional de 
Migraciones (DNM) y se mantuvieron comunicaciones telefónicas de articulación y seguimiento. A partir de la 
intervención de esta Defensoría, la DNM convocó al grupo familiar a una audiencia a la que concurrieron con 
la documentación solicitada, y se avanzó con el trámite otorgando la documentación correspondiente a todos.

Derecho a la Identidad: casos de gestación por sustitución

La gestación por sustitución constituye una parte fundamental de la agenda de la Defensoría. Si bien esta 
modalidad entre las Técnicas de Reproducción Humana Asistida (THRA) no se encuentra legislada en nuestro 
país, hemos advertido que los casos se encuentran en alza. Durante los años 2023 y 2024 han ingresado tres 
casos resonantes de gestación por sustitución. 

El primero ingresó a través de una ONG, y trata del caso de una niña nacida en la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, siendo la gestante una mujer mendocina y los comitentes una pareja alemana. Las gestiones fueron 
realizadas a través de una empresa con sede en Chipre, interviniendo en nuestro país un reconocido centro de 
fertilidad. La inscripción filiatoria de la niña con la pareja alemana, se pudo realizar debido a dos resoluciones 
dictadas en 2017 y 2020 por el Registro Civil y Capacidad de las Personas de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, que autorizan la inscripción en términos preventivos de los niños y niñas nacidas bajo la técnica de ges-
tación por sustitución. Respecto de la niña, se adoptó una medida excepcional de protección de derechos en 
Alemania, puesto que para su legislación la filiación materna se establece por los criterios de la filiación natu-
ral. El Servicio Social de Alemania y la justicia, buscan conocer el contexto en el que se desarrolló el proceso 
de gestación y determinar el cuidado personal de la niña. 

La Defensoría se encuentra en permanente comunicación con la Subsecretaría de Políticas Familiares y la 
Cancillería para determinar en conjunto la estrategia a seguir en relación a la niña, que en la actualidad se 
encuentra bajo el cuidado de una familia de acogimiento en Alemania. Asimismo, se realizó una denuncia 
penal ante la PROTEX por la posible comisión del delito de trata de personas, puesto que de la documentación 
recibida se desprende que la gestante habría recibido una suma de dinero por la disposición de su cuerpo para 
la práctica. 

El segundo caso ingresó por el pedido de intervención a través de un oficio judicial enviado por el Juzgado de 
Familia de Séptima Nominación de la Ciudad de Córdoba, en el marco de una autorización judicial en calidad 
de medida cautelar para inscribir al niño por nacer, gestado en el marco de una gestación por sustitución. La 
gestante es oriunda de Córdoba y los comitentes, de la provincia de Buenos Aires. Estos últimos ya tienen 
una niña gestada de la misma forma en Estados Unidos, y el embrión que utilizaron para la implantación lo 
trajeron de allí. 

La medida cautelar fue rechazada, fundamentando en que existía un proceso principal de autorización de 
tratamiento y posterior inscripción. No obstante, el expediente principal culminó con una sentencia favorable 
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para los peticionantes, autorizando la inscripción filiatoria del niño en cabeza de los comitentes (uno de ellos 
padre biológico) en atención al interés superior del niño nacido. En la sentencia se insta al Poder Legislativo a 
regular esta práctica en pos de limitar las posibles vulneraciones de derechos tanto de las personas gestantes 
como de los niños y niñas nacidos producto de esta práctica. 

El último de los casos se inició de oficio a partir de las noticias en ámbitos periodístios que circularon en torno 
a la primera inscripción de un niño nacido por gestación por sustitución en la provincia de Jujuy. En este caso, 
se realizó un pedido de informes al Registro Civil de las Personas de esa provincia, a los fines de que informe 
la modalidad de inscripción en tanto la técnica no se encuentra regulada en nuestro país, y el art. 562 del 
Código Civil y Comercial de la Nación establece la filiación materna respecto de quien da a luz al niño o niña. 

La gestación por sustitución comprende un tipo de Técnicas de Reproducción Humana Asistidas que se inten-
tó legislar en el año 2015 incluyendo en el anteproyecto del Código Civil y Comercial de la Nación un artículo 
que la regulaba estableciendo estrictos requisitos, dado que la misma ya era una realidad en el país y existían 
procesos de impugnación de la filiación materna en sede judicial. Los fundamentos de la Comisión redacto-
ra se basaban en la regulación de la gestación por sustitución como un tipo de Técnicas de Reproducción 
Humana Asistidas, que requeriría de autorización judicial previa para garantizar el consentimiento real de las 
partes y la filiación del nacido que respetara su interés superior, y asegurar que no existiera una situación de 
explotación respecto de la gestante. 

El proyecto de incorporación no avanzó, el párrafo incluido en el art. 562 fue eliminado bajo el fundamento de 
que la práctica requería un debate especializado y de carácter interdisciplinario, y de esta forma se adoptó una 
postura abstencionista. En los años subsiguientes y a pesar de que se presentaron numerosos proyectos para 
regular la práctica, no se dieron los debates necesarios para su aprobación. 

La incorporación de la voluntad procreacional al Código Civil y Comercial de la Nación como fuente de filiación 
en las Técnicas de Reproducción Humana Asistidas ha generado debates complejos en torno a las maternida-
des y paternidades, corriendo el eje de una postura enteramente biologicista, y abriendo a debate cuestiones 
vinculadas principalmente a la disposición del propio cuerpo de las personas con capacidad de gestar, de su 
autonomía y de las distintas formas de planificación familiar. 

Actualmente, la gestación por sustitución es una práctica que se lleva a cabo cada vez con más frecuencia, 
y al quedar la práctica librada a la discrecionalidad judicial, se corre el riesgo de vulnerar derechos humanos 
fundamentales de las mujeres que se someten a la misma, como así también de los niños y las niñas que 
nacen por el uso de estas técnicas, quienes corren riesgo de ser registrados con vínculos filiales que no se 
corresponden con la realidad. 

Al no contar con una regulación que permita corroborar que la práctica se realiza sin un fin comercial ni una 
contraprestación dineraria, es difícil garantizar que no exista una disparidad entre gestante y comitente que 
fuerce un consentimiento que, en definitiva, no será libre sino condicionado por vulnerabilidades sociales, 
económicas y estructurales. 

En relación a la filiación de los niños/as nacidos/as bajo estas técnicas, al no encontrarse regulada la gesta-
ción por sustitución, la normativa vigente establece que se debería registrar la inscripción del nacimiento por 
las reglas de la filiación por naturaleza (art. 562 del Código Civil y Comercial de la Nación). Sin embargo, esto 
no respeta el interés superior del niño a quien el derecho generará un vínculo filiatorio con una mujer que no 
tiene ni nunca tuvo voluntad procreacional.

Desde la Defensoría entendemos que resulta indispensable la adopción de una regulación que ponga fin a la 
laguna del derecho que permite hoy en día que se realicen prácticas sin el debido control, propiciando vulnera-
ciones en los derechos tanto de las personas gestantes como de las niñas y los niños nacidos mediante estas 
prácticas, propiciando la comercialización de los cuerpos de las mujeres, y la libre disposición de niñas y niños 
sin control judicial. La intervención estatal en las prácticas puede tomar dos caminos: la prohibitiva y puniti-
vista, o la regulacionista, con minuciosos requisitos que garanticen la protección de las personas gestantes y 
las protejan contra actos que violenten su cuerpo y su integridad psicofísica. 
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Derecho a la vivienda

Desalojo en la provincia de Jujuy

La Defensoría recibió dos reclamos relacionados con la situación del Barrio Estación Tilcara, de la provincia de 
Jujuy. Se trata de un predio ferroviario del Estado Nacional cuya explotación fue concesionada a la Provincia 
que afectó esas tierras al proyecto de tren Jujuy-La Quiaca.  

En enero, esta institución recibió presentaciones efectuadas en nombre de 16 familias con niñas y niños que 
por orden judicial, fueron desalojadas de sus viviendas ubicadas en el barrio. La Defensoría cursó distintos 
pedidos de informes orientados a esclarecer la situación. De lo actuado se desprende que la orden de desalo-
jo fue confirmada por el Superior Tribunal, y que el Ente Regulador de la Planificación Urbana de la provincia 
de Jujuy concluyó convenios de reubicación con 13 de 16 familias ocupantes. La causa está próxima a ser 
elevada a juicio respecto de quienes no firmaron convenios. 

En virtud de la reciente designación de autoridades y puesta en funcionamiento de la Defensoría de la Niñez 
de la Provincia de Jujuy, se puso a ese organismo en conocimiento de la situación para que, en el marco de sus 
competencias, adopte las medidas que estime necesarias para garantizar los derechos de los niños y niñas 
afectados, quedando a disposición para articular y coadyuvar en lo que fuera necesario.

Desalojo comunidad Lof Pailako

En el mes de agosto de 2024, la Defensoría recibió un pedido de intervención debido al desalojo de la Comu-
nidad Lof Pailako (Esquel, provincia de Chubut) que dispusiera el Juzgado Federal de Primera Instancia de 
Comodoro Rivadavia. En la mentada comunidad, habría 4 familias entre quienes se encuentran al menos 4 
niñas, niños y adolescentes. El día 12 de agosto el Juzgado había dispuesto la expulsión de la comunidad del 
Parque Nacional Los Alerces, resolución contra la cual se interpuso recurso de reposición con apelación en 
subsidio. El 13 de agosto el Juzgado rechazó el recurso de reposición y concedió el recurso de apelación con 
efecto suspensivo pendiente de resolución. 

De los informes recabados en el expediente judicial, se advierte que se encuentran amenazados los derechos 
a la seguridad personal de niñas, niños y adolescentes por el grado de conflictividad que están atravesando. 
En este contexto, y ante la inminencia del desalojo, desde la Defensoría actuó requiriendo la intervención del 
Ministerio Público de la Defensa y realizando una presentación en la causa de desalojo.

En dicha presentación, se señaló la importancia del derecho al acceso a una vivienda adecuada que garantice 
el desarrollo holístico de niñas, niños y adolescentes, por la centralidad que la misma tiene para el disfrute 
de todos los derechos económicos, sociales y culturales. En particular se señaló que, al tratarse de una co-
munidad indígena, además se debe contemplar la intereseccionalidad y la garantía especial de protección 
que incluye el territorio comunitario y el derecho de los pueblos a participar en la utilización, administración y 
conservación de los recursos, la cual se debe reforzar por estar en presencia de niñas, niños y adolescentes 
indígenas que, como tales, se encuentran en una situación de vulnerabilidad aún mayor.  

En este caso, se indicó que los derechos humanos son interdependientes e indivisibles y están relacionados 
entre sí, por lo cual la vulneración del derecho a una vivienda adecuada puede afectar otros derechos huma-
nos de las niñas, niños y adolescentes, particularmente de aquellos pertenecientes a las comunidades indíge-
nas por lo que no puede soslayarse que cualquier decisión que se tome puede afectar el pleno ejercicio y goce 
de otros derechos. El derecho a una vivienda digna, en este caso, está especialmente ligado al respecto de las 
costumbres indígenas de la comunidad que actualmente habita en el Parque Nacional Los Alerces, para lo que 
resulta determinante tener en cuenta la importancia de sus tradiciones y valores culturales para la protección 
y el desarrollo de niñas, niños y adolescentes. 

El derecho a la vivienda adecuada demanda por parte del Estado la adopción, en sus tres niveles, de las medi-
das necesarias para prevenir la falta de techo, prohibir los desalojos forzosos, luchar contra la discriminación, 
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y centrarse en la atención de los grupos más vulnerables y marginados para garantizar que el acceso a la 
vivienda adecuada. 

Por ello, se indicó que la orden de desalojo con base en la Ley 22.351 (Ley de Parques Nacionales) tal como 
pretende el Estado, no sería viable pues la misma atenta contra el cuerpo normativo internacional y las pro-
pias disposiciones de la ley 26.160 que expresamente prohíbe el desalojo de las tierras que tradicionalmente 
ocupan las comunidades indígenas. 

En esa línea, dadas las competencias y funciones de cada organismo y estando involucrados niñas, niños y 
adolescentes, se requirió la intervención del organismo provincial de niñez para que adopte las medidas ne-
cesarias en pos de garantizar los derechos de niñas, niños y adolescentes, y de la Defensoría de Menores de 
Esquel (Chubut) de conformidad con las disposiciones del Art. 103 del Código Civil y Comercial de la Nación. 
Asimismo, y toda vez que en fecha 18 de octubre la Cámara Federal confirmó la resolución de expulsión/des-
alojo, se realizó una nueva presentación ante el Juzgado Federal señalando las implicancias e impactos que 
este tipo de medidas tiene en las comunidades indígenas, y en particular en las niñas, niños y adolescentes 
que las componen. Al mes de diciembre de 2024, no se había producido el desalojo. 

Comunidad Buenuleo - Presentación con observaciones a la CIDH

La Defensoría ha tomado conocimiento del caso a partir de requerimiento efectuado por la Dirección de Con-
tencioso Internacional en Materia de Derechos Humanos del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio 
Internacional y Culto por existir una petición en trámite en la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

El peticionante solicitó a la CIDH aclare si la medida cautelar otorgada por la CIDH a favor de la Comunidad 
Mapuche -MC 954-19- insta al Estado Argentino a suspender toda acción de desalojo de la Comunidad de su 
territorio de ocupación tradicional toda vez que el 25 de marzo del corriente, el tribunal penal provincial habría 
declarado culpables del delito de usurpación a 5 miembros de la comunidad Buenuleo y habría efectuado un 
pedido de desalojo de parte del territorio de ocupación tradicional.

La causa cobra relevancia por tratarse de una comunidad indígena a la que se reconoció la ocupación territo-
rial, tal se desprende de la Resol- 2023-151-APN-INAI#MJ del INAI de junio del año 2023. Las observaciones 
que esta Defensoría ha remitido tuvieron el objetivo de poner en evidencia tanto el derecho internacional 
de los derechos humanos como el derecho interno, han reconocido ampliamente el derecho de los pueblos 
indígenas sobre sus territorios, y que llevar a cabo el desalojo de un territorio comunitario tiene un impacto 
diferencial en las niñas, niños y adolescentes de dicha comunidad. 

Los miembros de los pueblos indígenas tienen derecho a gozar de modo efectivo de todos los derechos hu-
manos, en pie de igualdad con el resto de la población (cf. art. 1.1 de la CADH; arts. 1 y 2 de la Declaración de 
Naciones Unidas). Sin embargo, los pueblos indígenas han sido particularmente vulnerados en sus derechos 
a lo largo de los años, y resulta necesario robustecer políticas públicas en resguardo de los derechos comuni-
tarios, considerando la especial gravedad que reviste la situación de las niñas, niños y adolescentes.

Sostener un desalojo del territorio comunitario no solo es contrario a derecho, sino que conlleva un proceso 
particularmente traumático para las niñas, niños y adolescentes que los habitan, quienes se verán obligados 
a seguir la suerte de sus familias, abandonando las costumbres, prácticas y los recursos relacionados con los 
territorios comunitarios, vulnerando sus derechos. Asimismo, es un procedimiento especialmente violento por 
la gran conflictividad social que genera, aun cuando no haya un uso excesivo de la fuerza, y resulta esencial 
que los Estados provinciales y Nacional resguarden los derechos humanos de las Niñas, Niños y Adolescentes 
pertenecientes a pueblos indígenas.

Los Estados están obligados a adoptar medidas especiales y específicas destinadas a proteger, favorecer y 
mejorar el ejercicio de los derechos humanos por los pueblos indígenas y tribales y sus miembros, especial-
mente de las niñas, niños y adolescentes. La CIDH ha reconocido que la adopción de estas medidas positivas 
se fundamenta en la mayor vulnerabilidad de estas comunidades, dadas las condiciones de marginación y 
discriminación históricas que han sufrido, y del nivel especial de afectación que soportan por las violaciones 
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de sus derechos humanos. Ha destacado también que esta obligación se acentúa cuando involucra a niños, 
niñas y a mujeres indígenas, puesto que su nivel de vulnerabilidad es aún mayor (cfr. CIDH, “Derechos de los 
pueblos indígenas y tribales sobre sus tierras ancestrales y recursos naturales. Normas y jurisprudencia del 
Sistema Interamericano de Derechos Humanos”).

Otros casos relevantes o significativos

Jardín Intercultural Bilingue Wawa Huasi

La Defensora recibió presentaciones efectuadas en nombre de integrantes de la comunidad educativa del Jar-
dín Intercultural Bilingue Wawa Huasi, motivadas por una resolución del año 2024 mediante la cual la Ministra 
de Educación de la provincia de Jujuy dispuso no incorporar a la educación oficial al citado jardín, retirando por 
consiguiente los cargos docentes oportunamente asignados, entre otras acreditaciones y reconocimientos. 
La incorporación a la educación oficial había sido otorgada condicionalmente en 2018, y prorrogada a través 
de sucesivas resoluciones, teniendo en cuenta que la institución cumplía con los requerimientos pedagógi-
cos. En 2024, el Gobierno sostuvo que la institución ya no contaba con visto bueno edilicio, porque estaba 
emplazada en el terreno del ferrocarril Jujuy-La Quiaca. 

A partir de lo anterior, la Defensoría se dirigió al Ministerio de Educación de la provincia de Jujuy con el objeto 
de hacerle llegar consideraciones sobre los derechos en juego y solicitar información relevante. En primer 
lugar, se destacó que los tratados internacionales reconocen el derecho de los pueblos indígenas y sus comu-
nidades a “crear sus propias instituciones y medios de educación, siempre que tales instituciones satisfagan 
las normas mínimas establecidas por la autoridad competente”, y a que dichas instituciones reciban “recursos 
apropiados”. Las niñas, niños y adolescentes, en particular, tienen derecho a ser alfabetizados “en su propia 
lengua indígena”, y a que el Estado implemente “medidas positivas para que la educación sea culturalmente 
aceptable” para ellos (conf. Convenio OIT 169; 27.3, 28.1; Comité de Derechos Económicos, Sociales y Cul-
turales (1999). Observación General Nº 11, El derecho a la educación, E/C.12/1999/108, párr. 50). Por otro 
lado, la Defensoría puntualizó que la reforma constitucional de 1994 reconoció explícitamente el derecho a 
la educación intercultural bilingüe (EIB) de los pueblos indígenas y sus comunidades (art. 75 inc. 17). En ese 
reconocimiento anida la búsqueda por construir “una Nación hermanada en el respeto y el amor entre los 
diversos pueblos que la habitan (…) una verdadera interacción, donde las culturas se difundan mutuamente 
entre los diversos habitantes de Argentina” (conf. Apaza, Nimia (1994), En la nueva Constitución. En: Frites, 
Eulogio, El derecho de los pueblos indígenas, PNUD-Rosa Guaru-INADI, 2011, pág. 56). 

El capítulo XI de la ley 26.206 es reglamentario del derecho convencional y constitucional a la EIB. Esta ley 
establece una serie de modalidades de la educación, que procuran atender “requerimientos específicos de 
formación y atender particularidades de carácter permanente o temporal, personales y/o contextuales, con el 
propósito de garantizar la igualdad en el derecho a la educación” (art. 17). La EIB es una de las ocho modalida-
des educativas que el Estado Nacional y las Provincias deben garantizar y/o reconocer, autorizar y supervisar 
(arts. 12 y 13). 

Por todo ello, sin desconocer que el Ministerio de Educación es el órgano superior del gobierno y administra-
ción de la educación a nivel provincial, la Defensoría puntualizó que Wawa Huasi presta un valioso servicio 
educativo en el marco de la EIB, tal como expresó el propio Ministerio de Educación en una resolución de 2009, 
al caracterizar al jardín como una institución “de extrema necesidad para la comunidad de la zona”.

La Defensoría consultó específicamente cuál fue el destino de las niñas y niños que asistían al jardín, y qué 
medidas podría adoptar el gobierno para garantizar el funcionamiento de la institución en otra sede, teniendo 
en cuenta que la organización comunitaria de la cual depende ofreció un terreno a esos efectos. Paralela-
mente, consultó a la Agencia de Bienes del Estado respecto a la situación dominial y posesoria del inmueble 
sito en las inmediaciones de las vías del tren.

La Ministra de Educación provincial informó que las niñas y niños que asistían al establecimiento fueron reu-
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bicados en escuelas de la zona, teniendo asegurada su escolarización dentro del marco de la “cosmovisión 
andina”.  Teniendo en cuenta la reciente puesta en funcionamiento de la Defensoría de la Niñez de la Provincia 
de Jujuy, se remitió el asunto a dicho organismo, solicitando que considere verificar in situ que las reubica-
ciones no lesionan los intereses y derechos de las ex alumnas y alumnos del Wawa Huasi. Asimismo, se le 
solicitó considerar la posibilidad de interceder ante el Gobierno provincial para que Wawa Huasi pueda contar 
con un nuevo edificio donde prestar el servicio EIB, en el inmueble de su propiedad. 

“Compra-venta de niños”: caso República Dominicana-Argentina

En el marco de las competencias federales que posee la Defensoría, se recibió un pedido de intervención por 
parte del Consejo Provincial del Niño, el Adolescente y la Familia respecto de dos niñas, hermanas, de nacio-
nalidad dominicana que ingresaron al país por un paso no habilitado, con la colaboración de un matrimonio de 
la provincia de Entre Ríos, cuyo fin era la apropiación con fines adoptivos.

Al tomar conocimiento de la situación irregular de las niñas, el COPNAF adoptó una medida excepcional de 
protección de derechos, alojando a las niñas en un hogar convivencial, hasta tanto se efectivice el retorno de 
las mismas a su centro de vida. Si bien el Juzgado interviniente en el control de legalidad dispuso su restitu-
ción, no lograba articular de manera segura el retorno con los organismos obligados. 

Desde la Defensoría se mantuvo una reunión de trabajo con la Subsecretaría de Políticas Familiares depen-
diente del Ministerio de Capital Humano, para realizar una puesta en común de las estrategias a seguir. Al 
mismo tiempo, frente al informe remitido por el Consejo Nacional para la Niñez y Adolescencia (CONANI) de 
República Dominicana, donde se manifestaba que el padre estaría en condiciones de alojar nuevamente a las 
niñas, la Defensoría realizó diversas presentaciones judiciales y administrativas. En ese marco, se envió un 
pedido de informes al Juzgado Federal de la Ciudad de Concordia a los fines de que informe el estado de la 
investigación por la posible comisión del delito de trata (art. 145 bis CPN); un pedido de informes al Consulado 
de República Dominicana a los fines de que informe respecto de la existencia de algún pedido de repatriación 
de las niñas, qué acciones se articularon con Cancillería en nuestro país y cuáles serían las estrategias de 
trabajo en pos del retorno de las niñas a su centro de vida. En similares términos, se envió nota a Cancillería 
Argentina. 

Recibida la información del Juzgado Federal y tomando conocimiento del procesamiento del matrimonio ar-
gentino que había facilitado el ingreso y la permanencia de las niñas con fines de apropiación, se realizó una 
presentación ante el Juzgado de Familia y Penal de Niños y Adolescentes donde tramitaba el control de lega-
lidad de la medida adoptada. 

En este sentido, se manifestó respecto de la necesidad de establecer condiciones de regreso seguro para las 
niñas, primando su interés superior, estableciendo la responsabilidad de la República Argentina frente a ello, 
recomendado además la prórroga de la medida de protección adoptada para el caso de que no se pudiera 
garantizar el resguardo de las niñas en el retorno a su país. Frente a ello, la Sra. Jueza resolvió que se diera 
traslado de las sugerencias de la Defensora a los Organismos encargados de evaluar y ejecutar el regreso 
seguro de las niñas. 

Finalmente, en comunicación con el Consulado dominicano, se informó a la Defensoría que las niñas tenían 
previsto el retorno para mediados del mes de octubre, concretándose el día 16 de ese mes, habiendo sido 
informada esta Defensoría en el momento en que las niñas arribaron a su país de origen.  

Caso “Chile”. Caso emblemático de Restitución internacional

El caso ingresó a través de un oficio judicial en el que se solicitó la intervención de la Defensoría en la restitu-
ción internacional de un grupo de hermanos, compuesto por dos niñas y un joven con discapacidad, que se 
encontraban retenidos ilegítimamente en Chile. Los hermanos convivían en Argentina con su tía materna, en 
virtud de una medida de protección excepcional de derechos producto del femicidio de su madre en Chile. 
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A principios del año 2024, y con autorización judicial, viajaron a visitar a una referente afectiva en el país ve-
cino, acompañados por su tía materna, con la carga procesal de presentarse ante los estrados dentro de los 
cinco días de su regreso. El día que debían regresar, la referente retuvo a los niños de forma ilegítima, dando 
aviso a los tribunales chilenos por supuestas vulneraciones de derechos sufridas en nuestro país. 

La Defensoría tomó inmediato contacto con la Cancillería, desde donde se informó que la Autoridad Central 
Argentina en Chile judicializaría el caso, solicitando la restitución internacional en el marco de la Convención 
de la Haya sobre los aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores. Al mismo tiempo, esta 
Defensora solicitó la intervención de la Defensoría de la Niñez de Chile, poniéndo en conocimiento del caso 
mediante y solicitando intervención y colaboración en la restitución de los niños. Se mantuvo constante co-
municación con la Defensoría de la Niñez chilena, tanto vía mail como por medios telemáticos; ese organismo 
remitió informes con el detalle de las causas judiciales, y las resoluciones que se fueron adoptando, lo que 
permitió a esta institución conocer detalles de la denuncia realizada por la referente y el accionar de las auto-
ridades centrales de ambos Estados.  

A los fines de evaluar estrategias de trabajo conjuntas, se concretó una audiencia en el Juzgado de la locali-
dad de Lomas de Zamora -donde tramitan todas las causas proteccionales de los niños en nuestro país-, se 
puso en conocimiento el detalle de las acciones realizadas, y se mantuvo una reunión de trabajo con la Sub-
secretaría de Políticas Familiares del Ministerio de Capital Humano. 

En septiembre se recibió por parte de la Defensoría de la Niñez de Chile la sentencia que rechazaba la resti-
tución internacional, y la reapertura de la causa por la protección de derechos de las niñas, con audiencias 
pendientes. 

Esta Defensoría continúa en constante comunicación con las autoridades pares de Chile, instando a la in-
mediata restitución internacional de las niñas en el marco de la Convención de la Haya, para que sean los 
Tribunales jurisdiccionales correspondientes a su centro de vida quienes resuelvan eventuales vulneraciones 
a sus derechos. 

Extradición de una mujer con su hija 

Se recibió un pedido de colaboración por parte de la Defensoría de la Niñez de Chile, por un pedido de extradi-
ción de una mujer radicada en Chile, madre de 4 niños de nacionalidad chilena, y cuyo progenitor se encuentra 
denunciado por violencia de género. De la información relevada surge que la madre de los niños fue requerida 
por la justicia penal económica de Argentina a una audiencia para firmar un juicio abreviado; luego del trámite, 
se tendría por cumplida la condena atento el tiempo que estuvo detenida. Dada la naturaleza de la audiencia, 
y teniendo en consideración la situación particular de la progenitora, el Juzgado –mediante la Cancillería- 
solicitó a las autoridades chilenas arbitrar los medios que permitieran realizar la audiencia por medio de una 
videoconferencia. Ese requerimiento fue denegado por la Cancillería de Chile, que argumentó la falta de herra-
mientas legales para constatar la identidad por esa vía y garantizar sus derechos. 

Al respecto, se realizaron gestiones con la Defensoría Pública de la señora en la Argentina y con la Dirección 
de Asistencia Jurídica Internacional del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto 
de la República de Argentina. Desde la Dirección de Asistencia Jurídica informaron que se habían dispuesto 
los medios necesarios para efectivamente realizar la audiencia por videoconferencia, pero la imposibilidad 
de efectuar la audiencia requerida de manera telemática corresponde a la postura que adoptó al respecto el 
Estado chileno. En tal sentido, indicaron que se continuará con el proceso de extradición, y que están en comu-
nicación con el tribunal argentino. Refirieron que el Estado de Chile habría emitido un comunicado de carácter 
general mediante el cual se informó que no se dará trámite a ningún caso que requiera audiencias telemáticas. 
Dicha información fue también brindada por el Defensor Público. 

Finalmente, atento el estado de situación, se libró comunicación a la Defensoría de la Niñez de Chile a fin de 
poner en conocimiento a esa institución respecto a las gestiones realizadas y los resultados de las mismas, 
dando cuenta de que el obstáculo para avanzar en lo peticionado se encuentra dado por la posición del Estado 
chileno. 
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Adopción y familia de acogimiento

La Defensoría tomó intervención en el caso de una niña que vivía bajo el cuidado de una familia de acogimien-
to desde el año 2021, desde los pocos días de su nacimiento, a raíz de una medida de protección excepcional 
adoptada por un organismo de protección. Durante su alojamiento, mantuvo estrecho vínculo con la hermana 
de la mujer encargada de su cuidado. La misma se encontraba inscripta en el Registro Único de Adoptantes 
y, producto de la pandemia, convivía con la familia que participaba del programa de familias de acogimiento. 

A mediados del año 2023 se declaró a la niña en situación de adoptabilidad y, conforme la normativa vigente, 
se selecciona el legajo de una postulante del RUA, con quien se inicia un proceso de vinculación y guarda 
preadoptiva. Frente a ello, la “familia referente” presenta un per saltum ante el Superior Tribunal de Justicia de 
la provincia, que es resuelto favorablemente, solicitando se revierta la guarda y se los incorpore en el proceso 
como referentes afectivos de la niña y pretensos adoptantes, en tanto no solo habían formado un vínculo con 
la niña, sino que, además, se encontraban inscriptos en el RUA.  

Vuelta la causa a instancias inferiores, y resuelta la anulación de la guarda preadoptiva y el reintegro de la niña 
a la familia de acogimiento para llevar a cabo un nuevo proceso con la incorporación de la peticionante, la 
Defensoría realizó una presentación con consideraciones con perspectiva de derechos humanos y enfoque de 
niñez respecto de la situación judicial que atraviesa la niña desde su nacimiento, y la necesidad de garantizar 
sus derechos, preocupada fundamentalmente por la adopción de medidas contrarias a su bienestar físico y 
mental. 

Se advirtió respecto del riesgo de mover a la niña de un hogar a otro colocándola en posición de objeto, y se 
remitió a la Recomendación N°6, titulada “Función de las Familias de Acogimiento. Adopción. Interés Superior 
de Niñas y Niños. Responsabilidad de los Organismos Administrativos y de los Poderes Judicial”. Asimismo, 
se solicitó información respecto a las medidas que se adoptarán en pos del resguardo integral de la niña, con 
la debida atención a las recomendaciones efectuadas. 

Ante ello, se resolvió mantener el status quo de la niña a los fines de preservar su interés superior y evitar per-
juicios irreparables, con estricto control de los organismos proteccionales hasta tanto se resuelva la guarda 
de la misma. 

Violencia obstétrica

La Defensora se presentó en calidad de amicus curiae en una causa donde se discute la posible mala praxis 
médica en contexto de violencia obstétrica, que derivó en una discapacidad permanente del miembro superior 
izquierdo de la niña nacida.

En la causa, el Juzgado de primera instancia condenó al médico y a la institución médica demandados, y la 
alzada anuló la sentencia y rechazó el Recurso Extraordinario, lo que resultó en queja ante la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación. 

La Defensora manifestó la necesidad de que la prueba aportada sea valorada desde una perspectiva de dere-
chos humanos con particular enfoque de niñez y discapacidad, y bajo el prisma de la violencia obstétrica, en 
atención a la disparidad de poder existente entre el médico tratante y la mujer gestante en situación de parto. 

Derecho a ser oído – Caso B

Este es un caso paradigmático, ya que durante el año 2022 la Defensoría decidió presentar una comunicación 
individual ante el Comité de los Derechos del Niño, en el marco del Protocolo relativo a un procedimiento de 
comunicaciones, en nombre de un niño víctima de violencia sexual al que además han vulnerado sus derechos 
de acceso a la justicia, a ser escuchado, a una tutela judicial efectiva y a que su superior interés sea tenido 
debidamente en cuenta, así como a gozar de una protección especial.
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Respecto al trámite interno, la Defensoría se presentó en calidad de amicus curiae en resguardo a los dere-
chos del niño ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, que resolvió hacer lugar al recurso de queja y 
declaró procedente el recurso extraordinario, dejando sin efecto la sentencia apelada que anulaba la condena 
impuesta al imputado en la causa, y remitió los autos al Superior Tribunal de Justicia provincial. 

Esta institución continuó realizando el seguimiento de la causa e incidió en el resguardo de los derechos del 
niño hasta el final del proceso, que concluyó con la sentencia de la Corte provincial que, analizando la totalidad 
de la prueba, ponderó particularmente la voz del niño víctima y evitó profundizar su revictimización. En efecto, 
argumentó que la declaración de la víctima puede considerarse prueba de cargo suficiente para desvirtuar la 
presunción de inocencia, siempre que la misma sea valorada racionalmente bajo criterios de ponderación del 
testimonio.

Derecho a la educación en un ambiente óptimo

La Defensoría, a pedido del Ministerio Público Fiscal de la localidad de Moreno (provincia de Buenos Aires), 
intervino en el caso surgido a partir de una denuncia realizada por una escuela en contra de industrias frigorífi-
cas debido a la contaminación que producen sus desechos. Según las manifestaciones de quienes concurren 
a la escuela, la particular actividad industrial genera náuseas, dolores de cabezas y afecta la piel.

Como medida preliminar, se relevó información con personal de la escuela a fin de conocer el estado de si-
tuación. Igualmente, se articuló con la Fiscalía y el Juzgado interviniente para tomar conocimiento de manera 
periódica respecto a los avances de la investigación y evaluar las presentaciones que pudieran resultar per-
tinentes. También se mantuvo una reunión con el Ministerio de Ambiente, oportunidad en que se clarificaron 
los circuitos de trabajo y se intercambiaron opiniones respecto a estrategias de abordaje. A instancias de esta 
Defensoría, personal de la Subsecretaría de Control y Fiscalización Ambiental de ese Ministerio realizó una 
nueva inspección, de la que surgieron ciertas infracciones que están siendo monitoreadas.

Del mismo modo, se requirió la intervención de la Autoridad del Agua, de conformidad con las competencias 
que la misma tiene en la materia, y se puso a ese organismo en conocimiento de las conclusiones arribadas 
por el Ministerio de Ambiente, al tiempo que se solicitó también su intervención y evaluación respecto al con-
tenido vertido en el río por parte de las industrias involucradas. 

Con la información completa, esta Defensoría se encontrará en condiciones de evaluar estrategias de inter-
vención adicionales que pudieran resultar convenientes para abordar la situación. 

Transporte escolar especial 

En el marco del acompañamiento realizado por esta Defensoría a diferentes niños niñas y adolescentes con 
discapacidad que no estaban recibiendo las prestaciones de salud requeridas por parte del programa federal 
Incluir Salud, se tomó conocimiento de la situación de 11 niños que no estaban concurriendo a la escuela, 
debido a la falta de transporte escolar especial. La información relevada con las autoridades obligadas indica 
que se había realizado la licitación pertinente a fin de cubrir el servicio de transporte, pero no habiendo encon-
trado oferentes que cumplan con los requisitos necesarios para adaptar las sillas de ruedas que utilizaban dos 
de los niños, la licitación fue declarada desierta, y por tanto los 11 niños quedaron sin servicio de transporte 
escolar.

La Defensora peticionó ante el Ministerio de Educación, solicitando la urgente atención y respuesta a la proble-
mática e instando a realizar una nueva licitación pública a fin de cubrir la necesidad de transporte especial. En 
paralelo, se articuló con la Defensoría del Pueblo de la provincia de Río Negro a fin de que tome intervención y 
asista a las familias de los niños perjudicados, quedando a disposición para acompañar y colaborar en lo que 
resulte necesario. Desde la Defensoría provincial se indicó que se encuentran interviniendo y articulando tanto 
con el Ministerio de Educación como con el Consejo Escolar local, con el objetivo de que los niños y niñas 
tengan acceso al servicio de transporte especial.
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Información cuantitativa de Exigibilidad de Derechos y Litigios Estratégicos

El trabajo de litigios estratégicos requiere de abordajes estructurales, con el consecuente despliegue de diver-
sas estrategias de intervención que no se agotan en la judicialización, sino que lo que se pretende es generar 
acciones de incidencia efectiva que garanticen el goce de derechos. 

Casos trabajados por jurisdicción DEDLE

Jurisdicción Cantidad de requerimientos  
en valores absolutos

Cantidad de  
requerimientos en 

porcentaje

Buenos Aires 35 24,14%
CABA 20 14,48%
Catamarca 1 0,69%
Chaco 5 3,45%
Chubut 6 4,14%
Córdoba 5 3,45%
Corrientes 3 2,07%
Entre Ríos 4 2,76%
Formosa 3 2,07%
Jujuy 9 6,21%
La Pampa 2 1,38%
La Rioja 1 0,69%
Mendoza 6 4,14%
Misiones 1 0,69%
Neuquén 3 2,07%
Río Negro 2 1,38%
Salta 3 2,07%
San Juan 0 0,00%
San Luis 0 0,00%
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Santa Cruz 0 0,00%
Santa Fe 6 4,14%
Santiago del Estero 1 0,69%

Tierra del Fuego, Antártida e Islas  
del Atlántico Sur 0 0,00%

Tucumán 4 2,76%
Interjurisdiccional  0,00%
Federal 1 0,69%
Internacional 5 2,76%
Nacional 19 13,10%
Total 145 100,00%
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Seguimiento de temas centrales
Pobreza y desigualdad

Durante el período 2024, y luego de la profundización de la crisis económica y del proceso devaluatorio de fi-
nes del año 2023, se hizo hincapié en el seguimiento de las principales transferencias monetarias que reciben 
las familias con niñas, niños y adolescentes, como la Asignación Universal por Hijo (AUH), la Tarjeta Alimentar 
(TA) y el Plan 1000 Días.

Desde el inicio de su gestión la Defensoría efectúa el seguimiento periódico de las estadísticas que permiten 
conocer los ingresos laborales y no laborales, donde los últimos cobran especial significado en las familias 
con niñas, niños y adolescentes, particularmente en las de menores ingresos.

El seguimiento consistió en una mirada profunda sobre los condicionantes de la pobreza e indigencia, con-
siderando la cantidad de miembros del hogar, los adultos con ingresos laborales y no laborales, con trabajo 
registrado e informal, entre otras variables, que permitan elaborar un diagnóstico propositivo en pos de las 
misiones y funciones institucionales.

Tasas de pobreza por grupos de edad. 31 aglomerados urbanos. 2016-2024. Total de población, 
población de 0 a 17 años y 18 años y más.

Fuente: Elaboración propia en base a EPH–INDEC 2016-2024.

Desde 2016 se observa una tendencia creciente de los índices de pobreza, con una baja en 2022 y un marcado 
incremento para el primer trimestre de 2024 alcanzando el 67,1%, la cifra más alta del período analizado.

Las tasas de indigencia siguieron una tendencia similar a las de pobreza. Tras una breve mejora en 2022, los 
índices volvieron a incrementarse llegando al 27,3% de niñas, niños y adolescentes bajo la línea de indigencia.
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Tasas de indigencia por grupos de edad. 31 aglomerados urbanos. 2016-2024. Total de población, 
población de 0 a 17 años y 18 años y más

Fuente: Elaboración propia en base a EPH – INDEC 2016 - 2024.

Ante esta evidencia estadística, se elaboró información para conocer el impacto de la pobreza e indigencia en 
las familias con niñas, niños y adolescentes y evidenciar posibles medidas que permitan revertir el crecimien-
to de estos índices.

En el mes de junio se publicó el Pronunciamiento Nº 23: “Pobreza e indigencia en las familias con niñas, niños 
y adolescentes: es urgente mejorar los ingresos y garantizar la seguridad alimentaria”. En él se expusieron 
los datos y se expresaron los puntos de exigibilidad de la Defensoría a los gobiernos nacional y provinciales.

Seguimiento poder adquisitivo del salario

En función de los análisis de pobreza e indigencia y para dar seguimiento al tema en su complejidad se su-
maron al análisis indicadores como la evolución de los salarios, del índice de inflación (IPC), de la Canasta 
Básica Alimentaria (CBA) y de la Canasta Básica Total (CBT) publicados por el INDEC, entre otros. Asimismo, 
se analizaron las estimaciones sobre pobreza e indigencia que publicaron UNICEF y ODSA-UCA, entre otros 
especialistas.

En relación a los ingresos laborales, tomando el índice de salarios publicado por el INDEC, se observa que 
las remuneraciones en términos reales sufrieron caídas entre noviembre de 2023 y julio de 2024, tanto en el 
empleo privado registrado (-2,6%) y no registrado (-10,3%), como en el empleo público (-16,8%). Este descenso 
se enmarca en un deterioro de los salarios que han perdido en forma significativa poder adquisitivo: entre oc-
tubre de 2016 y julio de 2024, los salarios reales del sector privado registrado cayeron el 19,6%, los del sector 
público el 35,2% y los del sector privado no registrado el 55,2%. 

La Defensoría dio seguimiento al análisis de la proporción de niños, niñas y adolescentes (NNyA) según la 
distancia del ingreso del hogar respecto de su Canasta Básica Total (CBT) en los aglomerados urbanos, com-
parando el primer trimestre de 2023 con el primer trimestre de 2024, basado en datos de la Encuesta Perma-
nente de Hogares (EPH) de INDEC. 
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En esta oportunidad se realizó análisis comparativos para ver cómo se modificaron estas distancias en el 
período informado.

Proporción de NNyA según distancia del Ingreso del Hogar respecto de su CBA Total. 

	
Fuente: Elaboración propia en base a EPH aglomerados urbanos | INDEC

El gráfico indica un empeoramiento de la situación de los hogares con niñas, niños y adolescentes en términos 
de suficiencia de ingresos respecto a la Canasta Básica Total (CBT) entre 2023 y 2024. Se observa un aumen-
to significativo en la proporción de hogares con ingresos muy por debajo de la CBT, mientras que los hogares 
con ingresos suficientes (por encima de la CBT) han disminuido, lo que sugiere un deterioro en las condicio-
nes económicas de los hogares con niños, niñas y adolescentes en los aglomerados urbanos.

Los análisis realizados evidencian también que la brecha entre los ingresos de los hogares con y sin niñas, ni-
ños y adolescentes se ha incrementado, lo que demuestra que los hogares donde viven las chicas y los chicos 
presentan mayor vulnerabilidad.

El análisis sobre la cantidad de niñas, niños y adolescentes en situación de pobreza en el último período 
mostró un incremento, particularmente en los hogares de ingresos medios. En 2024 se registró un aumento 
significativo en el número de chicas y chicos que viven en hogares pobres, lo que representa un cambio abrup-
to y negativo en la tendencia. Una parte importante de este aumento provino de familias que históricamente 
estaban mejor posicionadas económicamente. Este hallazgo sugiere que la vulnerabilidad económica se ha 
extendido más allá de los sectores tradicionalmente desfavorecidos, afectando también a los grupos que, en 
condiciones de estabilidad económica, cuentan con una mayor capacidad para resistir las crisis. La evidencia 
elaborada sostiene que las condiciones económicas actuales están erosionando la estabilidad de los hogares 
de ingresos medios, exponiéndolos cada vez más a riesgos económicos y a una caída bajo la línea de pobreza 
cuando se enfrentan a contextos de crisis severas.

Ingresos laborales, no laborales 

De acuerdo con el último informe publicado por el INDEC, correspondiente al 2º trimestre del año 2024, el 
78,1% de los ingresos de los hogares son laborales. Para el primer decil de ingresos el peso de los ingresos 
laborales disminuye, siendo el 59,9% del total de los ingresos del hogar y para el decil de ingresos más alto, el 
peso de los ingresos laborales es del 86,2%.
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Este indicador pone de relieve dos cuestiones fundamentales: por un lado que en todos los deciles de ingreso, 
el peso de los ingresos laborales es mayor que el de los ingresos no laborales y por otro, que los ingresos no 
laborales tienen un peso muy significativo en los hogares de los deciles más bajos.

En función de la importancia de los ingresos no laborales, en especial en los hogares con menores ingresos, 
y por constituir el acceso a la seguridad social un derecho de niñas, niños y adolescentes, se realiza un segui-
miento de la cobertura y la suficiencia de la seguridad social de niñas, niños y adolescentes a través de las 
distintas modalidades de acceso al sistema. 

Vinculado a los ingresos, pero superando esa dimensión, en el periodo informado se inició una línea de trabajo 
sobre las características estructurales de los hogares indigentes, incluyendo la composición y tamaño del 
hogar, las edades de sus integrantes, y los niveles educativos alcanzados por cada miembro. Se incorporó el 
análisis de la inserción laboral de los miembros del hogar, observando no sólo los rubros en los que se desem-
peñan, sino también la cantidad de horas trabajadas y la calidad de sus empleos, con el objetivo de identificar 
el tipo de trabajo predominante y su estabilidad. Otra variable en consideración es la tasa de dependencia 
económica, es decir, la relación entre la cantidad de personas que trabajan y generan ingresos frente a los 
inactivos o dependientes, como niñas, niños, adolescentes y adultos mayores.

Se comenzó la exploración de la composición de los ingresos del hogar, desglosando la proporción que pro-
viene de fuentes laborales y la que corresponde a transferencias del gobierno, como la Asignación Universal 
por Hijo (AUH), Tarjeta Alimentar (TA) y otros programas sociales. Este enfoque permite evaluar el impacto de 
las transferencias en la reducción de la indigencia. Al cruzar estos datos con la cantidad de ocupados frente 
a los inactivos en cada hogar, se buscó identificar grupos que se encuentran en una situación de particular 
vulnerabilidad, destacando aquellos en los que las oportunidades de empleo son escasas o de baja calidad, y 
donde la dependencia de los ingresos no laborales es alta. 

El objetivo principal de este análisis es detectar patrones específicos que permitan identificar a los grupos 
más vulnerables dentro de los hogares con niñas, niños y adolescentes, para así exigir e incidir sobre las polí-
ticas públicas más efectivas para reducir los niveles de indigencia en estos sectores. 

Resultados parciales de estas elaboraciones formaron parte de los argumentos del Pronunciamiento Nro 
23 así como de presentaciones públicas y reuniones de trabajo de la Defensora y sus equipos en el período 
informado.

Seguridad Social

En lo que respecta a la cobertura de la Seguridad Social, la Defensoría realiza en forma continua un segui-
miento de tres fuentes de datos e informes. Por un lado, el informe del SIEMPRO sobre la cobertura de la Se-
guridad Social, que da cuenta de que el 92,8 % de niñas, niños y adolescentes están cubiertos por las distintas 
prestaciones del sistema. También se analiza la publicación mensual que elabora la ANSES “Boletín mensual 
Asignación Universal por Hijo para Protección Social”, donde se informa la situación de todos los niños, niñas 
y adolescentes en relación a la seguridad social y sus distintas modalidades. Y se consultan los informes que 
en forma trimestral publica la Subsecretaría de la Seguridad Social en base a datos de ANSES.

En relación a la cobertura, un tema que preocupa a la Defensoría es el desacople entre el mínimo imponible 
para la deducción de la seguridad social de niñas, niños y adolescentes del Impuesto a las Ganancias y el tope 
salarial para el cobro de asignaciones familiares. Este desacople resulta regresivo en materia de cobertura del 
sistema de la seguridad social que mediante medidas tomadas en años anteriores había logrado que todos 
los hijos de trabajadores registrados estuvieran incorporados a la seguridad social, ya sea percibiendo una 
Asignación Familiar o a través del crédito fiscal en tanto “descuento” del impuesto a las ganancias.

Se realizó un seguimiento específico de las decisiones administrativas tomadas a partir del Decreto de Nece-
sidad y Urgencia (DNU) Nº 274 que en su artículo 1 modifica el artículo 32 de movilidad de las prestaciones de 
la Ley 24.241, sustituyendo la fórmula vigente por el IPC. Resulta importante destacar que las asignaciones 
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familiares están atadas a la fórmula de movilidad social y en tal sentido la Defensora y Defensor Adjunto par-
ticiparon de los debates parlamentarios sobre la nueva fórmula de movilidad jubilatoria. La norma establece 
actualmente que partir del mes de julio de 2024, las prestaciones se actualizarán por inflación de acuerdo a la 
medición del INDEC contemplando el IPC estimado para 2 meses previos al período de ajuste.

Esto es particularmente importante para la Defensoría debido a que la movilidad de la AUH y las AAFF se 
encuentran “atadas” a la movilidad de los haberes jubilatorios a través de la Ley 27.160. En este sentido, el 
organismo advirtió que las medidas de reparación que recibieron los haberes jubilatorios no fueron otorgados 
a las Asignaciones Familiares. 

Ejercicio de suficiencias de las principales prestaciones destinadas a Niñas, Niños y Adolescentes 

En relación al seguimiento de la suficiencia de las distintas prestaciones destinadas a niñas, niños y ado-
lescentes (gran parte de las cuales corresponden a la seguridad social o se montan sobre ese esquema) se 
realizan distintas acciones:

•	 Un seguimiento mensual de los valores de las prestaciones destinadas a la niñez y la adolescencia: AUH, 
Asignaciones Familiares, Mil días, Tarjeta Alimentar y Progresar. Constituye un insumo para analizar la 
suficiencia de las prestaciones en forma individual y conjunta en relación a las CBA y CBT de niñez y ado-
lescencia.

•	 Para referencia de Canasta Básica Alimentaria (CBA) y Canasta Básica Total (CBT) se consideran los 
valores de dichas canastas para la región del Gran Buenos Aires, cuya publicación de carácter mensual 
posibilita un seguimiento actualizado.

•	 Se estiman valores promedio ponderado para cada grupo de edad de CBA y CBT, considerando no solo 
el valor de las canastas correspondiente para cada edad y sexo, según la Tabla de Adulto Equivalente, 
sino además la distribución efectiva de beneficiarios de la AUH para estos grupos de edad y sexo. Estas 
últimas son publicadas con una frecuencia trimestral, que nos permite ir ajustando los valores promedios 
de las canastas para cada subgrupo de niñas, niños y adolescentes a partir de los cambios en la compo-
sición de los beneficiarios.

Se calculan los valores promedios de las canastas para los grupos de edad: 0 a 2 años, 3 a 5 años, 6 a 14 
años, 15 a 17 años, 0 a 14 años y de 0 a 17 años para evaluar la suficiencia de cada una de las transferencias 
respecto de los costos de las canastas específicas según el grupo de edad destinatario del programa, como 
también la combinación de estas transferencias en los casos que comparten un mismo grupo de edad.

La AUH y el Plan 1000 Días mantienen valores homogéneos para todos los destinatarios. En cambio, los valo-
res de la Tarjeta Alimentar difieren según la cantidad de beneficiarios por hogar, dado que el dataset publicado 
no suministra información respecto de la edad y sexo del destinatario, se realizó un promedio ponderado de 
la transferencia a partir del dataset abierto de titulares del programa.

La relación entre las CBA y CBT de niñez y adolescencia con las prestaciones permiten evidenciar la suficien-
cia en relación a un promedio y también nos habilitan. 
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Proporción de AUH (100% y 80%) sobre el costo promedio de la CBT 
de la población destinataria (0-17 años). 

Fuente: Elaboración propia en base a valores de las Canastas de GBA-INDEC y Beneficiarios AUH por edades simples-ANSES. 

En relación a la AUH, la Defensoría viene solicitando que se implementen medidas para pagar el 100% de la 
prestación en forma mensual o que al momento de la liquidación anual del 20% acumulado se pague el monto 
actualizado al valor de la prestación. En relación con este punto, resulta clave la implementación de meca-
nismos de certificación automáticos a través del cruce de bases de datos de salud y educación para ahorrar 
trabajo a las familias y a la vez contribuir a la garantía del acceso a la escuela y a los controles de salud y 
vacunación de la totalidad de las niñas, niños y adolescentes de la Argentina.

Proporción del monto de la AUH (80%) TA y mil días* sobre el costo promedio de la CBT 
de la población destinataria de 0-2; 3-5; 6-14; 15; 16-17 años.

*El Programa 1000 Días se comenzó a implementar en abril de 2022.
Fuente: Elaboración propia en base a dataset de Beneficiarios de Prestación Alimentar septiembre 2022 y Canastas Alimentaria y Total 
del INDEC.
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Proporción del monto de la TA sobre el costo promedio de la CBA de población destinataria de 0-14 años

Fuente: Elaboración propia en base a DataSet de Beneficiarios de Prestación Alimentar septiembre 2022  
y Canastas Alimentaria y Total del INDEC.

Es importante señalar que en el período informado, si bien las prestaciones recuperaron suficiencia, esta no 
alcanzó para sostener los niveles de ingresos de las familias, ya que los ingresos de los hogares provienen 
mayoritariamente del mercado de trabajo y se han visto seriamente disminuidos.

Los ejercicios de suficiencia también abonaron documentos emitidos por la Defensoría10, así como presenta-
ciones públicas, que forman parte de este informe11.

Entre otras exigencias, desde el inicio de su gestión la Defensoría ha instado a los gobiernos a ampliar la co-
bertura de la Tarjeta Alimentar a la población adolescente de hasta 17 años, lo cual fue concretado a través 
de la Resolución Nº 636/2024 del Ministerio de Capital Humano.  Entre los pedidos de la Defensora, está aún 
pendiente la implementación de un mecanismo automático de actualización del monto de la prestación que 
garantice la suficiencia de la misma.

Otro pedido de la Defensora aún vigente que se suma a los realizados en materia de eficiencia y cobertura de la 
seguridad social y políticas alimentarias es la inclusión de las y los adolescentes de 15 años a las Becas Progresar. 

Estas preocupaciones fueron expuestas por la Defensora en las presentaciones y documentos enviados a los 
legisladores de las comisiones de Familias, Niñez y Juventudes y de Previsión y Seguridad Social de la Cámara 
de Diputados de la Nación. 

•	 Presentación en la Comisión Familias, Niñez y Juventudes (Cámara de Diputados de la Nación). Abril 202412

•	 Documento “Consideraciones de la Defensora de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes sobre 
la movilidad de la Asignaciones Universal, Familiares y la Prestación Alimentar”. Marzo 202413

•	 Presentación en reunión de Comisiones de la Cámara de Diputados de la Nación. Audiencias organizadas 
por la Comisión de Previsión y Seguridad Social. Abril 2024.

10  Disponibles en https://defensoraderechosnnya.gob.ar/tipo_de_documento/pronunciamientos/ 
11  Presentaciones disponibles en https://defensoraderechosnnya.gob.ar/presentaciones-publicas/
12  Ver presentaciones en: https://defensoraderechosnnya.gob.ar/presentaciones-publicas/ 
13  Consideraciones de la Defensora de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes sobre la movilidad de la Asignaciones Universal, 
Familiares y la Prestación Alimentar, disponible en: https://defensoraderechosnnya.gob.ar/tipo_de_documento/la-gestion-en-documentos/ 
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La Defensora y el Defensor Adjunto expusieron ante las y los legisladores de la Cámara de Diputados de la 
Nación y solicitaron la inclusión de la totalidad de las niñas, niños y adolescentes en el sistema de protección 
social, tal como indica la Convención sobre los Derechos del Niño (CDN), estableciendo una nueva fórmula de 
actualización de los montos de las prestaciones (tanto de seguridad social como alimentarias) que contem-
ple el componente inflacionario y de periodicidad mensual. También se pidió tener en cuenta la necesidad de 
generar mecanismos de recupero del poder adquisitivo perdido por inflación (especialmente de los alimentos) 
durante el primer trimestre de 2024.

En relación a la Asignación Universal por Hijo (AUH) y asignaciones familiares (AAFF), se instó, por un lado, a 
que el cobro del complemento del 20% anual correspondiente a la AUH se actualice al valor del último mes del 
año retenido, al tiempo que se atienda especialmente a las AAFF que no recibieron el aumento otorgado a la 
AUH en el primer trimestre de 2024 de modo tal de garantizar que ambos importes mantengan cierta paridad. 
Reforzando un reclamo histórico de la Defensoría, se reiteró el pedido de ampliar la cobertura de la Prestación 
Alimentar de modo que alcance también a las familias con niñas, niños y adolescentes de hasta 17 años, y 
promover el aumento y sostenimiento de la suficiencia de la misma a través de un mecanismo de actualiza-
ción como el que posee la AUH y AAFF.

Estas elaboraciones de evidencia sobre ingresos en hogares con niños, niñas y adolescentes, sus condicio-
nantes, transferencias y suficiencia fueron expuestas también en el marco del evento XII Escuela Internacional 
de la Red Iberoamericana de Posgrados en Infancias y Juventudes (RedINJU), organizada por la Defensoría 
junto al Consejo Latinoamericano de Ciencias Sociales (CLACSO), la Facultad Latinoamericana de Ciencias 
Sociales (FLACSO), la Fundación Centro Internacional de Educación y Desarrollo Humano (CINDE) y la Univer-
sidad de Manizales (Colombia). 

Tarifas de servicios públicos. Impacto en familias con niños, niñas y adolescentes 

La Defensoría analiza el impacto de las tarifas de servicios públicos como parte del seguimiento de los gastos 
de los hogares donde viven niñas, niños y adolescentes.

A inicios de 2024, la Defensoría participó en las audiencias públicas convocadas por el Ente Nacional Regu-
lador de la Electricidad (ENRE) y el Ente Nacional Regulador del Gas (ENARGAS) con el objetivo de preservar 
los derechos de las niñas, niños y adolescentes en el contexto social y económico actual. Con estas inter-
venciones, sostenidas en datos y evidencias producidas para tal fin, se buscó incidir positivamente y brindar 
herramientas para la toma de decisiones conscientes de las empresas concesionarias y de política pública 
que proteja de manera integral a los hogares con niños y adolescentes de Argentina.14

En marzo, esta Defensoría se presentó ante Agua y Saneamientos Argentinos S.A. (AySA) poniendo en con-
sideración el contexto social de ajuste económico que atraviesa la población nacional, y en mayor medida la 
comprendida entre 0 y 17 años, por lo que se solicitó al Ente Regulador que actúe a los fines de amortiguar el 
impacto inflacionario en tarifas de servicios esenciales como lo son el agua y saneamiento, en los hogares de 
bajos ingresos y con tarifas sociales, que suelen ser los más afectados. Se instó a las autoridades públicas y 
concesionarias a prever la concreción de obras de infraestructura necesarias para el acceso de las familias 
con niños y adolescentes a redes de gas, electricidad, agua y cloacas. 

Ingresos y cuidados

•	 Conversatorio: Protección del derecho alimentario y cuidado integral de las niñas, niños y adolescentes. 
Realizado en la Legislatura Porteña, el 31 de julio de 2024 la Defensora participó del evento junto a Ca-
rolina Aulicino, Oficial de Políticas Sociales de UNICEF; Agustina Correa, del equipo jurídico del Equipo 
Latinoamericano de Justicia y Género -ELA-; y Sol Prieto, investigadora del CONICET. 

14  Ver en https://defensoraderechosnnya.gob.ar/tipo_de_documento/la-gestion-en-documentos/
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La Defensora enfatizó su apoyo al proyecto de un fondo de garantía para que el Estado pueda garantizar a 
niñas y niños en la Ciudad de Buenos Aires una cuota alimentaria a quienes no la reciben, basado en el índice 
de crianza, y que a su vez el mismo Estado accione contra el progenitor deudor.

Para esta participación se realizó un análisis comparado de los proyectos legislativos en debate y reunió la 
evidencia disponible sobre cuota alimentaria, ingresos, desigualdad y políticas de cuidado en la Ciudad Autó-
noma de Buenos Aires. 

Acción judicial por la regresividad alimentaria y nutricional en el ámbito de los comedores  
y merenderos comunitarios

A poco tiempo de iniciada su gestión, el Gobierno Nacional suspendió la entrega de alimentos en especie a 
comedores y merenderos comunitarios, con el pretexto de la existencia de irregularidades en los procedimien-
tos de adquisición y distribución de los productos, y cuestionando la existencia misma de aquéllos espacios. 

A partir de un relevamiento efectuado en todo el país, y tras haberse constituido personalmente en distintos 
espacios del Gran Buenos Aires, desde la Defensoría se identificaron más de doscientos comedores y meren-
deros comunitarios que brindaban menos y/o peores raciones a las niñas, niños y adolescentes que asisten a 
esos espacios, o que retiran de allí sus viandas. En sintonía con los relevamientos efectuados por el Observa-
torio de la Deuda Social y otros organismos públicos y privados, la Defensoría demostró que una importante 
cantidad de niñas y niños cubren o complementan sus ingestas diarias recomendadas en los comedores y 
merenderos, incluso a pesar de percibir la Tarjeta Alimentar o la Asignación Universal por Hijo, insuficientes 
para dicho fin. Por ello, la interrupción de la entrega de alimentos y la consiguiente eliminación o merma de los 
servicios alimentarios comunitarios, comporta una situación de regresividad prohibida por el derecho interna-
cional de los derechos humanos, la Constitución Nacional y las leyes 26.061 y 25.724.

En ese contexto, en el mes de febrero de 2024 la Defensoría reclamó por vía judicial que se ordene al Ministe-
rio de Capital Humano reanudar la entrega de alimentos a los comedores y merenderos, denunciando un caso 
gravísimo de regresividad en materia alimentaria y nutricional.

El juez de primera instancia rechazó la petición en un plazo injustificadamente irrazonable, ya que habían 
transcurrido más de cinco meses desde que fuera promovida la causa. En el texto de su decisión, sostuvo 
que el derecho vigente no amparaba la pretensión de la Defensoría, soslayando los explícitos mandatos que 
emergen del art. 2º de la ley 25.724, la Resolución Nº8/2020 del ex-Ministerio de Desarrollo Social y el derecho 
internacional de los derechos humanos.

Durante el prolongado trámite de primera instancia, el Ministerio de Capital Humano adjuntó fotografías y do-
cumentación que forman parte del expediente, dando cuenta de la presencia de toneladas de alimentos en es-
pecie arrumbados en dos galpones de ese organismo, ubicados en las localidades de Villa Martelli (provincia 
de Buenos Aires) y Tafí Viejo (provincia de Tucuman), en los que ese organismo realiza el acopio de las merca-
derías y productos que adquiere, y desde los que se realizaba su distribución. Esta circunstancia desencadenó 
las actuaciones penales en las que se investiga el incumplimiento de sus deberes por parte de funcionarias y 
funcionarios de dicho Ministerio, y se requirió la distribución inmediata de los alimentos guardados.

A comienzos del mes de agosto de 2024, la Sala IV de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso 
Administrativo Federal confirmó el rechazo de la petición cautelar, aunque por otros argumentos que jamás 
habían formado parte del contencioso. Para entonces, otro Juez había certificado un amparo colectivo -pro-
movido por organizaciones sociales- con un objeto análogo, en el marco del cual dictó medidas cautelares. 
Desoyendo las argumentaciones concordantes de la Defensoría, la Sala IV afirmó que la petición oportuna-
mente realizada se encontraba alcanzada por las medidas cautelares dictadas en el otro expediente. Por ese 
motivo, concluyó que el reclamo de la Defensoría se había tornado “insubsistente”.

En desacuerdo con tal interpretación, a principios del mes de octubre la Defensoría llevó su reclamo a la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación, argumentando que en ninguna causa judicial se ordenó la reanudación de 
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la entrega de alimentos a los comedores y merenderos comunitarios, circunstancia que se comprueba por la 
inexistencia de efecto alguno derivado de la medida cautelar dictada en el otro expediente, a pesar de encon-
trarse firme. En función de ello, se denunció la violación del derecho a la tutela judicial efectiva, a la protección 
especial y a la alimentación de las niñas y niños, que continúan recibiendo peores o menos raciones desde 
que el Ministerio de Capital Humano decidió desarticular las políticas públicas de apoyo a los comedores y 
merenderos comunitarios, desconociendo el rol que éstos desempeñan como redes de contención -confor-
me las Directrices voluntarias de la FAO- y desoyendo lo previsto en el último párrafo del artículo 7 de la Ley 
26.061, que ordena a los organismos del Estado “asegurar políticas, programas y asistencia apropiados para 
que la familia pueda asumir adecuadamente” el cuidado de las niñas y los niños.

Al momento de redacción de este Informe, se encuentra pendiente de decisión el recurso directo presentado 
a la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Seguridad Alimentaria

Relevamiento del estado de situación de la Ley de Etiquetado Frontal

La Defensoría realizó un relevamiento respecto al estado de situación de la Ley Nacional 27.492, conocida 
como “de etiquetado frontal”. Se trabajó sobre cuatro situaciones:

•	 Provincias con Ley provincial de adecuación sancionada: Chaco, Chubut, Corrientes, La Rioja, Neuquén, 
Río Negro, Salta, Tierra del Fuego.

•	 Provincias con Proyecto de Ley con estado parlamentario: Catamarca, Córdoba, Entre Ríos.

•	 Provincias con Proyecto de Ley sin estado parlamentario: Buenos Aires, Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, Jujuy, La Pampa, Mendoza, Santa Fe.

•	 Provincias sin adhesión jurisdiccional: Formosa, Misiones, San Juan, San Luis, Santa Cruz, Santiago del 
Estero, Tucumán.

Relevamiento de comedores comunitarios y escolares

Durante el mes de marzo se realizó un monitoreo de la situación de los comedores de todo el país, a efectos de 
que puedan ser tenidos en cuenta en la presentación de medida cautelar de la Defensora y el Defensor Adjunto 
ante el Ministerio de Capital Humano.
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Educación

La educación es uno de los ejes de trabajo que la Defensoría marcó como centrales al inicio de su gestión y, 
tal como expresó en múltiples oportunidades, el ejercicio de este derecho es la puerta de acceso a la garantía 
de otros como la salud, la alimentación, y la prevención de las violencias. 

Durante 2024 se profundizó el seguimiento de los principales indicadores en relación con la continuidad edu-
cativa de manera transversal a todos los niveles obligatorios, y se realizó un monitoreo de algunas problemá-
ticas definidas como prioritarias para cada nivel en particular. 

Como parte del trabajo continuo en el monitoreo de los temas educativos se promovieron reuniones con los 
nuevos funcionarios/as de la Secretaría de Educación del Ministerio de Capital Humano de la Nación.

- Reunión con el Director Nacional de Inclusión y Extensión Educativa de la Secretaría de Educación 
de la Nación. El encuentro permitió la presentación con las nuevas autoridades del área, comprender 
la reorganización institucional emprendida en la actual Secretaría de Educación e intercambiar acer-
ca de los programas de interés y monitoreo de la Defensoría.

La reunión permitió también obtener información acerca del Programa Vouchers Educativos y sobre la 
distribución universal y gratuita de libros, el cumplimiento de la jornada extendida y la continuidad de 
otras líneas de becas vigentes y las políticas que estaban bajo la Dirección de Educación para los Dere-
chos Humanos, Género y Educación Sexual Integral (ESI). 

Participación en evento académico

•	 1er Congreso de Educación “Identidad, desafíos y futuro”. Municipio de San Martín

La Defensora participó en agosto del Primer Congreso de Educación “Identidad, desafíos y futuro” organizado 
por el Municipio de San Martín (Provincia de Buenos Aires). Su exposición se inscribió en la Mesa “Desafíos de 
la inclusión educativa”, en diálogo con referentes de UNICEF y de la Universidad Nacional de San Martín (UN-
SAM). Allí enfatizó en la importancia de comprender a la escuela como factor de protección de los derechos 
de las niñas, niños y adolescentes, y de atender a la continuidad educativa considerando las especificidades 
de cada nivel educativo y el conjunto de condiciones que desde el Estado se deben garantizar para el ejercicio 
efectivo del derecho a la educación, cumpliendo con el calendario escolar obligatorio. Para ello, resulta funda-
mental contar con el financiamiento oportuno y adecuado y con la decisión política de otorgar a la educación 
un lugar central en las agendas de los respectivos gobiernos.

Seguimientos estadísticos

El SInIDE es un tema de especial interés de la Defensoría, quien desde 2020 impulsa su funcionamiento y 
actualización regular en pos de contar con un sistema nominal que permita disponer de información sobre 
las trayectorias escolares de niños, niñas y adolescentes e intervenir de manera informada y oportuna ante 
situaciones concretas.

Mesa de trabajo con la Dirección de Información y Estadística Educativa. Se promovió una reunión para dar 
continuidad a la mesa iniciada en 2023. Además, en el encuentro se indagó acerca de la situación y avances 
en la implementación del Sistema Integral de Información Digital Educativa (SInIDE), particularmente en sus 
dos componentes principales: el Sistema de Gestión Escolar y la Base Nacional Homologada. 

Como parte de la elaboración de diagnósticos y seguimientos se procesaron y sistematizaron los datos del 
Anuario Estadístico 2023 y del Censo de Población, Hogares y Vivienda (2022); que permitió actualizar la in-
formación sobre indicadores educativos en todos los temas de interés de la Defensorìa que forman parte de 
este informe. 



  Informe Anual 2024    85   

La educación en las provincias

•	 Pedidos de informe a las jurisdicciones. En el mes de julio de 2024, la Defensoría emitió pedidos de infor-
mes a los gobiernos provinciales sobre algunos pilares que es preciso garantizar para el cumplimiento 
efectivo del derecho a la educación de todas las infancias y adolescencias, contemplando las particulari-
dades de cada uno de los niveles y modalidades, y de los territorios.

La información solicitada apuntaba a conocer en profundidad lo relativo a:

•	 El cumplimiento de días de clase previstos para el calendario escolar 2024, según lo declarado en la Res. 
CFE N° 451/23; 

•	 Los avances en el Plan Jurisdiccional de Alfabetización (Res. CFE N°471/24); 

•	 La implementación de la extensión de la jornada Programa “Una hora más” (Res. CFE N°426/22); 

•	 Las políticas para la transformación de la escuela secundaria y el fortalecimiento de las trayectorias edu-
cativas. 

Al cierre de este informe se cuenta con respuestas de 11 provincias y se está dando seguimiento a las mismas 
y organizando reuniones de trabajo con las autoridades respectivas.

•	 Reuniones bilaterales con autoridades educativas jurisdiccionales para conocer con mayor profundidad el 
estado de situación respecto de los temas consultados en el pedido de informe, y sumar algunas proble-
máticas emergentes según el caso, a partir del diálogo directo con funcionarios y funcionarias de áreas 
sustantivas de los respectivos ministerios. 

Entre agosto y octubre, se mantuvieron encuentros virtuales con autoridades y funcionarias/os del sector 
educativo para conocer la diversidad federal.

Provincia de Tucumán

27 de agosto de 2024

Encuentro virtual con la Directora de Planeamiento y Calidad Educativa 
del Ministerio de Educación. Se sumaron, además, otras áreas del Minis-
terio de Educación:

-	 Secretaría de Educación;

-	 Dirección de Educación Primaria;

-	 Dirección de Educación Secundaria;

-	 Dirección de Escuelas Privadas.

Provincia de Río Negro

1 de octubre de 2024

Reunión virtual con la Directora General de Educación del Ministerio de 
Educación y Derechos Humanos de Río Negro.

Provincia del Chaco

2 de octubre de 2024

Reunión virtual con la Subsecretaría de Educación del Ministerio de Edu-
cación de Chaco.

Provincia de Jujuy

9 de octubre de 2024

Reunión virtual con la Secretaría de Planeamiento Estratégico Educativo 
del Ministerio de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología de Jujuy.
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Seguimientos específicos por nivel educativo

Además de las acciones vinculadas con diversas líneas de políticas que promueven la continuidad educativa, 
se realiza el seguimiento específico a temas priorizados para cada nivel. 

En relación con el nivel inicial, y en pos de dar seguimiento a la oferta y la cobertura, se analizaron los resul-
tados del Censo 2022, atendiendo a las tasas de asistencia por edad (0-5 años) y por jurisdicción, a fin de 
identificar las disparidades interjurisdiccionales, en especial, en las edades no obligatorias (0-3) y a medida 
que los niños/as son más pequeños/as. 

Niñas y niños de 0 a 5 años por condición de asistencia escolar por edad. Año 2022

Fuente: Censo de población, Hogares y viviendas 2022. 

Respecto del nivel primario, se realizó en particular el seguimiento del Plan Nacional de Alfabetización y de 
los respectivos planes jurisdiccionales aprobados por el Consejo Federal de Educación (Res. N° 471/24), en el 
marco de la preocupación más amplia por los aprendizajes como dimensión central del derecho a la educación. 

El análisis de los planes presentados permitió ver que todos los gobiernos provinciales priorizan la alfabeti-
zación inicial en el nivel primario y justifican sus intervenciones y prioridades en función de los resultados de 
las pruebas estandarizadas nacionales y jurisdiccionales. La mayoría propone también objetivos e iniciativas 
para otros niveles educativos. Todas las jurisdicciones desarrollan intervenciones en el nivel primario: 5 con-
centran sus estrategias en este nivel (Buenos Aires, Catamarca, Santa Cruz, Santa Fe, Santiago del Estero); 
otras 4 en Inicial y Primario (Neuquén, Salta, San Juan y Tierra del Fuego); y 15 en los tres niveles obligatorios. 
El alcance y la cobertura varía según las decisiones jurisdiccionales.

En el nivel secundario la Defensoría da seguimiento específico a las políticas que promueven el fortalecimien-
to de las trayectorias educativas, procurando disminuir el desgranamiento y propiciar el egreso de las y los 
estudiantes. En el período informado se continuó el seguimiento al Programa de Becas Progresar cuya am-
pliación de cobertura a adolescentes de 16 y 17 años fue una incidencia de la Defensoría en 2022. Se llevaron 
a cabo audiencias con las autoridades nacionales para relevar información sobre la modalidad de gestión y el 
universo de becarios/as, al tiempo que a partir de los datos se plantearon solicitudes de la Defensoría para la 
mejora de la suficiencia del programa, la ampliación de la cobertura y la incorporación progresiva de adoles-
centes de 15 años, tal como lo establece la Ley nacional N° 27.72615. Para sumar a la difusión y generación de 
evidencia, la Dirección de Investigación Aplicada elaboró la Infografía sobre el Programa de Becas Progresar 
como herramienta que visibiliza el proceso de seguimiento y acciones de incidencia que desde esta Defenso-
ría se realizaron sobre la cuestión.16

15  Acceso al texto completo de la Ley Nº 27726/2023 de creación del Programa de Respaldo a Estudiantes de Argentina (PROGRESAR) 
en https://www.argentina.gob.ar/normativa/nacional/ley-27726-391364
16  En https://defensoraderechosnnya.gob.ar/infografias/
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También se relevaron y sistematizaron las propuestas de transformación de la escuela secundaria a través 
del pedido de informe a las autoridades educativas jurisdiccionales y la organización de reuniones bilaterales 
para profundizar sobre el estado de situación. 

De la información relevada a través de informes oficiales, académicos, de organismos especializados y de 
lo detallado por las autoridades provinciales en las respuestas recibidas, es posible advertir que todas las 
provincias están llevando adelante propuestas de transformación de la escuela secundaria, con diverso alcan-
ce, sobre distintas dimensiones (organización institucional, puesto de trabajo docente, régimen académico, 
diseño curricular) en el marco de los acuerdos federales aprobados al respecto luego de la extensión de la 
obligatoriedad escolar establecida por la Ley de Educación Nacional en el año 2006. Al cierre de este informe 
se continúa el trabajo de seguimiento, análisis y acciones destinadas a acompañar estos procesos.

Alfabetización 

Luego del análisis de los planes nacional y jurisdiccionales de alfabetización ya mencionados, la Defensoría 
realizó acciones públicas y emitió documentos al respecto.

•	 Conversatorio “Políticas de alfabetización y derecho a la educación: Propuestas recientes y perspectivas 
en disputa”, organizado entre esta Defensoría y el Departamento de Ciencias de la Educación de la Facul-
tad de Filosofía y Letras de la Universidad de Buenos Aires (UBA). 

El Conversatorio, realizado en el mes de julio en la Facultad de Filosofía y Letras (UBA), contó con la presen-
cia de Mirta Torres, Directora Provincial de Educación Primaria (DGCyE), provincia de Buenos Aires; Mirta 
Castedo, Profesora Emérita de la Universidad Nacional de La Plata; y Flavia Terigi, Rectora de la Universidad 
Nacional de General Sarmiento y Profesora de la Facultad de Filosofía y Letras (UBA); y con los comentarios 
de Delia Lerner, Profesora Consulta de la Facultad de Filosofía y Letras (UBA). Cada una de ellas aportó su 
mirada respecto de la Política Nacional de Alfabetización y de los planes jurisdiccionales, en función de sus 
experiencias profesionales y académicas vinculadas a la cuestión. 

La Defensora destacó su posicionamiento sobre la necesidad de contar con una escuela abierta, con las y 
los docentes capacitados, formados y bien pagos y con una infraestructura digna a todo lo largo y ancho del 
país. Respecto del Plan Nacional de Alfabetización dio cuenta de la importancia que se convierta en cuestión 
priorizada en la agenda educativa, resultando fundamental atender a las particularidades y desigualdades 
regionales. 

Esta participación permitió a esta Defensoría estrechar vínculos con una institución productora de conoci-
miento y con especialistas del campo político-educativo para profundizar sobre los enfoques didácticos, psi-
cológicos y epistemológicos que fundamentan el diseño de las políticas en curso. 

•	 Pronunciamiento Nº 24. Derecho a la educación y política de alfabetización. Condiciones para su garantía. 
Octubre 202417.

De los intercambios generados a partir de la participación en el Conversatorio realizado en la Facultad de Filo-
sofía y Letras, y en función del análisis del “Plan Nacional de Alfabetización” y de los respectivos Planes Juris-
diccionales aprobados por el CFE (Res. CFE N° 471/24), se elaboró el documento público que retoma planteos 
que la Defensoría sostiene desde el inicio de su gestión y plantea dimensiones que deben ser atendidas para 
promover la garantía efectiva del derecho a la educación. Asimismo, reconoce la importancia de tomar a la 
alfabetización como cuestión en la agenda político-educativa, al tiempo que, considerando el diagnóstico de 
partida, advierte sobre las condiciones que el Estado en sus diferentes niveles de gobierno debe promover 
para que las niñas, niños y adolescentes accedan a los aprendizajes a los que tienen derecho de manera opor-
tuna y situada, entre ellos, a la alfabetización. 

17  Ver en https://defensoraderechosnnya.gob.ar/tipo_de_documento/pronunciamientos/ 
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Comedores Escolares

La Defensoría ha dado seguimiento al funcionamiento de los comedores escolares desde el inicio de su ges-
tión. Especialmente en la pos pandemia y la vuelta a la preparación de comidas con alimentos frescos. 

En el periodo informado y atendiendo al particular escenario socioeconómico que muestra el crecimiento de 
los niveles de pobreza e indigencia, en especial, en la población de niños, niñas y adolescentes, la Defensoría 
profundizó el seguimiento a la situación de los comedores escolares atendiendo además del acceso a la ca-
lidad de los alimentos.

Se solicitó información a la Dirección de Información y Estadística Educativa de la Secretaría de Educación 
del Ministerio de Capital Humano sobre la cantidad de alumnos y alumnas que reciben servicio alimentario 
gratuito en las escuelas, y a partir del procesamiento de los datos recibidos, se publicó la Nota técnica Nº 2, 
poniendo a disposición el trabajo realizado; que a su vez forma parte del proceso de generación de informa-
ción para la incidencia sobre el tema. 

Se informa, en base al Relevamiento Anual (RA) 2023, que el 87% de las escuelas de gestión estatal de los 
tres niveles ofrecen algún tipo de servicio alimentario, con variaciones significativas entre jurisdicciones. El 
servicio más común es el desayuno/merienda, que alcanza a cubrir a la mitad del alumnado. 

Porcentaje de escuelas que brindan servicio alimentario gratuito por provincia. 
Educación común. Total país. Año 2023

Fuente: elaboración propia en base al Relevamiento Anual 2023

El análisis de los servicios alimentarios gratuitos por niveles, tipo de gestión y jurisdicción tiene como objeti-
vos monitorear el cumplimiento efectivo de la Ley PAS, especialmente en lo que respecta al Capítulo IV (arts. 
11 y 12) dedicado a la promoción de la alimentación saludable en los establecimientos educativos e identifi-
car obstáculos, dificultades y buenas prácticas que permitan elaborar recomendaciones para contribuir a la 
implementación de la mencionada norma. Esto, en línea con el eje de trabajo de la Defensoría  vinculado a se-
guridad alimentaria y alimentación saludable (y que se desarrolla con mayor detalle en el apartado siguiente). 
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Relevamiento de la situación educativa

Durante el mes de marzo se recabó información en todas las jurisdicciones del país respecto al comienzo de 
las clases.  El relevamiento se realizó con una estrategia múltiple de búsqueda de información, consistente 
en la combinación de entrevistas a referentes del campo educativo (ministerios, secretarias, subsecretarias, 
direcciones de los gobiernos provinciales y contacto no fueron de tipo presenciales, a través de mensajes 
telefónicos y de Whatsapp, videoconferencias y reuniones virtuales. 

•	 En cada provincia se relevaron:

•	 Nombres de las nuevas autoridades ministeriales

•	 Fechas, en todos los niveles y modalidades, de inicio y fin del ciclo lectivo, y del período de vacaciones.

•	 Situación de los comedores escolares

•	 En función de la disponibilidad para ofrecer respuestas, se identificaron otras cuestiones tales como:

•	 infraestructura escolar;

•	 aspectos gremiales (salarios, paritarias, situación de docentes auxiliares integradores-DAI)

•	 existencia o no de subsidios de transporte (boleto escolar)

•	 Los temas más complejos fueron en todas las jurisdicciones la cuestión salarial docente, la falta de 
alimentos en los comedores (que en algunos casos fue suplido con financiamiento provincial), y los 
subsidios de transporte para docentes y estudiantes. 

Informe: La educación secundaria, principales problemáticas y desafíos actuales

En el contexto de reorganización de las políticas y del financiamiento educativo, el informe pone el foco en 
las principales problemáticas y desafíos del efectivo cumplimento del derecho a la educación secundaria. 
Considera la cobertura de la educación obligatoria, la distribución de la oferta educativa en todo el territorio 
nacional, su equipamiento (conectividad de las escuelas), las trayectorias educativas, la efectiva terminalidad 
del nivel y los aprendizajes adquiridos cruzando distintas fuentes de datos (Relevamiento Anual, Censos Po-
blacionales, Encuestas de Hogares, Evaluaciones de Desempeño). Se analiza además la inversión educativa 
del gobierno nacional, de los gobiernos provinciales y los principales programas nacionales destinados a las 
escuelas y los estudiantes secundarios considerando su alcance (metas físicas y financieras). También que-
dan planteados algunos desafíos vigentes para garantizar el derecho de la educación secundaria de todas y 
todos los adolescentes, en el contexto de redefinición de las políticas de financiamiento de la educación. 

Entre los principales resultados del reporte se observan en el período analizado claros avances en el derecho 
efectivo al acceso a la educación secundaria para el conjunto de las y los adolescentes, desde su inclusión 
como parte de la educación obligatoria en la Ley de Educación Nacional del año 2006. 
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Evolución de la tasa neta de escolarización del nivel secundario. Educación común, especial y de 
jóvenes y adultos. Años 1980-2022

Fuente: Elaboración propia en base a Tasas de escolarización 2011 – 2022 – Relevamientos Anuales 2011 al 2022 – Red-FIE.DIE – Esti-
maciones y proyecciones de población 2010 – 2040 – INDEC

Una escuela secundaria más inclusiva presenta, no obstante, desafíos en relación a la terminalidad del nivel 
en el tiempo teórico esperado, a los aprendizajes adquiridos y los objetivos pedagógicos. En cuanto a la ter-
minalidad del nivel, el momento más crítico, evidenciado por la tasa de abandono y distribución de matrícula 
por año de estudio, ocurre en el ciclo superior de la secundaria (entre los 15 y 17 años), al que llegan muchas 
chicas y chicos con sobreedad luego de haber pasado por procesos de repitencia, situación que impacta más 
fuertemente en aquellos que provienen de hogares más vulnerables. 

Tasa de abandono interanual por año de estudio. Nivel secundario. Año 2022

Fuente: Elaboración propia en base al Relevamientos Anuales 2021  y 2022. Red-FIE.DIE.  Ministerio de Educación de la Nación. 
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En relación con los aprendizajes adquiridos, se registra un porcentaje alto de estudiantes con desempeño “por 
debajo del básico” en Lengua y Matemática en las últimas evaluaciones Aprender: 2 de cada 10 estudiantes 
de secundaria en el último año tuvieron ese desempeño en lengua, mientras que en matemática fueron 5 de 
cada 10 estudiantes.
Desde la sanción de la Ley de Financiamiento Educativo en el año 2006, que establece un 6% del PIB entre 
la suma de la inversión nacional y provincial, sólo en 2015 se ha alcanzado el piso mínimo de inversión en 
educación establecido por la normativa. En el período 2016-2019 se observa un descenso sostenido de la 
inversión educativa, una recuperación en 2020 (el indicador fue afectado por la caída del PIB en pandemia) 
y, entre 2021 y 2022 -últimos años para los cuales se cuenta con información de las provincias- un aumento 
de la inversión como proporción del PIB en ambos niveles de gobierno. Para el análisis de la inversión de la 
Nación, es posible incorporar lo ocurrido en el año 2023 -del que no se posee información a nivel provincial-, 
en el cual se consolida el sendero de crecimiento continuo de las partidas educativas a partir del año 2019, 
aunque sin alcanzar los del año 2015. Para el año 2024, si bien al momento de elaboración de este reporte 
no se encuentra finalizado, se espera una reducción del peso de la inversión educativa nacional sobre el PIB, 
condicionada por una menor inversión real en la mayoría de los programas nacionales. 

Si se considera el crédito asignado a los programas de la función Educación al 13/09/2024, se observa una 
inversión equivalente al 0,86% del PIB, aproximadamente un 40% inferior al 1,41% del PIB del año 2023. Parte 
de la reducción se explica por la decisión de discontinuar el FONID, que en 2023 tuvo una magnitud cercana al 
0,2% del PIB y resultaba una política de alta incidencia en los salarios docentes. También influyó negativamen-
te la reducción en la inversión en becas estudiantiles, equipamiento e infraestructura escolar y en programas 
de calidad educativa, observada durante los primeros ocho meses de 2024. 

La ampliación desde el año 2022 del alcance de las Becas Progresar a las y los adolescentes de 16 y 17 años, 
para que reanuden y/o concluyan sus estudios de la educación obligatoria, alcanzó al 44% de la población de 
esa franja etaria en agosto de 2023. La reanudación de la convocatoria de las Becas Progresar en el año 2024, 
bajo una nueva gestión de gobierno, registró una merma en la cantidad de inscriptos de alrededor del 40% 
al momento de elaboración del presente reporte. Por otra parte, su valor se mantuvo constante entre agosto 
2023 y septiembre 2024, a pesar de la significativa aceleración inflacionaria registrada en el periodo. Entre los 
meses de enero y agosto de 2024, la inversión ajustada por inflación, en esta política específica, cayó aproxi-
madamente al 67% en comparación con el mismo período de 2023.

Desde el año 2020 la inversión educativa en el Programa Conectar Igualdad fue en aumento, alcanzando un 
máximo en el 2022, momento en que incorporó nuevamente la distribución de una computadora a cada uno 
de los estudiantes y docentes secundarios de escuelas estatales “con el fin de reducir las brechas digitales, 
educativas y sociales en toda la extensión de nuestro país” (Decreto 11/2022). De acuerdo con la información 
suministrada por la Oficina Nacional de Presupuesto en su informe de metas físicas, el gobierno nacional 
entregó 59.432 netbooks en 2021, ascendiendo a 552.177 equipos en el año 2022 y 575.975 en el 2023. Para 
el año 2024, la provisión de equipamiento a escuelas y estudiantes, así como la inversión en infraestructura, 
tuvo una interrupción en el marco de una decisión de recortar ciertas partidas. En el período enero-agosto de 
2024, los programas de Infraestructura y Equipamiento y Conectar Igualdad tuvieron una ejecución más baja 
que en los mismos meses de 2023 incluso en valores nominales: perdieron contra la inflación 97% y 87% res-
pectivamente. Para el año 2025, el Proyecto de Ley de Presupuesto presentado al Congreso por el gobierno 
nacional no contempla una partida para el programa Conectar Igualdad.
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Salud

El derecho a la salud involucra un estado de bienestar físico, mental y social de las personas. Es necesario 
garantizar el acceso de las niñas, niños y adolescentes a servicios de salud de calidad. Para el abordaje de 
este tema en particular, en el periodo informado se realizaron Mesas de trabajo con representantes de la Orga-
nización Mundial de la Salud y Pan Am Health Organization (OMS y OPS/PAHO, respectivamente), la Sociedad 
Argentina de Pediatría (SAP), la Fundación Interamericana del Corazón (FIC Argentina) y el Ministerio de Salud 
de la Nación Argentina. 

Durante 2024, además de la Ley de Promoción de la Alimentación Saludable y el Plan 1000 Días se realizó 
el seguimiento a cuestiones de implementación y efectivización de la Ley Nacional Nº 26657/2010 de Salud 
Mental, al Calendario Nacional de Vacunación de la población infantil y adolescente, a la crisis por falta de 
disponibilidad de pediatras, y al estudio de las causas de mortalidad en la población de 0 a 17 años.

Convenio Marco de la Defensoría con la Sociedad Argentina de Pediatría (SAP)

El 8 de abril, la Defensora participó de una reunión con las nuevas autoridades de la SAP, el presi-
dente Dr. Miguel Indart de Arza y otros miembros de la Comisión Directiva. Allí se ratificó el conve-
nio vigente entre ambas instituciones y se puso en común la planificación de una agenda conjunta 
de trabajo para 2024.

En base a ella, durante el año se llevaron a cabo de manera conjunta las siguientes actividades: 
Campaña en redes sociales sobre el acoso escolar “Para lograr una convivencia sin violencia en las 
aulas, desde el mundo adulto debemos alentar el buen trato” (3 de abril);

•	 Campaña en redes sociales por la Semana de Vacunación en las Américas de la Organización 
Panamericana de la Salud (OPS Argentina) con el objetivo de promover la equidad y el acceso 
a la vacunación en todos los países de la región (26 de abril);

•	 Conversatorio “Entornos escolares saludables. Experiencia internacional y federal” informado 
más arriba;

•	 Participación de esta Defensoría en el 14º Congreso de Pediatría Social y Derechos del Niño de la 
SAP junto al Dr. Mario Róvere, médico sanitarista y Director Provincial de la Escuela de Gobierno en 
Salud “Floreal Ferrara” (17 de septiembre). En ese marco, expuso en el panel “Políticas públicas, 
situación de salud y condiciones de vida de las niñas, niños y adolescentes” sobre el proyecto del 
Poder Ejecutivo Nacional que busca bajar la edad de responsabilidad penal a los 13 años y seña-
ló “...actualmente nos encontramos ante una nueva embestida de baja de la edad de punibilidad”. 
En su intervención, la Defensora solicitó ser precisos con el uso de estadísticas informadas 
“sobre las que se asienta el Proyecto”, recordando que actualmente la Argentina tiene estable-
cida la responsabilidad penal en 16 años “una de las más altas y [sin embargo] con los índices 
de criminalidad más bajos de la región”.

•	 Solicitud de audiencia conjunta a las autoridades del Ministerio de Salud de la Nación, por los 
nuevos datos que reconocen una alarmante baja de coberturas de las vacunas de calendario 
nacional obligatorio.

•	 II Convocatoria a la Mesa de Diálogo por la Crisis en la Disponibilidad de Pediatras. Informada 
más abajo.
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En julio de 2024, la Defensoría mantuvo una reunión de trabajo con autoridades del Ministerio de Salud 
de la Nación:

•	 Directora Nacional de Salud Mental y Consumos Problemáticos

•	 Abogada de la Dirección Nacional de Salud Mental y Consumos Problemáticos

•	 Directora Nacional de Talento Humano y Conocimiento

•	 Director de Estadística e Información en Salud, 

•	 Director Nacional de Epidemiología e Información Estratégica, 

Se pusieron en común preocupaciones y diagnósticos sobre temas como disponibilidad de pediatras, 
vacunación, elaboración de estadísticas y salud mental especialmente las adicciones vinculadas al 
juego y apuestas en línea. 

Vacunación

La vacunación es la estrategia disponible más segura y eficaz para prevenir enfermedades infecciosas y dis-
minuir sus complicaciones en niñas, niños, adolescentes y sus familias, asegurando la salud y la posibilidad 
de continuar con sus actividades educativas, deportivas, sociales, lúdicas, entre otras. 

La Ley N° 27491/2018 de Control de Enfermedades Prevenibles por Vacunación establece que las vacunas 
son obligatorias, gratuitas y un bien social, y tiene por objetivo garantizar un mayor acceso y equidad a todas 
las vacunas que componen el Calendario Nacional de Vacunación (CNV). Para sostener la eliminación de las 
enfermedades inmunoprevenibles en el país y en la región, es fundamental mantener coberturas de vacu-
nación mayores o iguales al 95% y un sistema de vigilancia sensible capaz de detectar y contener en forma 
oportuna las posibles importaciones18.

Durante 2024 para monitorear y supervisar el cumplimiento de dichas garantías, además del trabajo conjunto 
con la SAP, a partir de la información oficial publicada por el Ministerio de Salud de la Nación, se elaboró evi-
dencia sobre la cobertura de vacunación de niñas, niños y adolescentes en el país. 

Estos seguimientos permiten sostener que, observando dinámicas similares al resto de los países de la re-
gión, la pandemia tuvo un impacto altamente negativo sobre las coberturas de vacunación argentina, regis-
trando un descenso promedio de 10 puntos en todas las vacunas con respecto al período 2015-2019, con una 
recuperación en 2022 y vuelta a caer en 2023.

Los gráficos de cobertura de vacunas en el año 2023 que señalan en rojo nivel crítico (menor al 70%), en ama-
rillo nivel mediano (entre el 70 y el  95%) y en verde cobertura óptima (del 95% o más) muestran que ninguna 
vacuna llega a los niveles optimos de cobertura y que la mitad de las vacunas reportadas se ubican en niveles 
críticos, lo cual representa un riesgo sanitario para la población.

18  Disponible en https://www.argentina.gob.ar/salud/activavacunas/informacion-para-equipos-de-salud 
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Coberturas de vacunas de calendario total país 202319

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos de coberturas de vacunación del Ministerio de Salud de la Nación.

A fin de analizar la heterogeneidad de la cobertura en las diferentes regiones del país, en el mes de octubre se 
realizó un pedido de informes a cada una de las carteras de salud de las 23 provincias y de la Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires. El pedido solicita información sobre el nivel de cobertura del CNV, las estrategias para 
promover el cumplimiento del CNV -incluyendo la vacunación en escuelas, campañas-, la implementación de 
estrategias de vacunación contra el dengue para el año 2024 y 2025 y otras medidas de prevención de la en-
fermedad viral transmitida por el mosquito aedes aegypti.

La Defensoría trabajó en la producción de campañas informativas promoviendo el cumplimiento del Calenda-
rio Nacional de Vacunación y advirtiendo sobre los riesgos de no acompañar los ciclos de vida con la inmu-
nización y campañas de vacunación correspondientes, exigiendo al Estado la disponibilidad de las vacunas e 
interpelando al mundo adulto a facilitar la inmunización de las niñas, niños y adolescentes.

 

19  La información completa sobre cobertura de vacunación está disponible en la sección “Producción de evidencia” de la web en https://
defensoraderechosnnya.gob.ar/produccion-de-evidencia/ 
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Campañas comunicacionales de difusión en salud

Durante el período 2024 se llevó adelante la difusión de:

•	 Campaña “Vuelta al cole” (marzo). Piezas para web y RRSS por inicio del ciclo lectivo;

•	 Campaña “22° Semana Anual de Vacunación en las Américas -SVA- y la 13° Semana Mundial de la Inmuni-
zación -SMI-” bajo el lema “Actúa ahora para proteger tu futuro #Vacúnate (20 al 27 de abril). Publicación 
para RRSS junto a las Organización Panamericana de la Salud (OPS) y Sociedad Argentina de Pediatría 
(SAP);

•	 Campaña de concientización contra el bullying en el marco del “Día internacional contra el acoso escolar” 
(2 de mayo). Producción de tres videos cortos (spots) en conjunto con la SAP:

•	 Piezas de difusión en RRSS para promover la vacunación contra la gripe (julio) informando su gratuidad y 
exigiendo al Estado su aplicación en todos los vacunatorios y hospitales públicos del país.

•	 Campaña “Semana Mundial de la Lactancia Materna” (1 al 7 de agosto) en conjunto con la SAP. Acción 
global coordinada por la Alianza Mundial para la Acción de Lactancia Materna (WABA, en inglés) buscando 
fortalecer medidas de protección, promoción y apoyo al derecho a la lactancia materna en toda la Región de 
las Américas. La edición 2024 lleva el lema “Disminuyamos la brecha, apoyemos la lactancia entre todos”.

Salud sexual y reproductiva

En el período informado se focalizó en el seguimiento de la salud sexual y reproductiva de las y los adolescen-
tes, especialmente en la continuidad del Plan ENIA, la fecundidad y la Educación Sexual Integral (ESI). 

A fines de abril de 2024 se mantuvo una reunión con el Secretario de Acceso y Equidad en Salud, Dr. Andrés 
Scarsi; el Subsecretario de Planificación y Programación Sanitaria, Dr. Hernán Augusto Seoane, y la Subsecre-
taria de Relaciones Sectoriales y Articulación, Dra. Paula Lorena Zingoni, del Ministerio de Salud de la Nación. 

También se mantuvo una reunión con el Fondo de Población de las Naciones Unidas (UNFPA). En el encuentro 
mantenido el 11 de junio se pusieron en común preocupaciones compartidas sobre la garantía del derecho a 
la salud sexual y reproductiva de niñeces y adolescencias. Especialmente, en relación a la implementación y 
financiamiento de la ESI y el Plan ENIA, solicitando información en relación a los esfuerzos en colaboración 
con diversas entidades gubernamentales y organizaciones internacionales. La UNFPA sumó su priorización 
territorial sobre el norte argentino y la provincia de Buenos Aires, así como la evaluación del Programa País y 
el desarrollo de un nuevo programa para 2026-2030. 

En el periodo informado como parte de las acciones necesarias se elaboró evidencia sobre la fecundidad, 
especialmente en adolescentes y el impacto de las políticas públicas existentes en línea histórica. Parte de 
esta elaboración se plasmó en la Nota técnica Nº 1.



  Informe Anual 2024    96   

Mapa 1: Tasa de fecundidad adolescente (13 a 17 años) por mil por provincia. Argentina. 
Años 2010, 2014, 2018 y 2022

Salud mental

Durante el año 2024, se trabajó en el seguimiento de las decisiones políticas de la nueva gestión respecto a la 
implementación de los programas vigentes al momento en el tema a nivel nacional y jurisdiccional, focalizan-
do en los consumos problemáticos y los entornos digitales. 

Se recopilaron fuentes de información disponibles, tales como encuestas de INDEC, encuestas y relevamien-
tos de UNICEF, UNESCO y CEPAL, informes de consultoras y normativa nacional e internacional, entre otros. 
Con la información disponible se aportó evidencia para la Recomendación N° 12. 

Disponibilidad de pediatras

Para dar continuidad al trabajo iniciado en 2023, se dio seguimiento al problema de la disponibilidad de profe-
sionales de la salud y pediatras en algunas jurisdicciones del país. En articulación con la Sociedad Argentina 
de Pediatría (SAP), la Defensoría promovió la Mesa de diálogo “Acceso a la salud de niñas, niños y adolescen-
tes. Disponibilidad de pediatras”. 

El 14 de agosto se realizó un nuevo encuentro convocado por la Defensoría con la presencia de Director y 
Coordinador de Políticas de Formación de Recursos Humanos en Salud, ambos de la Dirección Nacional de 
Talento Humano y Conocimiento del Ministerio de Salud de la Nación; Subsecretaría de Políticas Universi-
tarias de la Secretaría de Educación de la Nación. También participaron miembros del Comité de Ejercicio 
Profesional de la SAP.

Allí se expusieron los diagnósticos y problemáticas propias de cada cartera, dando cuenta de una clara crisis 
institucional y de falta de interés relevada, tanto en estudiantes como en el ejercicio profesional, respecto a la 
especialidad pediátrica. A partir de allí, se plantearon una serie de iniciativas, mejoras y acciones de fomento 
e incentivo desde las funciones particulares de cada uno de los organismos presentes.
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Se acordó intercambiar documentos de investigación entre los organismos presentes y sostener la Mesa 
convocando a una tercera reunión donde continuar el trabajo conjunto. También se manifestó la voluntad de 
sumar más actores clave a los cuales incluir en la articulación de propuestas intersectoriales concretas a fin 
de lograr la mejoría en las condiciones de las y los profesionales pediatras que reviertan la situación actual, 
haciendo énfasis en la generación de incentivos tanto económicos como laborales.

Presentaciones de la Defensora

Webinar organizado por el Comité de Pediatría Social de la Sociedad Argentina de Pediatría (SAP): “Acceso y 
derecho a la salud de niñas, niños y adolescentes”. El encuentro virtual se centró en la protección que debe el 
Estado a la garantía de los derechos y las dificultades que se presentan para alcanzar la equidad y el acceso 
universal.

Mortalidad infantil y en diversos grupos de edad

En continuidad con el análisis de la mortalidad de niñas, niños y adolescentes, se actualizó la información a 
partir de la publicación del anuario estadístico 2022. 

Evolución de las tasas de mortalidad (por 10 mil) de niñas, niños y adolescentes 
según grupos de edad. Argentina. Año 2022.
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Distribución de muertes de 1 a 17 años por principales causas por grupos de edad. Argentina. 
Año 2022.

Se inició un trabajo conjunto con la Dirección de Estadísticas e Información de la Salud (DEIS) del Ministerio 
de Salud de la Nación sobre “mortalidad y causas de muerte de niñas y niños de 5 a 9 años” con el objetivo de 
elaborar una publicación que dé cuenta de la situación de las causas de muerte en niñas y niños en Argentina, 
haciendo foco en las lesiones no intencionales provocadas en el hogar y en siniestros viales. 

Otro grupo en el que se focalizó el análisis fue el de las y los adolescentes, especialmente en la mortalidad 
por suicidios. En este caso además de una mirada nacional se calcularon las tasas a nivel provincial dando 
cuenta de las diferencias regionales.

Evolución y tendencia de la tasa de suicidios por 100.000 habitantes en adolescentes de ambos 
sexos de 13 a 17 años. Argentina. 
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Mapa 2. Tasa de suicidios de adolescentes (13-17 años) por provincia. Promedio trianual 2020-2022.

Fuente: elaboración propia en base a estadísticas vitales de la DEIS y proyecciones de población del INDEC (2013)

Articulación con la Organización Panamericana de la Salud: OPS/OMS

Se inició una agenda de trabajo conjunta con OPS/OMS para desarrollar los temas de interés común. En un 
inicio se definieron como temas de trabajo Acceso a la salud integral de niñas, niños y adolescentes, Determi-
nantes sociales y medioambientales de la salud, Atención primaria en salud de niñas, niños y adolescentes, 
Sobrepeso y obesidad, Salud mental infantil y adolescente, Salud perinatal - Sistema Informático Perinatal y 
entornos digitales.

Entre el 14 y el 20 de septiembre, en ocasión de la “Semana del Bienestar de las Américas 2024” la Defensoría 
elaboró una pieza comunicacional para la circulación en una campaña conjunta en redes sociales. Se realizó 
con la participación de adolescentes que respondieron a las preguntas ¿Qué es el bienestar? ¿Qué cosas les 
generan bienestar? ¿Qué le dirían a un adolescente que no la está pasando bien?
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Salud mental

Recomendación N°10

En el mes de abril la Defensoría publicó la Recomendación N°10, que trata sobre el derecho de las niñas, niños 
y adolescentes con padecimientos en su salud mental a una vida plena. Está destinada a los distintos niveles 
de los poderes ejecutivo -especialmente salud-, judicial y legislativo y a los mecanismos de vigilancia indepen-
diente a fin de garantizar los derechos de niñas, niños y adolescentes con padecimientos en su salud mental, 
en el ámbito que les compete.

La recomendación se nutre tanto de las experiencias adquiridas en reuniones con autoridades de distintos ni-
veles, como de las denuncias ingresadas en la Defensoría, las voces de los adolescentes en la Red de Promo-
tores, y también se basa a los requerimientos de los organismos que integran la RONAT, entre otras fuentes.

Luego de emitida la Recomendación N°10, se inició un proceso de seguimiento con el objeto de difundir su 
contenido y relevar la incidencia en las prácticas, en la readecuación de las políticas públicas, y en los organis-
mos de control y del Poder Judicial.

En el mismo marco del seguimiento de la Recomendación N° 10, se llevó a cabo una reunión  en agosto con la 
Licenciada Paila Imperiali, Directora del Programa Infancias y Juventudes de la Subsecretaría de Salud Men-
tal, Consumos Problemáticos y Violencias en el Ámbito de la Salud de la Provincia de Buenos Aires, donde 
se abordó la situación actual de los sistemas de salud mental dirigidos a niñas, niños y adolescentes en la 
provincia, en función de la articulación del área con los otros actores del sistema de promoción y protección 
de derechos de niñas, niños y adolescentes, como el Organismo Provincial de Niñez y Adolescencia (OPNyA) 
y el Poder Judicial.

Se concretaron reuniones con las Secretarías Ejecutivas y equipos técnicos de los Órganos de Revisión Loca-
les de Salud Mental, de las provincias de Santa Fe, Santa Cruz, Entre Ríos, Chubut, Neuquén y Tierra del Fuego. 
Desde esos organismos se reconoció a la Recomendación como orientación y fundamento en que se apoyan 
para proponer e impulsar las acciones requeridas a nivel local.

Reporte sobre Mortalidad adolescente

En base a la publicación de los datos estadísticos del Ministerio de Salud de la Nación correspondientes al 
año 2022, se actualizó el reporte publicado en el mes de octubre del año 2023. Adicionalmente, se extiende el 
periodo considerado para el análisis de la evolución de la mortalidad adolescente en la población de 10 a 19 
años al año 1997. El informe se enfoca principalmente en las “causas externas”, muy relevante entre los ado-
lescentes, y en cada uno de los tipos de causas que la conforman: muertes por suicidio, por accidentes, por 
agresión o causas indeterminadas. A través de comparaciones de las distintas tasas en los diferentes grupos 
de edad y sexos, se analiza su evolución en el tiempo. A la fecha, este reporte está en etapa de elaboración.

En Argentina, desde el año 1997, se observan dos periodos de suba y bajas claramente definidos –aunque incluyen 
altibajos-. En el primero, el ascenso dura hasta el 2001 y revierte hasta el 2004; el segundo, recupera la baja anterior 
hasta el 2013 y luego retrocede nuevamente –de manera más intensa- hasta el 2020, cuando tuvo una caída im-
portante quizá como resultado de las medidas de aislamiento en el contexto de la pandemia de COVID-19. En los 
últimos dos años, recupera prácticamente todo lo perdido en el 2020, pero quedando en valores algo inferiores a los 
del 2019. Aun así, punta a punta, la tasa de mortalidad adolescente sufrió un descenso importante en el conjunto 
de los adolescentes y en los dos grupos de edad en que pueden dividirse (10 a 14 años y 15 a 19 años).  

La mortalidad por causas externas en la adolescencia explica prácticamente la mitad de las defunciones y es 
especialmente relevante en la adolescencia tardía (15 a 19 años) y preponderante entre los varones. Aun así 
se observa, en los últimos años, una disminución de su incidencia, mayormente explicada por el retroceso de 
los accidentes (entre las causas externas prevalecen los accidentes o lesiones no intencionales, especialmen-
te los accidentes de tránsito; esta tasa tuvo, en los últimos años, una clara disminución).
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En el año 2022 aparecen las muertes por suicidio con mayor incidencia entre los adolescentes de 15 a 19 
años, especialmente, entre los varones. Con relación a la evolución entre los años 1990 a 2022, pueden ob-
servarse dos periodos: en el primero, entre 1990 y 2014, la tasa de suicidio adolescente total se triplica. En 
el segundo periodo, 2015 a 2021, se observa una tendencia mayoritariamente descendente. A pesar de esta 
tendencia en relación al 2014, nunca se recuperaron los valores del trienio 1990-1992. Actualmente, la tasa 
nacional duplica los valores de ese momento.

Muy cerca de la categoría anterior se ubican las muertes externas clasificadas como “eventos de intención 
indeterminada”, categoría que, dada su magnitud, requeriría de alguna acción específica para lograr definir 
la intencionalidad con posterioridad al momento del registro (con la determinación establecida vía judicial). 

Muertes de adolescentes por causas externas por grupo de edad. Año 2022

Fuente: Estadísticas vitales - Información básica - DEIS - Ministerio de Salud

Reporte sobre Mortalidad adolescente por accidentes

En base a los datos estadísticos del Ministerio de Salud de la Nación, la Defensoría realiza un informe con 
foco en la mortalidad adolescente por accidentes en general, y en particular por accidentes de tránsito, ya 
que se trata de la causa de muerte externa más importante entre adolescentes de 10 a 19 años. A través de 
comparaciones de las tasas definidas, se analiza su evolución en el tiempo -periodo 1997 a 2022- y sus carac-
terísticas actuales, por edad -agrupada y simple- y por sexo, tanto para el total del país como para las distintas 
jurisdicciones. A la fecha, este reporte está en etapa de elaboración. 

Reporte sobre Mortalidad adolescente por suicidio

En base a los datos estadísticos del Ministerio de Salud de la Nación, se realiza un informe con foco en la mor-
talidad adolescente por suicidio, que es la segunda causa de muerte externa más importante entre adolescen-
tes de 10 a 19 años. A través de comparaciones de las tasas definidas, se analiza su evolución en el tiempo 
-periodo 1990 a 2022- y sus características actuales, por edad -agrupada y simple- y por sexo, tanto para el 
total del país como para las distintas jurisdicciones. Se realiza también un análisis comparativo a nivel inter-
nacional respecto a la situación con distintos países. A la fecha, este reporte está en etapa de elaboración.
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Evolución de la tasa específica de mortalidad adolescente por suicidio cada 100.000 adolescentes 
por grupo de edad. Años 1990 a 2022

Fuente: Estadísticas vitales - Información básica - DEIS - Ministerio de Salud. Proyecciones de población años 
2010-2040 - INDEC

Discapacidad

La Defensoría da seguimiento desde el inicio de su gestión a las políticas orientadas a promover y garantizar 
los derechos de las niñas, los niños y adolescentes con discapacidad. Los instrumentos internacionales que 
promueven específicamente la garantía de los derechos de las niñas, niños y adolescentes con discapacidad, 
junto con la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD), la Carta 
de Derechos dispuesta por Resolución de la CIDH 28/11/2018 en el Caso Furlán y otros instrumentos de dere-
chos humanos consideran a las niñas, niños y adolescentes en situación de discapacidad como personas en 
condición de vulnerabilidad, por lo que deberían ser objeto de una especial tutela por parte del Estado. 

En ese marco, el seguimiento gira en torno a dos aspectos centrales para el ejercicio de los derechos de niñas, 
niños y adolescentes con discapacidad: 

•	 El modelo social en el ejercicio de derechos de niñas, niños y adolescentes.

•	 La protección especial en el marco de la interseccionalidad.

El pronunciamiento N°12 de esta Defensoría recuerda que tanto la Convención sobre los Derechos del Niño 
(CDN) como la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD) constituyen instru-
mentos de derechos humanos que respaldan que todas las niñas, niños y adolescentes son titulares de los mis-
mos derechos, lo que implica atender de forma especial las necesidades de las niñas, niños y adolescentes con 
discapacidad a fin de igualar la oportunidad de acceso y garantía de derechos. La posibilidad de ejercer todos 
los derechos en igualdad de condiciones requiere remover las barreras sociales que construyen la discapacidad. 

Adopción

“Adopciones hoy”, trabajo intersectorial para el abordaje del derecho de niños, niñas y adolescentes de vivir 
en familia, CABA. 
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A fin de abordar colectivamente el estado de situación del proceso de adopción en la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, el día 21 de noviembre de 2024 la Defensoría participó de la mesa de trabajo intersectorial 
“Adopciones hoy: desafíos y recursos para garantizar el derecho de vivir en familia”, que se llevó a cabo desde 
la Defensoría del Pueblo de CABA.  Se trabajó sobre aspectos del proceso de adopción de niñas, niños y ado-
lescentes a partir de  5 ejes: grupos de hermanos y segunda infancia; discapacidad y adopción; articulación 
entre organismos para agilizar los procesos judiciales; convocatorias públicas y medios de comunicación; 
alternativas posibles de adopción. La actividad contó con la presencia de representantes del Consejo de los 
Derechos de Niñas, niños y adolescentes, del Registro Único de Aspirantes a Guarda con fines adoptivos de la 
Nación, del Ministerio Público Tutelar de la CABA, hogares de tránsito, ONGs y familias adoptantes entre otros.  
La misma fue la continuidad de un trabajo realizado a lo largo del año con diversos organismos referentes en 
la temática, entre los que se encuentran, además de los mencionados, la SENNAF y Justicia Nacional en lo ci-
vil de familia. En dicha mesa se identificaron y pensaron propuestas para abordar nudos críticos que dificultan 
el acceso al derecho de niños, niñas y adolescentes a vivir en familia. El Defensor Adjunto que participó del 
encuentro, remarcó entre otras cuestiones, la necesidad de que las familias de origen cuenten con patrocinio 
jurídico desde el inicio del proceso. 

En el marco de este trabajo, el 19 de diciembre de 2024 se firmó un acta acuerdo que suscribieron la Defen-
sora de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes Marisa Graham, la Defensora del Pueblo de CABA 
Maria Rosa Muiños, Germán Onco, presidente del Consejo de los Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes; 
Stella Maris Martínez, Defensora General de la Nación; María Pilar Molina, secretaria general de Gestión del 
Ministerio Público Tutelar de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires; Marisa Graham, Defensora de los Dere-
chos de las Niñas, Niños y Adolescentes; y Juan José Jeannot, titular de la Dirección Nacional del Registro 
Único de Aspirantes a Guarda con Fines Adoptivos. El acuerdo tiene como finalidad promover una mayor ce-
leridad en los plazos procesales y administrativos; profundizar las acciones tendientes al fortalecimiento de 
vínculos familiares y sociocomunitarios; incorporar innovaciones en el proceso de Convocatorias Públicas y 
avanzar en acuerdos, criterios y pautas compartidas para su desarrollo; propiciar, por parte de los organismos 
competentes, distintas modalidades de acompañamiento durante el proceso de adopción, entre otros temas 
fundamentales.

Durante 2025 se profundizará en el cumplimiento de lo acordado en el acta, y desde la Defensoría, la expe-
riencia en CABA será un insumo para poder trabajar con otras provincias en la defensa del derecho de niños, 
niñas y adolescentes a vivir en familia. 

Penal Juvenil

Entre las preocupaciones de las organizaciones territoriales que participan de la RONAT en la Región del NEA, 
se destacó la situación de vulneración de derechos que padecen algunos jóvenes de ciertos barrios de la ciu-
dad de Corrientes, en los que se realizan “requisas”. Este accionar de las autoridades los afecta de manera di-
recta (por la violencia directa) y de manera indirecta por el aumento de la estigmatización de las y los jóvenes 
de barrios populares. Las organizaciones de la provincia de Corrientes se manifestaron preocupadas por la 
inexistencia de políticas públicas y, en general, de programas provinciales que permitan un abordaje territorial 
preventivo en materia penal juvenil.

Acciones de difusión, sensibilización y pronunciamientos en materia de Justicia Penal 
Juvenil a nivel nacional

Capacitaciones de legisladores

En el contexto de la presentación por parte del Poder Ejecutivo Nacional de un proyecto de Ley que, entre sus 
postulados, prevé una baja en la edad de punibilidad de los adolescentes, durante los meses de julio y agosto 
se realizaron una serie de acciones de sensibilización y capacitación con las y los legisladores que participan 
de la Red.



  Informe Anual 2024    104   

En el mes de julio se enviaron y debatieron los siguientes documentos:

•	 Nota conjunta en materia penal juvenil destinada a las y los Diputados Nacionales, titulada “Observacio-
nes al Proyecto de Ley para un nuevo régimen penal juvenil”. El documento está firmado por Stella Maris 
Martínez, Defensora General de la Nación y Coordinadora de la Asociación Civil del Consejo Federal de 
Defensores y Asesores Generales de la República Argentina, y la Defensora de los Derechos de las Niñas, 
Niños y Adolescentes, Marisa Graham. 

•	 Recomendación Conjunta del mes de mayo de 2022 sobre la Ley de Responsabilidad Penal Juvenil, reali-
zada de manera conjunta en el ámbito de la Red de Defensoras y Defensores de los Derechos de las Niñas, 
Niños y Adolescentes.

•	 Declaración Conjunta Interinstitucional titulada “Acuerdo de principios básicos para la Derogación del 
Decreto-Ley 22.278 y la sanción de un Sistema de Justicia Juvenil”. La declaración fue realizada por esta 
Defensoría en conjunto con la Procuración Penitenciaria de la Nación, el Ministerio Público de la Defensa, 
el Comité Nacional para la Prevención de la Tortura, la Asociación de Magistrados y Funcionarios de la 
Justicia Nacional Argentina y el Defensor del Pueblo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

En el mes de agosto se realizaron un total de 8 reuniones de trabajo, organizadas por región y articuladas des-
de el Área de Coordinación Federal. De los encuentros participaron alrededor de 60 legisladores y de todas las 
reuniones fueron parte al menos tres referentes regionales, personal técnico del Área y la Presidenta de la Red, 
Diputada Mónica Juárez. Los contenidos de las capacitaciones fueron impartidos por los referentes regionales.

Las y los legisladores concluyeron que los encuentros fueron esclarecedores, ya que les brindaron herramien-
tas para el debate y la tarea legislativa. De ellas y ellos surgió la idea de confeccionar y suscribir un pronuncia-
miento desde la Red de Legisladores en contra de la baja de la edad de punibilidad.

Formulación y promoción de un Comunicado de la Red de Legisladoras y Legisladores contra la 
baja de la edad de imputabilidad

Del resultado de las capacitaciones realizadas durante los meses de julio y agosto, las y los legisladores de 
la Red consensuaron la elaboración de un documento posicionándose en materia de Justicia Penal Juvenil. 
El documento fue realizado teniendo como referencia los contenidos de las capacitaciones y fue presentado 
por legisladoras de la Red durante las sesiones del Parlamento del Norte Grande, que tuvieron lugar los días 
10 y 11 de septiembre de 2024 en la Ciudad de Posadas. En adhesión al documento, el Parlamento emitió la 
Declaración 73, aprobada por unanimidad. 

Participación en la actividad “Hacia un nuevo régimen penal juvenil”

El día 5 de septiembre la Defensora disertó con la conferencia denominada “Hacia un nuevo régimen penal 
juvenil”, organizada por la Municipalidad de La Plata y la Universidad Nacional de La Plata .

Participación en la 52° sesión del Parlamento del Norte Grande

En el marco de la 52° sesión del Parlamento del Norte Grande, integrado por legisladores de las provincias de 
Catamarca, Chaco, Corrientes, Formosa, Jujuy, Misiones, Salta, La Rioja, Santiago del Estero y Tucumán, en 
el mes de septiembre, la Defensora brindó una conferencia titulada “El proyecto del Poder Ejecutivo Nacional 
para la nueva Ley Penal Juvenil”. 

También mantuvo reuniones con las y los vicegobernadoras/es que participaron del Parlamento.

La Red de Legisladoras y Legisladores tuvo un rol protagónico en el Parlamento, en el que se impulsaron im-
portantes definiciones en defensa de los derechos de niñas, niños y adolescentes. En tal sentido, se emitieron 
los siguientes documentos:
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•	 La Resolución Nº 104, con una declaración explícita en favor del fortalecimiento del sistema de protec-
ción, abogando por la puesta en funciones y/o la creación de la figura del Defensor en todas las provincias 
del país, enfatizando la necesidad de velar por la promoción de los derechos de niñas, niños y adolescen-
tes. La Resolución invita además a los gobiernos municipales a sancionar las normas necesarias para 
crear el Instituto del Defensor de Niñas, Niños y Adolescentes en los ámbitos locales.

•	 La Declaración N° 73, adhiriendo al comunicado contra la baja de edad de punibilidad que realizó la Red 
de Legisladoras y Legisladores. El Parlamento del Norte Grande manifestó “preocupación en relación con 
el proyecto del nuevo régimen penal juvenil, actualmente en debate, que prevé la baja de la edad de impu-
tabilidad ya que se trataría de una medida regresiva en materia de derechos y reñida con la Constitución 
Nacional y con los Tratados Internacionales a los que nuestro país suscribe, en particular la Convención 
Internacional de los Derechos del Niño, ratificada por Argentina en la Constitución Nacional.”

Tanto la Resolución N° 104 como la Declaración N°73 son muy significativas porque explicitan el compromiso 
de legisladores y vicegobernadores de la región con los postulación de la Convención sobre los Derechos del 
Niño y dan cuenta del trabajo sostenido y articulado, con una mirada federal, entre la Defensoría y la Red de 
Legisladores y Legisladoras. 

Reunión con el Ministerio de Seguridad de la provincia de Buenos Aires

En el mes de marzo se mantuvo una primera reunión con el Ministerio de Seguridad de la provincia de Buenos 
Aires con el objetivo de conocer de manera directa y trabajar concretamente sobre las acciones impulsadas 
por la Dirección de Derechos Humanos y Políticas de Género de ese Ministerio, que involucran a adolescentes 
en conflicto con la ley penal.

En el mes de junio se realizó una nueva reunión con la Directora de Género, Derechos Humanos y Niñez, Romi-
na Cutura, la Directora de Género, Natalia Abelo y la Lic. Ernestina Alonso, integrante del equipo territorial, con 
el objetivo de profundizar el conocimiento sobre las políticas que lleva adelante el Ministerio de Seguridad, 
identificando los vínculos de las políticas provinciales y municipales con las respuestas no punitivas existen-
tes desde el Estado, enfocadas en la articulación con Educación y otros programas sociales presentes en el 
territorio.  

Programas municipales destinados a adolescentes con algún contacto con el sistema penal

A partir de las reuniones realizadas con el Ministerio de Seguridad, entre los meses de junio y agosto se 
mantuvieron una serie de rondas de consultas e intercambios con responsables locales de los municipios de 
Avellaneda, Ensenada, San Martín y Tres de Febrero.

Con la finalidad de recabar información sobre la implementación de los programas existentes y su alcance en 
el entramado institucional, se hizo énfasis en los circuitos intra e interinstitucionales, protocolos de actuación 
y la implementación de buenas prácticas, que, desde el aspecto preventivo y de inclusión, aborden la temática 
desde un enfoque transversal, intersectorial, interseccional y corresponsable. Como resultado de este proce-
so se elaboró el documento interno: “Estrategias integrales en el trabajo con los adolescentes en contacto con 
el sistema penal: experiencias locales de la provincia de Buenos Aires”.

II Congreso Nacional Penal Adolescente y Juvenil

En oportunidad del II Congreso Nacional Penal Adolescente y Juvenil, equipos de la Institución participaron 
en el Primer Encuentro de Servicios Locales y Áreas de Infancia y Adolescencia de la provincia de Catamarca. 
En el mismo marco, se concretó una reunión con Ivanna Agüero Pacheco, Secretaria de Familia de esa provin-
cia, en la que se analizó la cuestión social en la provincia, y particularmente la situación de las niñas, niños y 
adolescentes.
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La Secretaria de Justicia, Mara Murua, y el Director de Derechos Humanos, Hernán Velardez Vaca, solicitaron 
asistencia técnica a la Defensoría para una mejor supervisión interna de los dispositivos de alojamiento de 
niñas, niños y adolescentes en la provincia de Catamarca.

Visita al Centro de Atención y Derivación “Úrsula Llona de Inchausti” y al Centro cerrado Dr. “Manuel Rocca”

En el mes de abril la Defensoría realizó visitas de monitoreo al Centro de Atención y Derivación (C.A.D.) “Úrsula 
Llona de Inchausti” -dispositivo para la primera aprehensión-, y al Centro Cerrado de cumplimiento de medidas 
penales para adolescentes de 16 y 17 años Dr. Manuel Rocca (ex Luis Agote). Junto al Comité de Prevención 
de la Tortura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, integrantes del equipo de la Dirección de Fortalecimien-
to del Sistema de Promoción y Protección realizaron una inspección ocular y entrevistaron a las autoridades 
de dichos dispositivos.

Ciudad Autónoma de Buenos Aires: Reuniones con el Consejo de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes

En el mes de abril la Defensora se reunió con el Presidente del Consejo de Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Germán Onco, y el asesor del vicejefe de gabinete, Dr. Marcelo 
Di Mario. Entre los temas tratados, estuvo la visita al dispositivo “Dr. Manuel Rocca” (ex Luis Agote), de cuya 
evaluación se concluyó que no reúne las características adecuadas para alojar adolescentes.

Reuniones con autoridades de la provincia de Santa Fe

En el mes de agosto la Defensora Provincial del Servicio Público Provincial de Defensa Penal de la provincia, 
Estrella Jorgelina Moreno Robinson, solicitó una reunión para abordar con la Defensora la situación de los 
adolescentes en conflicto con la ley penal en la provincia, especialmente no punibles y el estado de situación 
de los dispositivos.

En el mes de agosto, se realizó una reunión con el Juez Alejandro Cardinale, donde se abordó la cuestión penal 
juvenil y se analizaron los dispositivos de alojamiento de la Ciudad de Rosario.

La Defensora Estrella Moreno Robinson, mediante nota, solicitó a la Defensoría, en virtud de la inminente 
entrada en vigencia del nuevo Código Procesal Penal Juvenil,el asesoramiento y aportes sobre el mismo. 
También solicitó a la Defensoría cooperación para la capacitación del personal, especialmente en el aporte 
de conocimientos en estándares en materia penal juvenil, experiencias de la región y la promoción de buenas 
prácticas.  En ese marco, durante el mes de noviembre la Defensoría participó de uno de los encuentros del 
“ciclo de conversatorios sobre penal juvenil” destinados a los integrantes del Servicio Público.

Adolescentes que no alcanzan la edad mínima de responsabilidad penal (no punibles) 
 “Conversatorio Es por ahí”

El 25 de septiembre, luego del análisis de los programas vigentes en la provincia de Buenos Aires, se realizó 
en la sede de UNICEF el conversatorio “Es por ahí: Experiencias Locales con Adolescentes en su Comunidad”. 
Esta actividad se realizó con el objeto de dar a conocer y compartir las experiencias locales y promover polí-
ticas públicas respetuosas de los derechos de las niñas, niños y adolescentes que han tenido contacto con el 
sistema de justicia penal, en clave de las mandas convencionales y de las observaciones que el Comité de los 
Derechos del Niño ha realizado al Estado Argentino.

La actividad dirigida a las autoridades y equipos de las áreas de infancia de todo el país contó con más de 
120 participantes conectados de manera virtual. La jornada fue presentada por la Defensora y el Defensor Ad-
junto, y por UNICEF Argentina Alejandro Morlachetti; en la ocasión expusieron: por el Municipio de Ensenada, 
el Subsecretario de Derechos Humanos Carlos Dabalioni; por el Municipio de San Martín, Sebastián Serrano, 
Coordinador de programas penal juvenil de la Dirección General de Protección de Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes de San Martín; por la Municipalidad de Avellaneda, la titular del Consejo de Niñez, Adolescencia 
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y Familia Lorena Ramundo; la Dra. Sabrina Cladera, titular de la Unidad Fiscal de Instrucción del Fuero de Res-
ponsabilidad Penal Juvenil Nº 2, del Departamento Judicial de La Plata y Romina Cutura y Ernestina Alonso 
de la Dirección de Genero y Derechos Humanos del Ministerio de Seguridad de la provincia de Buenos Aires.

En el mes de septiembre la Defensoría emitió la Recomendación N°13, sobre estándares mínimos de calidad 
en las condiciones de alojamiento en dispositivos de responsabilidad penal adolescente-juvenil.

Reporte “Adolescentes y el régimen penal juvenil en Argentina”

En el mes de octubre de 2024 elaboró el reporte Adolescentes y el régimen penal juvenil en Argentina. El tra-
bajo aporta información descriptiva de la normativa en materia Penal Juvenil y analiza datos estadísticos a 
nivel nacional y de algunas jurisdicciones seleccionadas. En el capítulo normativo se analiza la ley nacional 
vigente junto a las recomendaciones del Comité de Seguimiento de la Convención sobre los Derechos del Niño 
y la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos; al mismo tiempo presenta una síntesis del 
relevamiento de la normativa vigente en las 24 jurisdicciones, con referencias a los contenidos específicos en 
cada caso. En otro capítulo del reporte se describen las fuentes de información estadística a nivel nacional, 
las posibilidades y límites para consolidar datos nacionales y homologables entre las jurisdicciones. En este 
apartado se recuperan algunos de los datos más relevantes de la única fuente a nivel nacional que metodo-
lógicamente lo permite: los relevamientos de la ex Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia y de 
UNICEF sobre dispositivos y población penal juvenil.

A continuación, se presenta una selección y análisis de datos estadísticos de las cuatro jurisdicciones más 
pobladas del país: Buenos Aires, Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Córdoba y Santa Fe. Finalmente, se 
incorpora un comparativo de países de la región realizado por UNICEF y un breve encuadre para el trabajo 
con adolescentes no punibles que tuvieron episodios de infracción a la ley penal, con algunas referencias a 
experiencias locales. 

Segundo Congreso Nacional Penal Adolescente Juvenil en Catamarca

El 11 de septiembre la Defensora, Marisa Graham, expuso en el II Congreso Nacional Penal Adolescente y 
Juvenil en la Universidad Nacional de Catamarca, organizado por la Junta Federal de Cortes y Superiores 
Tribunales de Justicia, el Poder Judicial de Catamarca y la Escuela de Capacitación Judicial de la provincia. 
También estuvieron presentes el Defensor Adjunto, Juan Facundo Hernández, y parte del equipo de esta De-
fensoría.

En su exposición, la Defensora hizo énfasis en “las cosas que estamos haciendo bien, tenemos el índice de 
chicos en la escuela secundaria más alto de los últimos 10 años”, y señaló que “también cayó el embarazo 
adolescente desde el 2013, esto es producto de políticas públicas, la ESI, el Plan ENIA, no sólo porque las chi-
cas se cuidan más, sino también porque  los varones se cuidan más.” La Defensora remarcó la necesidad de 
contar con un sistema penal juvenil respetuoso de los derechos humanos y de los estándares internacionales 
en torno a la protección de las niñas, niños y adolescentes. Compartió datos de la evolución de la incidencia 
de las IPP en la Provincia de Buenos Aires, Santa Fe, Córdoba y Caba.

El 0,45% de los niños y niñas de 12 a 17 están presuntamente vinculados a la justicia penal.  Es decir que el 
99.55% de las niñas, niños y adolescentes no lo están. “Hay experiencias provinciales muy importantes en el 
trabajo con las chicas y chicos no punibles. Experiencias que dan cuenta del trabajo articulado entre fiscales, 
fuerzas de seguridad y equipos técnicos de las áreas de protección provinciales y municipales”, sostuvo Ma-
risa Graham. Al finalizar su intervención agregó que “nuestras chicas y chicos tienen una vulnerabilidad espe-
cífica por el hecho de ser niños. Por eso, el pilar de los instrumentos internacionales es la protección especial. 
Este debe ser el paraguas para cualquier cambio legislativo”.

En el marco del estudio de este tema, desde la Defensoría se elaboró un Reporte de Monitoreo sobre la situa-
ción Penal Juvenil en Argentina, para el cual se mantuvieron reuniones con la Directora General de la Oficina 
de Estadísticas de la Corte Suprema de Justicia de la Nación y con la Coordinadora del área estadística de la 
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Base General de Datos de Niños, Niñas y Adolescentes (BGD). Se realizaron intercambios con referentes de 
las áreas de estadísticas del Consejo de la Magistratura de la Ciudad de Buenos Aires, del Poder Judicial de la 
Provincia de Santa Fe, con responsables de la Suprema Corte de Justicia, del Ministerio Público de la provincia 
de Buenos Aires, y del Ministerio de Seguridad de esa provincia. En el reporte se analizaron los datos del fuero 
penal juvenil de las cuatro jurisdicciones con mayor población: Provincia de Buenos Aires, Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires, Santa Fe y Córdoba; donde se observa que en ningún caso, los datos de las diferentes instan-
cias judiciales de cada jurisdicción y su evolución en términos de tendencia permiten afirmar que exista un in-
cremento en la participación de adolescentes en sucesos presuntamente delictivos, sino que se observa una 
disminución tanto en números absolutos como en relación al total de la población, con excepción de los años 
de pandemia, donde el Aislamiento Social Preventivo y Obligatorio (APSO) generó una merma en la participa-
ción delictiva general. A partir de los datos recabados en el mismo, se elaboró el documento “Aportes para una 
nueva ley penal juvenil”, que propone 6 puntos que debería tener en cuenta una nueva ley de responsabilidad 
penal juvenil: no bajar la edad de imputabilidad; principio de especialidad; principio de mínima intervención del 
derecho penal; medidas alternativas y privación de libertad como ultima ratio y por el menor tiempo posible; 
ejecución y control de las sanciones, y una perspectiva federal. Menciona también el abordaje de niñas, niños 
y adolescentes que no alcancen la edad mínima de responsabilidad penal, remarcando que no existen datos 
que justifiquen la intervención del sistema penal y son los organismos de protección quienes deben definir las 
estrategias de intervención y seguimiento adecuadas a cada adolescente y su entorno familiar y comunitario. 

Evolución de la cantidad de adolescentes y jóvenes cumpliendo medidas penales. 
Años 2015 a 2023. Total país.

Fuente: Relevamiento Nacional de Dispositivos y Población Penal Juvenil. Senaf (Dic de 2023).
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Evolución de la cantidad de NNAyJ con intervenciones en la Justicia Nacional de menores. 
(En Ciudad Autónoma de Buenos Aires). Años 2011 a 2023

Fuente: Informes anuales BGD. NNAyJ en la Justicia Nacional de Menores.

Evolución de la incidencia de las IPPs penales juveniles en relación al total de las IPPs (%). 
Buenos Aires. Años 2009 a 2023
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Evolución de la cantidad de causas iniciadas por homicidio doloso consumado y tentado en el Fuero 
de Menores. Provincia de Santa Fe. Años 2017 a 2023

Fuente: Poder Judicial de la Provincia de Santa Fe

Niñez indígena

Construcción de un mapa situacional de información sobre infancias y adolescencias originarias 
en Argentina 

A partir del mes de abril y en adelante se inició un proceso de construcción de información sobre la situación de 
las infancias y adolescencias de las comunidades originarias en todo el territorio argentino. En tal sentido, los 
referentes regionales de esta Defensoría -que tienen presencia de manera permanente en el territorio- aportan 
precisiones sobre las regiones a su cargo, en función de las diversas acciones y relevamientos en curso.

Participación de niñas y niños indígenas

Durante el año 2024, se apuntó a fortalecer los espacios de participación con niñas y niños de comunidades 
indígenas, en particular los de las comunidades Wichi de los departamentos de Orán, San Martín y Rivadavia, 
de la provincia de Salta. La intención fue conocer de manera directa las opiniones de las chicas y los chicos, 
como parte de las comunidades indígenas, respecto a sus experiencias en las instituciones educativas desde 
una perspectiva intercultural. 

Los procesos de participación incluyeron tanto la participación directa de las chicas y los chicos en distintos 
espacios, como la difusión de sus opiniones y perspectivas.La Defensoría, en línea con las Observaciones 
del Comité, propicia que las opiniones de las niñas, niños y adolescentes sean tenidas en cuenta por las y 
los adultos en la toma de decisiones sobre los ámbitos en que las chicas y los chicos desarrollan su vida: las 
comunidades, la escuela, la plaza y el club, por ejemplo.

En ese marco, con el objetivo de promover la participación y el protagonismo de niñas y niños, se generó un 
proyecto para buscar el fortalecimiento de espacios en los que sus palabras y experiencias sean escuchadas, 
amplificadas y -especialmente- tenidas en cuenta. 

Resultan evidentes las barreras existentes en cualquier ámbito a la hora de generar espacios de participación direc-
ta con niñas y niños. En el caso de las comunidades indígenas, se inició un proceso de acompañamiento y forma-
ción con las y los referentes adultos que están en contacto directo y cotidiano con las niñas y los niños de la comu-
nidad. Para su desarrollo, se organizó una mesa de trabajo y articulación entre las y los referentes de la comunidad, 
organizaciones, equipos docentes, directivos de escuelas y directores de áreas educativas de la provincia de Salta.
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De a poco se fueron compartiendo ideas y propuestas concretas en las cuales se traduce la perspectiva de 
participación y protagonismo que se contempla desde esta Defensoría. Teniendo en cuenta la particularidad 
de estas niñeces, se pensaron talleres y actividades que fortalezcan su identidad cultural.

Articulaciones y seguimientos vinculados a la acción de amparo en las localidades de Embarca-
ción y Orán, provincia de Salta

Entre los días 24 y 26 de junio, en el marco del seguimiento de los planes de trabajo presentados por el Gobier-
no de Salta -en virtud del amparo tramitado por expediente 41778/21-, se articularon reuniones de intercambio 
de información y se realizó un relevamiento en las ciudades de Embarcación (Dpto. de San Martín) y Orán 
(Dpto. de Orán). Se trabajó sobre la situación del agua, la salud intercultural y la alimentación de niñas, niños 
y adolescentes de las comunidades indígenas.

El día 24 de realizaron encuentros con comunidades originarias de la ciudad de Embarcación, y el 25 se de-
sarrolló una reunión de la que participaron la “Asesoría de Incapaces” (asesoría de menores), autoridades 
municipales y referentes comunitarios de Orán. 

Relevamiento de organizaciones y personas de comunidades mapuches que trabajan con niñas, 
niños y adolescentes

Durante el mes de julio se realizó un relevamiento de organizaciones y personas de comunidades mapuches 
para invitar y comunicar sobre la Diplomatura “La Ciudad de las Niñas y de los Niños”, con el objetivo de brin-
dar herramientas teóricas y prácticas para promover y garantizar el ejercicio del derecho a la participación, a 
ser oídos, al juego y al tiempo libre.

Encuentro de la Defensora con adolescentes de comunidades mapuches de la  
provincia de Neuquén

En septiembre, equipos de esta Defensoría trabajaron sobre  el Encuentro de la Defensora con adolescentes 
de las comunidades mapuches que asisten a las escuelas CEPM 93 de Ruca Choroy, CEPM 79 de Lonco Luan 
y CEPM 90 de Villa Pehuenia, Provincia de Neuquén; los días martes 19 y miércoles 20 de noviembre.

Entornos digitales

En un contexto de preocupación por la creciente participación de niñas, niños y adolescentes en los entornos 
digitales, esta institución se encuentra visibilizando el uso intensivo y sin supervisión de los mismos, así como 
los consumos problemáticos ligados a la exposición a pantallas, juegos, apuestas en línea, operaciones y 
prácticas financieras (utilización de billeteras digitales).

El Comité de los derechos del Niño explica en la Observación General N° 25 que “el entorno digital no fue 
diseñado en un principio para los niños y, sin embargo, desempeña un papel importante en su vida”. Esta 
Defensoría trabaja en dos líneas principales, dado que se advierten tanto riesgos como aspectos positivos. 
Por un lado, se trabaja en la puesta en valor del acceso a la conectividad y a las nuevas tecnologías, especial-
mente en el contexto educativo por su vínculo con el aprendizaje y el rendimiento académico, la inclusión y 
la accesibilidad digital, así como la relevancia de la capacitación docente y adecuación pedagógica en todas 
dimensiones que requiere la socialización en entornos digitales.

Por otra parte, la Defensoría observa un uso intensivo y sin supervisión de los entornos digitales, como ocurre 
con la sobreexposición a pantallas y redes. La  relevancia de trabajar sobre estos aspectos radica en que, 
en muchas oportunidades, estos usos impactan sobre la salud mental de las nuevas generaciones: los con-
sumos problemáticos, incluyendo juegos y apuestas; el impacto en la salud en general y en la salud mental 
en particular; la vulneración de la protección de datos; las violencias digitales, asociadas al abuso y acoso a 
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través de las redes, entre pares y con personas adultas desconocidas, el acceso a contenidos inadecuados o 
peligrosos según la edad, el juego online, así como las apuestas e inversiones monetarias.

La Defensoría ha advertido sobre la temática de la sobre exposición de niñas, niños y adolescentes al “mundo 
digital”, internet y dispositivos electrónicos en sus Recomendación N°5 y en el Pronunciamiento 16 “Los dere-
chos de las niñas, niños y adolescentes al juego, esparcimiento, descanso y tiempo libre”; y, en noviembre de 
2023, el Pronunciamiento 22 sobre protección de niñas, niños y adolescentes en entornos digitales, atendien-
do las particularidades de la Región y de nuestro país.

Encuentro con Francesco Tonucci

Los entornos digitales fueron uno de los temas abordados en el encuentro con Francesco Tonucci, realizado 
por esta Defensoría el 27 de febrero de 2024. Allí, el pedagogo instó a seguir el Pronunciamiento 16: “tenemos 
que ampliar el horizonte y prevenir las consecuencias cognitivas y sociales producto de la alta exposición a 
dispositivos electrónicos”.

Para profundizar el abordaje respecto a entornos digitales en mayo de 2024, en la ciudad de Mercedes, pro-
vincia de Buenos Aires, en un nuevo encuentro se generó un espacio de escucha para las chicas y los chicos 
de la Red de Promotores. Participaron chicas y chicos de todo el país, evidenciando que sus principales preo-
cupaciones se vinculan a la alta exposición a los entornos digitales, apuestas en línea, y a riesgos asociados 
al uso de billeteras virtuales. 

Como expresa la Recomendación 12 “No siempre las personas encargadas tienen, en la crianza, las herra-
mientas y la información accesible, adecuada y de calidad que les permita desarrollar progresivamente habili-
dades de toma de conciencia y control para una crianza digital, en un territorio que los suele ubicar exclusiva-
mente como consumidores sin marcos de garantía de derechos.”

Trabajo con ONGs

La Defensoría, en el mes abril, se reunió con Guadalupe Conesa y Milagros Schroder de ONG Faro Digital, de-
dicada a la construcción de cuidados y ciudadanía digital desde la educación, la comunicación y la investiga-
ción, para abordar distintos puntos sobre entornos digitales, juego clandestino y los desafíos para prevenirlo.

Se recibió en la sede de la Defensoría a Andrea Urbas, Julián D’atri y Gisela Grunin de la ONG Chicos.net, de-
dicada al desarrollo de programas de promoción de los derechos de niños, niñas y adolescentes en entornos 
digitales; en la reunión se abordó la necesidad de la regulación del tiempo frente a las pantallas, la responsabi-
lidad del mundo adulto, laregulación de las empresas y el diseño de algoritmos apropiados para niñas y niños.

Encuentro Nacional de la Red de Legisladoras y Legisladores

Durante el cuarto Encuentro Nacional de la Red de Legisladoras y Legisladores Provinciales por los Derechos 
de Niñas, Niños y Adolescentes, organizado por la Defensoría, se abordó la situación de los entornos digita-
les, en particular en el panel “Entornos digitales y derechos de niñas, niños y adolescentes: marco normativo 
a nivel internacional, nacional y local”, integrado por el Defensor Adjunto de los Derechos de Niñas, niños y 
Adolescentes, y por la representante de 5Rights Foundation, Marie-Eve Nadeau.

En este encuentro, se consolidó una plataforma esencial para el diálogo y la colaboración interprovincial, 
considerando que muchas regulaciones, como las del juego en línea, tienen competencia provincial. En esta 
misma línea, las y los participantes pudieron compartir sus experiencias y buenas prácticas legislativas. Ade-
más, se discutieron estrategias para la implementación de políticas públicas que fortalezcan la protección y 
promoción de los derechos de la infancia y adolescencia en todos los rincones del país.

Se elaboró el documento “Aportes para la regulación de apuestas en línea con especial protección de dere-
chos de niñas, niños y adolescentes”, el documento aporta lineamientos para la redacción de proyectos legis-
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lativos, orientados a abordar la regulación de los juegos de apuesta en linea desde una perspectiva integral, 
con un enfoque en niñas, niños y adolescentes. Este documento incluye aportes sobre regulación y control, 
prevención y educación, e investigación y monitoreo. El documento se compartió con referentes legislativos 
de las provincias y del Congreso Nacional. 

Participación en la reunión de la Comisión de Familia, Niñez y Juventud de la Honorable 
Cámara de Diputados

El 11 de junio la Defensora y el Defensor adjunto participaron de la Comisión de Familia, Niñez y Juventud de 
la Honorable Cámara de Diputados, donde se encuentran trabajando con proyectos de ley sobre las apuestas 
en línea y otros temas asociados a los entornos digitales. La Defensora alertó sobre la temprana exposición 
de niñas/os a dispositivos digitales y el consecuente tiempo frente a la pantalla. Se refirió además al consumo 
problemático de tecnologías, especificamente al juego en entornos digitales, que implica la necesidad de un 
proyecto de ley eficiente para prevenir y atender a infancias y adolescencias “pegadas al celular”. Respecto a 
la adicción a la pantalla, aseveró que hay que analizar “cómo el mundo adulto utiliza la pantalla para entretener 
a los niños” y los peligros que esta situación conlleva. La Defensora subrayó que hay dos cuestiones a tener 
en cuenta: la adicción a la pantalla y la adicción al juego en la pantalla, que utiliza las debilidades de los niños 
y adolescentes. El abordaje de esta temática implica una batalla similar a la que se suscitó con la regulación 
del consumo de tabaco ya que los juegos de apuestas en línea manejan millones de dólares en un negocio que 
gana con la incitación a chicas y chicos a la apuesta y el juego en línea. “El juego en red es tan adictivo como 
cualquier otra droga y es la primera adicción que padecen nuestros niños”, afirmó la Defensora.

Por su parte, el Defensor Adjunto destacó la importancia de regular el juego en línea en la República Argentina, 
enfatizando en la protección de niñas, niños y adolescentes. Mencionó además, la necesidad de una ley de es-
tándares mínimos a nivel nacional, con regulaciones sobre publicidad, acceso, modos de pago y educación. El 
juego en línea es parte de la realidad social y las cifras así lo demuestran: la encuesta realizada en la Argentina 
por TGM International Sports Betting Survey (año 2022) arrojó que de la población entrevistada, el 55% había 
apostado en los últimos 12 meses. Respecto a la edad de las personas entrevistadas, se indicó que el grupo 
que más apuestas realizó estaba conformado por adolescentes y jóvenes. En 2023, la consultora Seenka afir-
mó que el 66,65% de las publicidades en canales deportivos corresponden a casas de apuestas;  ya en 2024, 
IBOPE indicó que el 12,5% de las personas apostadoras tienen entre 15 y 24 años, con una concentración en 
los rubros: fútbol, casino y bingo.

Encuentro Federal

Los entornos digitales fueron abordados en el Encuentro Federal con Organizaciones Territoriales de Niñez 
y Adolescencia realizado por esta Defensoría el 2 de agosto de 2024 en la sede de la Sociedad Argentina de 
Pediatría (SAP). La temática se trabajó durante el tercer panel, titulado “Entornos Digitales”, que estuvo a car-
go de Silvina Pedrouzo, de la Sociedad Argentina de Pediatría; Lucia Fainboim, Directora de la Organización 
Bienestar Digital; Anastasia Dozo, Directora de Promoción del Derecho a la Privacidad; y fue coordinado por 
Florencia Tufró. La disertación abordó las consecuencias negativas de la exposición a pantallas de niñas y 
niños a edades tempranas y sobre el impacto que tiene la ausencia de cuidados en el territorio digital, es decir 
cuando las chicas y chicos pasan tiempo a solas en internet. Por último, en el marco del panel, se planteó la 
relevancia de pensar acerca de la privacidad de los datos personales que quedan almacenados en la web, 
sobre todo cuando niñas y niños utilizan dispositivos sin acompañamiento.

Recomendación N°12 “Protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes en 
entornos digitales”

La Defensora emitió la Recomendación N°12 sobre la protección de los derechos de las niñas, niños y ado-
lescentes en entornos digitales, en la cual se busca atender las problemáticas emergentes vinculadas a la 
protección de datos personales y a los consumos problemáticos en entornos digitales o en línea; y promover 
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acciones que protejan y acompañen el acceso y trayectos seguros, cuidando la integridad física y emocional 
de las infancias y adolescencias, en las plataformas en línea. 

Entre sus principales puntos, la Recomendación plantea: 

•	 Fortalecer las capacidades estatales de regulación y gestión de políticas públicas ante las transformacio-
nes tecnológicas y digitales en armonía con los estándares regionales e internacionales, con un enfoque 
de Derechos Humanos.

•	 Exigir a las empresas que proporcionen información clara, en lenguaje accesible, suficiente, significativo e 
inequívoco para que los usuarios menores de edad  comprendan el funcionamiento del servicio. El mismo 
debe ser accesible a niñas, niños y adolescentes con discapacidad.

•	 Exigir a las empresas que proporcionen herramientas accesibles que permitan a niñas, niños y adolescen-
tes, y a sus progenitores o quien ejerza su cuidado personal, acceder a canales de recepción de denuncias, 
consultas o asesoramiento. 

•	 Promover legislación que establezca una autoridad de aplicación que pueda dar de baja y bloquear sitios 
de internet locales o extranjeros. Dicha legislación debe  además penalizar a las empresas que incumplan 
con las leyes de promoción y protección de derecho de niñas, niños y adolescentes, específicamente en 
los entornos digitales.

Pronunciamiento N° 25 Derecho a la protección de la salud mental, a una información 
adecuada y veraz, y a la educación. Resolución 1023/2024 Comisión Nacional de Valores

Además de la Recomendación N°12 previamente mencionada, la Defensora manifestó en el Pronunciamien-
to N°25 la preocupación por los riesgos que implica la Resolución 1023/2024 de la Comisión Nacional de 
Valores, que habilita a adolescentes a invertir en el mercado de capitales a partir de los 13 años. Esta nueva 
regulación deja expuestas a las chicas y los chicos a instrumentos financieros volátiles con altos niveles de 
riesgo tanto para ellos como para sus familias, desconociendo las implicaciones que puede provocar en la 
salud mental, desarrollo y educación de las nuevas generaciones.

La Defensora insta a atender las problemáticas emergentes vinculadas a la protección de datos personales, 
en este caso asociadas a riesgos en torno al patrimonio. Los robos y el endeudamiento para apostar o am-
pliar el capital por inversión se concatenan con las actividades financieras por parte de adolescentes, que 
pueden desestabilizar e incluso arrasar con la economía familiar, con su consecuente afectación emocional y 
psicológica. Ante estas consecuencias esta Defensoría ha promovido, en el mismo documento, la creación de 
programas de prevención y apoyos que den respuesta a los padecimientos en la salud en general, y en la salud 
mental en particular, consecuencia de este tipo de consumos problemáticos, asociados a la mercantilización 
y financiarización de la vida.

En particular, en el Pronunciamiento 25 la Defensoría insta a:

•	 Garantizar el principio de protección especial del patrimonio de las personas menores de edad.

•	 Asegurar por parte del Estado y sus organismos especializados la capacidad de ahorro de las y los ado-
lescentes y sus familias.

•	 Promover información adecuada y veraz en relación a los riesgos de inversiones sin respaldo, ni controles 
auditados.

•	 Respetar el principio de la autonomía progresiva, que surge del artículo nº 5 de la Convención sobre los 
Derechos del Niño que, de ninguna manera implica la emancipación y mucho menos la adultización de las 
personas menores de edad.

•	 Derogar la Resolución N° 1023/2024 que tiende a aumentar las brechas existentes en el acceso a bienes 
y servicios, postergando a los sectores más vulnerables, todo ello en clave de derechos humanos.
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Ambiente

Participación en las charlas técnicas del proceso de participación ciudadana en las localidades de 
Andalgalá, Choya y El Potrero, provincia de Catamarca

La Defensoría fue convocada por la Dirección Provincial de Gestión Ambiental Minera de la provincia de Cata-
marca a participar de las Charlas Técnicas del Proceso de Participación Ciudadana, de las que también fue parte 
la empresa Mara, inversionista minera. Las charlas se desarrollaron en el mes de marzo en las localidades de 
Andalgalá, Choya y El Potrero; se constató que no se habilitaron dispositivos adecuados de participación y con-
sulta con las infancias y adolescencias pertenecientes a las comunidades originarias que habitan en el territorio.

La reunión de Andalgalá se realizó en un cine teatro en el centro de la localidad, la de Choya en el hall de una 
escuela y la de El Potrero en el Club Social Santa Lucía. Ninguna de las “Charlas Técnicas Participativas” contó 
con la participación de niñas, niños o adolescentes. Se observó la presencia de algunos niños en las localida-
des de Choya y de El Potrero, pero fue evidente que tal presencia no tuvo una intención participativa, sino que 
se dio por la asistencia de sus madres.

No se pudo dar cuenta de acciones específicas que facilitaran la participación de niñas, niños y adolescentes. 
Se preguntó a los organizadores sobre esta cuestión y la respuesta obtenida fue que “no se habían inscrito 
niñas, niños y adolescentes” y que “los adolescentes sólo vienen a pedir trabajo”.

En el caso de Andalgalá, la inscripción se debía realizar en la oficina local de minería; la condición para la ins-
cripción de niñas, niños y adolescentes era que tuviesen una autorización escrita de sus padres y documenta-
ción que acredite la filiación; se informó que, en el caso de haber tenido inscripciones de niños y adolescentes, 
se hubiese dado intervención al Ministerio de Gobierno, Justicia y Derechos. La inscripción para participar se 
realizó mediante un formulario escrito, que debía ser presentado 48 horas antes de la Asamblea en la oficina 
minera local. En las localidades de Choya y de El Potrero (distantes a 15 y 10 km de Andalgalá, respectivamen-
te), se informó que en las semanas previas se habían enviado móviles para la inscripción.

De cualquier manera, se constató que para el caso de que se hubieran inscrito niñas, niños o adolescentes, no 
existían mecanismos participativos adecuados y/o adaptados. Tampoco se observó que se hubieran genera-
do, de manera previa, acciones que promuevan o faciliten interés y/o sensibilización en niñas/os/adolescen-
tes sobre temas socio-ambientales.

Basurales a cielo abierto

En el marco del trabajo que viene haciendo la Defensoría con respecto a los Basurales a Cielo Abierto (BCA), 
descrito en los informes anteriores, durante 2024 se realizaron reuniones y enviaron informes a las nuevas 
autoridades de la Subsecretaría de Ambiente para retomar el vínculo y obtener información sobre la Línea de 
Base y el listado de basurales y microbasurales relevados en el país. Se articuló también con la OIT para pen-
sar estrategias conjuntas para el abordaje del trabajo infantil en Basurales a Cielo Abierto, y convocarla a una 
mesa de trabajo con distintos actores que vienen trabajando en la temática. 

En agosto de 2024, el equipo de referentes regionales del Área de Coordinación Federal de la Defensoría realizó 
un relevamiento territorial con el propósito de identificar la existencia, o no, de enfoque de derechos de niñas, 
niños y adolescentes en las políticas y acciones que llevan adelante los municipios, en el marco de la gestión 
integral de residuos sólidos (GIRSU) y erradicación de los BCA. El estudio incluyó once (11) municipios: Paraná 
(Entre Ríos); Posadas (Misiones; Tucumán (Capital); Santiago del Estero (Capital; Santiago del Estero (La Ban-
da); Jujuy (Quebrada de Humahuaca y Puna); Salta (Capital); Mendoza (Capital); San Juan (Capital); San Luis 
(Capital); Río Negro (Bariloche). Se realizaron entrevistas con funcionarios municipales y con representantes 
de organizaciones territoriales que trabajan en basurales.  De manera preliminar, el estudio permitió identificar:

•	 Aun cuando se identifica la presencia de niñas, niños y adolescentes en los BCA, su abordaje no está con-
templado en ninguna legislación, política ni plan de trabajo.



  Informe Anual 2024    116   

•	 Débil o inexistente articulación entre las áreas de Ambiente y de Niñez y Adolescencia.

•	 Déficit y/o ausencia de registros y seguimientos de los casos de trabajo infantil detectados en BCA o 
microbasurales.

•	 Escasas o inexistentes articulaciones entre las intervenciones que llevan adelante las áreas de gobierno 
con las que desarrollan organizaciones sociales, comunitarias y de referentes comunitarios.

A partir de lo relevado, se convocó el 3 de diciembre a una mesa de trabajo, con el objetivo de compartir los re-
sultados e intercambiar experiencias con diversos sectores que vienen abordando la problemática, para poder 
pensar acciones de incidencia. De la mesa participaron la Defensora y el Defensor Adjunto, y diversas áreas 
de la Defensoría: Dirección de Exigibilidad de Derechos y Litigios Estratégicos, Dirección de Fortalecimiento 
el Sistema de Promoción y Protección de Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes y Coordinación Federal. 
También participaron invitados con experiencia y trabajo en la temática de distintas instituciones: OIT, Unidad 
Sindical para la Erradicación del Trabajo Infantil (CUSETI), Area de Trabajo Infantil de la Secretaría de Rela-
ciones Internacionales de la CTA, Coordinadoción de Residuos Sólidos Urbanos de la Secretaría de Turismo, 
Ambiente y Deportes, Jardín Maternal La Montaña B° Sarmiento -Municipalidad de San Martín PBA. 

Del intercambio surgieron las siguientes cuestiones a considerar en el abordaje de niñas, niños y adolescentes 
en basurales a cielo abierto:

•	 Espacios de cuidado: hay una ausencia de espacios de cuidado, o cuando existen hay diversas barreras 
de acceso a los mismos; falta de confianza por parte de las familias, no se adaptan a los horarios y carac-
terísticas del trabajo en los BCA. Es importante pensar en la responsabilidad del Estado en estos espacios 
(muchos son de organizaciones sociales sin apoyo estatal) y de las condiciones de trabajo de las perso-
nas que prestan servicios en los mismos. 

•	 Acciones de reducción de riesgos y daños: relevar los diversos riesgos asociados a la presencia de niñas, 
niños y adolescentes en basurales y elaborar estrategias para mitigar esos riesgos. 

•	 Acompañamiento familiar: muchas veces las familias no tienen un sistema de cuidado acorde a las con-
diciones de trabajo en los basurales, es necesario realizar acciones de fortalecimiento y acompañamiento 
familiar, acercando los diversos recursos estatales tanto locales como nacionales. 

•	 Participación comunitaria: favorecer la participación comunitaria en el armado de estrategias de abordaje.

•	 Trabajo con las organizaciones sociales y territoriales: en muchos casos existen diversas organizaciones 
interviniendo en el territorio, pero lo hacen de una manera desarticulada y sin acompañamiento del Esta-
do. Es esencial que el Estado asuma el rol de responsabilidad y rectoría, potenciando el trabajo realizado 
con las organizaciones sociales. 

•	 Convocar mesas de trabajo que incluyan a los diferentes actores vinculados con la temática; en este sen-
tido, se considera fundamental involucrar al sector privado para que participe de estos espacios.

•	 Promover la definición de metodologías de trabajo, que sirvan de guía para el abordaje de niñas, niños y 
adolescentes que viven, trabajan y/o circulan por los BCA.

A partir de los estudios e investigaciones realizados y de la información suministrada por fuentes oficiales y actores 
referentes en la temática, se está trabajando en la elaboración de una recomendación y diversas estrategias de inci-
dencia para el abordaje de niñas, niños y adolescentes que viven, trabajan y/o circulan por basurales a cielo abierto. 
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Monitoreo y Jerarquización del  
Sistema de protección de derechos 
de niñas, niños y adolescentes
Para contribuir a la jerarquización del Sistema de Protección Integral de Derechos, desde la Defensoría se tra-
baja desde dos grandes ejes: por un lado la supervisión e intervenciones del Sistema de Promoción y Protec-
ción de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a partir del trabajo con las provincias, de la identificación y 
abordaje de nudos críticos, del monitoreo y fortalecimiento de los Organismos Administrativos de Promoción 
y Protección Integral de Derechos(OA)  y del abordaje de  temas transversales comunes a nivel federal. Por 
otro lado, se trabaja en la supervisión de dispositivos de alojamiento de Niñas, Niños y Adolescentes bajo 
cuidado del Estado a través del impulso de estándares a nivel nacional y provincial, y el fortalecimiento de 
organismos de supervisión. En el período 2024, se destacan las acciones que se informan a continuación.

Supervisión e intervenciones sobre el Sistema de Promoción y Protección de Derechos 
de niñas, niños y adolescentes

Consolidación del Sistema de indicadores del Sistema de Protección Integral de Derechos

Por cuarto año consecutivo se relevaron los indicadores más significativos que permiten conocer el estado de si-
tuación del Sistema de Promoción y Protección de Derechos de niñas, niños y adolescentes de las 24 jurisdiccio-
nes del país, acción que comenzó con el diagnóstico inicial realizado en conjunto con UNICEF con la recolección 
de datos del 2020. En el período informado se recabaron los datos del año 2023. Este año, el proceso no estuvo 
exento de dificultades debido al cambio de autoridades en gran cantidad de organismos administrativos; sin 
embargo, se pudo sostener un alto porcentaje y calidad de respuestas, lo que permite mostrar el compromiso de 
las áreas de niñez en la producción de datos que, a la vez, reconocen a la Defensoría como actor estratégico. La 
acción desplegada es parte del cumplimiento de la función de supervisión del SPID que permite identificar nudos 
críticos en cada jurisdicción y, a partir de esa identificación, proponer lineamientos para el diseño de estrategias 
que contribuyan a mejorar las condiciones de acceso a derechos de niñas, niños y adolescentes.

Acciones destacadas:

Se realizó la actualización de datos del año 2023 del relevamiento de indicadores para el monitoreo de los 
SPID provinciales. El formulario fue enviado el 30 de mayo. Se realizó el informe con datos del año 2023 por 
primera vez con sólo un año de posterioridad, presentándose en diciembre de 2024, momento en que se remi-
tió a las autoridades del organismo administrativo de protección de cada jurisdicción.

Trabajo con las jurisdicciones

A través del fortalecimiento institucional y operativo de los organismos administrativos se promueve la re-je-
rarquización del sistema de promoción y protección integral de derechos en las 24 jurisdicciones de nuestro 
país. Así, se elaboran informes de diagnóstico y de monitoreo, documentos con encuadres normativos, ase-
soramiento y asistencia técnica, aportes para la elaboración de protocolos, procesos y circuitos intra e inte-
rinstitucionales y herramientas de gestión del organismo administrativo con los demás actores del sistema, 
conversatorios de intercambio y reflexión sobre experiencias locales, entre otras. Ello a través de visitas y 
reuniones en territorio y de manera remota.
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Acciones destacadas:

A fin de contextualizar el informe que sigue, cabe señalar que en el 2023 se llevaron a cabo procesos elec-
cionarios en todo el país, como consecuencia de los cuales se produjo un recambio de autoridades a nivel 
nacional, provincial y municipal en la mayoría de las jurisdicciones, lo que ha obligado a renovar los contactos 
y vínculos con los ministerios y organismos administrativos de protección de derechos.

Al finalizar el año se realizaron visitas presenciales a cuatro jurisdicciones, en tres de ellas se efectuó una 
devolución del informe diagnóstico realizado en 2020 y actualización de datos de años subsiguientes, lo que 
permitió iniciar un proceso de seguimiento y acompañamiento respecto a los principales nudos críticos del 
sistema de protección local. Se visitaron las provincias de Chaco, Tierra del Fuego, San Luis, y nuevamente 
Catamarca, provincia con la que se sostuvo relación virtual hasta esta nueva visita.

Provincia de Buenos Aires

En abril la Defensora, el Defensor Adjunto y las Directoras de Recepción de Consultas y Denuncias, de Exigi-
bilidad y Litigio Estratégico y de Fortalecimiento del SPID mantuvieron una reunión con la Directora Ejecutiva 
del Organismo Provincial de Niñez y Adolescencia (OPNYA), la Subsecretaría de Promoción y Protección de 
Derechos y la Subsecretaria Penal Juvenil.

En dicha reunión se abordaron los siguientes temas:

-Preocupación por la situación social de las infancias y adolescencias: las autoridades provinciales mani-
fiestan su preocupación frente al deterioro de la situación social, el recorte de recursos desde Nación que 
sin duda impactarán en el incremento de la pobreza y los hechos delictivos en perjuicio de las niñas, niños y 
adolescentes.

-Articulación interjurisdiccional con la CABA. Se ofrece la intermediación de la Defensoría para revisar el pro-
tocolo entre el CDNNYA y el OPNNYA.

-Salud Mental. Expresan dificultades en la articulación, se menciona la reciente recomendación 10 emitida 
por la Defensora Sobre el derecho de las niñas, niños y adolescentes con padecimientos en su salud mental 
a una vida plena. 

-Supervisión de dispositivos: Se aborda la situación de los dispositivos proteccionales, propios y conveniados, 
y se le informa acerca de la recomendación nro. 9 formulada por la Defensora sobre los estándares mínimos 
de calidad en las condiciones de alojamiento en dispositivos destinados a niñas, niños y adolescentes bajo 
cuidado del Estado.

Por otro lado, en el mes de agosto se mantuvieron reuniones con los responsables de los Servicios Zonales 
de la provincia y en el mes de octubre de manera específica con la Región Sur. En el primer caso, se conversó 
sobre los cambios que se implementan desde el organismo en lo que atañe al plantel de personal, dado que 
se ha diseñado una carrera que jerarquiza a los responsables de dispositivos y define tareas y funciones para 
cada cargo. En el segundo caso la reunión versó sobre las dificultades de articulación, especialmente en rela-
ción con Niñas, Niños y Adolescentes alojados en dispositivos de cuidado a cargo del Estado. Se plantearon 
dificultades para la atención de la salud mental y para sostener la escolarización obligatoria y asimismo se 
propuso un trabajo en común sobre la supervisión de intervenciones y de dispositivos de alojamiento.

El 20 de noviembre, la Dirección de Fortalecimiento del Sistema de Promoción y Protección de Derechos y el 
Área de Coordinación de Organizaciones Sociales, participaron en la convocatoria para la conformación del 
Consejo Local de Niñez del Municipio de Berisso.

Estos consejos son espacios en los que diferentes instituciones se reúnen para trabajar juntos en la promo-
ción y protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes del municipio. Del encuentro también parti-
ciparon el Intendente de Berisso, Fabián Cagliardi, la Directora Ejecutiva del OPNYA, Andrea Cáceres; la Direc-
tora de Niñez y Adolescencia de Berisso, Griselda Ezeiza y el Secretario de Derechos Humanos de Ensenada, 
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Carlos Dabalioni. Desde la Defensoría se destacó la importancia de que las organizaciones locales participen 
en espacios interinstitucionales para promover y proteger los derechos de las niñas y niños, se identificó a los 
consejos locales como actores clave en estos sistemas y se ofreció capacitación técnica, asesoramiento y 
acompañamiento para su funcionamiento.

Por último, el 11 de diciembre la Directora de Fortalecimiento del Sistema de Promoción y Protección Integral 
de Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes e integrantes de su equipo, se reunieron con Micaela Fernán-
dez, responsable del Área de Niñez de la Defensoría del Pueblo de la Provincia de Buenos Aires. En el marco 
del Convenio de Cooperación Técnica y Asistencia Recíproca entre la Defensoría del Pueblo de la Provincia 
de Buenos Aires y la Defensora de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, se planificaron y diseñaron 
acciones a implementar durante el año 2025, con el objetivo de garantizar un enfoque integral en la defensa y 
promoción de los derechos de las niñas, niños y adolescentes.

Provincia de Catamarca

En abril se realizó una reunión virtual con Enrique Giménez, especialista en planeamiento educativo e inte-
grante de la Dirección de Evaluación del Ministerio de Educación de la provincia para intercambiar sobre la 
situación educativa particularmente de las y los niños en zonas más alejadas, rurales y conocer la gestión de 
los conflictos y las situaciones de vulneración en las escuelas, siendo informados que articulan con el Poder 
Judicial, especialmente en zonas cabeceras o en zonas más alejadas, concurren a los puestos policiales. Es 
de preocupación de esta Defensoría esta situación, razón por la cual se intentan establecer nuevas estrategias 
de trabajo conjunto. 

Ciudad de Buenos Aires

En el marco del seguimiento del sistema de promoción y protección de derechos, se realizó una reunión el 
30 de abril con la Directora General de Servicios de Atención Permanente del Consejo de Derechos de Niñas, 
Niños y Adolescentes, Dra. Itatí Canido. 

En la reunión se conversó sobre la estructura institucional de la Ciudad en materia de niñas, niños y adoles-
centes sin cuidados parentales. En este mismo marco se intercambió en relación al abordaje de la salud 
mental para este grupo en el contexto de la Recomendación 10 de la Defensora y sobre los recursos con los 
que cuenta, tanto el Consejo como el resto de los efectores locales. Se dialogó, además, sobre las relaciones 
interjurisdiccionales, particularmente con la Provincia de Buenos Aires, de manera de cooperar con el trabajo 
de ambas jurisdicciones.

En agosto se realizó una reunión entre la Defensoría, el Ministerio Público Tutelar y el Ministerio Público de la 
Defensa buscando incidir en posibles cambios en las políticas destinadas a las y los niños y adolescentes en 
situación de calle en la jurisdicción, por medio de acuerdos de trabajo entre las tres instituciones. 

Durante el mes de octubre, se brindó asistencia técnica a la Comisión de Niños, Niñas y Adolescentes del 
Colegio Público de la Abogacía de la Capital Federal en el proyecto de “Guía de Buenas Prácticas para Opera-
dores Judiciales”, guía que establece pautas de actuación para estandarizar las intervenciones en los expe-
dientes administrativos y judiciales que involucran a niñas, niños y adolescentes. Se destacó la importancia 
de considerar los estándares detallados en las Recomendaciones N° 2 y N° 8 emitidas por la Defensoría. 
Además, se realizaron sugerencias específicas respecto al rol del abogado del niño. También se sugirió in-
corporar canales directos, accesibles y amigables de comunicación con el Colegio, para que niñas, niños y 
adolescentes puedan acceder por sí mismos al asesoramiento y al patrocinio letrado y se instó al Colegio a 
elaborar instrumentos como la presente guía, con el fin de brindar herramientas a las abogadas y abogados 
para una defensa especializada de niñas, niños y adolescentes.
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Provincia de Chaco

Los días 25 y 26 de marzo en el marco de la visita a la provincia del Chaco se realizó la devolución del releva-
miento de indicadores del funcionamiento del Sistema de Promoción y Protección de los años 2020, 2021 y 
2022. Además, se realizaron reuniones con el Subsecretario de Niñez, Adolescencia, Familia y Adultos Mayo-
res, Dr.  Fernando Samudio así como con la Directora de Protección de Derechos de Niñas, Niños y Adolescen-
tes, Dra. Mirian Pauluk.

Por otro lado, con el objetivo de la supervisión del SPID, se organizaron distintas reuniones con responsables 
de organismos de control como el Presidente, Comisionadas e integrantes del equipo técnico del Comité 
Provincial para la Prevención de la Tortura; la Defensoría del Pueblo de Chaco con asesores del Defensor Ber-
nardo Voloj y Defensora de Niñas, Niños y Adolescentes de Resistencia con la Defensora Dra. Valeria Cruz y 
autoridades de niñez del municipio y con la Defensora General, Dra. Alicia Beatriz Alcalá.

Provincia de Chubut

El 21 de marzo, autoridades de la Defensoría recibieron a funcionarios del Ministerio de Desarrollo Humano 
de la provincia de Chubut. En la reunión, se abordó la continuidad del monitoreo del sistema de protección 
provincial y otros temas centrales, entre los que se destacó el inicio de clases escolares.

Las autoridades provinciales informaron que, tal como recomendó la Defensoría, trasladarán el dispositivo 
penal juvenil denominado Centro de Orientación Socio Educativa (COSE) a un inmueble ubicado en el ejido 
urbano.

En el mes de septiembre se respondió una nota enviada por la Comisión de Seguimiento de la ley III Nº21 
creada en el marco de la legislatura provincial remitiendo un informe de análisis de los resultados de la imple-
mentación y funcionamiento del sistema de protección local.

Provincia de Corrientes

Durante el Encuentro de Legisladores organizado por la Defensoría, se trató con legisladores de esta provincia, 
el tema de la aprobación y conformación en la Cámara de Diputados provincial de una Comisión especial de 
reforma de la Ley de Protección. En tal sentido, se indicó su integración y puesta en funcionamiento en corto 
plazo.

Conformada la “Comisión Técnica Especial de estudio, análisis y redacción del proyecto de ley de reforma y 
actualización de la Ley de Protección Integral de los Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes para la provin-
cia de Corrientes” se mantuvieron contactos con diferentes actores que la integran para seguir el proceso y 
ofrecer la asistencia de la Defensoría.

Durante el mes de octubre, el Departamento de Fiscalización de la Dirección de Protección solicitó una opinión 
técnica al proyecto de protocolo para los dispositivos residenciales que alojan a niñas, niños y adolescentes 
sin cuidados parentales, tal como lo establece en Art. 10 inc. b del Decreto provincial 1075/2022.

Provincia de Entre Ríos

En junio se realiza una reunión con la nueva titular del Consejo Provincial de Niñez, Adolescencia y Familia, Cla-
risa Sack. Se conversó respecto a la situación general del organismo, y en particular sobre el estado deficitario 
de los dispositivos de alojamiento y las dificultades de coordinación con el Poder Judicial.

Participó también la legisladora Carolina Streintenberger, quien manifestó la existencia de interés en avanzar 
en un proyecto de ley que regule estándares de condiciones de alojamiento de los dispositivos residenciales, 
para lo cual se le remite información pertinente.

En la búsqueda de articular con otros actores del sistema e impulsar acciones para el fortalecimiento del sis-
tema de protección local, la Defensoría convocó en noviembre al Registro de Abogados de Niñas y Niños del 
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Colegio Público de Abogados de la provincia de Entre Rios para participar como expositor de un conversatorio 
sobre el estado de situación de la figura.

Provincia de Formosa

En abril se realizó un contacto de seguimiento con la coordinadora de las residencias socioeducativas para 
conocer el estado de avance con los temas identificados como nudos centrales, luego de la visita a la provin-
cia. En la misma se informó que comenzó a funcionar la Mesa con Salud Sexual sugerida por la Defensoría y 
se establecieron visitas periódicas a los dispositivos proteccionales por la jueza de menores Dra. Jarzynski, lo 
que permitió hacer más fluido el vínculo entre ambas instituciones.

En el mes de junio continuó el contacto con la magistrada donde se retomaron temas referidos a los circuitos 
judiciales y una posible mesa de articulación entre los juzgados de menores y el de familia. En relación con la 
garantía del derecho a la educación, la magistrada informó que luego de la visita de la Defensoría, se instó a la 
escolarización de todos los adolescentes del CAIJU, se los inscribió en escuelas fuera de la institución, todos 
en el nivel secundario.

Provincia de Jujuy

La Defensora de niñas, niños y adolescentes Alejandra Martínez y el Defensor Adjunto Agustín Garlatti estu-
vieron presentes en el Encuentro Anual de Legisladores organizado por la Defensoría y con ellos se conversó 
sobre el estado de situación del sistema de protección local. Asimismo, durante el mes de septiembre se 
mantuvo reunión presencial en sede de la Defensoría y se intercambió información entre ambos organismos, 
para continuar y fortalecer el trabajo conjunto.  

En el mes de enero se mantiene una reunión con Ileana Leguizamón, funcionaria de la SENAF provincial de la 
cual participaron los equipos de las distintas direcciones que integran el organismo de niñez provincial

Provincia de La Rioja

En agosto se realizó una reunión virtual con Estela Ponce, coordinadora del Dispositivo territorial Penal Juvenil 
de Acompañamiento y Supervisión Nueva Vida, Subsecretaría de Niñez, Adolescencia y Familia del Ministerio 
de Desarrollo Social y Sheila Contreras coordinadora del dispositivo de Guardia en comisaría de la Secretaría 
de DDHH del Ministerio de Justicia, Seguridad y DDHH. La reunión tuvo como objetivo revisar la información 
brindada en el Relevamiento de indicadores del año 2023 sobre los ingresos a dispositivos penales juveniles. 
Se aprovechó la oportunidad para conocer todos los dispositivos con los que cuentan en la provincia y las 
dinámicas de trabajo con esta población. 

Provincia de Mendoza

El 11 de marzo de 2024 se realizó una reunión de autoridades de la Defensoría con la Subsecretaría de Niñez 
y Adolescencia de la provincia. Se trató la situación actual del dispositivo penal ex COSE y de los Centros Re-
sidenciales de alojamiento de niñas, niños y adolescentes sin cuidados parentales.

En julio se realizó una nueva reunión con la Subsecretaría de Niñez y Adolescencia y con el Director de interna-
ciones del dispositivo ex COSE, con el objetivo de mantener actualizada la información respecto a su estado, 
como así también la situación de los centros residenciales proteccionales dependientes de la Dirección Ge-
neral de Protección de Derechos. En esa oportunidad, se informó a la Defensoría que comenzaron obras de 
reforma en el ex COSE y que se encuentran avanzando con las recomendaciones realizadas en la reunión del 
mes de marzo. Se informó también que la provincia, a partir de un convenio con la Universidad Nacional de 
Cuyo, se encontraba organizando una Diplomatura para el personal del dispositivo, que se replicará para los 
operadores de los dispositivos proteccionales.
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Finalmente, las autoridades provinciales indicaron que durante el mes de junio comenzó la implementación 
del Plan Federal de Capacitación (Ley Lucio) obligatorio para todas las áreas del Estado; hasta la fecha de la 
reunión se habían capacitado aproximadamente 7000 empleados provinciales.

Provincia de Neuquén

En diciembre se realizó una reunión informativa con Nayla Pituch asesora del Subsecretario de Familia del 
Ministro de Gobierno, a fin de conocer la nueva estructura de la que depende la Subsecretaría y las medidas y 
reformas implementadas a lo largo del año en dicha provincia, comentó la situación del personal y las articu-
laciones interinstitucionales que se retomaron a partir de la asunción del Subsecretario.

Provincia de Río Negro

En marzo se realizó una reunión virtual con la Secretaría de Niñez y Adolescencia y Familia, Laura Demarco y 
su equipo. Luego de la presentación de las nuevas autoridades, se describe la estructura de la Secretaría acla-
rando que no ha habido modificaciones a pesar de la reciente inclusión dentro de la estructura del Ministerio 
de Desarrollo Humano, Deportes y Cultura. Brinda información, también, sobre los programas y dispositivos 
de la Secretaría, y los programas nacionales. Informan que no han finalizado los trámites para que los Niñas, 
Niños y Adolescentes de hogares puedan cobrar la AUH y que el Consejo Provincial no está en funcionamiento 
actualmente. 

En agosto se realiza una nueva reunión, presencial en la Defensoría, con la Defensora Marisa Graham y se 
propone entre otras acciones realizar una actividad con las áreas de niñez de las 24 jurisdicciones en materia 
de abordaje de niñas, niños y adolescentes en contacto con el sistema penal.

En el mes de enero se mantuvo reunión con Silvana Culumilla, titular de la SENAF, a fin de intercambiar infor-
mación sobre el funcionamiento del SPID provincial y compartir datos y material de su interés.

Provincia de Salta 

En articulación con la Dirección de Relaciones Institucionales se brindó colaboración para la elaboración del 
dictamen al proyecto de Ley “Creación de Equipo de Diagnóstico Organizacional para Dispositivos de Cuidado 
Institucional de Menores de la Provincia de Salta” remitido por la Red de Legisladores de la Defensoría.

Provincia de San Luis

Entre el 27 y 29 de agosto la Defensoría realizó la primera visita a la provincia. Se mantuvieron reuniones con 
el Ministro de Desarrollo Humano, con la Directora de Primera Infancia y Familia, y con el Subdirector de Pro-
tección de Derechos niñas, niños y adolescentes. También se mantuvo reunión con el Defensor General Pro-
visorio y con Defensores de Niñez, Adolescencia e Incapaces, en la que se conversó respecto a la supervisión 
externa de las Familias Solidarias, y se intercambiaron opiniones respecto a los instrumentos que elaboró la 
Defensoría.

Más allá de las reuniones con las autoridades, se visitó también la Comisaría de Atención a la Niñez, Adoles-
cencia y Familia de la Ciudad de San Luis, la Comisaría de Atención a la Niñez, Adolescencia y Familia de la 
Ciudad de Villa Mercedes y la Escuela Generativa Luis Lusquiños.

Junto a los integrantes de los equipos de la Subdirección de Niñez y con la presencia del Subdirector y Jefas 
de Áreas, se presentaron los datos con la información relevada entre los años 2020 y 2022, y se intercambia-
ron opiniones respecto a los nudos del sistema de protección local, entre ellos la falta de una ley de protección 
integral y de responsabilidad penal juvenil, conforme la Recomendación N°3 de la Defensoría.

Finalmente, autoridades de la Defensoría participaron de la Mesa Interinstitucional convocada por la Subdi-
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rección de Protección de Derechos de niñas, niños y adolescentes; participaron adolescentes de la Red de 
Promotoras/es de Derechos, que intercambiaron opiniones y propuestas con autoridades provinciales de las 
áreas de salud, salud mental y educación. 

Provincia de Santa Fe

En el mes de marzo las autoridades de la Defensoría mantuvieron una reunión virtual con las nuevas auto-
ridades de la Secretaría de Niñez Adolescencia y Familia de la Provincia de Santa Fe. Allí se abordó la con-
tinuidad del monitoreo del sistema de promoción y protección, y se informó acerca de las observaciones y 
recomendaciones realizadas hacia la provincia. Se conversó además acerca de la situación de las niñas niños 
y adolescentes con padecimientos de salud mental y se abordó el estado actual en materia de condiciones de 
alojamiento en dispositivos de niñas niños y adolescentes y la necesidad de un abordaje desde el sistema de 
protección integral de derechos de los adolescentes en conflicto con la ley penal.

En el mes de julio se realizó una reunión con integrantes del Área de Investigación en Políticas Públicas (ex 
Monitoreo) de la Defensoría de niñas, niños y adolescentes de la provincia de Santa Fe, dado que se encontra-
ban en plena formulación de un proyecto de investigación sobre la situación en los hospitales generales con 
servicios de salud mental, incluyendo provinciales y municipales. Explicaron que su intención es incluir tanto 
a aquellos niños, niñas y adolescentes que se encuentran dentro del SPID como a aquellos que no lo están y 
se encuentran hospitalizados, atendidos por temas específicamente de salud mental.

Provincia de Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur

Entre el 10 y 12 de junio se realizó la primera visita de autoridades de la Defensoría a la provincia. En esa 
ocasión, se mantuvieron reuniones con la Ministra de Bienestar Ciudadano y Justicia, el Secretario de Niñez, 
Adolescencia y Familia (SENAF), el Secretario de Justicia, y la Secretaría de Derechos Humanos. Con las 
autoridades, se abordó la situación de las niñas, niños y adolescentes de la provincia, manifestando especial 
preocupación respecto a la continuidad de los programas dirigidos a niñas, niños y adolescentes financiados 
con recursos provenientes del Estado nacional.

Se presentó también el Informe Provincial del Relevamiento realizado por la Defensoría con información sobre 
los años 2020, 2021 y 2022, y se destacaron los nudos críticos en el funcionamiento del Sistema de Protec-
ción Integral provincial. Entre ellos, se mencionaron el déficit en la dotación de equipos técnicos y operadores; 
la gestión provincial respondió estar en conocimiento del tema y compartir la preocupación. El mismo informe 
provincial fue presentado también en la reunión con los equipos técnicos y de conducción de la Subsecretaría 
de protección de la región norte, de la que participaron además el Secretario de Niñez, Adolescencia y Familia, 
la Subsecretaría de Protección de la región norte y profesionales de las 5 Direcciones que la integran.

Posteriormente se realizaron visitas de monitoreo a las residencias para niñas, niños y adolescentes sin cui-
dados parentales de Ushuaia y Río Grande.

También se trabajó con la Mesa Interministerial e intersectorial Río Grande. El encuentro fue organizado por 
la Secretaría de Niñez, Adolescencia y Familia de Tierra del Fuego y participaron adolescentes de la Red de 
Promotores de Derechos de Tolhuin y de Río Grande, como también efectores de salud, educación y del Poder 
Judicial. En el ámbito de la Mesa, se presentó la agenda de los adolescentes de la provincia y se abrió al diá-
logo sobre los nudos críticos por los que atraviesa el sistema de protección de derechos. Los adolescentes 
puntualizaron la necesidad de abordar muy especialmente las temáticas de salud mental, suicidio, adicciones, 
la implementación de la Educación Sexual Integral, y se refirieron a la importancia de los espacios de encuen-
tro, dadas las características particulares de la región. Los actores presentes se comprometieron a darle 
continuidad a la Mesa como instrumento de articulación permanente. El mismo ámbito de trabajo se replicó 
en Ushuaia con la participación de efectores de salud, educación, Poder Judicial, género y derechos humanos, 
pero sin participación de adolescentes.
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Provincia de Tucumán

En el mes de mayo se iniciaron una serie de reuniones de seguimiento a raíz de la situación en dispositivos 
de alojamiento. Estos espacios permitieron el intercambio de propuestas y opiniones sobre la situación del 
sistema de protección de derechos en la provincia.

En el mes de junio la Directora de Niñez, Adolescencia y Familia de la Secretaría de Estado de Niñez, Adoles-
cencia y Familia solicitó a la Defensoría un informe técnico por el Protocolo Interinstitucional de Aplicación del 
Sistema de Protección Integral de Derechos de niños, Niñas y Adolescentes en la provincia. En julio se remitió 
la opinión técnica de la Defensoría.

Abordaje federal de temas transversales

A partir del relevamiento anual de información a través del sistema de indicadores, las visitas al territorio, las 
demandas recibidas, las reuniones de intercambio y los casos que ingresan en la Defensoría, hemos podido 
identificar temas críticos presentes en el SPPID de todas las jurisdicciones de nuestro país. Durante el 2024 
hemos abordado algunas de ellas a través de acciones que han involucrado o de las que han participado la 
gran mayoría de las jurisdicciones, a saber: la defensa técnica de niñas, niños y adolescentes; protocolos in-
terinstitucionales para el abordaje de la violencia sexual contra niñas, niños y adolescentes; erradicación del 
trabajo infantil; abordaje a adolescentes no punibles; niñas, niños y adolescentes con padecimientos en su 
salud mental y género y niñez.

Estas temáticas se abordaron a partir de diversas acciones que se encuentran desarrolladas a lo largo del 
informe, como la elaboración y difusión de la Recomendación N°10 Sobre el Derecho de las niñas, niños y ado-
lescentes con padecimientos en su salud mental a una vida plena, el relevamiento de protocolos interactorales 
de abordaje a la violencia sexual contra niñas, niños y adolescentes, el conversatorio junto con UNICEF “Es por 
ahí: Experiencias Locales con Adolescentes en su Comunidad”, el encuentro junto con UNICEF de  “Abordajes 
locales de adolescentes en conflicto con la ley penal: estrategias y desafíos”, ambos sobre experiencias en la 
provincia de Buenos Aires, el envió de notas . Además se envió un pedido de informe al Secretario de Trabajo, 
Empleo y Seguridad Social del Ministerio de Capital Humano en relación a las políticas implementadas para la 
erradicación del trabajo infantil y la protección del trabajo adolescente y el estado de cumplimiento del “Plan 
Nacional para la Prevención y Erradicación del Trabajo Infantil y Protección del Trabajo Adolescente 2024-
2028” y las medidas llevadas a cabo desde la Secretaría para su ejecución: y se trabajó junto a UNICEF en el 
encuentro “Estrategias de prevención y respuesta a la violencia contra niñas, niños y adolescentes en el marco 
de situaciones de violencia de género”.

Defensa Técnica de Niñas, Niños y Adolescentes

Las dificultades para acceder al derecho de defensa técnica de niñas, niños y adolescentes por la ausencia de 
organismos en las provincias que brinden el servicio, ha llevado a implementar acciones conjuntamente con 
UNICEF Argentina y Colegios de la Abogacía provinciales, con el fin de promocionar la figura del abogado del 
niño.

En primer lugar, se elaboró un documento en el que se consolida la información relevada por la Defensoría, 
que contiene los siguientes ítems:

1.	 Fundamentos de la defensa técnica de niñas, niños y adolescentes, como una herramienta para garantizar 
su derecho a ser escuchadas/os, su autonomía progresiva, su interés superior, la tutela judicial efectiva, el 
debido proceso legal y el principio de igualdad y no discriminación;

2.	 Estado de situación actual en cada provincia;

3.	 Centralidad de la figura para la Defensoría, que ha destacado su importancia en las Recomendaciones 
N°2, 6, 8 y 9;

4.	 Estándares mínimos para garantizar el servicio de sintonía con los derechos y garantías en materia de 
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promoción y protección de derechos.

Por otro lado, a solicitud del Colegio Público de Abogados de Ciudad de Buenos Aires (CPACF), se analizó el 
protocolo de actuación para operadores judiciales elaborado por el Registro de Abogados del Niño de esa 
entidad. En virtud de ello, se participó en el mes de septiembre de una reunión presencial en sede del Colegio 
Público para brindar los aportes de la Defensoría e intercambiar opiniones al respecto.

Por último, a fin de año se organizó en conjunto con UNICEF Argentina un conversatorio con los Colegios Pú-
blicos de Abogados que cuentan con servicio de Abogado de Niñas y Niños, y con aquellos Colegios Públicos 
que durante el relevamiento manifestaron interés en avanzar en ese camino. Se solicitó a los Colegios de 
Buenos Aires y Entre Ríos con vasta trayectoria en la materia que expongan en relación a las estrategias para 
sortear obstáculos interinstitucionales, principales logros obtenidos en la defensa técnica de niñas, niños y 
adolescente, y desafíos pendientes en el reconocimiento de la figura. Estuvieron presentes más de 90 perso-
nas de 19 (diecinueve) jurisdicciones, entre autoridades de Colegios de Abogados y/o de Registros, abogadas 
y abogados de niñas, niños y adolescentes, profesionales que estén impulsando el registro en su colegio y 
legisladores.

Supervisión de dispositivos de alojamiento de Niñas, Niños y Adolescentes bajo cuidado 
del Estado

A fin de dar cumplimiento a la manda legal establecida en el inc. e) del art. 55 de la Ley N°26.061, se impulsan 
estrategias tendientes a la conformación de un Sistema Federal de Monitoreo de las condiciones de alojamien-
to en los dispositivos de alojamiento de niñas, niños y adolescentes bajo cuidado del Estado (proteccionales, 
penales, de salud mental y otros) que, sin sobrepasar las autonomías provinciales, de la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires y las instituciones preexistentes, ponga en cabeza de los organismos de supervisión externa 
locales el control de los estándares mínimos de calidad de cuidado que deben receptar los dispositivos que 
albergan a niñas, niños y adolescentes. En ese contexto, se dio especial Impulso de estándares a nivel nacio-
nal y provincial mediante diferentes herramientas.

Seguimiento de la Recomendación Nº 13, sobre los estándares mínimos de calidad en las  
condiciones de alojamiento en dispositivos de responsabilidad penal adolescente-juvenil

En el mes de septiembre la Defensoría emitió la Recomendación N13 “sobre los estándares mínimos de ca-
lidad en las condiciones de alojamiento en dispositivos de responsabilidad penal adolescente - juvenil”, des-
tinada al Poder Ejecutivo Nacional, a los poderes ejecutivos provinciales y, particularmente, a aquellos orga-
nismos competentes especializados en materia penal juvenil. Su objeto es definir condiciones mínimas que 
deben cumplirse en los establecimientos que alojan a adolescentes en cumplimiento de medidas privativas o 
restrictivas de la libertad, promoviendo la adecuación de los dispositivos y la debida supervisión de su funcio-
namiento. A partir del mes de octubre se inició el proceso de seguimiento mediante la notificación formal a 
cada una de las autoridades destinatarias de la Recomendación. Por otra parte, se tienen proyectadas reunio-
nes y actividades de difusión de la Recomendación con organismos de control encargados de llevar a cabo la 
supervisión externa de los dispositivos de alojamiento.

Seguimiento de la Recomendación Nº 9, Sobre los estándares mínimos de calidad en las  
condiciones de alojamiento en dispositivos destinados a niñas, niños y adolescentes  
bajo cuidado del Estado

A solicitud de Lucía Iañez, Diputada de la Provincia de Buenos Aires, se emitió una opinión técnica respecto del 
proyecto de ley cuyo objetivo es regular el funcionamiento de los dispositivos residenciales en el territorio de 
esa provincia (EXPTE-D-1886-24/25 de la Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires).

En el mismo sentido es de destacar que tanto en las provincias de La Rioja como en la de Tucumán se utilizó 
la Recomendación para la redacción de la normativa específica sobre estándares en materia de calidad de 
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cuidados en los dispositivos de alojamiento, en modalidad residencial o familiar, según lo informado en el 
Relevamiento de indicadores del Sistema de Protección Integral de Derechos sobre datos del año 2023.

Adecuación del procedimiento para las visitas a dispositivos que alojan niñas. Niños y adolescen-
tes bajo el cuidado del Estado (modificación de la Resolución 2/2023)

En virtud de la Recomendación N°9, de la Recomendación N° 13 y de la aprobación en el ámbito del Consejo 
Federal de Niñez, Adolescencia y Familia, de la Guía de Calidad del cuidado de niñas, niños y adolescentes con 
medida excepcional en dispositivos de modalidad residencial, se adecuó el Anexo de la Resolución 2/2023, en 
el cual se establece el procedimiento para las visitas a dispositivos que alojan niñas niños y adolescentes bajo 
cuidado del Estado.

Asimismo, en conjunto con el Área de Participación y Protagonismo diseñamos un instrumento a fin de re-
levar la voz de las niñas, niños y adolescentes alojados en dichos dispositivos sin revictimizarlos sino por el 
contrario a través de experiencias lúdicas, para su utilización por parte de los organismos provinciales de 
supervisión. La metodología de trabajo, el encuadre y la dinámica fueron implementadas en tres talleres en un 
dispositivo de alojamiento   provincial con niñas y niños de 6 a 12 años y con resultados satisfactorios.

Fortalecimiento de los organismos locales de supervisión externa

Se continúa afianzando la relación y articulación con los organismos de supervisión externa en las jurisdiccio-
nes a través de acciones de capacitación y asistencia técnica. Entre ellas, se destacan las siguientes:

Junto a la Defensora Provincial del Servicio Público Provincial de Defensa Penal de Santa Fe se acordó la rea-
lización de un taller destinado a la Defensoría General y a los Defensores y sus equipos, respecto al monitoreo 
de dispositivos penales que alojan niñas, niños y adolescentes. La propuesta de trabajo incluyó la realización 
de visitas conjuntas y el diseño de una capacitación sobre defensa técnica especializada, en virtud de la im-
plementación del nuevo código procesal penal.

En el mes de junio, junto a la Delegación Mar del Plata de la Defensoría del Pueblo de la Provincia de Buenos 
Aires, se llevaron adelante dos jornadas de trabajo. La actividad consistió en un taller de intercambio sobre 
supervisión externa de dispositivos residenciales, en el que se abordaron los ejes relevantes para la implemen-
tación de tal supervisión, tomando como eje la Recomendación N° 9 de la Defensoría y la “Guía de Calidad del 
Cuidado en dispositivos residenciales” suscripta por las autoridades de niñez en la Sesión 47° del Consejo 
Federal de Niñez, Adolescencia y Familia. 

En el marco del convenio vigente con el Consejo Federal de Defensores y Asesores Generales, la institución par-
ticipó de la reunión del Consejo Federal de Defensores y Asesores Generales, en la sede de la Defensoría General 
de la Nación. En la reunión estuvo presente la Defensora General de la Nación, las y los defensores generales y 
asesores de 17 jurisdicciones. La Defensora presentó el II Informe de las acciones realizadas en el marco del 
convenio con la Asociación Civil de Defensores y Asesores Generales de la República Argentina. En el documen-
to se incluyeron las capacitaciones dictadas a las y los defensores, asesores y sus respectivos equipos durante 
el 2022, el procedimiento para visitas a dispositivos de alojamiento de niñas, niños y adolescentes aprobado por 
Resolución N°02/2023 DDNNYA, las visitas conjuntas a dispositivos de alojamiento de niñas niños y adolescen-
tes realizadas con las y los defensores y asesores en sus Provincias, algunas intervenciones coordinadas a partir 
de pedidos de intervención recibidas por el área de Asesoramiento y Recepción de Consultas de la Defensoría y, 
finalmente, la actualización correspondiente al 2023 de los datos relevados con el formulario digital. Por último, 
también se acordó indagar sobre las condiciones de alojamiento de los dispositivos de justicia juvenil a nivel 
federal, poniendo a disposición un instrumento en formato digital para realizarlo de manera rápida.

Se realizó a fines de octubre un taller de supervisión interna de dispositivos dirigido a la Secretaria de Jus-
ticia, Derechos Humanos y Género de Catamarca. El mismo fue solicitado por la Secretaría para las cuatro 
Direcciones que la integran, la Dirección de Derechos Humanos, la Dirección de Mujeres, Género y Diversidad, 
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la Dirección de Justicia y la de Atención Integral a Personas Liberadas. Este primer taller de aproximación a 
la temática de Monitoreo de Dispositivos de Alojamiento de Niñas, Niños y Adolescentes bajo el cuidado del 
Estado ocurre dado que tienen previsto conformar un equipo para llevar a cabo la supervisión interna de los 
dispositivos de la provincia.

Intervenciones conjuntas con los organismos locales de supervisión externa

Durante el año 2024, en conjunto con los organismos locales de supervisión independiente, se continuó con la 
realización de visitas a dispositivos. A partir de ellas, se obtuvieron diagnósticos que fueron utilizados como 
insumos para la emisión de señalamientos y recomendaciones a las provincias, con el objetivo de asegurar el 
cumplimiento de los estándares mínimos de calidad de cuidado que deben recibir los dispositivos que alber-
gan a niñas, niños y adolescentes.

Entre las acciones, se destaca la realizada en Chaco junto a la Defensora General y al Comité para la Pre-
vención de la Tortura de esa provincia. Se mantuvieron reuniones en julio y septiembre de seguimiento a las 
observaciones sobre el estado de situación de los dispositivos, realizadas por esta Defensoría en la visita a 
la provincia, particularmente respecto a Aldea Tres Horquetas, y prioritariamente los ECAs Niñas Bonitas y 
Sueño de Luz (ubicados en el mismo establecimiento), donde actualmente residen 15 niñas y 16 adolescentes 
respectivamente. La visita se centró en verificar avances en vinculación familiar, educación, participación en 
actividades recreativas fuera de la currícula escolar y constatar las condiciones materiales.

En CABA se realizó una visita de monitoreo al Centro de Atención y Derivación (C.A.D.) “Úrsula Llona de In-
chausti”, dispositivo para la primera aprehensión y al Centro Cerrado de cumplimiento de medidas penales 
para adolescentes de 16 y 17 años Dr. Manuel Rocca (ex Luis Agote), En dicha ocasión el equipo de la Direc-
ción de Fortalecimiento del Sistema de Promoción y Protección realizó una inspección ocular y entrevistas a 
las autoridades de dichos dispositivos. De la recorrida también participó el Comité de Prevención de la Tortura 
de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Junto a la Delegación Mar del Plata de la Defensoría del Pueblo de la Provincia de Buenos Aires, se realizaron 
las visitas de monitoreo de los dispositivos proteccional de alojamiento de niñas, niños y adolescentes “Casa 
de abrigo Ramón T. Gayone”, “Casa de Amigos” y “Hogar Palestra”.
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La Defensoría en  
Comisiones Legislativas
La Defensoría, además de realizar el seguimiento de los proyectos que por su temática impactan en forma 
directa o indirecta en la población de niñeces y juventudes, como organismo especializado ha sido invitada a 
participar de reuniones de comisión informativas a fin de plantear sus observaciones y manifestar su posicio-
namientos sobre diferentes temas.

Presentación y Balances de la Defensoría ante Comisión de Familia, Niñez y Juventudes 
de la Honorable Cámara de Diputados

El 17 de abril de 2024 fueron invitados a la Comisión la Defensora y el Defensor adjunto. En la reunión presen-
taron y compartieron con legisladores y legisladoras sus preocupaciones, manifestando la necesidad de no 
retroceder en el piso de derechos alcanzados, especialmente en seguridad social. Además, expusieron sobre 
los primeros años de gestión y el funcionamiento del organismo en este tiempo. Se refirieron también a las 
preocupaciones centrales respecto a seguridad social, nivel de cobertura y alcance del programa Progresar, 
AUH, Tarjeta Alimentar, suficiencia de las prestaciones y movilidad de esos ingresos. En relación a esto último, 
plantearon que era necesario prestar atención a la discusión sobre la fórmula y tratar de incluir a la Tarjeta Ali-
mentar en el cálculo de movilidad. Asimismo, expresaron preocupación por la seguridad alimentaria de niñas, 
niños y adolescentes debido a los problemas de implementación y cumplimiento de la ley de alimentación 
saludable.

Señalaron también cuestiones relativas a la salud, manifestando la necesidad de volver a niveles óptimos de 
vacunación, y su preocupación por la continuidad del Plan ENIA y otras políticas públicas. Además, señalaron 
a la salud mental como uno de los temas principales de interés y atención de la Defensoría. En relación a ello, 
llamaron la atención respecto a la problemática del suicidio en adolescentes, las apuestas online y la protec-
ción de niñas, niños y adolescentes en entornos digitales.

Por último, abordaron la situación actual de la escuela en cada uno de los niveles educativos y señalaron ta-
reas pendientes para mejorar el funcionamiento del sistema de protección de derechos, entre los que se apun-
tó a la jerarquización del sistema y el control de los dispositivos que albergan niñas, niños y adolescentes.

Consumo problemático de sitios de apuestas en línea de niñas, niños y adolescentes 
ante la Comisión de Familia, Niñez y Juventudes de la Honorable Cámara de Diputados

El día 11 de junio, la Defensora y el Defensor adjunto participaron en la reunión informativa sobre consumo 
problemático de sitios de apuestas en línea de niñas, niños y adolescentes. En su exposición, la Defensora 
manifestó que es muy importante que la comisión de Niñez de la Cámara de Diputados haya decidido incluir 
el tema en su agenda de trabajo, y expresó que es difícil atender el tema sin hablar de la adicción al entorno 
digital, con niñas, niños y adolescentes sujetos a las pantallas. Consideró que existen muchos riesgos en 
entornos digitales y que el mundo adulto no ha sabido prevenir los problemas que se han generado. Por otro 
lado, recomendó que todos los proyectos que abordan el tema tengan giro a las comisiones de educación y 
de niñez. Para finalizar, destacó la importancia de volver al juego libre, al juego con el otro. Por su parte, el 
Defensor adjunto explicó que al comenzar a trabajar el tema desde la Defensoría, lo primero que se hizo fue 
escuchar a los chicos, reunirse con las organizaciones, con la lotería de la Ciudad de Buenos Aires, y con repre-
sentantes de Alea (Asociación de Loterías, Quinielas y Casinos estatales de Argentina). Desde la Defensoría 
se realizaron 24 pedidos de informe, con el objetivo de interiorizarse respecto a cómo se ejerce el control de 
las plataformas de juegos y apuestas en línea. Asimismo, manifestó que desde la Defensoría se está procu-
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rando instalar el tema en la Red de Legisladoras y Legisladores. Señaló que, por el interés superior del niño, 
no se puede aplicar en los sistemas el mismo algoritmo que se aplica a adultos y afirmó que el Congreso 
Nacional debería trabajar en una ley destinada a regular estándares mínimos. En este sentido, señaló que las 
cuestiones que esa norma debería considerar pasan por hablar de consumo problemático y no de ludopatía; 
establecer prohibiciones o regulación de la publicidad -especialmente en lo que respecta a la participación de 
influencers y figuras públicas y en eventos deportivos y culturales-; inclusión de leyendas sobre la prohibición 
de juegos para menores de edad; reglamentación de acceso a sitios web; vínculos con el registro nacional de 
las personas; control de acceso para cada transacción; modalidades de pago y regulación de uso de billeteras 
virtuales; y, finalmente, todo lo referido a la protección de los datos personales. Por último, el Defensor Adjunto 
refirió que entre el 70 y el 80% del juego en línea se da en sitios ilegales, y que por eso es un tema especial-
mente complejo que requiere del trabajo mancomunado del ENACOM y las empresas legales, que debería 
abordarse técnicamente con especialistas en delitos informáticos.

Plan ENIA ante la Comisión de Acción Social y Salud Pública  
de la Honorable Cámara de Diputados

El 25 de junio se realizó una reunión de la Comisión de Acción Social y Salud Pública de la Cámara de Diputa-
dos de la Nación, en la cual participaron la Defensora y el Defensor Adjunto. Destacaron las declaraciones de 
las trabajadoras del Plan ENIA que prestan sus servicios en el territorio, y la Defensora manifestó que, si no 
tienen una proyección en las provincias, “los planes nacionales son lo mismo que el aire” y que por eso es in-
dispensable que la ley obligue al financiamiento nacional. En relación a la importancia del Plan y la necesidad 
de desnaturalizar problemas como el abuso sexual en la infancia, manifestó que en la República Argentina el 
80% de las denuncias por violencias, tiene que ver con abuso sexual y se refirió a la necesidad de trabajar y 
aportar a nuevas masculinidades. Por su parte, el Defensor Adjunto, manifestó su preocupación por los despi-
dos de trabajadoras y trabajadores abocados al Plan ENIA, y su disminución presupuestaria.

Proyecto de tipificación del delito de compra y venta de niñas, niños y adolescentes

El 2 de julio la Defensora y el Defensor Adjunto participaron en una reunión de las Comisiones de Legislación 
Penal y Familia, Niñez y Juventudes de la Cámara de Diputados en la que se debatió el tratamiento de la tipi-
ficación del delito de compra y venta de niñas, niños y adolescentes. La Defensora celebró que el Congreso 
Nacional haya encarado la tipificación del delito de compraventa, señaló el trabajo de la Defensoría en torno al 
análisis hecho sobre los proyectos de ley con estado parlamentario y manifestó que, aunque tienen distintos 
matices, todos apuntan a lo mismo.

El 10 de julio de 2024, ante la Comisión de Justicia y Asuntos penales del Senado, en virtud de de las propues-
tas de modificación del Código Penal, la Defensora sostuvo la necesidad de cumplir con el segundo protocolo 
facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño, a la que la República Argentina adhirió en el año 
2002. El Protocolo facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la venta de niños, la 
prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía, establece la necesidad de un régimen sólido de 
adopción que la haga más transparente, y que evite la compraventa de niños con este fin. En esa oportunidad 
también destacó que debe cumplir el país con el fallo “Fornerón” y que ante una reforma del Código Penal se 
incorpore la situación de vulnerabilidad, cumpliendo con las Reglas de Brasilia, que fueron aceptadas por la 
Corte Suprema de Justicia. 

La Defensora destacó que en la República Argentina –a pesar de haber estado prohibidas anteriormente en el 
artículo 318, y ahora expresamente prohibidas en el artículo 611 del Código Civil y Comercial de la Nación– se 
siguen realizando las entregas de niñas, niños y adolescentes por acto administrativo, por escritura pública 
y también las directas con fines de adopción. Por tal motivo, solicitó que el artículo incorpore explícitamente 
los fines adoptivos o no haber cumplido con el proceso legal vigente para la adopción cuando haya mediado 
o no precio, promesa remunerativa o cualquier otro tipo de contraprestación. Hay un delito tipificado, que es la 
compraventa con fines de adopción y, hay otro delito en concurso ideal, que es el delito de trata de personas. 
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Sistema penal juvenil ante las Comisiones de Legislación Penal, Familia, Niñez y 
Juventudes, Justicia y Presupuesto y Hacienda. Honorable Cámara de Diputados

Durante el primer semestre de 2024, comenzó la discusión sobre un sistema penal juvenil en el Congreso de 
la Nación, con motivo del envío por parte del Poder Ejecutivo Nacional de un proyecto sobre el tema. La De-
fensora y el Defensor Adjunto participaron el 28 de agosto de los plenarios convocados para la discusión de 
un sistema penal juvenil en Argentina. La Defensora manifestó que es muy difícil legislar sobre una realidad 
que no se conoce. Expresó que además del Proyecto del PEN, hay otros proyectos que bajan la edad, que son 
netamente punitivistas, y en los que no se reconoce el principio básico de los derechos de los niños, que es el 
principio de protección especial por el hecho de ser vulnerables, el cual está respaldado por la Convención so-
bre los Derechos del Niño y el amplio Corpus Iuris en materia de derechos humanos. La Defensora manifestó 
que esas medidas son poco inteligentes, porque la violencia no se combate con más violencia, y los índices de 
criminalidad no disminuyen por bajar la edad de punibilidad o aumentando la pena a los menores, sino que se 
baja evitando la reincidencia y la reiteración; en los ámbitos donde están prisioneros los adultos, los niños no 
pueden salir mejor. Manifestó también que una sociedad más justa y pacífica se hace combatiendo el crimen 
organizado, principalmente el narcotráfico que es el que capta a nuestros niños y niñas, investigando el lavado 
de dinero, y combatiendo de manera eficiente al narcotrafico y la trata de personas. 

La Defensora además señaló que cuando el Estado genera políticas para adolescentes, estos  las toman. 
Brindó como uno de los principales ejemplos la escolarización, que alcanza actualmente al 94,1% a partir de 
políticas como las Beca Progresar, donde el 41% de los adolescentes de entre 16 y 17 años aplicaron para 
sostener sus estudios. 

En esa oportunidad presentó también datos sobre la baja del delito juvenil a nivel nacional desde el año 2015. 
En las provincias de Buenos Aires, Santa Fe, Córdoba se observa un descenso considerable. Brasil es el ejem-
plo de cómo la baja de imputabilidad no soluciona el problema, teniendo una tasa de 23,1 puntos. Por el con-
trario, Bolivia, Cuba y Argentina son países con la edad de punibilidad más alta, y presentan la tasa más baja. 
Así, según datos de UNICEF, el 0,45% de los menores han cometido presuntamente un delito y que el resto del 
99,55% de niños y adolescentes no están cometiendo delitos.

Participación ante la Comisión de Discapacidad de la Cámara de Diputados

El día 17 de abril, ante la Comisión de Familia, Niñez y Juventudes de la Cámara de Diputados de la Nación, 
la Defensora señaló que el problema de la discapacidad es un problema de barreras materiales y barreras 
culturales; indicó que las materiales son más fáciles de resolver que las culturales, porque el tema de la discri-
minación de la discapacidad tanto física como psicológica, mental o psíquica es un problema de la cultura, de 
discriminación de aquel que es diferente. La Defensora recomendó la sanción de una norma que articule o que 
haga compatible la Convención sobre los Derechos del Niño con la Convención de Derechos de Personas con 
Discapacidad; o bien una ley, como existe la 26.061, aplicable en todo el territorio nacional, una ley de disca-
pacidad que tome el nuevo paradigma de la discapacidad que es un modelo social, contra el modelo médico 
o galeno céntrico. Destacó entonces la necesidad de una ley que cambie el paradigma vigente para que todos 
los niños y niñas con discapacidad puedan acceder a estos recursos. 

Para que el ejercicio de derechos de niñas, niños y adolescentes sea efectivo, y sean activos en el ejercicio 
de su ciudadanía, la Defensoría destaca la falta de un cruce de las dos Convenciones, del principio de pro-
tección especial de derechos y del modelo social de la discapacidad, y señala la necesidad de fortalecer los 
sistema de apoyos, ajustes razonables y condiciones concretas de accesibilidad que tengan como centro la 
no discriminación, la posibilidad de desarrollar una vida independiente, que se brinde un servicio de educación 
inclusivo y que sean removidas las barreras que se presentan en cada contexto. 

El 15 de octubre de 2024, en el marco del encuentro “Pensiones no contributivas y el derecho a la protección 
social de las personas con discapacidad en el marco de la Convención sobre los Derechos de las Personas 
con Discapacidad”, la Defensoría planteó la falta de adecuación normativa a nivel local que recepte los dere-
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chos que establecen tanto la Convención sobre los Derechos del Niño como la Convención sobre los derechos 
de personas con discapacidad. Se manifestó que el Decreto 843/24 implica un retroceso en materia de pres-
taciones para los niños con discapacidad, especialmente la regresividad de concebir la incapacidad laboral 
como determinante de la discapacidad de una persona.

El día 6 de diciembre, en el marco del 35º aniversario de la Convención sobre los Derechos del Niño, la Defen-
soría participó de una jornada en la Cámara de Diputados, específicamente en el panel sobre niñez y disca-
pacidad, oportunidad en la que se hizo hincapié en la necesidad de promover una normativa que contemple 
las perspectivas del modelo social de la discapacidad y protección especial de los derechos de niñas, niños 
y adolescentes.

Día mundial contra la trata de personas

La Defensora participó junto a otros especialistas de la jornada realizada en el Honorable Senado de la Nación 
en el marco del Día Mundial contra la Trata de Personas. El evento se tituló “Trata infantil: ¿Qué hay detrás de 
la desaparición de niños, niñas y adolescentes” y allí señaló la importancia de atender a una víctima de trata y 
garantizar su contención y cuidado. Para ello, es requisito fundamental contar con una política intersectorial 
activa e interministerial para la detección temprana del delito de trata de personas. 

Participación de adolescentes en el Congreso

Uno de los objetivos de esta Defensoría es la presencia de las chicas y los chicos en las comisiones del con-
greso. Durante el período 142 de sesiones ordinarias del Congreso de la Nación, en dos ocasiones las chicas 
y los chicos asistieron a comisiones del Congreso, en el marco del tratamiento de los temas ludopatía y  dis-
capacidad. En el primer caso se trató de un plenario de comisiones donde se exponía sobre ciberapuestas y 
ludopatía; en el segundo, de una reunión de la comisión de Discapacidad que trató la temática de personas 
electrodependientes. 

Esta institución participó a su vez en otras dos audiencias públicas realizadas en el Congreso con los chicos 
sobre la temática justicia juvenil, así como con las organizaciones sociales que trabajan en territorio.

Encuentro con curas villeros, clubes parroquiales, hogares de cristo, cuidadores de la casa común 
y chicos del pueblo

El día 3 de octubre, la Defensoría participó en el Congreso de la Nación de un encuentro con referentes de 
parroquias de barrios populares. Más de 100 jóvenes de barrios populares de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires y del conurbano bonaerense se presentaron en el Congreso Nacional para decir “No a la Baja”. Durante la 
jornada se pudieron escuchar las distintas experiencias de las y los adolescentes y jóvenes que forman parte 
del espacio.

Las y los legisladores fueron convocados por el Episcopado Argentino a un Encuentro de escucha a jóvenes 
y adolescentes que participan en movimientos juveniles, parroquias de barrios populares, colegios parroquia-
les, en la Unión de Clubes Parroquiales, referentes de Hogares de Cristo, Cuidadores de la Casa Común y Chi-
cos del Pueblo. El mensaje fue “No a la exclusión, sí a la prevención y a una justicia con esperanza”.

El Vicario General de la Arquidiócesis de Buenos Aires, Monseñor Gustavo Carrara, expresó al cierre de la 
jornada que “7 de cada 10 niños son pobres, las leyes tienen que revertir eso, lo legisladores deben defender 
la ley de barrios populares, viven allí casi 6 millones de personas, hoy no está siendo suficientemente puesta 
en práctica, tal vez haya que llevar a los chicos al recinto, escuchar al Comité de los Derechos del Niño  que 
dice no a la baja”.
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Documentos dirigidos a las y los legisladores nacionales

En este apartado se hace mención de las notas dirigidas a diferentes comisiones del Congreso Nacional en 
las que se fija la posición de la Defensoría respecto a proyectos de ley con estado parlamentario.

Datos genéticos

Se remitió una nota a la Comisión de Legislación Penal y de Seguridad Interior de la Honorable Cámara de 
Diputados en virtud del proyecto de ley modificatorio de la Ley 26.879, y creación del Registro Nacional de 
Datos Genéticos. Desde la Defensoría se solicitó ser convocados a participar de la discusión y se comunicó el 
posicionamiento institucional señalando la necesidad de que las personas menores de edad no estén inclui-
das en dicha norma.

Apuestas en línea

La institución se dirigió a las presidencia de distintas comisiones para hacer llegar un documento respecto a 
las apuestas en línea que contiene los ejes centrales para garantizar los derechos humanos de niñas, niños y 
adolescentes, entendiendo que el abordaje efectivo de la cuestión requiere de un enfoque legislativo multidi-
mensional que incluye tres puntos claves:

A) Regulación y control: Estrategias para generar normativas específicas que regulen la industria de los juegos 
de apuesta en línea, incluyendo restricciones de edad, límites de los alcances de la publicidad de los mismos 
y prohibición de sitios ilegales.

B) Prevención y educación: Lineamientos para considerar la implementación de programas educativos que 
aumenten la conciencia sobre los riesgos asociados con el consumo excesivo de juegos en línea. Estos pro-
gramas deben dirigirse a jóvenes, padres y educadores, promoviendo un uso responsable y equilibrado.

C) Investigación y monitoreo: Fomento de la investigación continua sobre los efectos del consumo de juegos 
en línea y la eficacia de las intervenciones legislativas. Además, establecer mecanismos de monitoreo para 
evaluar el impacto de las leyes provinciales implementadas y realizar ajustes necesarios.

Menores en conflicto con la ley penal, presupuestos mínimos

La Defensoría trasladó una serie de aspectos a considerar en torno al Proyecto de Ley N° 0266-D-2024, de 
Presupuestos mínimos de los Centros de Detención de Menores en Conflicto con la Ley penal.

El 5 de marzo el diputado nacional Fernando Carbajal remitió por mail a la Defensoría un proyecto de Ley refe-
rido a reglas mínimas de los Centros de Detención de menores en conflicto con la Ley penal. Tal remisión se 
hizo al efecto de obtener por parte de esta Defensoría el análisis, consideración, crítica y eventual impulso del 
eje de discusión propuesto.

En función del proyecto de Ley y los argumentos vertidos, la institución respondió basándose en el principio 
general de que resulta fundamental la existencia de una norma que, sin invadir cuestiones federales, establez-
ca presupuestos mínimos en la materia de manera que se instalen principios orientadores para garantizar la 
privación de libertad como última ratio y el derecho a ser oído durante todo el proceso de alojamiento. En el 
mismo sentido cobran relevancia los derechos económicos, sociales, culturales y políticos que colaboran en 
generar habilidades y oportunidades para los jóvenes, es decir, que garanticen en todo el territorio los dere-
chos establecidos para los jóvenes infractores o posibles infractores a la ley penal.

Asignaciones familiares

La Defensoría elaboró un informe respecto de los artículos 68 y 69 del proyecto de presupuesto enviado por el 
Poder Ejecutivo Nacional, ya que modifican el régimen de las asignaciones familiares; se señaló que el proyec-
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to de presupuesto preveía la derogación del Art. 1 de la Ley N° 27.160, por lo que las asignaciones familiares 
dejarán de tener el carácter de móviles.

El proyecto de presupuesto establecía en el Art. 68 la derogación de los artículos 1°, 3° y 4° de la Ley N° 27.160. 
En el Art. 69 se ratificaba “la fórmula de movilidad de las prestaciones establecida en el artículo 1° del Decreto 
N° 274 del 22 de marzo de 2024”.

Incidencias de la Defensoría en proyectos legislativos provinciales

Chaco - Proyecto de Ley Puntos de Encuentro Familiares

El 29 de mayo se recibió una petición de la Fundación Al Fin Justicia para víctimas de abuso sexual, respecto 
al posicionamiento institucional sobre el Proyecto de Ley N° 1777/22, y su agregado 734/24, que crea los Pun-
tos de Encuentro Familiares en la Provincia del Chaco, en tratamiento legislativo en la Comisión de Género, Di-
versidades, Familia y Niños, Niñas y Adolescentes. El 11 de junio la Defensoría trasladó la respuesta, en la que 
celebró el tratamiento de la propuesta normativa dado que diseña y promueve políticas públicas orientadas a 
articular instituciones del Estado, planteando el fortalecimiento de los ámbitos familiares y comunitarios en 
pos de garantizar los derechos de las niñas, niños y adolescentes.

San Juan - Proyecto de Ley Abogado del Niño

La legisladora provincial María Fernanda Paredes solicitó a esta Defensoría opinión y/o documentación -bi-
bliografía, fallos, observaciones generales- respecto del patrocinio letrado de las niñas, niños y adolescentes, 
mediante la figura del abogado del niño, puntualmente en lo referente a la edad en la que niñas, niños y adoles-
centes puedan solicitar la asistencia, cuál es la postura respecto de sujetar o no la capacidad progresiva con 
el derecho a tener un patrocinio letrado. En la respuesta a la solicitud, se analizaron el art. 26 del Código Civicil 
y Comercial de la Nación, la Convención sobre los Derechos del Niño, la Observación General 12 del Comité de 
los Derechos del Niño, las Observaciones Finales sobre los Informes Periódicos Quinto y Sexto combinados 
de la Argentina, y la Recomendación N° 8 de esta Defensoría.

Tucumán - Proyecto de Ley sobre la creación del “Registro de obstructores de vínculos familiares”

El 17 de abril de 2024 la Honorable Legislatura de Tucumán remitió a esta Defensoría un correo electrónico 
que adjuntó el proyecto de Ley denominado “Creación del Registro de obstructores de vínculos familiares” 
(Expte N° 137-PL-24), presentado ante la Comisión Permanente de Familia, Niñez, Adolescencia, Adultos Ma-
yores y Discapacidad de la Legislatura provincial.

La respuesta se basó en el Comunicado Conjunto del mes de octubre de 2023 firmado por la Defensora, el Defen-
sor Adjunto, las y los Defensoras y Defensores Provinciales de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes. En 
ese documento, expresó el rechazo tanto a la sanción de un proyecto de ley que cree un registro de obstructores de 
vínculo, como a cualquier iniciativa en la que se pretenda crear una figura similar. Se argumentó que la Justicia de 
Familia se encuentra dotada de las herramientas necesarias para tramitar, resolver y garantizar el cumplimiento de 
las diferentes situaciones controvertidas que son presentadas por las partes evitando así la criminalización. El res-
peto del derecho de niñas, niños y adolescentes a ser oído y a que su opinión sea tenida en cuenta (Recomendación 
2 y su Anexo I, Recomendación 8) tornan innecesaria la creación de este tipo de registros, que no es un instrumento 
del derecho de familia. Un registro de este tenor anula el esfuerzo legislativo y judicial de las mejores prácticas para 
dirimir las relaciones humanas bajo la tutela judicial efectiva que establece el corpus iuris de los derechos huma-
nos. El registro propuesto en el proyecto es una herramienta que tiene una función plus sancionatoria, coercitiva 
y estigmatizante, que no garantiza la resolución del conflicto ni el cumplimiento del régimen comunicacional, sino 
que exacerba la conflictividad y promueve el escarnio público en procesos judiciales donde lo que se busca es 
humanizar las relaciones y encontrar las mejores formas de garantizar los derechos a niñas, niños y adolescentes, 
a fin de que no sean expuestos ni revictimizados en forma indirecta por la conducta de los adultos.
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La Pampa - Proyectos de Ley sobre apuestas en línea

Se recibió una solicitud de opinión sobre cuatro proyectos de Ley de la provincia de La Pampa sobre apuestas 
virtuales. En la respuesta de la Defensoría, se aportan lineamientos para la redacción de proyectos legislati-
vos orientados a abordar la regulación de juegos de apuestas en línea desde una perspectiva integral con un 
enfoque en niñas, niños y adolescentes. Se realizó una análisis de los puntos principales de cada proyecto y 
se recomendó que la redacción final de la norma contemple:

•	 Verificación fehaciente de la edad para el ingreso y percepción de dinero en sitios de apuestas.

•	 Inclusión de la obligación para los funcionarios públicos de denunciar e informar a la autoridad de aplica-
ción la baja de los sitios ilegales.

•	 Garantía de la protección de los datos personales.

•	 Imposición de multas y sanciones por parte del organismo que habilita las agencias de apuestas online 
ante los incumplimientos.

•	 Establecimiento de la prohibición y limitaciones a la publicidad que promociona y patrocina las apuestas 
virtuales en medios de comunicación, redes sociales, a través de personalidades públicas, influencers o 
referentes de niños y adolescentes en eventos culturales y deportivos.

•	 Existencia de canales de denuncia.

•	 Campañas y programas de prevención en el sistema educativo y de salud.

•	 Campañas de prevención y monitoreo.

Chaco - Proyecto de reforma de la Ley, Juicio por Jurados

El día 4 de abril de 2024 la Defensora General del Poder Judicial de la provincia de Chaco, Dra. Alicia Beatriz 
Alcalá, envió nota formal a la Defensoría solicitando opinión respecto al proyecto de reforma que contempla 
la realización de Juicios por Jurado.

La respuesta tuvo como eje rector el concepto de que el juicio por jurados avasalla los derechos de niñas, 
niños y adolescentes, por cuanto vulnera el principio de especialidad; se refuerza la noción de que en lo que 
respecta a niñas, niños y adolescentes es necesario una Justicia que cuente con funcionarios especializados. 
Se respondió en base al Anexo I de la Recomendación 2, que en los puntos 16, 17 y 23 se refiere a la situación 
de niñas, niños y adolescentes víctimas y testigos en procesos judiciales en general y penales en particular; 
también se fundamentó la respuesta en la Recomendación 8, “El derecho de niñas, niños y adolescentes a ser 
oídas/os y que su opinión sea tenida en cuenta”, en su capítulo “El derecho de los adolescentes a ser escu-
chados en los procesos penales”. 

Chaco - Proyecto de ley 1758/24 “Juegos virtuales de azar”

El 12 de julio se recibió, por parte de la Comisión de Desarrollo Humano y Salud del Poder Legislativo de la 
provincia de Chaco, la solicitud de un posicionamiento institucional respecto a una iniciativa legislativa sobre 
juegos virtuales de azar. La Defensoría remitió su respuesta el 1 de agosto de 2024. En ella, consideró que el 
proyecto de Ley tiene la virtud de regular varios aspectos del consumo problemático de juegos de azar o de 
apuestas en línea. Se analizó detalladamente cada capítulo del proyecto y se sugirió incluir el bloqueo de las 
direcciones IP de las plataformas de apuestas legales e ilegales en las escuelas y espacios públicos con red 
wifi pública. También se orientó respecto a la creación de un observatorio (u organismo análogo) destinado a 
monitorear el juego en línea, a fin de tener datos confiables sobre la situación actual en la provincia.
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Buenos Aires - Hogares convivenciales 

La Defensoría brindó asesoramiento técnico al Poder Legislativo de la Provincia de Buenos Aires respecto al 
Proyecto de Ley orientado a regular el funcionamiento de los dispositivos convivenciales -tanto de gestión 
privada como estatal- que integran el Sistema de Protección. La respuesta tuvo en cuenta lo planteado en la 
Recomendación N° 9 y la adecuación a la Ley provincial 13.298 de Protección Integral de Derechos de Niñas, 
Niños y Adolescentes.
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Poder Judicial:  
Aportes y seguimientos
Seguimiento JU.FE.JUS - Fuero Civil de Familia

El Comité de los Derechos del Niño en las Observaciones finales sobre el Séptimo Informe Periódico de Ar-
gentina en cuanto a la recopilación de datos recomienda: “Mejorar rápidamente su sistema de recopilación 
de datos, incluida la aplicación de un sistema de registro nominal a nivel provincial, y garantizar que los datos 
recopilados sobre los derechos del niño abarquen todos los ámbitos de la Convención y sus Protocolos facul-
tativos, con datos desglosados por edad, sexo, discapacidad, ubicación geográfica, origen étnico y nacional y 
antecedentes socioeconómicos, niños en conflicto con la ley, con desglose territorial, a fin de facilitar el análi-
sis de la situación de los niños, en particular los que se encuentran en situación de vulnerabilidad; desarrollar 
un sistema de información estatal centralizado a escala nacional con datos fiables, sistemáticos y compara-
bles sobre la situación de los niños, incluidos los niños en conflicto con la ley, los niños privados de un entorno 
familiar, los niños que han sido objeto de tortura y malos tratos y/o abusos sexuales; garantizar que los datos 
estadísticos y los indicadores sobre los derechos del niño se compartan entre los ministerios implicados y 
con la sociedad civil y se utilicen para la formulación, el seguimiento y la evaluación de políticas, programas y 
proyectos para la aplicación efectiva de la Convención”.

Desde la Defensoría se lleva adelante un trabajo en conjunto con la Junta Federal de Cortes y Superiores Tri-
bunales de Justicia de las Provincias Argentinas y Ciudad Autónoma de Buenos Aires (Ju.Fe.Jus), con el fin 
de producir estadísticas fiables, alineadas y validables, en relación a la actividad judicial de cada institución 
en el marco de sus competencias, que permitan el trabajo colaborativo e integrado interinstitucionalmente, tal 
como refiere la cláusula 1 del Convenio Marco celebrado con dicha Junta.

Se espera que el estudio recolecte y sistematice información sobre las dimensiones que hacen a un acceso 
adecuado a justicia de niñas, niños y adolescentes; identifique brechas y  vacancias en relación al marco ju-
rídico vigente, y los desafíos para avanzar con una agenda judicial y legislativa en las jurisdicciones locales y 
federales de todo el territorio nacional. 

El objetivo general propuesto es la sistematización del relevamiento de datos en todo el territorio, en las juris-
dicciones provinciales y de la ciudad autónoma, de la justicia civil de familia respecto de cuatro ejes:

•	 Adopción

•	 Medidas cautelares en el proceso de violencia familiar

•	 Revinculaciones Forzadas 

•	 Control de legalidad de las medidas extraordinarias

Constituye un gran desafío para ambas instituciones continuar con el proceso de construcción de la única 
base de datos que dará cuenta de los procesos judiciales tanto en los que participan activamente niñas, niños 
y adolescentes, cuanto en los que las medidas cautelares o sentencias interlocutorias y definitivas los afecta 
directamente. Entre los primeros obstáculos se identifica la heterogeneidad de los sistemas judiciales, no 
sólo la legislación de forma sino también en cuanto a los recursos humanos, territoriales e informáticos. Un 
segundo desafío resulta de unificar criterios y conceptos de cada uno de los indicadores. 

Por ello se realiza un trabajo mancomunado intercalando reuniones virtuales y presenciales con Vocales de 
Tribunales Superiores de Justicia, Jueces, Juezas y Defensoras de las provincias de Tierra del Fuego, Antár-
tida e Islas del Atlántico Sur, Santa Cruz y Neuquén a fin de poner en común los relevamientos efectuados, 
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inquietudes, fortalezas y dificultades que se presentan operativamente con las planillas de carga de datos, 
acordando la coordinación del trabajo al interior de cada una de las jurisdicciones y con los equipos técnicos 
informáticos y estadísticos de cada provincia.

Se trabajó en reuniones periódicas contando con la presencia de integrantes de los Superiores Tribunales 
de Justicia y sus equipos de las tres jurisdicciones en el relevamiento de datos -siempre con el objetivo de 
construir evidencia de manera fidedigna sobre el funcionamiento de la justicia civil de familia-, acordando las 
definiciones conceptuales y los objetivos de cada uno de los ejes, para que el relevamiento recupere adecua-
damente la información de las 24 jurisdicciones.

En el marco del Segundo Congreso Nacional Penal Adolescente y Juvenil “A 30 años de la Reforma Constitu-
cional. En defensa de la especialidad” que tuvo lugar en el Predio Ferial “Campo las Heras”, organizado por la 
Junta Federal de Cortes y Superiores Tribunales de Justicia de las Provincias Argentinas y Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires -Foro Penal Adolescente y Juvenil-, se concretaron reuniones presenciales con Vocales de los 
Tribunales Superiores de Justicia de la provincias de Neuquén, Santa Cruz y Tierra del Fuego, Antártida e Islas 
del Atlántico Sur, en el mismo sentido que las reuniones virtuales, insistiendo en la importancia y la necesidad 
de contar con la información de los indicadores propuestos, y los desafíos que presentan las jurisdicciones 
provinciales.

Se destaca la necesidad de homologar y compatibilizar las capacidades técnicas entre las jurisdicciones, 
aprovechando las capacidades instaladas en cada provincia para construir un dato que sea homologable a 
nivel nacional.

Conversatorio “Análisis del impacto de las nuevas modalidades de violencias en los niños, niñas y 
adolescentes”

El día 27 de noviembre de 2024 se celebró el 1º Encuentro Ciclo de Formación sobre “Impacto de las Nuevas 
Formas de Violencia en la Niñez y Adolescencia. Una mirada transversal.” Fue organizado por el Instituto Refle-
jar de las Provincias Argentinas y el Centro de Estudios Judiciales del Uruguay (CEJU). La finalidad fue brindar 
elementos de interpretación a los operadores judiciales para la toma de decisiones con una mirada integral. 
Contó con la participación especial de la Defensora; Jorge Jiménez Martín (España); Inés Fynn (Uruguay); y en 
calidad de moderadora María Raquel Gini (Uruguay). 
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Internacionales
Red de Instituciones Nacionales de Derechos Humanos del Continente Americano

Durante el año 2024 la Defensoría continuó profundizando su incorporación a espacios plurales, como redes 
y foros internacionales, en los que compartir problemáticas comunes, buenas prácticas, ampliar vínculos y 
facilitar la participación en distintas instancias de alto nivel, en particular, del Sistema de Naciones Unidas. En 
ese marco, la Defensora y el Defensor adjunto sostuvieron, en el mes de febrero, una primera reunión por vi-
deoconferencia con Consuelo Olvera, la Secretaría Técnica de la Red de Instituciones Nacionales de Derechos 
Humanos del Continente Americano (RINDHCA).

La intención de las autoridades es que la institución pase a formar parte de la Alianza Global de Instituciones 
Nacionales de Derechos Humanos (GANHRI – Global Alliance of National Human Rights Institutions) y de esta 
red continental. El GANHRI representa a más de 110 Instituciones Nacionales de DDHH, sus miembros y su 
personal en todas las regiones, es una de las redes de derechos humanos más grandes del mundo. Con una 
oficina central en Ginebra y una estructura de gobernanza que representa a las INDH de todo el mundo.

En la actualidad, la Defensoría está cumplimentando los requerimientos de forma, a los efectos de poder soli-
citar oficialmente su membresía.

I Plenario Anual de la Asociación de Defensores del Pueblo de la República Argentina

La Defensoría, en su carácter de miembro de la Red de Defensores/as del Pueblo de la República Argentina 
(ADPRA), participó de las reuniones plenarias celebradas en los meses de marzo y septiembre. En esos espa-
cios se describieron los tipos de demanda que la institución recibe y las intervenciones que realiza conforme 
a sus competencias.

Sistema regional y universal de derechos humanos

Durante el año 2024 se profundizó la relación con el Sistema Interamericano y con el de Naciones Unidas, a los 
efectos de generar redes y fortalecer las herramientas y capacidades vinculadas a la protección y promoción 
internacional y regional de los Derechos Humanos, así como el seguimiento de sentencias y el monitoreo de 
recomendaciones a la República Argentina. 

Sistema Universal

Informe alternativo al séptimo informe periódico de la República Argentina en virtud del artículo 44 de la 
Convención

La Defensoría elaboró y remitió al Comité de los Derechos del Niño -en el marco del proceso de evaluación 
periódica del Estado argentino en virtud del artículo 44 de la Convención-, un informe alternativo al presentado 
por el Estado al finalizar el 2023, expresando las principales preocupaciones respecto al cumplimiento de los 
compromisos asumidos al suscribir la Convención sobre los Derechos del Niño y de las recomendaciones 
formuladas por el Comité en sus anteriores observaciones finales a los informes presentados por Argentina.

Si bien el informe del Estado evaluado comprende el periodo 2018-2023, dado el cambio de gobierno nacional 
y con él las propuestas de modificaciones de normas y procedimientos no siempre acordes a los tratados 
internacionales, el informe de la Defensoría incorporó en cada una de las temáticas, preocupaciones que 
emergieron en el inicio del 2024. 

En este sentido, la reforma del Estado llevada adelante por el actual gobierno en nuestro país implicó numero-
sos cambios en la organización de ministerios, secretarías y subsecretarías, donde se destaca, la disminución 
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de jerarquía de la instancia pública con competencia en materia de políticas dirigidas a la infancia y la ado-
lescencia, con impacto presupuestario, de recursos humanos y en la cantidad y calidad de las intervenciones. 

Asimismo, se llamó la atención en relación a una serie de proyectos de ley y medidas de índole regresivo en 
materia de derechos humanos en general, y de niñas, niños y adolescentes en particular, así como el fuerte 
impacto de las políticas fiscales y de ajuste estructural que impactan en los niveles de vida y acceso a bienes 
y servicios básicos de la población de 0 a 17 años.

En función de ese informe, entre el 20 y el 24 de mayo, la Defensora y el Defensor adjunto, expusieron ante el 
Comité de los Derechos del Niño de Naciones Unidas, en Ginebra, en el marco de la 98º Pre-Sesión del Grupo 
de Trabajo Argentina.

Además de su exposición, la Defensora y el Defensor adjunto mantuvieron reuniones con:

•	 Ana Dols García – Jefa de la Sección de América de la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos

•	 Ann M. Skelton y Rosaria Correa Presidenta y miembro del Task Force Argentina del Comité de los Dere-
chos del Niño respectivamente 

•	 Agnes García Corberó - Jefa de Programa Child Rights Connect. Se trata de una organización no guber-
namental de alcance global que está mandatada por el Comité para asistir a los Estados, Instituciones 
nacionales de Derechos Humanos y Organizaciones sociales en la elaboración de los Informes al Comité 
y, a su vez, asiste técnicamente al Comité de los Derechos del Niño en sus funciones.

El proceso de evaluación del Estado concluyó en dos jornadas, el 2 y 3 de septiembre, en que el Estado argen-
tino realizó ante el Comité de los Derechos del Niño su presentación del Informe Periódico. Es menester des-
tacar que al Comité llamó la atención el hecho de que no se haya realizado esta defensa de manera presencial, 
sino en formato remoto (por videoconferencia), lo cual ha sido inédito para nuestro país.

Del Informe oficial y de los múltiples informes alternativos remitidos al Comité por distintas organizaciones 
sociales, organizaciones no gubernamentales y el ya mencionado informe remitido por la Defensoría, el pleno 
del organismo de las Naciones Unidas, remitió una serie de recomendaciones, cuyo cumplimiento durante 
los próximos años deberá supervisar esta institución.  Entre las recomendaciones por parte del Comité se 
destacan:

•	 El reconocimiento de los avances en la ampliación de la cobertura de la AUH (Decreto 840) y la revocación 
del DNU que habilitaba la expulsión de migrantes, impulsada por la Defensoría.

•	 La preocupación por el cierre, reducción y degradación de organismos (entre ellos, la Secretaría Nacional 
de Niñez, Adolescencia y Familia) por su impacto en la protección de las infancias y adolescencias.

•	 La preocupación por la drástica disminución de las asignaciones presupuestarias destinadas a niñas, 
niños y adolescentes y la desinversión en áreas claves de salud y educación.

•	 La preocupación por el aumento alarmante de la inseguridad alimentaria y la interrupción en el suministro 
de alimentos y transferencias económicas a comedores comunitarios.

•	 La necesidad de fortalecer los organismos de control independiente; en ese contexto instó a garantizar 
la continuidad, independencia, financiación, mandato e inmunidades de la Defensoría de los Derechos de 
las Niñas, Niños y Adolescentes.

•	 Su preocupación por los proyectos de Ley en debate en el ámbito del Congreso, que buscan bajar la edad 
de responsabilidad penal a los 13 años;  en este sentido, el Comité de los Derechos del Niño instó a la 
República Argentina a mantener la edad de punibilidad a los 16 años.

•	 La necesidad de que el Estado garantice la libertad de expresión, asociación y reunión pacífica de niñas, 
niños y adolescentes, derogando las disposiciones que restringen su derecho a participación en protestas.
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•	 La solicitud de adopción de medidas tendientes a erradicar el uso desproporcionado de la fuerza por parte 
de las fuerzas policiales y de seguridad contra niñas, niños y adolescentes

•	 La recomendación para que se fortalezcan las instituciones de monitoreo independiente, al tiempo que 
expresó su preocupación ante la falta de puesta en marcha de Defensorías de Derechos de niñas, niños y 
adolescentes en todo el país.

•	 El llamado a fortalecer la capacidad de gestión y coordinación del Sistema de Protección Integral a nivel 
federal y a adaptar el marco legislativo de protección en todas las provincias.

La Defensoría tiene, entre sus funciones, dar seguimiento y verificar el cumplimiento de estas recomenda-
ciones por parte del Estado y dar cuenta de ello al Comité: este será uno de los principales desafíos de la 
institución en los años venideros.

Participación de adolescentes argentinos y argentinas en el contexto de la Pre-Sesión para el Informe 
Periódico de la República Argentina ante el Comité de los Derechos del Niño.

Como parte del proceso de evaluación periódica de los Estados parte por el Comité de los Derechos del Niño, 
se propicia un espacio donde niños, niñas y adolescentes del país en cuestión, a través de organizaciones que 
los convocan, participen realizando una presentación sobre la situación de las niñeces y adolescencias en su 
país y respondan a consultas del Comité.

En este sentido, la Defensoría brindó asistencia de traducción e interpretación simultánea para la participa-
ción de 10 adolescentes de distintos lugares del país, que forman parte del Colectivo de Derechos de Infancia 
y Adolescencia quienes, por videoconferencia, participaron de este intercambio. Esta experiencia permite co-
locar a la institución como una herramienta al servicio de las organizaciones sociales, propiciando que la voz 
de niñas, niños y adolescentes sea escuchada no solo a nivel nacional, sino en foros regionales y universales.

Sistema Regional

Proceso de consulta de la Relatoría de Derechos Económicos, Sociales, Culturales y Ambientales de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos (REDESCA)

En el marco de la implementación por parte de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) de 
la Resolución N°05/23, sobre la participación de niñas, niños y adolescentes, que tiene por objetivo fortalecer 
el trabajo interno de la propia Comisión para promover la participación transversal, efectiva y a largo plazo en 
los distintos mecanismos que integran su mandato, el día 5 de febrero esta Defensoría coordinó la participa-
ción de siete niños y adolescentes de la Red de Promotores de Derechos en la primera consulta participativa 
de niños, niñas y adolescentes de la REDESCA para su plan de trabajo 2024-2026, siendo esta la primer Rela-
toría de la CIDH en celebrar un encuentro consultivo de este tipo. 

La participación de integrantes de la Red de Promotores de la Defensoría fue fundamental para introducir pro-
blemáticas de la región cuya resolución debe ser, en sus palabras, prioritaria en el periodo de trabajo 2024-2026. 
Entre los temas que reclaman tratar, se encuentran la falta de acceso al agua, el desplazamiento de los pueblos 
originarios de sus territorios, el derecho a la protesta y la derogación de normas de protección ambiental. 

Opinión Consultiva sobre contenido y alcance del derecho al cuidado

La Defensoría fue invitada a realizar una presentación, entre el 12 y el 15 de marzo, en el marco de la audiencia 
pública en relación a la Opinión Consultiva sobre contenido y alcance del derecho al cuidado, presentando 
ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos por la República Argentina. Esta institución había pre-
sentado un documento con aportes sobre consideraciones a tener en cuenta sobre el tema en relación a los 
derechos de las niñas, niños y adolescentes, tanto como objeto de cuidados, como también, en el caso de los 
adolescentes, como cuidadores.
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En la audiencia, la Defensora propuso que la Corte inste a los Estados parte a adoptar prestaciones positivas, 
tales como:

•	 Que en su normativa interna establezcan la igualdad en el deber y el derecho al cuidado entre los proge-
nitores.

•	 Que las tareas de cuidado realizadas por la progenitora tengan valor económico y sean consideradas 
como un aporte a su manutención.

•	 Que se cree un sistema integrado de cuidados basado en la responsabilidad concurrente de familia, so-
ciedad y Estado.

•	 Que implemente políticas públicas que garanticen condiciones materiales de vida digna de ellas y sus 
hijas e hijos.

•	 Que se creen espacios de cuidado garantizando calidad, cobertura y financiamiento.

Que se generen espacios de escucha respetuosos de los derechos de niñas, niños y adolescentes en la escue-
la, clubes, y espacios comunitarios donde transcurren sus vidas.

Asimismo, en el contexto de esta misión, la Defensora se reunió con la Directora de Supervisión de Cumpli-
miento de Sentencias de la Corte IDH, Gabriela Pacheco, y la abogada Ana Lucía Aguirre Garabito.

Procesos ante la Comisión o la Corte Interamericana de Derechos Humanos 

En el marco de la estrecha vinculación institucional por el seguimiento de casos vinculados a la Defensoría 
que cursan procesos ante la Comisión o la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), el día 17 de 
julio la Defensora y el Defensor adjunto mantuvieron una reunión de trabajo con Javier Salgado y Jimena 
Rodríguez, de la Dirección de Contencioso Internacional en materia de Derechos Humanos de la Cancillería. 

Durante el encuentro se repasaron los distintos casos en trámite en el sistema interamericano de Derechos 
Humanos, su estado de situación y la relación con los canales institucionales tanto a nivel nacional (Secretaría 
de Derechos Humanos y Cancillería), como de la misma CIDH para su seguimiento. En particular, se conversó 
acerca de las sentencias emanadas de la Corte IDH. 

Contacto con el Relator de los Derechos del Niño de la Comisión Interamericana  
de Derechos Humanos

El día 19 de agosto, la Defensora y el Defensor adjunto sostuvieron una reunión por videoconferencia con el 
Relator de los Derechos del Niño de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), Comisionado 
José Luis Caballero Ochoa, quien también estuvo acompañado por George de Lima Becerra, Coordinador de 
la Sección de Monitoreo de la CIDH.

La oportunidad era propicia dado que el relator ha asumido esas funciones muy recientemente y no había sos-
tenido encuentro con la Defensoría anteriormente. Compartieron las principales preocupaciones en relación a 
la situación de los derechos humanos de niñas, niños y adolescentes en nuestro país, en particular, en lo que 
tiene que ver con el aumento de la pobreza extrema, la interrupción o atraso en el cumplimiento de algunas 
prestaciones alimentarias (comedores) o monetarias (como el caso del PAE).

También se compartió la preocupación por el desfinanciamiento de algunas políticas muy exitosas, como el 
Plan ENIA que, junto a otras políticas redujo en un 50% los embarazos adolescentes no deseados.

Acordaron continuar con una comunicación cercana sobre estos y otros temas abordados durante el en-
cuentro.  Asimismo, se envió un informe cuantitativo con datos sobre los temas de interés, entre los que se 
destacan:
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•	 Pobreza / indigencia en Niñas, niños y adolescentes

•	 Ejecución presupuestaria de los programas dirigidos a infancia y adolescencia (infraestructura, progra-
mas y prestaciones)

•	 Proyectos de ley / situación legislativa sobre baja de la edad de punibilidad

Comisión Interamericana de los Derechos Humanos para los Derechos Económicos, Sociales, Cul-
turales y Ambientales

La Defensora y el Defensor adjunto sostuvieron en agosto una reunión por videoconferencia con Javier Palum-
mo – Relator Especial de la Comisión Interamericana de los Derechos Humanos para los Derechos Económi-
cos, Sociales, Culturales y Ambientales (REDESCA).

La reunión fue solicitada por la Defensora para compartir diversas preocupaciones en relación a las dificulta-
des que millones de niñas, niños y adolescentes de nuestro país encuentran para acceder a derechos econó-
micos, sociales, culturales y ambientales.

La Defensora expresó que la agenda de trabajo de esta institución es amplia y dada la coyuntura, resulta in-
abarcable.  Además de los temas recurrentes, se incorporaron muchos otros ante las políticas de ajuste del 
actual gobierno y el retiro del Estado de muchas de sus funciones.

La Defensora destacó los niveles de pobreza e indigencia en niñas, niños y adolescentes que se estima lle-
guen, hacia final de año, al 70% y 30% respectivamente.

Entre las principales problemáticas, la Defensora destacó:

•	 Gran parte de las consecuencias de las medidas aplicadas se relacionan con lo que señala la Observación 
General Nº 5 del Comité de los Derechos del Niño, en el sentido que las políticas de ajuste estructural no 
son neutras en relación al acceso a derechos de las niñeces y adolescencias.

•	 Problemas de acceso a los alimentos.  Se interrumpió el reparto de alimentos a los comedores y meren-
deros comunitarios.

•	 Vivienda, barrios populares y asentamientos.  Se eliminaron las partidas para inversiones en estas zonas.

•	 Salud.   La Sociedad Argentina de Pediatría, con la cual esta Defensoría trabaja estrechamente, ha se-
ñalado el retroceso en materia de salud para niñas, niños y adolescentes, destacándose el retroceso en 
vacunación, entre otras cuestiones.

•	 Un tema de especial preocupación ha sido la interrupción del Plan ENIA (Plan Nacional de Prevención del 
Embarazo No Intencional en la Adolescencia), cuyos resultados fueron más que exitosos, impactando, 
entre otros factores, en el descenso en más de un 50% del embarazo adolescente.

Otro de los ejes centrales fue Educación. La Defensora destacó el amplio acceso a la educación primaria y 
salas de 4 y 5 años en educación inicial. Se mencionó el récord en el acceso a educación secundaria, aunque 
se señaló la preocupación respecto a la calidad de la misma, el desgranamiento a partir de los 14 o 15 años; 
y el hecho de que no resulta atractiva.

Asimismo, se compartieron problemáticas del área de salud:

•	 Desfinanciamiento e interrupción de obras de infraestructura en materia de salud pública.   Ejecución 0 
(cero) en muchas partidas.

•	 La situación dada por el aumento exponencial en el valor de las cuotas de la medicina prepaga, donde 
hay muchos chicos y chicas que dejaron de acceder a los prestadores privados, dirigiéndose ahora a los 
prestadores de salud pública, sobrecargando el sistema que, además, ha sufrido un amplio recorte en su 
financiamiento.
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El Relator destacó que vienen siguiendo muy de cerca y con interés el derecho a la Salud en Argentina, en par-
ticular por la eliminación de subsidios, y el aumento de los costos en medicamentos y prepagas.  Preocupa el 
impacto de la inflación en los precios de la medicina prepaga en relación al exiguo aumento de los ingresos 
de las familias.

Como resultado de las conversaciones, esta Defensoría remitió al Relator información detallada sobre la si-
tuación de los DESCA de las Niñas, Niños y Adolescentes en Argentina, en particular sobre:

•	 Acceso al sistema de salud en Argentina (especial niñas, niños y adolescentes)

•	 Incremento en el costo de medicamentos y prepagas 

•	 Desfinanciamiento de obras de infraestructura

•	 Ejecución presupuestaria de los programas de salud – sub-ejecución de los etiquetados, en especial de 
niñas, niños y adolescentes en salud (Presupuesto prorrogado 2023) y propuesta presupuestaria en fun-
ción del proyecto de Presupuesto 2025.  Este análisis se debería cruzar y consignar con las partidas que 
sí se incrementaron y ejecutaron normalmente (o sobre-ejecutaron), tales como Defensa, Seguridad, Inte-
ligencia, etc.

Relaciones con agencias del sistema de Naciones Unidas 

La Defensora sostuvo el 30 de mayo una reunión con Valeria Guerra, Asesora en DDHH del Alto Comisionado 
de las Naciones Unidas para los DDHH. De la misma participaron  también el Defensor adjunto y el Respon-
sable de RRII de esta Defensoría.

La reunión surgió como resultado del encuentro sostenido con Ana Dols García – Oficial de Derechos Huma-
nos de la Sección de América (División de Operaciones de Campo y Cooperación Técnica de la Oficina del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los DDHH), celebrada en el marco de la Misión de la Defensora y el 
Defensor adjunto a Ginebra.

•	 Seguidamente la Defensora detalló una agenda de temas prioritarios para la institución:

•	 Seguridad Alimentaria, particularmente por la temática de los comedores, en relación a la se presentó un 
amparo de no innovar.

•	 Ingresos / Seguridad Social, tanto en relación a los montos como a la suficiencia.

•	 Educación: Inicial (cobertura, financiamiento y calidad); Primaria (alfabetización) y Secundaria (alta matrí-
cula, poca calidad, abandono).

•	 Salud mental – chicas y chicos institucionalizados por este padecimiento.

•	 Entornos digitales.

•	 Derecho a ser oído, SAP (abuso sexual intrafamiliar) y vinculación entre Plan ENIA, Educación Sexial Inte-
gral, y Abuso

La funcionaria, única responsable de la oficina en Argentina que depende de la Oficina regional del Alto Comi-
sionado en Santiago de Chile, destacó que, entre sus funciones, está la de asesorar sobre todo al Sistema de 
Naciones Unidas en Argentina y los programas y Fondos de ese organismo. Entre las principales cuestiones 
que surgieron de los intercambios se mencionan:

•	 Temas ligados a infancia y adolescencia, de manera coordinada con UNICEF -quien posee el mandato 
originario para hacerlo- por ejemplo, en relación a la cuestión penal juvenil abordada en 2018.

•	 La funcionaria señaló la destacada participación en el contexto de emergencia socio sanitaria en Sal-
ta. Mencionó que hubo una intervención conjunta entre distintas agencias de las Naciones Unidas y la 
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Unión Europea con quienes se elaboró un programa de respuesta: construcción de pozos de agua. En este 
caso particular, el Alto Comisionado hizo hincapié con la temática indígena, para la implementación de un 
protocolo de consulta libre e informada para su uso ante cualquier obra de infraestructura a implementar.

•	 La Defensora informó sobre la presentación de una medida cautelar en apoyo a la presentada ante la 
CIDH, realizando una política de incidencia sobre el gobierno de Salta a través de la conformación de una 
mesa de trabajo en torno al agua y a los controles nutricionales. Se presentó a su vez un amparo que ac-
tualmente se encuentra en la Corte Suprema de Salta – solución amistosa – plan de inversiones.

•	 La funcionaria explicó que para la ONU resultó compleja la relación con el gobierno de Salta, hubo dificul-
tad en la continuidad de los planes, pero también se destacó que estas problemáticas ocurren a su vez 
con otras provincias como Chaco y Misiones. Por ello la estrategia de trabajo es regional: todo el Gran 
Chaco, incluyendo Paraguay y Bolivia. Mencionó que algunas de estas intervenciones se discontinuaron: 
por ejemplo no se avanzó con el agua. También hubo un proyecto de medio ambiente y uno de sanea-
miento por la UNOPS. También se realizaron recomendaciones y diagnósticos al Estado nacional y al 
provincial.

•	 Finalmente, ambas instancias intercambiaron su preocupación en relación al retroceso, desfinanciamien-
to o desmantelamiento de importantes políticas públicas, tales como el ENIA, el Protocolo anti-piquetes 
del Ministerio de Seguridad de la Nación, el acceso a la justicia, las propuestas del nuevo régimen de 
punibilidad de adolescentes con baja de la edad mínima, entre otros.

Finalizando el encuentro, la funcionaria de Naciones Unidas identificó las acciones en que la oficina regional 
podría colaborar con la Defensoría:

•	 Asistencia técnica

•	 Fortalecimiento de análisis

•	 Apoyo para el involucramiento con los mecanismos y procedimientos especiales

•	 Capacitación al personal sobre los mecanismos de derechos humanos.  Fortalecimiento de capacidades.

Se acordó seguir profundizando, no sólo este tipo de encuentros, sino también el intercambio de informes pe-
riódicos que permita mantener informado al sistema de Naciones Unidas sobre situaciones que observa esta 
Defensoría y que puedan ser pasadas por alto por las agencias, en particular, en lo que atañe a derechos de 
niñas, niños y adolescentes. Asimismo la funcionaria se comprometió a facilitar las vinculaciones con todas 
las agencias del Sistema de Naciones Unidas.

Unidad de Niñez y Adolescencia del Alto Comisionado de las NNUU para los DDHH

A principios de junio la Defensoría mantuvo una reunión virtual con Imma Guerra Delgado - Coordinadora de la 
Unidad de Niñez y Adolescencia del Alto Comisionado de las NNUU para los DDHH. Tratándose de la segunda 
ocasión en que la Defensora y la funcionaria de Naciones Unidas coincidieron, fue una instancia propicia para 
abordar el empeoramiento de las condiciones socio-económicas de las niñas, niños y adolescentes en nues-
tro país, durante los primeros seis meses del año.

La Defensora y el Defensor adjunto realizaron una exposición pormenorizada sobre la situación de los derechos 
de niñas, niños y adolescentes, en el contexto de profunda crisis económica, política y social que está viviendo 
el país, y las medidas de retiro del Estado de funciones esenciales y de fuerte ajuste presupuestario que impacta 
directamente en el acceso a los más básicos derechos de las infancias y adolescencias argentinas.

La Defensora mencionó que el Informe presentado por el Estado a finales de 2023, con la anterior gestión de 
Gobierno, quedó desacoplado de la realidad económica y social que está viendo el país actualmente.

La referente de Naciones Unidas manifestó estar bastante al corriente de la situación dado que los números 
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de pobreza e indigencia de la niñez, la no distribución de alimentos a los comedores comunitarios en Argenti-
na, es tema destacado en los noticieros en España.

•	 Se planteó la necesidad de tener el apoyo del sistema de Naciones Unidas para visibilizar internacional-
mente la situación de la pobreza y la indigencia. 

•	 Se mencionó que, en relación a los Comedores comunitarios, desde esta Defensoría se realizaron visitas 
a muchos de ellos situados en el conurbano, confirmando la información provista por las organizaciones 
sociales en el territorio, respecto a que el Estado no les está entregando alimentos.

•	 Se destacó como ejemplo que, mientras que hasta el año pasado la prioridad en las intervenciones estaba 
dada en temáticas como adicciones, embarazo adolescente y salud sexual, ahora la preocupación medu-
lar ha vuelto a ser la vulneración de derechos básicos relacionados a la subsistencia, como es el hambre.

•	 Otro eje central es el incremento de la indigencia, que supone la dificultad para acceder a los alimentos, 
debido a la disminución profunda o extrema de los ingresos familiares.

•	 La Defensora resaltó el problema presupuestario. La baja o nula ejecución en los rubros o renglones pre-
supuestarios etiquetados como Niñez, el desmantelamiento de las instituciones de infancia o de acceso 
a derechos y/o prestaciones del Estado.

•	 La paralización de la obra pública -ejecución presupuestaria 0-, con impacto directo en los derechos de la 
niñez, al interrumpirse las obras de construcción de Centros de Desarrollo Infantil, Escuelas y jardines de 
infantes.

•	 Por último el peligro de que, como otras instituciones públicas de infancia y adolescencia, esta Defensoría 
pueda ser desfinanciada o desmantelada.

Al finalizar la reunión ambas funcionarias acordaron mantener un intercambio de información permanente, 
ofreciéndo la funcionaria de las Naciones Unidas, ser un canal de vinculación con otras agencias e instancias 
dentro del Sistema de Naciones Unidas.

Fondo de Población de las Naciones Unidas

En línea con la profundización de vínculos con las distintas agencias del Sistema de Naciones Unidas y, en 
particular, con aquellas que permiten recolectar o intercambiar evidencia para la toma de posicionamiento so-
bre determinados temas de trascendencia para esta Defensora, se sostuvo en junio una reunión de trabajo con 
funcionarias de la Oficina residente en nuestro país del Fondo de Población de las Naciones Unidas (UNFPA).

Esta Defensoría se nutre de información oficial, del ámbito académico, de Organismos Internacionales, de la 
propia voz de niñas, niños y adolescentes, y de las organizaciones sociales territoriales. Con esa información, 
esta institución formula interrogantes y busca respuestas sobre las problemáticas, situaciones y políticas 
que impactan sobre las infancias y adolescencias, siempre desde una mirada propositiva para con el Estado. 

En las conversaciones se describieron las áreas de trabajo y principales preocupaciones de ambas institucio-
nes, donde se destacó la situación del Plan ENIA de prevención del embarazo no intencional en la adolescen-
cia, que ha tenido un alto impacto en la disminución de los índices de natalidad en las adolescentes y que, con 
el nuevo gobierno, se hallaba en peligro de ser desmantelado o gravemente desfinanciado.

En el marco del encuentro se intercambiaron informes y estudios realizados por UNFPA, de gran utilidad para esta 
Defensoría. Entre ellos se menciona el Informe sobre el impacto socioeconómico de embarazos no intencionales y 
trayectorias de vida de niñas embarazadas antes de los 15 años, vinculado a los resultados del Plan ENIA.

Asimismo, se mencionó un plan con otra agencia del Sistema de Naciones Unidas (UNICEF), sobre partici-
pación juvenil y diversos espacios de diálogo intergeneracional, involucrando temas tales como Educación 
Sexual Integral, Salud Sexual y Reproductiva, Salud Mental, Educación, Ambiente y Participación.
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Sistema de Naciones Unidas en Argentina

La Defensora se reunió el día 6 de agosto con Claudia Mojica, Coordinadora Residente del Sistema de Nacio-
nes Unidas en nuestro país con el objetivo de compartir las principales líneas de intervención de la Defenso-
ría en materia de niñez y las posibles líneas de trabajo en conjunto. La funcionaria estaba acompañada por 
Valeria Guerra, asesora en derechos humanos del mismo organismo. En el encuentro pusieron en común las 
agendas de trabajo de ambas organizaciones y acordaron profundizar el vínculo de colaboración entre esta 
Defensoría, la oficina de ONU Argentina y las distintas agencias de Naciones Unidas, Órganos de Tratados de 
Derechos Humanos y Relatorías temáticas.

Ambas funcionarias coincidieron en su preocupación en torno al retroceso en el financiamiento a ciertas po-
líticas públicas claves, tales como el Plan ENIA mencionado anteriormente. También señalaron, en coinciden-
cia con esta institución, el compromiso de las distintas agencias del sistema de Naciones Unidas para abordar 
las consecuencias de la desertificación en ciertas zonas, particularmente del Chaco Salteño, con impacto en 
la principalmente sobre la mortalidad infantil en las comunidades wichis de la zona.

La funcionaria internacional, a través de la asesora en derechos humanos con quien esta Defensoría viene 
teniendo frecuente comunicación, se comprometió a apoyar a esta Defensoría en su vinculación, no solo con 
las agencias de la organización, sino con todo el amplio abanico de relatorías especializadas y organismos de 
tratados sobre derechos humanos.

Relaciones bilaterales y cooperación

Comisión de Derechos Humanos de Ciudad de México

En mayo la Defensora y el Defensor adjunto recibieron a Nashieli Ramírez Hernández, Presidenta de la Comi-
sión de Derechos Humanos de la Ciudad de México. Ambas funcionarias, además de presentar las funciones 
e incumbencias de sus instituciones de derechos humanos, dialogaron y resaltaron la histórica relación de 
amistad entre ambos países. Asimismo, coincidieron en el diagnóstico sobre este contexto diverso y comple-
jo que viven la región y el mundo, y en la necesidad de fortalecer las capacidades de los organismos públicos 
de derechos humanos en los distintos niveles de gobierno, en particular en países con sistemas federales 
como los de nuestros países.

Compartieron impresiones y miradas sobre la situación particular de los derechos de las niñeces y adolescen-
cias en los respectivos países y jurisdicciones, señalando la centralidad que deben tener estos en la agenda 
pública de todos los países de América Latina y el Caribe, respetando las distintas realidades, culturas e 
idiosincrasias donde, instituciones como esta Defensoría y la Comisión, independientes, autónomas y autár-
quicas, cumplen un rol central en este sentido.

Como corolario del encuentro se acordó profundizar los intercambios y acciones en común a través de la 
celebración de un Convenio Marco de cooperación entre ambas instituciones, con el objetivo promover la 
cooperación en materia de derechos humanos de niñas, niños y adolescentes a través de acciones conjuntas 
de capacitación, iniciativas de investigación aplicada, promoción del diálogo e intercambio de experiencias y 
buenas prácticas entre ambas instituciones. 

Finalmente, el 2 de diciembre último, se firmó el Convenio Marco de Cooperación entre ambas instituciones, 
a través de una ceremonia en videoconferencia, el que posibilitará iniciar un proceso de intercambio y trabajo 
colaborativo a nivel de nuestros países y de la región.  

Cooperación con la Defensoría de la Niñez de Chile

Desde la creación misma de esta Defensoría, siendo las dos únicas Defensorías específicas de niñas, niños y 
adolescentes de similares características y autonomía en toda América Latina, se generaron fuertes lazos de 
intercambio y colaboración entre ambas instituciones.  
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Formalmente, estos vínculos se plasmaron en la Declaración Conjunta que la Defensora argentina y la enton-
ces Defensora de Chile -a instancias de la finalización de su mandato- suscribieron en Santiago de Chile el 24 
de mayo de 2023. Así culminó el proceso de selección de su reemplazante y puesta en funciones en la perso-
na de Anuar Quesille; se profundizó esta relación tras varios encuentros entre ambos defensores y un nutrido 
intercambio entre las respectivas áreas de relaciones internacionales que culminó con la elaboración de una 
agenda de encuentros entre los equipos técnicos que, iniciados este año con la Dirección de Investigación 
Aplicada de esta Defensoría y la Unidad de Estudios, Publicaciones y Estadísticas de la Defensoría trasandina, 
promete continuar y multiplicarse por las diversas áreas de ambos organismos durantes el 2025.

En este sentido, se realizaron varias reuniones entre los equipos técnicos de ambas áreas que trataron temá-
ticas e intercambiaron información, estudios y experiencias en temas ligados a las funciones y agenda de am-
bas direcciones. El propósito en este sentido fue armar un listado de temáticas de interés para intercambiar 
buenas prácticas y metodologías de trabajo.  Entre las temáticas se acordó priorizar la Seguridad alimentaria: 
Ingreso - acceso monetario; alimentación saludable; ley de etiquetado frontal (experiencias de ambas áreas 
en el seguimiento de su implementación).

En cumplimiento de la agenda propuesta, se realizó una segunda reunión entre ambos equipos el 28 de junio, 
donde se acordó:

•	 Compartir a la Defensoría de Chile documentos sobre notas metodológicas del ejercicio de suficiencia de 
las prestaciones y cómo lo usamos en los Pronunciamientos de esta Defensoría.

•	 Compartir la Canasta de Niñez.

•	 La guía de alimentación saludable para los kioscos escolares elaborada por la Defensoría de Chile.

•	 Avanzar en nuevos intercambios técnicos que aborden: Vivienda y Niñez, y Sistema de cuidados, en rela-
ción con el sistema educativo en nivel pre básico.

Para finalizar, el pasado 3 de diciembre, en el marco de una visita que el Defensor de Chile realizó a nuestra ins-
titución, se firmó un Convenio marco de colaboración entre ambas instituciones, para formalizar y fortalecer 
estas acciones en ejes tales como: capacitación, iniciativas de investigación aplicada, promoción del diálogo 
e intercambio de experiencias y buenas prácticas entre ambas instituciones, lo que se implementará a través 
de la elaboración de un plan de trabajo operativo.

Redes para construcción de conocimiento y evidencia

Comité Panamericano de Juezas y Jueces por los Derechos Sociales y la Doctrina Franciscana

En el marco del vínculo y alianza construido con el Comité Panamericano de Juezas y Jueces por los Dere-
chos Sociales y la Doctrina Franciscana (COPAJU) desde el 2022, fortalecido con la organización conjunta 
en abril de 2023 de las Jornadas Panamericanas por los Derechos Sociales de la Infancia y Adolescencia 
y Doctrina Franciscana en la ciudad de Paraná, la Defensora asistió el 28 de febrero a la inauguración de la 
sede del Instituto para la investigación y promoción de los Derechos Sociales, Fray Bartolomé de las Casas, 
con finalidades académicas, docentes y de formación sobre la temática de Derechos Sociales, migración y 
colonialismo, al que la Defensora ha sido incorporada como parte del equipo docente, y en cuyo rol ha diser-
tado en reiteradas ocasiones sobre temas de actualidad relacionadas con los derechos de las niñeces y las 
adolescencias de nuestro país y la región. 

Es de destacar que dicho espacio, creado bajo auspicio del Papa Francisco, está integrado, además, por 
referentes de organizaciones sociales (del ámbito eclesial y sindical, entre otros) como así también persona-
lidades académicas, delegaciones de movimientos sociales, representantes de la cultura, y de los medios de 
comunicación, entre otros. 
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Escuela Internacional de la Red Iberoamericana de posgrados en infancias y juventudes

En el marco de la XII Escuela Internacional de la Red Iberoamericana de posgrados en infancias y juventudes: 
“Desigualdades, derechos, políticas públicas y participación de niñas, niños y adolescentes”, se desarrolló una 
serie de seminarios, durante los días 7, 8 y 10 de mayo del 2024 en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Esto 
se desarrolló como una iniciativa conjunta con el Consejo Latinoamericano de Ciencias Sociales (CLACSO) y 
el Centro de Altos Estudios Universitarios de la OEI (CAEU/OEI), en línea con la perspectiva que sostiene esta 
institución de construcción de evidencia y de alianzas con ámbitos de construcción del conocimiento, enten-
dido como insumo y respaldo para las acciones de la Defensoría.

En este marco, se organizaron las siguientes actividades:

•	 Conferencia Inaugural “Políticas Públicas en infancias y juventudes”, a cargo de la Dra. Marisa Graham, 
Defensora de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes de la República Argentina

•	 Coloquio sobre el rol de los organismos independientes de DDHH de Niñas, Niños y Adolescentes en la 
garantía de sus derechos.  Del mismo participaron: Marisa Graham, Defensora de Niñas, Niños y Adoles-
centes de la Nación; Amelia López, Defensora de Niñas, Niños y Adolescentes de Córdoba; Juan Pablo 
Meaca,  Defensor de Niñas, Niños y Adolescentes de La Pampa; Leandro Javier Drube,  Defensor de Niñas, 
Niños y Adolescentes de Santiago del Estero, y Rossana Franco, Defensora de Niñas, Niños y Adolescen-
tes de Misiones.

•	 Panel “Políticas Públicas en infancias y juventudes”, de la que participaron Silvia H. S. Borelli (Pontifícia 
Universidade Católica de São Paulo); Miryam Southwell (CONICET y Flacso Argentina); Melina Vázquez 
(CONICET y Universidad de Buenos Aires) Vanesa Salgado (Directora de Investigación Aplicada de nues-
tra institución); y Camila Ponce Lara (Philipps Universitat Marburg).

•	 Panel “Protección de niños, niñas y adolescentes en Entornos Digitales”, donde participaron Andrea Urban 
(Directora de Chicos.net); Vanesa Albani (Directora Nacional de Formación del Ministerio de Justicia de la 
Nación); Aldo Pablo Dománico (Supervisor del Programa Segunda Oportunidad); Dra. Anastasia Dozo (Agen-
cia de Acceso a la Información Pública) y Facundo Hernández (Defensor adjunto de nuestra institución).

•	 Panel: “Salud Mental”, con la participación de Julieta Calmels (Ministerio de Salud de la Prov. De Buenos 
Aires); Alicia Stolkiner (Universidad de Buenos Aires); Gastón Cottino (Centro Infanto Juvenil de Salud 
Mental); Perla Zelmanovich (Programa Política, Lenguajes y Subjetividades en Educación - PLySE y FLAC-
SO Argentina); y Alicia Guerrero Zarza (Directora de Fortalecimiento del Sistema de Promoción y Protec-
ción de Derechos de niñas, niños y adolescentes de nuestra institución).

•	 Panel: “Políticas del cuidado, derechos humanos y buen vivir”, donde disertaron Jorgelina Di Iorio (Univer-
sidad de Lanús); Dora Niedzwiecki (Programa Política, Lenguajes y Subjetividades en Educación PLySE 
y FLACSO Argentina); Aymará Barés (Universidad Nacional de Rio Negro); Delfina Schenone Sienra (ELA 
- Equipo Latinoamericano de Justicia y Género y Grupo de Trabajo CLACSO Cuidados y género); Adrian 
Rozengardt (FLACSO Argentina y Universidad de Manizales); y Myriam Southwell (FLACSO Argentina).

La RedINJU está conformada por programas de posgrado de las siguientes instituciones: Universidad de La-
nús (UNLa, Argentina), Universidad Nacional de San Martín (UNSAM), Facultad Latinoamericana de Ciencias 
Sociales (FLACSO, Argentina), Universidad de Buenos Aires (UBA, Argentina), Universidad de Manizales (UMa-
nizales, Colombia), Pontifícia Universidade Católica de São Paulo (PUCP-SP, Brasil), Universidad Politécnica 
Salesiana (Ecuador), Colegio de la Frontera Norte (El Colef, México), Centro de Investigaciones Psicológicas y 
Sociológicas (CIPS, Cuba), Universidad de la República (UdelaR, Uruguay).

Su propósito fue conformar un espacio de trabajo solidario y cooperativo entre posgrados de un mismo cam-
po, que permitiera estimular el intercambio y favorecer el enriquecimiento de las y los profesores y estudiantes 
de las maestrías y los doctorados participantes, a la vez que construir una perspectiva latinoamericana en la 
formación de nuevos investigadores. 
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Banco Mundial en Argentina

A solicitud de las autoridades del Banco Mundial, el 16 de mayo se realizó una reunión en la sede de esta 
Defensoría, entre la Defensora y el Defensor adjunto, con Santiago Scialabba, Responsable del Departamento 
de Inclusión Social de la Oficina del Banco Mundial en Argentina, quien asistió junto al Responsable del Pro-
grama, Carlos Álvarez.

Durante la misma, se compartieron los principales temas de preocupación de la Defensora, en particular, 
sobre el funcionamiento del programa de becas “Progresar”, que cuenta con financiamiento del Banco y que, 
para la Defensora constituye una política de gran impacto para contrarrestar el desgranamiento escolar y 
fortalecer la terminalidad educativa de los y las adolescentes en la escuela media, muy especialmente en la 
franja etaria de 15-17 años.

En dicha ocasión, se acordó seguir sosteniendo intercambios de informes que sirvan a ambas instituciones 
en el cumplimiento de sus respectivas funciones.

Organismos internacionales de salud

En clave con la realización de alianzas con agencias e instituciones internacionales clave para acceder a in-
formación relevante para la toma de decisiones de la Defensoría, el día 11 de julio se sostuvo una reunión de 
trabajo con la oficina para Argentina de la Organización Panamericana de la Salud y la Organización Mundial 
de la Salud (OPS/OMS), solicitada por la Dirección de Investigación Aplicada de esta Defensoría.

Durante el encuentro, se coincidió en una serie de temas de común interés para ambas instituciones, entre los 
que se mencionan:

•	 Acceso a la salud integral de niñeces y adolescencias

•	 Determinantes sociales y medioambientales de la salud

•	 Atención primaria en salud de niñas, niños y adolescentes

•	 Sobrepeso y obesidad

•	 Salud mental infantil y adolescente

•	 Salud perinatal - Sistema Informático Perinatal 

•	 Entornos digitales

También se destacaron varias líneas de trabajo del organismo internacional de las que esta Defensoría viene 
haciendo un seguimiento muy cercano, como ser Vacunación (donde se registra una baja sensible) y Ley de 
Etiquetado, entre otras. Como resultado de la misma, se acordó:

•	 Realizar una reunión conjunta con las áreas de Comunicación para la participación de nuestra institución 
en la “Semana del Bienestar” de las Américas y también en una campaña de vacunación.

•	 Involucrar a la OPS/OMS en la línea de trabajo de esta Defensoría sobre Alimentación Escolar saludable.

Banco Interamericano de Desarrollo

La Defensora sostuvo, el 24 de julio, una reunión con José Aguerre (Jefe de la Misión del Banco Interamerica-
no de Desarrollo -BID- en Argentina).  El mismo estuvo acompañado por Claudia Vázquez (Jefa de la División 
de Protección Social y Desarrollo Infantil Temprano), y Sebastian Rosales (Responsable a cargo de la cartera 
de operaciones con el Banco Interamericano de Desarrollo).
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La reunión fue solicitada para conocer el estado de situación de las líneas de financiamiento actualmente en 
ejecución para el Estado argentino, vinculado a niñas, niños y adolescentes.

Entre ellas se destacaron aquellas destinadas a la primera infancia, principalmente para refacción de espacios 
de primera infancia (Centros de Primera Infancia), cuyas líneas presupuestarias se hallaban con ejecución 
cercana a cero. En relación a ello, el funcionario del BID informó que desde que asumió el actual gobierno 
nacional no se iniciaron nuevas obras. Hay 80 obras aún no iniciadas que se encuentran en revisión; mientras 
que las 40 obras que al inicio de la gestión estaban en construcción, vieron demorado su reinicio. Desde abril 
se reiniciaron determinadas obras, aunque a un ritmo lento.

Otro de los proyectos mencionados es la financiación para la extensión de 1 hora más de clases en Educación 
Inicial y Primaria.

Un tema importante en el diálogo fueron las acciones que tanto esta institución como el BID (en cuanto a 
financiamiento de infraestructura) vienen realizando en el Chaco Salteño, vinculadas a la población wichi; 
especialmente en lo que se refiere a la construcción de cisternas para agua potable. Se acordó seguir los 
intercambios en este sentido.

Intercambio con META

El día 24 de septiembre se desarrolló una reunión por videoconferencia con diversos funcionarios de la Em-
presa META, propietaria, entre otras, de las redes sociales Facebook, Instagram y Whatsapp. La reunión fue 
solicitada por dicha empresa, a instancias de María Cristina Capelo, Líder del Área de Seguridad y Bienestar 
para usuarios de Meta en América Latina.

La reunión estuvo encabezada por el Defensor adjunto quien, luego de las presentaciones de cada uno de los 
participantes, procedió a introducir las características de nuestra institución y algunas de las preocupaciones 
en torno a la relación de las infancias y adolescencias con los entornos digitales, en particular con las redes 
sociales.

La empresa dio cuenta de haber presentado dos programas que por ahora tienen alcance en Argentina y Co-
lombia, que incrementan las salvaguardas en relación a los derechos de niñas, niños y adolescentes. META 
señaló estar abocada a desarrollar herramientas que ayuden a prevenir violaciones de los derechos de las 
infancias en las redes y brindar recursos para abordarlas, basados en 5 pilares: Alianzas, Políticas, Herramien-
tas de Seguridad, Recursos y Retroalimentación. Los funcionarios de la empresa mencionaron que cuentan 
con un asesoramiento constante de expertos en distintos aspectos de seguridad y prevención de situaciones 
que afectan a niñas, niños y adolescentes en el entorno de las redes sociales.

Destacaron el trabajo que realizan en torno a ajustar las plataformas a los principios de derechos humanos 
contenidos en las distintas convenciones.  En este sentido elaboran un reporte global de Derechos Humanos, 
que se comprometieron a presentar ante esta Defensoría. 

Se coincidió en que las redes sociales son un espacio para la expresión que debe contener valores tales 
como seguridad, autenticidad, dignidad y privacidad.  En este sentido desarrollan distintas herramientas para 
la protección, para evitar comportamientos nocivos como el grooming, la trata y tráfico, autolesiones, etc. Al 
respecto compartieron un enlace para poder verificar las políticas que la empresa toma en relación a estas 
cuestiones (http://transparency.fb.com).

Mencionaron también que el sistema de control contra violaciones de derechos en cuanto a infancias y ado-
lescencias funciona los 7 días de la semana, las 24 horas, contando con una tecnología de detección auto-
matizada que dialoga con el NCMES - National Center for Missing & Exploited Children (Centro Nacional para 
Niños Perdidos y Explotados).

Entre otros ejemplos destacaron que la desnudez (adulta y de niños) está prohibida en las plataformas, y que 
además cuentan con dispositivos de Inteligencia Artificial (IA) que están logrando detectar situaciones de 
desnudez más sutiles.
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En el caso de Argentina, mencionaron que Meta está trabajando con la Fiscalía especializada, que a su vez 
tiene vínculo con NCMES. En este sentido, Facundo Hernández destacó que la Defensoría está trabajando 
para que, así como existe esta Fiscalía a nivel federal, se creen Fiscalías especializadas en las provincias para 
un abordaje más rápido y local de los casos, y que estas, a su vez, se vinculen con el sistema de protección 
de derechos local.

En relación a los procedimientos de denuncias, los funcionarios de META mencionaron que en el corto plazo 
estará funcionando un equipo de capacitación para formar en los procedimientos y la información necesaria 
para poder vehiculizar las denuncias, lo cual ya comenzó a hacerse de manera incipiente con funcionarios y 
agentes de los ministerios de Seguridad y Justicia. Destacaron que cuentan con tecnología avanzada para 
la detección de señales de cuentas sospechosas, como por ejemplo adultos que buscan agregar sistemáti-
camente a menores, y que realizan clasificaciones conforme los textos según patrones conocidos. También 
dieron cuenta ante esta Defensoría de las acciones positivas que desarrollan en el marco de la prevención, ta-
les como conexiones responsables, cuentas especiales para adolescentes (que será lanzado en enero 2025), 
salvaguardas propias para cada edad (de contenido y contacto), y también con herramientas tecnológicas que 
detectan si un usuario está mintiendo con su edad.

Entre alguna de las principales salvaguardas mencionadas y que se aplicarán en esta nueva versión para 
adolescentes, se cuenta:

•	 Cuentas privadas de forma determinada

•	 IA para detectar la edad

•	 Mensajes privados restringidos (solo para contactos)

•	 Compartir ubicación desactivada

•	 Las publicaciones estarán configuradas como privadas

•	 Incorporación de líneas de ayuda local

En este último tema, la empresa mencionó que Argentina no definió en la plataforma una línea (canal) de 
denuncia.

Finalizada la presentación de la empresa, el Defensor adjunto mencionó la trayectoria de nuestra institución 
en esta temática que se abordó desde la creación del organismo, con pronunciamientos en relación a los peli-
gros que padecían los niños víctimas de violencia, encerrados en sus hogares con los perpetradores. En este 
sentido surgió la única reforma que tuvo la Ley 26061 de protección integral otorgando a la SENAF el diseño 
de una interface que permita contacto y denuncia por medios digitales de niñas, niños y adolescentes.  Esto 
aún está pendiente.  

Esta Defensoría ha avanzado en estos años a través de múltiples recomendaciones y pronunciamientos que 
tienen que ver con los entornos digitales, tanto desde la salud mental como desde la ludopatía.

En cuanto a los canales de ayuda actualmente vigentes, el Dr. Hernández mencionó que la línea 102 de de-
nuncia (que tiene alcance en todo el país, aunque de incidencia dispar), no es un recurso usado por los niños, 
ya que es un acceso telefónico que las infancias y adolescencias actuales no utilizan.  En este sentido men-
cionó la oportunidad de diseñar algo que esté al alcance de las chicas y los chicos, que esté allí donde ellos 
están: en las redes sociales.  Algunas provincias han avanzado en este sentido, con un bot o Whastapp.  Esto 
también ha cobrado relevancia a partir de la “Ley Lucio”, en relación a la capacitación en materia de violencia 
y a la importancia de generar un programa de capacitación en relación a la violencia y abuso de niñas, niños 
y adolescentes.  Se señaló la relevancia de que estas campañas contemplen el acceso al canal de denuncia, 
una interface para que las/os chicas/os se puedan conectar con el lugar de denuncia/ayuda.

A su vez, el Defensor adjunto trajo a colación algunos temas, como la experiencia del código de diseño apro-
piado para las redes y diversos proyectos de ley que van en este sentido, como la cuestión del consentimiento 
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a los 13 años y la protección de datos personales, entre otros. Se repasaron experiencias muy importantes en 
la Unión Europea y en algunos Estados de los Estados Unidos.

En este sentido, los funcionarios de META mencionaron que comparten la misma preocupación en torno a la 
edad, por eso están tratando de trabajar el tema de la detección de la edad a través de IA, aunque destacaron 
lo fundamental de que las familias se involucren.

Finalmente, en cuanto al tema de las apuestas on line (ludopatía infantil), el Defensor adjunto destacó la im-
portancia que la temática ha adquirido para esta Defensoría y para la política pública en general, destacando 
que ha sido un tema central en el último encuentro de Legisladores. Se mencionó que muchas provincias 
están avanzando con legislación para combatir este problema y a nivel federal hay varios proyectos en el Con-
greso. También se planteó que la problemática se extiende por la difusión que muchos influencers y personas 
referenciadas por los adolescentes realizan a través de las redes sociales.

En este sentido, los funcionarios de META destacaron que tienen una cooperación con ALEA para combatir 
las aplicaciones de juegos on line ilegales: Se dan de baja rápidamente los sitios ni bien son identificados, me-
diante el envío de la URL y una breve explicación.

En cuanto a Argentina, META explicó que no tienen autorización para difundir publicidad de apuestas para 
ninguna edad, y aquello que circula es por canales exclusivos para mayores de edad.

Aportes a la Opinión consultiva sobre contenido y alcance del Derecho al Cuidado (Corte IDH) 

Esta Defensoría realizó un documento para consolidar una posición en relación a la consulta que se realizara 
desde el Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto, acompañando la presentación 
del Ministerio de Mujeres, Género y Diversidad, la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación, del Ministe-
rio de Justicia y Derechos Humanos, y el Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto, 
que solicitaron a la Corte IDH una Opinión Consultiva a fin de determinar con mayor precisión los “alcances 
del cuidado como derecho humano, así como las obligaciones que, al respecto, son exigibles a los Estados”.

Aportes a la Observación General Nº27

El Comité de los Derechos del Niño se aboca a la redacción de la Observación General Nº27, que versará sobre 
“El derecho de los niños al acceso a la justicia y a recursos efectivos”. Oportunamente se realizó la convoca-
toria a propuestas y contribuciones de las partes interesadas. 

Desde esta Defensoría se elaboró el documento base dando respuesta a las preguntas orientativas propues-
tas por el Comité, teniendo en cuenta que el acceso a la justicia es un derecho humano fundamental para 
poder reclamar y hacer valer los derechos, y eliminar cualquier situación de desigualdad, discriminación, vio-
lencia, maltrato o abuso. El acceso a justicia es un derecho autónomo que engloba el acceso efectivo a los 
sistemas, procedimientos, información y lugares utilizados por la administración de justicia. A la vez es un 
derecho instrumental para el resto de derechos como son: la existencia de recursos efectivos; el derecho 
a la tutela judicial efectiva —incluido el derecho a ser oído—; el derecho a la igualdad ante los tribunales; la 
igualdad de medios procesales; el derecho a la asistencia letrada; el derecho de ser juzgado por un tribunal 
competente, independiente e imparcial del gobierno y de grupos sociales y económicos. Por su carácter inter-
dependiente el acceso a la justicia requiere de la existencia de recursos efectivos que deben ser aptos para 
tutelar los derechos violentados y efectivos a tales fines, no siendo suficiente su reconocimiento legal. Todo 
niño debe tener acceso a un recurso sencillo y debe, a su vez, ser resuelto en un tiempo razonable.
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Informe y análisis de proyectos de Ley con estado parlamentario sobre Justicia Juvenil 
para el Relator de Niñez - CIDH

En el mes de agosto de 2024 se celebró el encuentro virtual entre la Defensora, Marisa Graham, y Javier Pa-
lummo, Relator de los Derechos Económicos, Sociales, Culturales y Ambientales de la CIDH, en la que pusieron 
en común las dificultades que tienen las niñas, niños y adolescentes de nuestro país para acceder a esos de-
rechos. La Defensora hizo especial hincapié en los recortes y en la falta de ejecución de partidas presupuesta-
rias, por parte de organismos de gobierno, destinadas a garantizar la implementación del Plan ENIA, derechos 
básicos como la alimentación, y el acceso a medicamentos, entre otros.

En el marco de la reunión, el Relator solicitó información puntual y concreta sobre la cantidad de proyectos con 
estado parlamentario sobre justicia juvenil, con especial foco en las dimensiones de edad mínima de respon-
sabilidad penal, penas máximas; y relacionado a las penas privativas de libertad, especialmente sobre el cum-
plimiento de las mismas en dispositivos dependientes, o no, del servicio penitenciario nacional o provincial. 

Desde esta Defensoría elaboramos un documento dando cuenta de los 16 proyectos de Ley, que hasta la 
fecha del informe se iniciaron en la Honorable Cámara de Diputados de la Nación y tienen trámite y giro a las 
comisiones de Legislación Penal; Familia, Niñez y Juventudes; Justicia; Presupuesto y Hacienda. No hay pro-
yectos de ley en el Honorable Senado de la Nación. 

En particular se informó: 

Sobre Edad Mínima de Responsabilidad Penal:

•	 Hay dos proyectos de Ley que mantienen la Edad Mínima de Responsabilidad Penal a los 16 años.

•	 Un proyecto de Ley que establece la edad en 16 años, pero para algunos delitos establece que será punible 
toda persona menor de 16 años sin determinar la edad mínima de responsabilidad penal. Luego en los art. 
53-54 deja librado al criterio subjetivo del Juez la declaración de imputabilidad de personas menores de 16.

•	 14 proyectos de ley que bajan la edad de punibilidad. Se desglosa: 

Edad de Responsabilidad Penal en 15 años: Un proyecto, que además prevé intervenciones a partir de los 12 años. 

Edad de Responsabilidad Penal en 14 años: 8 proyectos de Ley. 

Un proyecto de ley que baja la edad de punibilidad a los 14 años y para las personas menores de 14 años es-
tablece que el Juez puede “poner al adolescente en lugar adecuado para su mejor estudio.”

Dos proyectos que establecen la edad de Responsabilidad Penal en 13 años. Uno de ellos prevé que las per-
sonas menores de 13 años pueden ser internadas en un instituto especial separado de los detenidos, sin fijar 
edad mínima.

Un proyecto de Ley que fija la edad mínima de responsabilidad penal en 12 años.

Sobre Penas Máximas de Privación de Libertad: 

Un proyecto propone penas máximas de privación de libertad en 20 años. Un proyecto lo hace en 15 años, otro 
en 14 años, otro en 12 años y uno en 10 años. 

Un proyecto establece pena máxima de privación de libertad en 15 años para los delitos de  homicidio y abuso 
sexual agravado, y de 10 años para el resto de los delitos.  

Un proyecto de Ley hace una diferenciación según la edad: para adolescentes entre 14 y 15 años la pena máxi-
ma será de 5 años, mientras que para los adolescentes entre 16 y 17, será de 10 años.
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Un proyecto establece que para adolescentes entre 14 y 15 años de edad la pena máxima será de 3 años; para 
los adolescentes entre 16-17 años de edad la pena máxima será de 5 años.

Un proyecto propone la pena máxima de 7 años con excepciones. Las excepciones indican que la pena máxi-
ma podrá ser hasta 15 años para mayores de 16 en algunos delitos, y hasta 10 años de máxima para las per-
sonas entre 12 y 15 años, en delitos específicos. 

Sobre el Lugar de Cumplimiento de la pena de privación de Libertad:

7 proyectos de Ley hacen alusión al lugar de cumplimiento de la pena en “centros especializados de deten-
ción.”

Un proyecto indica que deben existir “centros especializados de detención dependientes de organismos ad-
ministrativos”.

Dos proyectos de ley establecen que las penas de privación de libertad se cumplirán en “dispositivos socioe-
ducativos especializados dependientes del organismo administrativo de protección de derechos.”

Dos proyectos de ley establecen específicamente la exclusión del personal de las fuerzas de seguridad en los 
lugares de alojamiento. 

Un proyecto específicamente indica la  “internación en establecimiento penitenciario”.

Un proyecto mantiene la vigencia de lo regulado en la Ley 22.278.

Un proyecto de Ley establece el cumplimiento de la pena privativa de libertad en “establecimientos socioedu-
cativos especializados”.

Un proyecto de ley dice “instituto especializado de detención, o bien en una sección separada de un estable-
cimiento penitenciario”. 
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Pronunciamientos y Recomendaciones

Pronunciamientos

•	 Pronunciamiento Nº 23. Pobreza e indigencia en las familias con niñas, niños y adolescentes: es urgente 
mejorar los ingresos y garantizar la seguridad alimentaria. Junio de 2024 (ver apartado Pobreza e indi-
gencia).

•	 Pronunciamiento Nº 24. Derecho a la Educación y política de alfabetización. Condiciones para su garan-
tía. Octubre de 2024 (ver apartado Educación).

•	 Pronunciamiento N° 25. Derecho a la protección de la salud mental, a una información adecuada y veraz 
y a la educación. Octubre 2024.

Recomendaciones

•	 Recomendación N° 10. Sobre el derecho de las niñas, niños y adolescentes con padecimientos en salud 
mental al disfrute de una vida plena. Abril de 2024.

•	 Recomendación N° 11. Sobre la autonomía progresiva, el principio de no discriminación y la protección 
especial para las y los adolescentes. Septiembre de 2024.

•	 Recomendación Nº 12. Sobre la protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes en entor-
nos digitales. Septiembre de 2024 (ver apartado Salud. Salud Mental).

•	 Recomendación Nº 13. Sobre los estándares mínimos de calidad en las condiciones de alojamiento en 
dispositivos de responsabilidad penal adolescente-juvenil. (Septiembre 2024)
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Presupuesto destinado a la niñez
La Defensoría realiza un seguimiento periódico de la inversión pública en niñez y adolescencia, que se traduce 
en el monitoreo de las acciones del gobierno nacional y de los gobiernos provinciales. En los últimos años, el 
Estado nacional llevó adelante cerca de un tercio de la inversión en niñez, lo cual indica que su rol en el finan-
ciamiento de políticas públicas es de alta relevancia.

En 2024, el gobierno nacional ejecutó $9,3 billones en políticas destinadas a niñez y adolescencia, lo que 
representó el 10,4% del gasto total de la Administración Pública Nacional (APN). Si bien esta proporción es su-
perior a la del año anterior (fue 9,3% en 2023), esto se debe a que en 2024 el gobierno nacional llevó adelante 
un ajuste del gasto de cerca de 26% en valores reales, afectando más a los programas que están por fuera del 
etiquetado, que  destinados específicamente a niñas, niños y adolescentes.

El año 2024 presentó la particularidad de que, cambio de gobierno mediante, no se dispuso de la sanción de 
una Ley de Presupuesto para el ejercicio. Como consecuencia, de acuerdo a lo establecido en la legislación, se 
determinó la prórroga de todos los créditos presupuestarios que se encontraban vigentes al cierre del año 2023.

Por este motivo, bajo un escenario de elevada inflación, el crédito con el que contaban los programas al co-
mienzo del ejercicio resultaría insuficiente para lograr el mismo volumen de acciones llevadas adelante por 
el Estado nacional en el año anterior. A lo largo del 2024 se han producido sucesivas modificaciones en el 
presupuesto asignado a las partidas: entre el inicio y el cierre del ejercicio, el presupuesto para las políticas 
destinadas a niñas, niños y adolescentes se incrementó nominalmente 164,8%. Este incremento fue mayor al 
que se produjo en el total del presupuesto nacional, que aumentó 138,6%.

Los organismos que más contribuyeron a dicha variación fueron ANSES (+259,1%, principalmente por la am-
pliación del presupuesto disponible para AUH y asignaciones familiares), la Secretaría Nacional de Niñez, Ado-
lescencia y Familia (+133,8%; contiene partidas del ex Ministerio de Desarrollo Social, como la Prestación Ali-
mentar) y el Ministerio de Salud (+175,9%, principalmente vacunación y transferencias al Hospital Garrahan).

Los programas orientados a niñas, niños y adolescentes de la Secretaría de Educación tienen, en conjunto, 5% 
más presupuesto que al inicio en valores nominales (sin ajustar por inflación) y es una de las áreas de menor 
actualización de partidas. En su interior tiene tanto programas que vieron incrementado su presupuesto (entre 
ellos, Gestión Educativa y Políticas Socioeducativas e Información y Evaluación de la Calidad Educativa) como 
otros que sufrieron disminuciones (Conectar Igualdad, FONID, Infraestructura y Equipamiento o Fortalecimien-
to Edilicio de Jardines Infantiles).

Luego de las sucesivas adecuaciones presupuestarias, la ejecución de las partidas del etiquetado finalizó 
en 96% del crédito vigente en 2024. Dado que el Ejecutivo tiene la potestad de modificar los créditos presu-
puestarios a través de Jefatura de Gabinete de Ministros, este parámetro aporta poca información sobre la 
suficiencia de la ejecución presupuestaria en un contexto inflacionario y con presupuesto prorrogado.

Entre los organismos con menor ejecución destaca el caso de la Secretaría de Obras Públicas, que sólo ejecu-
tó $255 millones y no registró crédito devengado en la mayor parte de las obras de infraestructura a su cargo. 
A nivel programa, hubo un contraste claro en relación a las prioridades determinadas por el ejecutivo: muchos 
de ellos tuvieron una ejecución muy baja o nula, mientras que otros que demandaban ampliaciones fueron 
actualizados. 

El Plan Nacional de Primera Infancia comenzó el año con un ritmo muy lento y al finalizar el ejercicio registró 
una ejecución de 55%, con un presupuesto inicial que fue incrementado apenas 6,1% respecto del cierre de 
2023.

En la Secretaría de Educación, 7 de los 11 programas con destino a niñas, niños y adolescentes tienen una 
ejecución menor al 65%. Las excepciones son las Becas Progresar (cuyos montos estuvieron congelados 
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entre agosto 2023 y octubre 2024), Gestión Educativa y Políticas Socioeducativas (que contiene, entre otras, 
las partidas para financiar el subsidio a las familias con hijas/os en la educación privada y los comedores 
escolares que antes financiaba Desarrollo Social) e Información y Evaluación de la Calidad Educativa.

El programa de Infraestructura y Equipamiento (Educación) registra una ejecución de sólo 27,8%, con una 
disminución nominal de 7,4% respecto del cierre de 2023. El programa de Fortalecimiento Edilicio de Jardines 
Infantiles muestra una disminución nominal durante el año de $1.850 millones (-5,6%) y una ejecución de tan 
sólo 38%. Conectar Igualdad alcanzó una ejecución de 62%, favorecida por la disminución de 15% del presu-
puesto vigente; el crédito devengado corresponde a mantenimiento y servicios informáticos y no a compra de 
nuevos equipos.

Por último, en 2024 se discontinuaron las transferencias a las provincias por el FONID, que funcionaba como 
un refuerzo a los salarios docentes de las jurisdicciones y no fue renovado por las autoridades nacionales.

Evolución de la ejecución presupuestaria 2024, comparada con 2023

El 2024 fue un año de profundo ajuste para las políticas de niñez: la ejecución de los programas del etique-
tado fue cerca del 17,5% inferior a la del año 2023 en valores reales. La caída se replica en casi todos los 
organismos que contienen partidas de gran volumen para la atención de niñas, niños y adolescentes; la única 
excepción es ANSES.

Algunas de las áreas más preocupantes fueron las que incumben a educación (-73,4% real i.a.), obra pública 
(-99,6% real i.a.), y la Subsecretaría de Políticas Familiares (ex SENAF) (-37% real i.a.). En el caso de ANSES 
(+12% real i.a.), la mejora se explica por los incrementos de la Asignación Universal por Hija/o y el componen-
te monetario del Plan 1.000 Días. A nivel programa, la gran mayoría tuvo una ejecución presupuestaria que, 
ajustada por inflación, fue inferior a la de 2023.

Cerca de la mitad de la caída del programa Políticas Alimentarias (que disminuyó 24,3% real interanual) se ex-
plica por la pérdida de poder adquisitivo de la Prestación Alimentar. Otra porción relevante se debe al traslado 
de la partida de Comedores Escolares a la órbita de la Secretaría de Educación. Los comedores comunitarios 
y merenderos tuvieron un financiamiento 55% inferior a 2023 ajustado por inflación.

Las Becas Progresar tuvieron un presupuesto ejecutado 63% menor al del año 2023, en gran parte explicado 
por la pérdida de poder adquisitivo de la prestación (con una caída real del 50%), cuyo monto permaneció 
congelado entre agosto de 2023 y octubre 2024. El Plan Nacional de Primera Infancia acumula una caída real 
interanual de 80,6%. 9 de 11 programas de la Secretaría de Educación incluidos en el etiquetado de niñas, 
niños y adolescentes tuvieron una caída superior al 60%. Los únicos dos con crecimiento interanual fueron 
Información y Evaluación de la Calidad Educativa (incremento de 5,5%) y Gestión Educativa y Políticas So-
cioeducativas (incremento de 17,7%), que se sostuvo a causa de la incorporación en este programa de los 
Comedores escolares y los vouchers educativos para las familias en escuelas privadas.

En el caso de ANSES, las pensiones a madres de 7 hijas/os sufrieron un fuerte deterioro, de alrededor de 
18,8%. Respecto al Plan “Mil Días” hubo a lo largo del año una fuerte recomposición de los montos que comen-
zó en el mes de abril y se vio reflejado en la ejecución presupuestaria de los últimos meses: creció un 245,3% 
por encima de la inflación y su crédito vigente creció 1005% respecto del cierre de 2023.

En el caso de la Subsecretaría de Políticas Familiares (ex SENAF), casi tres cuartos de la ejecución presupues-
taria del organismo corresponden a actividades de dirección y coordinación no a líneas de intervención espe-
cíficas. El programa Acciones para la Promoción y Protección Integral de los Derechos de niñas, niños y ado-
lescentes (de reducción interanual de 38,2%) contiene diversas partidas en su interior. Entre ellas, el Programa 
de Acompañamiento para el Egreso (PAE) -que registra una reducción interanual de 18,1% del presupuesto 
ejecutado- y Acciones de Reparación de Derechos de niñas, niños y adolescentes hijas/os de víctimas de fe-
micidio (RENNyA) –cuyo presupuesto se incrementó vs. la inflación 4,5%. Tanto en PAE como en RENNyA se 
registraron pagos irregulares y retrasos durante 2024, de acuerdo con los datos del Ministerio de Economía.



  Informe Anual 2024    158   

Respecto a la Secretaría de Obras Públicas, sólo se ejecutaron $255 millones en todo el ejercicio del presu-
puesto asignado a las obras destinadas a niñez y adolescencia. Esto es un 99,6% menor a lo invertido en 2023 
ajustado por inflación. Entre las obras relegadas se encontraron, por ejemplo, la construcción de CDIs (con 
ejecución de $9,4 millones, menos de 1% del presupuesto). Durante 2024, el gobierno nacional suspendió o 
demoró el avance de la mayoría de las obras en curso, muchas de las cuales fueron transferidas a las provin-
cias a través de convenios con cada jurisdicción, mientras que otras se encuentran a la espera de resolución.

En el caso de las Asignaciones Familiares, el incremento a las asignaciones de los trabajadores no formales 
de comienzos de año tuvo un impacto relevante y produjo un aumento ajustado por inflación de 50,2% del 
presupuesto destinado a AUH/AUE/AUHD.

Para el caso de las asignaciones de trabajadores formales, el escenario es distinto: la inversión en estas parti-
das se vio fuertemente reducida (-17,2%). Esta política se vio afectada negativamente por varios motivos. Por 
un lado, los montos perdieron poder adquisitivo por causa de la insuficiencia de las actualizaciones que arro-
jaron las fórmulas de cálculo implementadas; esto afectó inicialmente también a la AUH, aunque fue revertido 
a inicios de 2024 porque el gobierno nacional otorgó un aumento extraordinario por fuera de la fórmula de ac-
tualización, pero esto no ocurrió con las asignaciones contributivas. Por otro lado, la cantidad de perceptores 
de asignaciones familiares de 2024 se vio disminuida por el DNU 194/2024 del mes de febrero, que redujo los 
topes salariales para percibir asignaciones, dando como resultado que una porción de trabajadores formales 
fuera del esquema de cobertura.

Análisis del Proyecto de Ley de Presupuesto 2025

En el Proyecto de Ley de Presupuesto 2025, las políticas etiquetadas como dirigidas para niñez y adolescencia 
están presupuestadas en 13,8 billones de pesos y representan el 12% del gasto público total de la Administra-
ción Pública Nacional. En 2023, esta proporción había sido del 9,3% y en 2024, de 10,1%. Debe considerarse 
que durante 2024 el gobierno nacional redujo cerca de 20% el gasto total y haría un ajuste adicional de 4% 
(según las pautas del presupuesto) en 2025. Los cambios afectaron mucho más a otros programas que a las 
partidas del etiquetado, por lo que la proporción que ocupan las políticas de niñez en el total del gasto es más 
alta que en años anteriores. 

El Proyecto de Ley de Presupuesto contiene pautas de inflación donde se prevé que el IPC aumentará 18,3% 
entre enero y diciembre del 2025. Esta proyección es muy inferior a la que consideran otros análisis; por 
ejemplo, el relevamiento de proyecciones que realiza el Banco Central arroja una inflación de 38,4% para el 
año próximo. La inflación que se considere puede generar diagnósticos muy distintos: bajo la proyección del 
Presupuesto, el etiquetado de niñez y adolescencia crecería 13,9% en el año 2025, pero en el escenario del 
REM-BCRA, caería 3,4%. Es por este motivo que se ha optado por presentar el análisis bajo los dos escenarios, 
el del Presupuesto y el del REM-BCRA.

Hay que tener en cuenta que 2024 fue un año de caída en la inversión en muchas partidas, por ejemplo, en 
políticas educativas, obra pública, asignaciones familiares de los trabajadores formales y algunas líneas de la 
ex SENAF. Esto hace que, en algunos programas, resulte un parámetro muy bajo de comparación, por lo que la 
inversión proyectada para el año 2025 puede mostrar un incremento respecto al año 2024, pero que a la vez 
sea inferior a la de años anteriores.

El 2024 fue un año de profundo ajuste para las políticas de niñez; es el segundo año consecutivo de caída de 
la inversión del gobierno nacional destinada a niñez y adolescencia, ya que el año 2023 también muestra una 
desinversión respecto del año 2022. En el mejor escenario, en 2025 la inversión volvería a valores cercanos a 
2023; el eventual incremento se explica principalmente por una mayor inversión prevista en los programas de 
transferencias de ingresos: Asignaciones Familiares, Programa 1.000 Días y Prestación Alimentar.

De acuerdo al Proyecto de Presupuesto, tanto la Prestación Alimentar como el Programa 1.000 Días crecerían 
frente a la inflación incluso en el escenario REM-BCRA. En el caso del Programa 1.000 Días, el incremento 
sería una continuidad al aumento real del año 2024, producto del incremento significativo de los montos.
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En el caso de la Prestación Alimentar, el incremento en el presupuesto sería una recuperación luego de una 
caída de aproximadamente 18% en 2024. A su vez, la ampliación de la edad de cobertura del programa hasta 
los 17 años influiría positivamente en la partida presupuestaria, pero el monto de la prestación continúa sien-
do definido discrecionalmente por el gobierno.

La inversión en Asignaciones Familiares, por su parte, sufriría disminuciones reales en caso de cumplirse el 
escenario de mayor inflación, tanto para las asignaciones contributivas como las no contributivas. En dicho 
contexto, cobra mayor relevancia el artículo Nº 68 del Proyecto de Presupuesto que preveía modificar el ré-
gimen de Asignaciones Familiares derogando la actualización automática de las asignaciones, dejando la 
determinación de los montos sujeta a la discrecionalidad del Poder Ejecutivo. 

Cabe mencionar que las asignaciones no contributivas (AUH/AUE/AUHD) tienen en la actualidad una sufi-
ciencia mayor que las de los trabajadores formales, como consecuencia del desacople entre ambas y de los 
incrementos otorgados durante 2024 sólo a estas prestaciones, lo que generó una diferencia entre los montos 
percibidos por las familias dependiendo de la formalidad de sus ingresos laborales. En el período 2024, AUH/
AUE/AUHD incrementaron su presupuesto en alrededor del 50%, aproximadamente. Distinto es el caso de las 
asignaciones familiares contributivas, cuya inversión en 2024 fue casi un 20% menor a la de 2023 en valores 
reales.

Por su parte, la partida destinada a las Becas Progresar disminuiría 21% en valores reales en el escenario más 
optimista respecto al incremento de los precios, mientras que la caída sería de 33% de concretarse la inflación 
que pronostica el REM-BCRA. La situación de las becas es crítica, ya que vienen de caer alrededor del 60% en 
el año 2024, producto del congelamiento del monto de la prestación durante más de un año (en un contexto 
de alta inflación) y de que el programa registró durante el año en curso un menor número de inscriptos que 
en 2023.

Por otro lado, el Proyecto de Presupuesto preveía la incorporación de financiamiento para el Plan Nacional 
de Alfabetización. La partida se anunció formalmente en el Boletín Oficial durante el mes de julio de 2024 y 
contiene montos destinados a la compra de materiales educativos y una transferencia a las provincias para 
financiar la “universalización de la jornada extendida”. Para la comparación interanual se ha considerado, en 
2023 y 2024, el presupuesto asignado al ex programa “Mejoramiento de la calidad educativa”, que contenía 
compra de materiales educativos (ej. libros) que fue canalizada a través del nuevo Plan de Alfabetización, 
aunque la desagregación de las partidas presupuestarias no permite identificar si se trata de material para los 
mismos grupos etarios o es una reformulación completa de la política.

El programa Gestión Educativa y Políticas Socioeducativas y el Plan Nacional de Alfabetización explican que 
se prevea para la Secretaría de Educación un presupuesto en políticas de niñez mayor al de 2024. Sin embar-
go, el resto de los programas tienen reducciones respecto a ese año. 

Uno de los casos donde el ajuste se profundiza es el programa Fortalecimiento edilicio de jardines infantiles, 
que en 2024 tuvo una caída en torno al 55% en relación al año anterior, y para 2025 se prevé una reducción 
adicional. Algo similar se observa con el programa Infraestructura y Equipamiento: la inversión en dicha polí-
tica disminuyó fuertemente en 2024 respecto a 2023, y sufriría una nueva disminución de alrededor del 30% 
en el año 2025.

Algunas de las partidas incluso fueron discontinuadas, tal es el caso del FONID (que ya había sido desactivado 
en su totalidad durante 2024) y el Conectar Igualdad (que en 2024 mostró muy baja ejecución).

En 2025, la inversión educativa nacional prevista por el Presupuesto sería entre un 50% y 59% más baja que 
en 2023, dependiendo del escenario de inflación que se produzca. En este contexto cobra especial relevancia 
el artículo Nº 27 del Proyecto de Ley de Presupuesto que promovía la suspensión durante el 2025 del artículo 
9º de la Ley de Educación Nacional (referido a la obligatoriedad de invertir al menos 6% del PIB en Educación, 
sumando el gasto de las provincias y el de la Nación). 
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Monitoreo de la Defensoría
El Sistema de Monitoreo en la página web de la Defensora

El Sistema de Monitoreo es una herramienta para el seguimiento de las políticas públicas y las prioridades 
en materia de Derechos de la Niñez y Adolescencia en Argentina. Se actualiza periódicamente lo que permite 
realizar seguimientos y visualizar datos nacionales y de cada jurisdicción; además, articula con las acciones 
de incidencia. Los datos están a disposición para su consulta en la página web de la Defensoría. 

El portal concentra diferentes fuentes de información (estadísticas nacionales y registros administrativos 
oficiales) relativos a niñez y adolescencia. Para su mejor navegación el Sistema tiene a disposición para la 
consulta un manual de usuario y el marco conceptual en base al cual se estructuran los temas, tableros e 
indicadores presentados.

Durante este periodo se realizaron las siguientes actualizaciones:

•	 Tablero “Aspectos demográficos - Perfil demográfico de niñas, niños y adolescentes”: Se realizó una ac-
tualización en base a los datos del Censo Nacional de Población, Hogar y Vivienda 2022 (actualización 
parcial sujeta a la información publicada por el INDEC al momento) y de la Encuesta Permanente de Ho-
gares Urbanos (EPHU) del tercer trimestre del 2023 - INDEC

•	 Tablero “Pobreza - Condiciones de vida digna en la niñez”: se realizó una actualización en base a datos 
del segundo semestre del 2023 (bases usuarias), del primer semestre del 2024 (parcial, extraído del docu-
mento “EPH - incidencia de la pobreza y la indigencia) y de la EPHU, 3er trimestre del 2023 (base usuaria) 
- INDEC.

•	 Tablero “Vivienda y hábitat” de “Condiciones de vida digna en la niñez”: se realizó una actualización en 
base a datos de la EPHU, 3er trimestre del 2023 (base usuaria) - INDEC

•	 Tableros de “Educación común - establecimientos educativos”, “Educación Común - Matrícula de los nive-
les destinados a niñas, niños y adolescentes” y “Educación Especial” de “Educación y Cuidado: en base a 
datos del Anuario estadístico 2023 y las bases usuarias (parcial).

•	 Tableros “Natalidad y salud en el primer año”, “Mortalidad infantil”, “Mortalidad de niñas, niños y adoles-
centes de 1 a 19 años” de Salud: se realizó una actualización en base a datos de Estadísticas Vitales 2022 
y el documento “Indicadores de Salud seleccionados para la población de 10 a 19 años - 2022” - Ministerio 
de Salud de la Nación

•	 Tableros “Salud sexual y reproductiva - Fecundidad y embarazo” y “Mortalidad adolescente” de Adolescen-
cia: se realizó una actualización en base a datos de Estadísticas Vitales 2022 y el documento “Indicadores 
de Salud seleccionados para la población de 10 a 19 años - 2022” - Ministerio de Salud de la Nación

•	 Tablero “Seguridad Social”: se realizó actualización en base a datos de las Estadísticas de Seguridad So-
cial de ANSES y al Boletín de la Seguridad Social de la Secretaría de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, 
Ministerio de Capital Humano, al primer trimestre 2024 y a mayo de 2024 para el análisis jurisdiccional.

•	 Tablero “Seguridad Alimentaria”: se realizó actualización a septiembre de 2024 en base a datos del Mapa 
de la Inversión Social del Ministerio de Capital Humano

•	 Tablero “Becas Progresar”: se realizó actualización a abril 2024 en base a datos brindados a la Defensoría 
por la Secretaría de Educación, Ministerio de Capital Humano. 
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En el período informado se realizaron tareas de migración de la base del sistema de monitoreo a los servido-
res de la Defensoría y se adecuaron todos los procesos necesarios para su correcto funcionamiento y puesta 
a punto. Además, comenzaron a ejecutarse las tareas de desarrollo de un nuevo sistema de monitoreo, en el 
cual se prevé incluir mejoras en la navegación y visualización de los distintos tableros. 

Pobreza y desigualdad 

El reporte de políticas de transferencia de ingresos con foco en niñez y adolescencia analiza la evolución en 
los últimos años de las políticas de transferencia de ingresos del Estado nacional que tienen como destinata-
rias/os a niñas, niños y adolescentes, tanto desde la perspectiva de su financiamiento, como de la capacidad 
adquisitiva derivada de dichas políticas. Se consideran conceptualmente las políticas de transferencia de 
ingresos a las familias con hijas/os tanto como las directamente percibidas por niñas, niños y adolescentes 
(las becas Progresar para terminalidad educativa de adolescentes de 16 y 17 años desde inicios del año 2022, 
y la AUH destinada a niñas, niños y adolescentes alojadas/os en dispositivos de cuidado institucional, desde 
el año 2023 a través del Decreto 5/2023). El instrumento considera tanto a las asignaciones familiares como a 
las pensiones para madres de siete hijos, la Asignación Universal por Hijo, la Prestación Alimentar y las becas 
Progresar para estudiantes de 16 y 17 años que concurren a la escolaridad obligatoria. Se plantean desafíos 
en términos de sustentabilidad de la capacidad adquisitiva y de la consistencia sistémica de las transferen-
cias de ingresos dirigidas a las familias. También se incorpora un apartado que analiza en profundidad la 
actualidad de los programas de transferencia, en el marco de la gestión iniciada en diciembre de 2023. A la 
fecha, este reporte está siendo actualizado para su publicación.

Un desafío común de las políticas de transferencia de ingresos en un contexto de alta inflación es el sosteni-
miento del poder adquisitivo. Por ello, se evidencia la necesidad de constituir un mecanismo automático de 
actualización periódica que efectivamente garantice el sostenimiento del valor real de las prestaciones. 

Finalmente, es relevante señalar la necesaria consistencia de estas transferencias de ingresos en términos de 
equidad e igualdad (es decir, que las diferencias de montos se justifiquen teniendo en cuenta estos criterios) 
y, en tanto políticas vinculadas al mercado laboral, a la coherencia sistémica para favorecer las condiciones de 
trabajo digno (considerando la articulación entre los componentes contributivo y no contributivo).
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Evolución del monto de la AUH más la Prestación Alimentar y de las Asignaciones Familiares, primer 
y segundo tramo de ingresos. Con 1 hija/o de hasta 14 años20. Enero 2021 a octubre 2024.

(*) Hasta el mes de abril de 2021 la Prestación Alimentar la percibían las familias que cobraban AUH y tenían hijas/os hasta 6 años. A 
partir de mayo de 2021 se amplía hasta los 14 años y a partir de  octubre de 2024 la prestación se brinda hasta los 17 años.
(**) Incluye relación de dependencia, prestación por desempleo, trabajadores agrarios temporarios. Incluye complemento de AAFF y 
refuerzo de ingresos.	   
(***) Incluye complemento de AAFF. 
(****) Incluye relación de dependencia, prestación por desempleo, monotributistas, SIPA, PNC, ex combatientes Malvinas. Incluye com-
plemento de AAFF.

Seguimiento del programa de becas Progresar

La Defensora expresó en diferentes momentos su preocupación por la vacancia de políticas destinadas a la 
adolescencia y por las dificultades que se evidencian para la terminalidad de la secundaria. En noviembre de 
2020, por medio del Pronunciamiento Nº2, desde la institución se solicitó la ampliación de becas Progresar a 
los adolescentes de 16 y 17 años. Dicho requerimiento fue tomado en cuenta a fines del 2021, y en enero del 
2022 comenzaron a percibir la prestación 464.316 adolescentes. Esta gran convocatoria constituía cerca del 
32,3% del total de adolescentes de 16 y 17 años del país y daba cuenta de que existía una demanda latente en 
torno al acompañamiento monetario para la finalización de los estudios de carácter obligatorio. En la segunda 
inscripción en los meses de agosto y septiembre de 2022, la cantidad de adolescentes de 16 y 17 años que 
percibieron la beca ascendió a 625.618, representando aproximadamente el 44% de la población de esa franja 
etaria. En agosto de 2023 la cantidad de estudiantes de esa edad era de 595.000, representando aproximada-
mente al 43% de ese grupo poblacional. En abril de 2024 la cantidad de estudiantes bajó; hubo dificultades en 
el sitio web para poder inscribirse y además el monto de la prestación se encontraba invariable. En ese mo-
mento la cantidad de becarios fue 353.921, representando al 24,6% del total de adolescentes de 16 y 17 años. 

Respecto al monto de las becas, el mismo pasó de $7.400 en septiembre de 2021 a $9.000 desde diciembre 
de 2022. En mayo de 2023 hubo un nuevo aumento, pasando la beca a $12.700, y en agosto de 2023 la beca 
pasó a ser de $20.000. El aumento desde diciembre de 2022 hasta agosto de 2023 fue del 122%. Desde esa 
fecha, en un contexto de alta inflación fue perdiendo fuertemente su poder adquisitivo, ya que estuvo más de 
un año sin actualizarse. 14 meses después se anunció un aumento del 75%: se cobrará un neto de $28.000 ya 
que el 20% es retenido hasta que se acredite la escolaridad. La Defensora solicitó en reiteradas oportunidades 

20  A partir del mes de octubre de 2024 la prestación Alimentar se brinda de 0 a 17 años.
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que haya un mecanismo de ajuste automático de los montos de la prestación para conservar el poder adqui-
sitivo a pesar del contexto inflacionario.

En el mes de septiembre de 2023 se sancionó la Ley Nº 27.726: Programa de respaldo a estudiantes de Argen-
tina: Progresar. Entre sus finalidades, apunta a promover oportunidades de permanencia, egreso, reinserción 
educativa en todos los niveles y en la formación técnico profesional de adolescentes de 16 a 30 años. La ley 
habilita al Ministerio de Educación de la Nación a incorporar paulatinamente a estudiantes de 15 años. Aún no 
se estipula un mecanismo automático de actualización de los montos de las becas.

Cobertura de Beca Progresar Nivel obligatorio respecto de la población de adolescentes de 16 a 17 
años por jurisdicción. Abril 2024

Fuente: Secretaría de Educación de la Nación. Ministerio de Capital Humano

Seguimiento de la Prestación Alimentar

En mayo de 2021 la Defensora presentó el Pronunciamiento Nº 3, mediante el cual solicitó la expansión de 
la Tarjeta Alimentar con el objetivo de incluir a hogares con niñas/os de 0 a 17. Ese mes el gobierno tomó la 
decisión de ampliar la prestación (que era hasta los 6 años), hasta los 14 años. A partir de ese momento las/
os perceptores se incrementaron casi en un 100%. En septiembre de 2024 alcanzaba a 3.794.893 niñas, niños 
y adolescentes de 0 a 14 años. A partir de octubre del corriente año se prevé un aumento en la cantidad de 
perceptores ya que se amplió la prestación hasta los 17 años inclusive. 

El Sistema de Monitoreo de la Defensoría actualiza periódicamente esta información junto con una revisión 
de la ejecución presupuestaria y un seguimiento de la capacidad adquisitiva de los montos de estas transfe-
rencias de ingresos a los hogares con niñas/os. La Defensoría ha solicitado que se apliquen mecanismos de 
ajuste automático de los montos de la prestación para afrontar el deterioro del poder adquisitivo.

En enero de 2022 el monto para una hija/o de 0 a 14 años era de $6000; en septiembre de 2023 pasó a $22.000 
para familias con un hija/o. El incremento interanual entre septiembre de 2022 y septiembre de 2023 fue 
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superior al 140%. En febrero de 2024 el aumento fue del 100% respecto a los montos de diciembre de 2023, 
pasando a $44.000 para familias con una hija/o. A partir de junio de 2024 la prestación para familias con una 
hija/o pasó a $52.250.  

Evolución de los montos de la Prestación Alimentar. Años 2021 - 2024

Seguimiento del acceso al derecho a la Seguridad Social: la capacidad adquisitiva de la 
AUH y las asignaciones familiares

Este seguimiento consiste en un ejercicio teórico para el monitoreo de la AUH y las asignaciones familiares 
en comparación con las canastas básicas alimentarias y canasta total calculadas y publicadas por el INDEC. 
Nos permite conocer la capacidad adquisitiva de la AUH, también considerando conjuntamente la Prestación 
Alimentar y el Programa 1000 días, y los primeros tramos de las asignaciones familiares. Además, brinda in-
formación sobre la suficiencia de sus montos, mes a mes. Este seguimiento posibilita detectar grupos etarios 
con menor cobertura. 

Dado que no todos los perceptores de AUH reciben la Prestación Alimentar o el Plan 1.000 días, como aproxi-
mación a las diferentes situaciones de los hogares según la cantidad de perceptores, se estimó la capacidad 
adquisitiva de mínima (un perceptor) y de máxima (3 perceptores o más) y sus combinatorias según las eda-
des.

Se realizan actualizaciones mensuales a partir de la publicación de las distintas canastas por parte del INDEC.  
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Suficiencia del monto de la AUH, AUH más P.1000 días, AUH más P.1000 días y Prestación Alimentar 
(en sus distintas opciones) en relación a la canasta básica total. Julio de 2024

Nota: La AUH se considera el 80% del monto de la prestación ya que el saldo se abona contra cumplimentación de condicionalidades.

Seguimiento de la inversión educativa provincial

Se realizó un informe sobre Inversión educativa provincial, considerando la inversión educativa consolidada 
(es decir, la suma entre el gasto en educación de las provincias y el de la Nación) con información actualiza-
da por el Ministerio de Educación hasta el año 2022. Se construyeron indicadores de inversión educativa en 
proporción del PIB, en millones de pesos constantes (ajustados por inflación), en proporción del gasto público 
provincial y se extendió el análisis a nivel provincial, regional y nacional. 

También se consideró la información sobre inversión en Educación y Cultura que las provincias informan al 
Ministerio de Economía hasta el año 2023. En base a estos datos, se elaboraron indicadores provinciales que 
fueron incluidos en el material presentado a los legisladores en el Encuentro de Legisladoras/es Provinciales 
del mes de junio de 2024. 

Inversión en Educación y Cultura en el conjunto de provincias y Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 
años 2017 a 2023, en millones de pesos de 2023
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Temas transversales
Redes

Red de Legisladores

Durante el periodo 2024 continuó el habitual contacto tanto presencial como virtual con las y los legisladores 
de la Red. Se abordaron diversos temas de agenda de políticas públicas e iniciativas emanadas de las legis-
laturas provinciales sobre infancias y adolescencias. Además, los diversos miembros de la Red recibieron 
permanentemente recursos de la Defensoría como Recomendaciones, Comunicados y Pronunciamientos. 

El funcionamiento de la Red se basa en un diálogo permanente tanto con la Mesa Coordinadora de la Red, 
como con las y los legisladores propiamente. Las reuniones periódicas son mensuales, más allá de que el 
equipo técnico del Área Federal mantiene permanente disponibilidad ante cualquier requerimiento. La Defen-
soría efectúa asesoramiento técnicos sobre temas específicos a nivel jurisdiccional y acompaña los procesos 
de creación de Defensorías Provinciales de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes.

Monitoreo del estado de los procesos de creación de Defensorías Provinciales

Durante el año 2024 continuaron las acciones de monitoreo sobre los procesos de creación de Defensorías 
Provinciales, mediante el diálogo con las y los legisladores que las impulsan en sus respectivas provincias, así 
como con el seguimiento a través de las páginas web y boletines oficiales.

Junto a la Dirección de Comunicación, se actualizan de manera periódica los mapas dinámicos a los que se 
accede a través de la página web de la Defensoría21, que dan cuenta de la evolución histórica de los procesos 
de creación de Defensorías Provinciales.

Acompañamiento a la creación y puesta en funcionamiento de las Defensorías provinciales

En el período informado, se continuó el trabajo de acompañamiento y apoyo técnico que se venía realizando 
con las legislaturas de las siguientes provincias:

•	 Catamarca

•	 Jujuy

•	 Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur

•	 Chaco

•	 Corrientes

•	 San Juan

•	 Tucumán

•	 San Luis

•	 Formosa

•	 La Rioja
21  https://defensoraderechosnnya.gob.ar/hacemos/gestion-federal
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•	 Mendoza

•	 Entre Ríos

Se destacan especialmente los avances del trámite de creación o puesta en funcionamiento de las Defenso-
rías en las siguientes provincias:

•	 Catamarca: en marzo se realizó una reunión con la Comisión Bicameral de la Legislatura de la Provincia. 
En la ocasión se dialogó acerca del proceso de designación de las autoridades de la Defensoría provincial; 
la Comisión Bicameral decidió incorporar (ad-honorem) al ganador del concurso para Defensor como ase-
sor, a efectos de trabajar de manera conjunta durante el transcurso del año. En el mes de septiembre, se 
concretó un encuentro presencial de la Comisión Bicameral con la Defensora a fin de interiorizarla sobre 
los avances del año, oportunidad en la que se informó a las y los legisladores respecto a las gestiones 
realizadas ante el ejecutivo provincial en apoyo a la labor de la Comisión Bicameral.

•	 Jujuy: se realizaron tareas de seguimiento y acompañamiento tanto de la creación de la Defensoría Pro-
vincial de Jujuy como de la designación de su Defensora, Dra. Alejandra Martínez.

•	 Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur: a pedido de las y los legisladores fueguinos que par-
ticipan en la Red, a partir del mes de mayo se inició el acompañamiento del proceso de designación del 
Defensor Provincial, y se brindó apoyo técnico para la redacción de las reglamentaciones y resoluciones 
referidas al concurso. 

•	 Santa Cruz: el proceso de creación de la Defensoría provincial se había iniciado durante el período legisla-
tivo anterior; en el año 2024 esta Defensoría brindó asesoramiento a las y los legisladores en la redacción 
del Reglamento del concurso para ocupar la titularidad de la Defensoría provincial.

•	 Chaco: prosiguiendo la tarea durante el periodo y se continuó el diálogo con las y los legisladores provin-
ciales, quienes plantean su preocupación de la falta de funcionamiento del  Instituto dedicado a la protec-
ción de derechos de niñas, niños y adolescentes. Desde la institución, se está acompañando a las y los 
legisladores en el trabajo de formulación de una nueva Ley.

•	 Corrientes: a partir de la última visita de la Defensoría a la Provincia, se logró revitalizar la Comisión Bica-
meral (Ley 5773, del año 2007) para la creación de Defensoría provincial y continúa el acompañamiento a 
las y los legisladores comprometidos en este proceso.

•	 San Juan: la Legislatura se encuentra trabajando en la compatibilización de los dos proyectos de Ley con 
estado parlamentario tendientes a la creación de la figura del Defensor de Niños, Niñas y Adolescentes en 
la provincia. Se continuó y profundizó el diálogo con diversas áreas provinciales, destacando la relevancia 
y la necesidad de contar con una institución de este tipo en la jurisdicción.

•	 Entre Ríos: se está acompañando a las y los legisladores provinciales en el proyecto de modificación de 
la Ley 986, de “Protección Integral de los Derechos del Niño, el Adolescente y la Familia”, que contempla 
la creación de la Defensoría de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes (Expte. N° 26589, con media 
sanción en Senado 06/09/23).

•	 La Rioja: en el mes de julio se sancionó la nueva Constitución Provincial, hecho de especial importancia 
porque en su texto incorporó la figura del Defensor de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. Te-
niendo en cuenta este hito, a la jura de la nueva Constitución -realizada en el mes de agosto- asistieron la 
Defensora junto a funcionarios de la institución. En ese contexto, se concretaron reuniones con la Vicego-
bernadora de La Rioja, Teresita Madera, con otros Vicegobernadores del Parlamento del Norte Grande que 
se encontraban presentes y con Legisladoras y Legisladores pertenecientes a la Red, a fin de conocer de 
manera directa los avances en las jurisdicciones y revisar las pautas comunes de trabajo conjunto en base 
a los acuerdos y los mapas de ruta trazados previamente. Actualmente las y los legisladores riojanos per-
tenecientes a la Red están trabajando en la reglamentación del proceso de selección del/de la Defensor/a.
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Pronunciamiento “Queremos que los chicos estén en las aulas y no trabajando”

Con fecha 3 de abril, y por iniciativa de la Mesa Coordinadora de la Red, se consensuaron los términos de es-
critura del Pronunciamiento “Queremos que los chicos estén en las aulas y no trabajando”, difundido entre las 
y los legisladores de la Red para su adhesión. El documento fue presentado en diversas legislaturas y recibió 
la adhesión unánime del Parlamento del Norte Grande, que sesionó en la Provincia de La Rioja los días 18 y 
19 de abril.

Comunicado: “Las niñas y los niños no son objeto de transacción”

Durante el mes de julio desde la Red se impulsó un Comunicado en repudio a las declaraciones de un legisla-
dor nacional que se manifestó a favor de la venta de niños. Una vez consensuado el texto, se gestionaron las 
adhesiones del mismo.

Comunicado en contra de la baja a la edad de punibilidad

A partir de la presentación de un proyecto de Ley cuyo fin es bajar la edad de punibilidad de niñas, niños y 
adolescentes, la Red de Legisladoras y Legisladores emitió un comunicado en el que manifestó su posición 
contraria a tal iniciativa, que colisiona con los compromisos internacionales asumidos por la Nación y desco-
noce el posicionamiento histórico de nuestro país en el ámbito de los derechos humanos y sociales. En línea 
con lo que ha recomendado el Comité de los Derechos del Niño, la Red solicita que se considere la derogación 
del Decreto-Ley N° 22.278 de 1980 a fin de adecuar el régimen penal juvenil a los preceptos de la Convención 
sobre los Derechos del Niño.

En el marco del trabajo realizado en conjunto con la Red de cara a la construcción del posicionamiento en la 
materia, se diálogó con los Comité contra la Tortura provinciales a efectos de tomar conocimiento directo en 
relación con la situación de las y los adolescentes en conflicto con la ley penal.

Encuentro de Legisladores

Esta Defensoría trabajó particularmente en la relevancia de la convocatoria al Encuentro Nacional de Legis-
ladoras y Legisladores Provinciales por los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes que tuvo lugar los 
días 13 y 14 de junio. Se convocó a las y los legisladores provinciales; el recambio electoral de diciembre 2023  
produjo importantes recomposiciones en las legislaturas que generaron la necesidad de convocar nuevos 
integrantes a la Red, sin perder el vínculo con las y los legisladores cuyo mandato había finalizado, puesto que 
muchos de estos cambiaron sus funciones y se desempeñaban como autoridades de los ejecutivos provincia-
les o municipales, o bien como legisladoras o legisladores.

Previo al Encuentro, en virtud de acordado en el Encuentro del año 2023, en el que se planteó la necesidad 
de mantener diálogos de consulta sobre iniciativas legislativas y abordaje de cuestiones comunes, se organi-
zaron espacios virtuales regionales donde se consensuaron temas similares para cada región, que luego se 
abordaron en el marco del Encuentro. Se realizaron tres pre-encuentros por región, convocados y coordinados 
por los Referentes Regionales del Área Federal.

El Encuentro Nacional de Legisladoras y Legisladores Provinciales, que tuvo lugar en la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, contó con más de 100 representantes de los poderes legislativos de las 23 provincias argenti-
nas y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, así como con la presencia de Defensores Provinciales y de funcio-
narios y funcionarias provinciales y nacionales. El objetivo del Encuentro fue debatir y consensuar desde una 
perspectiva federal, la agenda política sobre la niñez y adolescencia, así como impulsar y avanzar en la crea-
ción de las Defensorías Provinciales de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes en todo el territorio 
argentino. El Encuentro se orientó a recuperar la experiencia de trabajo conjunto, propiciar el diálogo e inter-
cambio entre las y los legisladores de la Red, con la asesoría y el acompañamiento de la Defensoría Nacional.

La Defensora presidió el Encuentro; estuvo acompañada por el Defensor Adjunto, el Jefe de Gabinete y el Res-
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ponsable del Área Federal. Participaron también la Vicegobernadora de la Provincia de Buenos Aires, Verónica 
Magario; la Vicegobernadora de la Provincia de La Rioja, Teresita Madera, y el Vicegobernador de la Provincia 
de Chubut, Gustavo Menna. También participaron los Defensores Provinciales de Misiones, Rossana Franco; 
de Córdoba, Amelia López; de Santiago del Estero, Leandro Drube; de La Pampa, Juan Pablo Meacca; y de 
Jujuy, Alejandra Martínez.

Además, participaron como invitados especiales y disertantes, el Dr. Sebastián Waisgrais, Especialista en 
Monitoreo e Inclusión Social Unicef-Argentina, el Dr. Anuar Quesille Vera, Defensor de la Niñez de la República 
de Chile y la Dra. Marie-Éve Nadeau, International Advocacy Manager, de la organización 5rights Foundation.

En el marco del Encuentro tuvo lugar un plenario de la Red de Legisladoras y Legisladores Provinciales, donde 
se sentaron las bases para un documento de consenso que luego fue firmado por una significativa cantidad 
de legisladores. El documento final fue presentado en las legislaturas de todas las provincias a efectos de ser 
declarado de interés provincial y legislativo.

En la etapa posterior al Encuentro, durante la segunda parte del mes de junio y el mes de julio, se sostuvo el 
diálogo con las y los legisladores, se acompañó la construcción de nuevas iniciativas en las legislaturas pro-
vinciales (por ejemplo, sobre temas de salud mental y ludopatías en infancias y adolescencias); se realizó el 
seguimiento de las adhesiones al Documento Final del Encuentro y de las declaraciones de interés provincial 
y legislativo del Documento Final.

Red de Defensoras y Defensores

Durante el año 2024, la Red de Defensoras y Defensores de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes 
continuó trabajando y profundizando las líneas de acción que se trazaron desde su puesta en funcionamiento. 

En el mes de mayo, en el marco de la XII Escuela Internacional de la Red Iberoamericana de Posgrados en 
Infancias y Juventudes – RedINJU (Flacso), la Defensora, el Defensor Adjunto y el Defensor de la provincia de 
La Pampa, expusieron en el coloquio titulado “Rol de los organismos independientes de derechos humanos 
de niñas, niños y Adolescentes en la garantía de sus derechos”. En dicha ocasión pudieron exponer las tareas 
que estos organismos de derechos humanos llevan adelante, sus roles y parte de los efectos alcanzados me-
diante las acciones de incidencia.

También en el mes de mayo, las Defensoras y Defensores que forman parte de la Red instaron al gobierno de 
la provincia de Tucumán a que cesaran inmediatamente los operativos policiales y requisas de las mochilas 
de las y los estudiantes, que en ese momento se realizaban en los ingresos de establecimientos educativos 
de la provincia. Específicamente, llamaron a derogar el Decreto 1290/1 firmado por el Gobernador Osvaldo 
Jaldo, por resultar inconstitucional y contrario a los términos de la Convención sobre los Derechos del Niño. 
Las facultades que otorga el Decreto no se condicen con los tratados de derechos humanos ratificados por 
nuestro país y recuerda los peores momentos de las dictaduras del siglo XX. Por ello, no sólo se reclamó la 
derogación del mencionado Decreto, sino que las y los Defensores recomendaron al gobierno tucumano la 
promoción de políticas públicas y acciones tendientes a fomentar el derecho a la participación y a ser oídos 
que asiste a las niñas, niños y adolescentes. La habilitación de espacios de escucha significativa, de diálogo, 
mediación y las actividades de conciliación en el ámbito escolar, resultan centrales para acompañar a las y los 
adolescentes en el camino de una formación ciudadana democrática y respetuosa de los derechos humanos.

En el mes de junio se realizó el encuentro nacional de la Red de Legisladoras y Legisladores. En ese ámbito, 
la agenda incluyó la conformación de un panel en el que expusieron las y los Defensores Provinciales por los 
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. La Defensora de la provincia de Córdoba, expresó la necesidad de 
contar en todo el país -en un momento donde la problemática queda postergada- con defensorías especializa-
das en derechos de niñas, niños y adolescentes.

Por su parte la Defensora de la provincia de Misiones dió cuenta de que desde la institución que encabeza 
se trabaja de manera grupal y sincrónica con los tres poderes del Estado provincial. Específicamente, resulta 
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prioritario el fortalecimiento familiar, y por eso impulsan programas que tienen que ver con las tareas de crian-
za, así como las actividades orientadas a recomponer el tejido social. El Defensor de la provincia de Santiago 
del Estero, destacó el rol institucional de la figura del Defensor, apelando a la búsqueda de consensos, y des-
tacando que toda la experiencia que los organismos van acumulando es un recurso que servirá más allá de 
las coyunturas.

Por su parte, el Defensor de los derechos de Niñas, Niños y Adolescentes de La Pampa, subrayó la importancia 
de la intervención de una Defensoría, que puede transformar la vida de un pibe o una piba cuyos derechos no 
están siendo respetados. Por último, la  Defensora de los derechos de Niñas, Niños y Adolescentes de Jujuy 
resaltó el valor de profundizar una perspectiva federal, instando a trabajar por las infancias en todo el territorio.

El día 21 de septiembre, se reunió la Red de Defensoras y Defensores para analizar las observaciones finales 
del Comité de los Derechos del Niño para la Argentina y compartieron una Declaración Conjunta en la que 
se resumen los ejes principales del documento. En dicho documento, acompañan las manifestaciones del 
Comité relacionadas con los cambios institucionales que se vienen dando desde el cambio de autoridades 
nacionales, en tanto solicitan que las eventuales modificaciones no impliquen el cierre, la reducción o la degra-
dación de organismos, a fin de evitar que se desjerarquice la protección en los derechos de las infancias. La 
Red de Defensores llamó a garantizar la continuidad, independencia, financiación y mandato de la Defensoría 
Nacional de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes para asegurar la vigilancia, defensa y promoción 
de los derechos del niño a nivel federal. 

Red Nacional de Adolescentes Promotoras y Promotores de Derechos - ReNaPDe

Encuentro Nacional en Mercedes, provincia de Buenos Aires

En el mes de mayo de 2024 se llevó a cabo el Cuarto Encuentro de la ReNaPDe (Red Nacional de Adolescen-
tes Promotoras y Promotores de Derechos) en la localidad de Mercedes, provincia de Buenos Aires. De ese 
encuentro participaron alrededor de trescientas personas. Se trató de una importante concurrencia dado que 
estuvieron presentes 204 adolescentes de entre 12 y 17 años, acompañadas y acompañados por referentes 
adultos. En cuanto al equipo organizador de Participación y Protagonismo, estuvo conformado por 40 miem-
bros de las distintas áreas de la Defensoría y equipos de recreación.

Espacios de participación realizados durante el Encuentro

El Encuentro se organizó en dos grupos, de acuerdo a las distintas regiones del país. El grupo A, que participó 
del 4 al 6 de mayo, se conformó con las regiones de NOA, NEA y Centro; y  en el grupo B, que participó del 6 al 
8 de Mayo, estuvieron presentes las regiones de AMBA, Cuyo y Patagonia. 

En los cinco días que duró el encuentro, se desarrollaron distintos espacios de participación -algunos temáti-
cos y otros de modalidad taller- que procuraron que las y los adolescentes se expresaran en relación a distin-
tos temas de su interés y/o a contenidos estratégicos propuestos por la Defensoría. 

Las jornadas se organizaron a partir de momentos de trabajo, en función de los objetivos centrales, con tiem-
pos libres para el encuentro y la socialización entre las y los adolescentes, y adultas y adultos referentes de 
distintas organizaciones sociales, que acompañaron la participación durante el encuentro.

Se realizaron los siguientes espacios de trabajo: 

•	 Taller acerca del rol del delegado de la ReNAPDe. A partir de este taller, se realizó la elección de dos dele-
gadas/os por cada una de las 23 provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

•	 Espacio participativo donde se presentaron propuestas de acción (proyectos territoriales) por localidad o 
provincia, para desarrollar durante el año 2024, con eje en las temáticas de su interés y/o trabajadas a lo 
largo del encuentro.



  Informe Anual 2024    171   

•	 Espacio temático participativo sobre “Entornos digitales”, en el que se indagó sobre los usos y riesgos que 
los adolescentes perciben en el mundo digital y se problematizó la cuestión de las apuestas on line. Se 
fomentó la promoción de entornos seguros en el uso de las tecnologías. A continuación de este espacio, 
se realizó una puesta en común y se trabajó en la realización de contenidos audiovisuales por parte de las 
y los adolescentes sobre distintas temáticas de su interés.

•	 Taller sobre la temática de “Trata de personas con fines de explotación sexual y laboral”. Estuvo a cargo 
de una especialista en la materia de la Defensoría, y se presentaron distintas situaciones que se conside-
ran alertas, con el fin de realizar una campaña de prevención de estas situaciones que tenga en cuenta las 
vivencias y opiniones de las y los adolescentes de todo el país. 

Actividades recreativas y de intercambio cultural

Por medio de actividades deportivas y lúdicas se fomentó la integración de las y los adolescentes: jugaron 
fútbol, basket, voley y juegos de mesa, durante los tiempos libres de descanso y recreación. 

Se propusieron a su vez dos espacios de intercambio e integración cultural: Un primer momento de proyección 
de audiovisuales, donde las y los adolescentes mostraron las costumbres, la naturaleza, los intereses, las fies-
tas típicas de cada lugar y los proyectos que trabajan en las escuelas u organizaciones a las que pertenecen. 
En un segundo momento, se realizó un fogón al aire libre donde se presentaron expresiones artísticas como 
danza folclórica, teatro, literatura y música. También se montó una muestra permanente con objetos, produc-
tos regionales e información sobre temas que trabajan en los espacios de participación territoriales.

Espacios de coordinación con adultos y adultas referentes

En este Encuentro también se plantearon dos espacios de trabajo con las y los referentes adultos de las y los 
adolescentes promotores, procurando fortalecer la participación de las y los chicas/os en sus organizaciones 
sociales y territorios.

Producción de contenidos audiovisuales

Durante el Encuentro se llevaron adelante tareas que permitieron la generación de productos comunicaciona-
les (distintos tipos de videos) que compilaron las voces de chicas y chicos con distintos fines:

•	 Opiniones y experiencias de chicas y chicos en relación con riesgos y peligros del uso de entornos digi-
tales, con el objetivo de llevar su perspectiva sobre el tema al Panel del Programa de Investigación Post-
doctoral en Ciencias Sociales, Niñez y Juventud y la XII Escuela Internacional de la Red Iberoamericana de 
Posgrados en Infancias y Juventudes – RedINJU. Luego de la realización de los espacios de participación 
temáticos sobre usos y riesgos para los derechos de niñas, niños y adolescentes en los entornos digitales, 
se propuso a algunas/os chicas/os contar las experiencias que se discutieron en sus grupos para generar 
un video, que fue reproducido durante la segunda Jornada del Programa llevada a cabo en la Universidad 
Nacional de Lanús.

•	 Videos producidos por las y los adolescentes para subir a las redes sociales de la ReNAPDe. En el marco 
de los espacios de participación temática sobre entornos digitales, se llevó adelante un momento de 
taller sobre los modos de producción de contenido y uso seguro de las redes. En ese contexto, las y los 
adolescentes produjeron materiales para trabajar con otros adolescentes sobre distintas temáticas que 
afectan a sus derechos.

•	 Efemérides. En articulación con la Dirección de Comunicación de la Defensoría, durante los días del En-
cuentro se realizaron distintas grabaciones con opiniones de las y los adolescentes sobre distintas fechas 
y efemérides. Para ello, se propuso a distintas/os adolescentes la participación en tales videos y se las/
os acompañó para su realización.
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Proyectos ReNAPDe 

Como parte de la planificación del Encuentro Nacional, se les propuso a las y los adolescentes que integran la 
ReNAPDe que elaboren proyectos territoriales por localidad o provincia, para desarrollar durante el año 2024, 
con eje en las temáticas de su interés y/o trabajadas a lo largo del Encuentro. Para llevar a cabo ese trabajo, 
las chicas y los chicos se reunieron por lugar de procedencia (localidad/provincia) y pensaron distintas ac-
ciones que podrían llevar a cabo a lo largo del año, teniendo en cuenta los lugares donde viven, sus intereses 
y preocupaciones, los recursos con los que cuentan, los actores con los que consideraron que podrían o de-
berían articular para facilitar la concreción de sus objetivos, los recursos necesarios y en qué lugares llevar a 
cabo la o las acciones imaginadas.

Fueron elaborados 27 proyectos, que incluyeron campañas, talleres en escuelas, en plazas, dispositivos de 
escucha en las escuelas, muestras y conversatorios con especialistas en distintos temas, que luego fueron 
acompañados en su posterior desarrollo entre los meses de mayo y octubre, por integrantes del equipo del 
Área de Participación y Protagonismo. Para la realización de ese acompañamiento, se clasificaron los proyec-
tos en los grandes temas elegidos por las y los adolescentes de cada una de las provincias y/o localidades. 
Estos fueron: Salud Mental, Consumos Problemáticos, Educación Sexual Integral -ESI-, Centros de Estudiantes 
y Problemáticas Ambientales. 

Como parte del proceso de planificación y concreción de los distintos proyectos, se destacan las siguientes 
acciones:

•	 En el mes de junio se realizó una reunión virtual con adolescentes de distintas provincias que integran la 
ReNAPDe para conocer el estado de situación del Plan ENIA (Embarazo No Intencional en la Adolescen-
cia) en sus territorios, teniendo en cuenta que su desmantelamiento resultó muy preocupante para las 
chicas y los chicos que integran la Red.

•	 El 25 de junio en la Comisión Permanente de Acción Social y Salud Pública, en ocasión de la Reunión 
informativa sobre el Plan ENIA, donde resaltaron la importancia de su continuidad y reclamaron la no 
regresividad en su implementación. Entre las voces mencionadas, se destaca la de un adolescente de la 
provincia de La Rioja que dijo: “Acá, en una escuela secundaria, había muchos embarazos adolescentes 
entre los 14 y los 15 años. Y con el Plan se redujo un montón. En la escuela había consejería y los chicos 
pedían información. Nos daban charlas informativas sobre métodos anticonceptivos. Desde este año, no 
hay consejerías y enfermeras en las escuelas”.

•	 Adolescentes de la ReNaPDe de la provincia de Río Negro, que son parte del proyecto provincial de promo-
tores juveniles, participaron del Congreso “Las Adolescencias en la Agenda Pública Rionegrina: Acompa-
ñar, Cuidar, Evaluar Riesgos y Evitar Daños”, organizado por la cartera de salud provincial en la ciudad de 
Cipoletti, en el mes de julio. En su intervención hablaron acerca de la importancia de contar con espacios 
especializados en salud mental en los cuales hablar de su malestar. El Área de Participación y Prota-
gonismo acompañó esta intervención y fue convocada a realizar una exposición sobre los obstáculos 
y facilitadores para la participación de niñas, niños y adolescentes. También fueron presentadas en el 
Congreso las experiencias del Área en el tema, y se resaltó la importancia de la participación de las y los 
adolescentes como herramienta para la prevención en salud mental.

•	 Durante el mes de agosto se organizó una reunión virtual con las y los adolescentes que planificaron ac-
ciones en relación a la salud mental en sus proyectos territoriales. Además de integrantes del equipo de 
Participación y Protagonismo, estuvo presente una Amiga de la Defe22 de la provincia de Misiones, que 
aportó su experiencia al intercambio.

•	 Entre los meses de mayo y agosto se realizaron reuniones virtuales con las y los adolescentes elegidas/
os delegadas/os de distintas localidades del conurbano bonaerense durante el Encuentro Nacional, junto 

22  “Las y los Amigas/os de la Defe” son chicas y chicos que fueron parte de la ReNAPDe y cumplieron 18 años, por lo que tienen que 
dejar de participar en forma directa de la Red de Adolescentes. Desde el 3er Encuentro Nacional de la ReNAPDe, en el año 2023, se les 
entrega un certificado con este reconocimiento al finalizar cada Encuentro Nacional, y muchas y muchos siguen teniendo otro tipo de 
participación en acciones de la Red, ya sea en los espacios que forman parte de los Encuentros Nacionales o en otro tipo de acciones.
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a adolescentes de la Red de Consejos Locales de la provincia de Buenos Aires. Específicamente, durante 
el mes de agosto se realizaron dos encuentros en forma presencial -uno en la Legislatura de la provincia 
de Buenos Aires y otro en la sede de San Fernando de la Universidad Nacional de Luján- para debatir so-
bre distintas problemáticas que preocupan a las niñas, niños y adolescentes, y los modos en los que se 
organizarían para poder ser oídas/os por las y los funcionarias/os a cargo de la planificación y ejecución 
de las políticas públicas destinada a ellas/os. 

•	 El 26 de septiembre, adolescentes de la ReNaPDe de la localidad de Florencio Varela, provincia de Buenos 
Aires, en su rol de promotoras y promotores de derechos, participaron del Festival por los Derechos, organi-
zado por el Área de Participación y Protagonismo en el Honorable Concejo Deliberante de Florencio Varela. 
En ese marco, hablaron con estudiantes secundarios sobre la importancia de la promoción y el respeto de 
sus derechos humanos en general, y de sus derechos como adolescentes y como estudiantes en particular. 

•	 Durante los días del Congreso Nacional de la Juventud, llevado a cabo en el mes de septiembre en la pro-
vincia de Jujuy, se mantuvieron reuniones presenciales con las y los integrantes de la ReNaPDe de Jujuy, 
para promover la realización de talleres que incorporaran a más adolescentes a esta Red, y profundizaran 
el proyecto territorial de acciones en materia de salud mental que planificó el grupo durante el Encuentro 
Nacional de la ReNAPDe.

•	 Adolescentes de la ReNAPDe de las provincias de Córdoba y de Corrientes mantuvieron diálogos con 
adultas/os responsables de distintas instituciones de salud y educación para concretar sus proyectos 
territoriales vinculados a la Educación Sexual Integral(Educación Sexual Integral). En el caso de las y los 
adolescentes de Córdoba, realizaron una articulación con un dispensario de salud de su barrio para poder 
generar charlas en la organización social en la que participan, y en el caso de Corrientes, se han reunido 
con la dirección de la escuela secundaria con el mismo fin.

•	 Finalizado el Encuentro Nacional, adolescentes de la ReNAPDe de la provincia de La Rioja se reunieron 
con autoridades de la escuela secundaria a la que asisten, a fin de disponer de un espacio físico contiguo 
al establecimiento para poder concretar su proyecto territorial. Durante estos meses se han ocupado de 
acondicionar el lugar y organizaron reuniones con docentes de la escuela para generar, junto a ellas y 
ellos, un espacio de escucha y consejería sobre derechos sexuales y reproductivos.

Red de Organizaciones Sociales de Niñez y Adolescencia Territoriales (RONAT)

La Red de Organizaciones Sociales de Niñez y Adolescencia Territoriales continuó trabajando junto a la Defen-
soría en el año 2024. En función de los diagnósticos que realizan las organizaciones que componen la Red, se 
trasladaron una serie de inquietudes que sirvieron de disparadores para el trabajo conjunto.

Estado de situación

En primer lugar, se identificó como nodal la merma de políticas públicas destinadas a niñas, niños y adoles-
centes por parte del Estado Nacional. En este sentido, la emergencia alimentaria resultó transversal a toda 
problemática identificada en los territorios. 

Respecto del eje alimentario, se identificó un aumento en la cantidad de familias que asisten a comedores 
y/o merenderos de las organizaciones sociales, y una menor calidad nutricional de los alimentos ofrecidos. 
Esta situación es análoga en los comedores escolares, en los que las organizaciones observan un aumento 
en la cantidad de alimentos altos en carbohidratos y harinas, debido al desfinanciamiento de programas que 
proporcionaban mercadería fresca (lácteos, verduras y productos cárnicos).

A su vez, resulta importante destacar que el financiamiento de comedores y merenderos comunitarios a tra-
vés del Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo -PNUD- se encuentra activo y presente en todos los 
territorios de las Redes, aunque con un notorio deterioro en la actualización de los montos respecto de la 
inflación acumulada y un marcado retraso en la renovación de los proyectos y convenios.
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Respecto del eje educativo, las organizaciones han expresado su preocupación por la deserción escolar a 
edades cada vez más tempranas, aunque se sigue dando mayormente en el nivel secundario. Las dificultades 
en el acceso a los comedores escolares y a los espacios educativos profundizan la desigualdad entre los sec-
tores rurales y periféricos respecto de las capitales y centros urbanos de las provincias. Esta disparidad se ve 
reflejada en el acceso desigual a comedores escolares, al boleto estudiantil y/o escolar, y a las condiciones 
de infraestructura en general.

En cuanto al eje de salud integral, las organizaciones manifiestan que en todas las regiones del país se obser-
va un deterioro en la entrega de medicamentos, el desfinanciamiento de los dispositivos de atención primaria 
y de los dispositivos específicos infanto-juveniles. Esta situación imposibilita la atención, el seguimiento y la 
frecuencia de los controles y del tratamiento de problemáticas de salud. En algunas provincias puede identifi-
carse entre la población adolescente un aumento considerable de intentos de suicidio, autolesiones, y consu-
mos problemáticos de sustancias.

Respecto a las posibilidades de las organizaciones para dar curso a sus funciones, se destaca la dificultad 
para sostener, por falta de recursos, las actividades de promoción, asistencia y/o asesoramiento frente a si-
tuaciones de vulneración. Muchas organizaciones no tienen acceso a programas de apoyo que les permitan 
sostener la tarea cotidiana de colaboradores, ni asistencia por medio de transferencias monetarias, por lo que 
les resulta muy arduo afrontar los altos costos de alquileres de los espacios físicos, y el pago de los servicios. 
Las organizaciones manifiestan que el sostenimiento de las actividades y los espacios en las que éstas se 
realizan requieren una mayor disposición de recursos propios (mediante las vías de la autogestión y la recep-
ción de donaciones) para subsanar la vacancia estatal.

El corrimiento del Estado en todos sus niveles se reflejó en las modificaciones de los organigramas institu-
cionales, que desarticularon las políticas que se venían aplicando y apartó a los usuales interlocutores que 
articulan las políticas públicas desde el nivel central hasta los territorios. Las organizaciones observan con 
preocupación que allí donde se retira el Estado, suele ser el narcotráfico el que ocupa el lugar de la asistencia 
y la ayuda inmediata, tanto hacia las familias como a los espacios de contención que ofrecen los comedores 
(pagando las facturas de luz, de gas, e incluso mediante la provisión de alimentos) con graves consecuencias 
en el tejido social.

Respecto al Sistema de Protección Integral, identifican un fuerte debilitamiento comparado con la situación 
previa, que se evidencia en el desfinanciamiento de las políticas públicas orientadas a las niñas, niños y ado-
lescentes y sus familias. La ejecución, por parte del Ministerio de Capital Humano (ex ministerio de Desarrollo 
Social de la Nación) de políticas de asistencia alimentaria a través de organizaciones como CONIN, evidencia 
un sesgo en la distribución y quedan desfinanciados los espacios de primera infancia y los planes de preven-
ción como el Programa ENIA.

Las y los trabajadores que prestan servicios en dispositivos y programas orientados a satisfacer las necesi-
dades y hacer cumplir los derechos de las infancias y adolescencias en el marco del sistema de protección, 
perciben muy bajos sueldos y se encuentran en condiciones de trabajo desigual respecto a trabajadores y 
profesionales que se desempeñan en otros ámbitos. 

Estructura y organización de la Red

En pos de reconocer a las organizaciones territoriales como legítimos actores sociales, de acuerdo con los 
ejes de la planificación, y a fin de consolidar y fortalecer a las Redes provinciales,  se estableció como meto-
dología de trabajo la regionalización,  conformando 5 regiones: Centro (Buenos Aires, Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, Santa Fe y Córdoba) Cuyo (San Juan, Mendoza Y San Luis) NEA (Formosa, Chaco, Corrientes, 
Misiones y Entre Rios) NOA (Jujuy, Salta Tucuman, Santiago Del Estero, Catamarca y La Rioja) Patagonia (Rio 
Negro, Chubut Neuquén, Santa Cruz y Tierra del Fuego). La regionalización tiene como objetivo abordar la si-
tuación de cada provincia vinculando a las redes entre ellas para consolidar sus acciones a partir de temáticas 
comunes, dando cuenta del trabajo articulado a partir de un diagnóstico participativo regional.
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Fortalecer las redes de organizaciones regionalmente implicó iniciar un proceso que partió de algo elemental: 
posicionar a cada una en relación o vinculación con las demás, como forma de organizar la heterogeneidad 
respetando y reconociendo las autonomías distintivas. Esta manera de trabajar implica abordar la compleji-
dad de la trama de relaciones y recrear las experiencias teniendo en cuenta la autonomía de cada organiza-
ción, aprendiendo de las diferencias y organizando la diversidad a partir de la articulación. 

El abordaje regional permite el intercambio entre las redes provinciales, constituye la posibilidad de encon-
trarse y trabajar en temáticas comunes a las provincias que conforman la región. En este sentido, si bien las 
redes provinciales tienen su autonomía e independencia, son parte de la red nacional con el objetivo de poder 
fortalecerse mutuamente desde una organización federal.

Redes regionales

A partir de esta metodología se abordaron los temas y ejes del Área obteniendo la siguiente información de 
cada región:

Red Centro

Actualmente, la Región Centro cuenta con 88 organizaciones distribuidas en las redes de la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires y las provincias de Buenos Aires, Córdoba y Santa Fe.

Desde la Defensoría hemos continuado fomentando las acciones que tiendan a favorecer la consolidación 
de la red regional, buscando estrategias para relacionar a las redes provinciales entre sí, con la intención de 
potenciar el territorio, favorecer las instancias de socialización e intercambio de información y articulación 
entre ellas y con la institución. En este sentido, se trabajó en instancias de capacitación con los referentes 
comunitarios de las organizaciones para incorporar al colectivo las organizaciones de la región relevadas en 
el registro federal, a través de encuentros virtuales.

Entre las tareas desarrolladas para el acompañamiento de las redes provinciales de la Región Centro po-
demos mencionar talleres informativos y generación de espacios de vinculación y escucha a niñas, niños y 
adolescentes y el acompañamiento de distintas situaciones de vulneración de derechos que las redes pro-
vinciales identificaron, sin haber conseguido canalizar la intervención a través del sistema de protección de 
derechos local. 

En relación a las redes provinciales, destacamos las actividades más significativas del período informado:

•	 RONAT Córdoba: A través de la Fundación SUYAI se convocó a distintas organizaciones del colectivo RO-
NAT Córdoba al Encuentro Regional Córdoba - XIV Semana por el Derecho de las Juventudes. Participaron 
80 adolescentes del nodo Centro (Buenos Aires, Córdoba y Entre Ríos) construyendo un diálogo interge-
neracional con funcionarios, instituciones y organizaciones de la sociedad civil, en el que  se visibilizaron 
las problemáticas prioritarias de las adolescencias, y conversaron respecto a estrategias de incidencia en 
políticas públicas. 

•	 RONAT Buenos Aires: La Red de Buenos Aires fue parte de la segunda reunión de la Red de Consejos Lo-
cales de la Provincia de Buenos Aires en la Ciudad de La Plata, de la que participaron además sindicatos 
y consejos profesionales. 

Red Cuyo

La Región Cuyo cuenta con 41 organizaciones distribuidas en las redes provinciales de Mendoza, San Juan y 
San Luis.
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Respecto al acompañamiento a las redes provinciales, se destaca: 

•	 La convocatoria a una serie de reuniones con las redes provinciales ampliadas y una reunión con los seis 
referentes de las redes de las tres provincias de la Región Cuyo, con el objetivo de explicar el trabajo de 
la Defensoría.

•	 La articulación con el Área de Participación y Protagonismo de niñas, niños y adolescentes, que participó 
junto a las organizaciones que integran la RONAT de la provincia de San Luis en una actividad oficial con 
autoridades provinciales de salud, educación, discapacidad y niñez.

•	 Visita a la provincia de San Luis en el mes de septiembre. En esa ocasión se mantuvieron reuniones en las 
ciudades de San Luis (Capital) y Villa Mercedes con organizaciones que forman parte de la RONAT provin-
cial, y con otras organizaciones que fueron convocadas por la propia red a fin de proponerles que integren 
el espacio. En dichos encuentros, los técnicos del Área explicaron a las organizaciones el trabajo de la 
Defensoría y la labor que viene realizando. En el mismo encuentro, las organizaciones dieron cuenta de la 
situación actual en sus territorios. A partir de estas reuniones, nuevas organizaciones se incorporaron a 
la red de la provincia. Los técnicos de la institución acompañaron a las referentes de la red de San Luis en 
su presentación ante el Concejo Deliberante de Potrero de los Funes, para solicitar que la RONAT San Luis 
sea declarada de interés municipal.

•	 A principios de octubre se mantuvo una reunión virtual con la RONAT Mendoza, en la cual las diez organi-
zaciones que participaron dieron cuenta de las dificultades que tienen en el contexto actual para visibili-
zar y ampliar la red provincial. Ante esto, se propuso organizar una actividad con lógica de conversatorio 
virtual, alrededor de un tema que las organizaciones consideraran de interés y con la participación de 
técnicos de la Defensoría y un especialista propuesto por las organizaciones.

En relación a las redes provinciales podemos destacar algunas actividades que realizaron como colectivo 
RONAT:

•	 RONAT San Juan celebró un convenio con la Defensoría del Pueblo de la Provincia, para realizar acciones 
en conjunto por la protección de las infancias en San Juan. De igual modo, referentes de Brigadas Edu-
cativas, que son parte de la red de San Juan, ganaron el premio Ana Frank por su labor de promoción y 
protección de derechos de niñas, niños y adolescentes en territorio, y viajaran a Países Bajos.

•	 RONAT San Luis realizó su presentación ante el Concejo Deliberante de Potrero de los Funes a fin de que 
se declare de interés a la RONAT San Luis, a fin de iniciar un proceso de visibilización de la misma. 

•	 RONAT Mendoza mantuvo contacto con legisladores de sus provincias, los cuales las pusieron al tanto 
de la situación en que se encuentra la creación de la Defensoría de niñas, niños y adolescentes a nivel 
provincial.

Red Patagonia

La Región Patagonia cuenta con 65 organizaciones distribuidas en las redes provinciales de Chubut, La Pam-
pa, Tierra del Fuego, Río Negro, Santa Cruz y Neuquén.

Como en otras regiones, estas organizaciones sociales, que durante años han desarrollado distinto tipo de 
actividades de promoción y protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes, observan muchas 
dificultades en el contexto actual para proseguir con sus actividades. Los aumentos de tarifas de servicios 
públicos y de los precios de los alimentos se  suman a la virtual retirada del Estado Nacional en la provisión de 
recursos para sostenerlas, y los gobiernos locales tienen limitaciones económicas para suplir esos recursos. 
En este contexto, las organizaciones han quedado en una posición difícil para contener la demanda creciente 
de la comunidad, que se acerca en busca de alimentos, vestimenta y otros recursos que les permitan afrontar 
el nuevo contexto. Relacionado con los recursos más básicos, uno de los problemas que actualmente en-
frentan las organizaciones es la discontinuidad de los programas de transferencia monetaria y la entrega de 
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mercadería, junto a irregularidades con el PNUD, cuyos desembolsos en muchos casos fueron discontinuados 
o continúan sin actualización de montón. 

Por otro lado, en el último año se vio comprometida la articulación con los distintos espacios provinciales 
creados con el fin de velar por la protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes a nivel provincial. 
Muchos organismos, como el Consejo Provincial de Niñez, Adolescencia y Familia o el Consejo de la Comu-
nidad para la Niñez, Adolescencia y Familia, permanecieron mucho tiempo sin conformarse con las nuevas 
autoridades, lo que dificulta el diálogo para la resolución de conflictos a nivel local. Sobre este punto las Redes 
provinciales han trabajado para promover su reactivación, manteniendo reuniones y realizando pedidos for-
males mediante notas. El cierre de los Centros de Referencia (CDR), que se constituían como espacios de con-
sulta y articulación con el Estado Nacional, han dejado sin interlocutores a las organizaciones del territorio. 

Entre las tareas desarrolladas para el acompañamiento de las redes regionales se destaca:

•	 La consolidación y el robustecimiento de las redes, tanto en términos nominales (incorporación de nue-
vas organizaciones) como cualitativamente (profundización del trabajo en territorio). En este sentido, se 
trabajó en el fortalecimiento, convocando también a organizaciones de ciudades periféricas o incluso 
alejadas de las capitales. Para lograr una mayor convocatoria, las organizaciones de algunas de las redes 
difundieron información sobre las próximas reuniones; esta estrategia fue de gran utilidad para convocar 
y promover la incorporación de nuevas organizaciones a la Red.

•	 La creación de cuentas de las Redes de Tierra del Fuego y de Neuquén luego de que sus integrantes rea-
lizaran el curso de Uso y Gestión de Redes Sociales brindado por la Defensoría. Así, cuentan con nuevas 
herramientas para difundir sus actividades, acciones y convocatorias. 

•	 Las y los integrantes de la Red se pusieron en contacto con concejales de sus localidades, a fin de brindar-
les más detalles acerca de las actividades que realizan, explicar su vínculo con la Defensoría, manifestar 
las necesidades que identifican en sus territorios, e invitarlos a incorporarse a la Red de Legisladores y 
Legisladoras que acompaña el Área de Coordinación Federal de la Defensoría.

En relación a las redes provinciales podemos destacar algunas de las actividades que realizaron:

•	 RONAT Neuquén: se mantuvieron reuniones con funcionarios de distintos niveles de gobierno en deman-
da de la reapertura de los organismos de niñez. En este sentido, se contactó a legisladores provinciales 
y miembros de los Concejos deliberantes locales para exigir la sanción de proyectos y el seguimiento de 
las políticas públicas.

•	 RONAT La Pampa: mantuvo conversaciones con el Defensor Provincial de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes para una articulación más profunda.

•	 RONAT Tierra del Fuego: por medio de reuniones en instituciones locales, promovió y difundió la creación 
y puesta en marcha de la Defensoría Provincial de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes.

•	 RONAT Santa Cruz: en conjunto con otras instituciones, ideó la realización de un conversatorio para visi-
bilizar la importancia de contar con la figura del Defensor de los Derechos de las Niñas, Niños y Adoles-
centes a nivel provincial.

Red NEA

La Región NEA cuenta con 144 organizaciones distribuidas en las redes provinciales de Formosa, Misiones, 
Chaco, Corrientes y Entre Ríos.

Entre las tareas desarrolladas para el acompañamiento de las redes provinciales se destaca la realización de 
reuniones virtuales con el objetivo de promover el trabajo regional, fortalecer las redes existentes, promover 
su ampliación en cada provincia mediante la incorporación de nuevas organizaciones (en base al Registro 
Federal de Organizaciones y de otras cercanas).
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Desde la Defensoría se generaron reuniones presenciales con la Red de la región NEA, de las que participaron 
un total de 129 organizaciones. El objetivo de estos encuentros fue relevar la situación de Niñas, Niños y Ado-
lescentes en el territorio a partir de los ejes establecidos en la agenda común de trabajo: la situación alimen-
taria, la situación educativa, salud integral y salud mental y el estado de las organizaciones con respecto a la 
situación económica y social que atraviesan. 

Respecto a la articulación con las dependencias de la Defensoría, se vinculó a las organizaciones para que 
inviten a las y los adolescentes a formar parte del colectivo de Adolescentes Promotoras y Promotores de 
Derechos.

Se promovió la articulación de la RONAT con la Red de Legisladores por los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes de cada provincia y se propició el contacto con Concejales para que formen parte de la Red de 
Concejales por los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes. 

En relación a las redes provinciales podemos destacar algunas actividades que realizaron como colectivo 
RONAT:

•	 RONAT Entre Ríos: cada mes, una organización toma protagonismo y se encarga de generar actividades 
vinculadas a la promoción y defensa de los derechos de niñas, niños y adolescentes que son acompaña-
das por las restantes organizaciones. En ese marco, desarrollaron el proyecto “Sembrando Conciencia” 
donde se acercaron a diferentes escuelas de la provincia para trabajar sobre las prácticas de cuidado. 
Igualmente, formalizaron la Primera Jornada de Sensibilización y Concientización “Con los guirises y gu-
risas, NO”, sobre la prevención de trata de niñas, niños y adolescentes, de la que participaron de especia-
listas en trata y trabajo infantil de esta Defensoría. Prosigue esta Red trabajando en el marco normativo 
provincial y local, acompañando la presentación en el Concejo Deliberante de la ciudad de Paraná del 
Proyecto de Ordenanza “Creación de la figura del Defensor/a de los Derechos de las Infancias y Adoles-
cencias”, en el ámbito de la Defensoría del Pueblo de la ciudad.

•	 RONAT Chaco: con el objetivo de trabajar en conjunto, mantuvo reuniones con la Defensora de Niñas, Ni-
ños y Adolescentes Municipal de Resistencia, con la Comisión de Géneros, Diversidades, Familias y Niñas, 
Niños y Adolescentes de la Legislatura de Chaco, y con el Subsecretario de Desarrollo Social.

•	 RONAT Corrientes:  por invitación de la Cámara de Diputados provincial, se encuentra estudiando el marco 
normativo provincial, participando activamente de la “Comisión Técnica Especial de estudio, análisis y 
redacción del proyecto de ley de reforma y actualización de la Ley de Protección Integral de los Derechos 
de Niñas, Niños y Adolescentes para la provincia de Corrientes”. En paralelo, la Red se reúne con la Comi-
sión de Niñez y Adolescencia de la Cámara de Diputados de la provincia y con otras legisladores, en pos 
de avanzar en la conformación de la Comisión Bicameral para la designación de la figura del Defensor 
Provincial de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes.

•	 RONAT Misiones: desarrolló actividades de capacitación a referentes de organizaciones y familias en 
distintos barrios, en el marco de un convenio con el Concejo Deliberante de la ciudad de Posadas. Las ca-
pacitaciones abordan temáticas como el bullying, la violencia de género y la salud mental en niñas, niños 
y adolescentes, y surgieron por iniciativa de las y los referentes. Además, la Red sostiene actividades re-
creativas en toda la provincia, articulando con la Defensoría de Niñas, Niños y Adolescentes de Misiones. 

Red NOA

De la Red de la región NOA participan organizaciones distribuidas entre las redes provinciales de Jujuy, Cata-
marca, Salta, La Rioja, Santiago del Estero y Tucumán. 

En el periodo informado, con el acompañamiento del equipo técnico de la Defensoría, se logró consolidar la 
participación de las organizaciones que integraban la red, al tiempo que aumentó el número de organizacio-
nes que participa en cada red provincial, llegando a un total de 139 organizaciones en la región.  Así, desde 
el territorio se establece un ámbito de comunicación e intercambio permanente en el que abordan situacio-



  Informe Anual 2024    179   

nes provinciales, intercambian recursos y herramientas y generan estrategias de acciones conjuntas. Con 
el mismo criterio, se vinculó a las redes de organizaciones sociales de las provincias de Jujuy, Catamarca y 
Tucumán con las redes de adolescentes promotoras y promotores de derechos a fin de invitar a niñas, niños y 
adolescentes que articulan con las organizaciones a incorporarse y trabajar en conjunto.

En conjunto, como RONAT NOA, las organizaciones participaron de la Campaña Plurinacional “NO AL RIGI” y 
emitieron el pronunciamiento “NO A LA BAJA DE EDAD DE IMPUTABILIDAD”.

En relación a las redes provinciales podemos destacar algunas actividades que realizaron como colectivo 
RONAT:

•	 RONAT Jujuy: acompañó la denuncia jardín intercultural bilingüe Wawa Huasi de La Quiaca y a las familias 
desalojadas en Los Nogales, organizando una colecta de ropa, y mercadería. También se reunió con la 
Defensora Provincial de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes a fin de manifestar sus preocu-
paciones y acercar propuestas. 

•	 RONAT de Santiago del Estero: participó en el mes de septiembre de las actividades en el marco del “Mes 
de la Adopción”. En el plano institucional, la Red mantuvo encuentros con el Defensor Provincial de los 
Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes y con legisladores provinciales y concejales, en todos los 
casos con el objetivo de conversar respecto a las problemáticas en los territorios y buscar soluciones 
conjuntas y participativas. La Red participó en la “Jornada de Organizaciones Sociales” realizada por el 
ISEPSI Santiago del Estero.

•	 RONAT Catamarca:  la Red mantuvo reuniones con legisladores provinciales y concejales a fin de trabajar 
de manera mancomunada. También se vinculó con la Jefatura Departamental de Policía para la realiza-
ción del Taller de prevención de Trata y participó del Taller sobre consumos problemáticos del Ministerio 
de Salud Pública de la provincia.

•	 RONAT Tucumán: en el marco del Día del Niño, realizaron diferentes actividades en más de 15 localidades 
de la provincia. Las organizaciones que participan de la RONAT se reunieron con legisladores provinciales 
y concejales.

•	 RONAT La Rioja: como en el caso de las otras redes provinciales de la Región NEA, también mantuvo un 
encuentro con legisladores provinciales. Las organizaciones de la Red participaron en la presentación de 
la Constitución Provincial.

•	 RONAT Salta: la Red provincial trabajó muy especialmente en actividades de formación sobre el abordaje 
respetuoso de los casos de violencia sexual en la infancia, y se solidarizó con las y los sobrevivientes de 
violencia sexual en el día de la visibilizacion de la violencia sexual en la infancia. En el plano educativo, 
se presentó ante el Ministerio de Educación provincial por la situación de niños no escolarizados en la 
localidad de La Poma. La RONAT provincial participó en el ciclo de reflexión “Por qué nos oponemos 
a la baja de edad de punibilidad” en la Facultad de Humanidades de la Universidad Nacional de Salta. 
Plenario de madres protectoras. 

       Programa Humin de asistencia jurídica a NNYA y promoción de la participación. 

Diagnósticos por ejes temáticos

Situación alimentaria

Las organizaciones de la región centro, observaron en el período un incremento en la cantidad de familias que 
solicitan asistencia alimentaria en los espacios comunitarios donde se realiza esa prestación. Este incremento 
es notorio mayoritariamente en las familias compuestas por niñas, niños y adolescentes, y adultos mayores. 

Los recursos provienen en su mayoría de donaciones y autogestión, y en una parte minoritaria se comple-
mentan con aportes del gobierno municipal y/o provincial. La escasez de recursos, genera que algunas de las 
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organizaciones deban reducir los días de entrega de viandas por no poder cubrir la demanda. Mencionan que 
han cerrado espacios que brindaban prestación alimentaria por lo que se generó el colapso de otros espacios 
que continúan con la prestación. También manifiestan la preocupación por la baja en la calidad nutricional de 
las porciones que elaboran, debido a los altos costos de los productos lácteos, verduras y cárnicos. 

Algunas de las organizaciones (provincia de Buenos Aires y Santa Fe) refieren la avanzada de los grupos que 
estarían vinculados al narcotráfico en los comedores y merenderos frente a la situación de emergencia, donde 
pagarían los servicios y comprarían alimentos a los espacios comunitarios.

El recorte en los programas de asistencia alimentaria fue notorio en la población que asisten a las organiza-
ciones sociales, mostrando un aumento en la inseguridad alimentaria profundizando la situación de pobreza 
en los barrios. 

Respecto a la región Cuyo, las organizaciones también observaron que los comedores comunitarios se vieron 
afectados por la falta de entrega de alimentos. Las mismas dieron cuenta del cierre de muchos espacios que 
daban asistencia alimentaria en el territorio, en un contexto en el que, además, aumentó la demanda. Las orga-
nizaciones señalaron que el Estado, en todos sus niveles, se ha retirado sin dar respuesta a esta problemática.

En cuanto a la mercadería que el Ministerio de Capital Humano entregó a través de CONIN, sólo recibieron 
algunas organizaciones de la provincia de Mendoza, porque es la única de la región con presencia de CONIN. 
También indicaron que, además de no entregar alimentos, en muchos comedores actualmente carecen de 
todas aquellas cosas necesarias para cocinar y que, al desafectarse programas como el Potenciar Trabajo, les 
faltan manos para colaborar en esos espacios, porque ante esa situación la gente necesita salir a buscarse un 
ingreso para afrontar el día a día en sus respectivos hogares.

Con respecto a programas como el PNUD, las organizaciones refieren que se sigue pagando, pero los montos 
de esas prestaciones no se actualizan al ritmo de la inflación, lo que disminuye el impacto de los mismos. Las 
organizaciones de la región Cuyo señalan además que, teniendo en cuenta que gran parte de su financiamien-
to es por autogestión y donaciones, la situación de crisis económica actual hace que esas donaciones sean 
cada vez más difíciles de conseguir, y con montos más bajos e insuficientes. En lo que tiene que ver con los 
comedores escolares, si bien la entrega se mantiene, las organizaciones refieren que se trata de alimentos de 
bajo nivel nutricional o de mala calidad.

En relación a la región Patagonia, las organizaciones identifican un gran aumento en la demanda de alimentos 
y en la asistencia de niñas, niños, adolescentes y sus familias a comedores y merenderos. Esto se ve agravado 
por la falta de recursos disponibles, que surge como resultado de la “retirada” del Estado Nacional de su rol 
como gestor y distribuidor de insumos, recursos económicos y alimentos. 

La situación alimentaria dentro las escuelas es muy similar: de los relatos de las organizaciones patagónicas 
se desprende que en muchas escuelas se ha reducido la porción, tanto en cantidad nominal como en calidad 
nutricional. En muchas instituciones sólo se brinda una ración por día (que varía entre desayuno, merienda o 
almuerzo), en otras se brinda de manera intercalada (día por medio o dos veces por semana) y en algunas sólo 
se hace entrega de mercadería una vez por semana. El contenido de las raciones está mayoritariamente in-
tegrado por alimentos ultraprocesados, con escaso acceso a alimentos frescos o verdaderamente nutritivos. 

Las organizaciones de la Región NEA manifiestan que las que percibían el PNUD lo siguen recibiendo, pero 
como ya se observó en otras regiones, resulta insuficiente debido a la alta demanda del territorio, razón por 
la cual las organizaciones tienen listas de espera. Esto los obligó a generar diversas estrategias para que los 
alimentos puedan alcanzar a mayor cantidad de familias: las organizaciones destacan el aumento de la auto-
gestión, realizando diversas actividades para poder financiar los espacios de asistencia alimentaria que aún 
pueden sostener, ya que manifiestan el cierre de comedores y merenderos debido a la falta de financiamiento 
recibido y a las dificultades económicas actuales. 

En cuanto a recursos percibidos por alguno de los niveles del gobierno, las organizaciones del NEA mani-
fiestan que en algunas de las provincias, los gobiernos les envían alimentos en cantidades insuficientes para 
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satisfacer las necesidades de las niñas, niños y adolescentes que se acercan a los espacios de asistencia 
alimentaria. Las organizaciones observaron que en aquellas localidades donde las escuelas tienen espacios 
de comedor escolar y entregan viandas, ha aumentado la cantidad de adultos mayores que asisten a los es-
pacios de asistencia alimentaria de las organizaciones. 

Respecto a la situación en la Región del NOA, las organizaciones que conforman la Red señalan un incremen-
to de las familias que solicitan asistencia alimentaria en espacios comunitarios. Este incremento es notorio 
mayoritariamente en niñas, niños y adolescentes, pero también en adultos mayores.

Los recursos de los que disponen, provienen en su mayoría de la autogestión, por la ausencia de programas 
nacionales y escasa presencia de políticas alimentarias provinciales. Esto deriva en un exceso de alimentos 
en base a harinas, que no resultan lo suficientemente nutritivos y de esta manera las prestaciones conllevan 
una merma de proteínas. Los comedores y merenderos que tenían convenio con el PNUD, siguen funcionan-
do con convenios anuales, pero frente al aumento de la demanda y no actualización del valor de la ración no 
alcanzan a dar suficiente cobertura, como manifestaron en otras regiones. A esto se suma la intermitencia y 
discontinuidad en las políticas alimentarias en las escuelas.

Situación educativa

Las organizaciones de la Región Centro observan con preocupación un grado creciente de inasistencias que 
podrían derivar en deserción escolar entre los chicos y chicas de 12 y 13 años (últimos años de la escuela 
primaria) y lo asocian en parte al aumento de tareas domésticas y de cuidado de los hermanos menores, y en 
parte a la inserción en el ámbito laboral acompañando a sus padres o realizando “changas”. Las organizacio-
nes observaron la migración de alumnos desde una escuela a otra de acuerdo a la existencia de un servicio de 
comedor que garantice la prestación alimentaria.

En la región Cuyo, las organizaciones refieren que existe una situación de deserción escolar, y que el sistema 
escolar no encuentra la manera de hacerse atractivo para las nuevas generaciones.

Particularmente en San Juan hacen referencia a escuelas desbordadas, tanto por falta de vacantes, como por 
falta de personal capacitado para abordar las situaciones que se presentan; la Red de esa provincia da cuenta 
de una situación deserción escolar en todos los niveles, sobre todo en el secundario, así como también de 
problemas de alfabetización en alumnos con trayectorias escolares avanzadas.

En San Luis, por otro lado, la nueva gestión incorporó modificaciones en los organigramas de las escuelas, que 
las organizaciones de la red consideran como un retroceso. Principalmente porque los jardines maternales y 
los Centros de Desarrollo Infantil, que hasta la gestión anterior estaban bajo el ala del Ministerio del Ministerio 
de Educación, ahora pasaron a depender del Ministerio de Desarrollo Humano.

Cabe señalar que en San Luis y en Mendoza se encuentra en proceso la universalización de la sala de 3 años, 
aunque todavía no es obligatoria en ninguna de las dos provincias. En San Luis hay una situación de insufi-
ciencia de vacantes, que la provincia trata de cubrir con la implementación de escuelas digitales y escuelas 
generativas. Estas últimas se crean a partir de convenios con ONGs, en las que se delegan contrataciones, lo 
que permite al Estado provincial desentenderse de posibles reclamos sindicales por parte de los trabajadores, 
quienes terminan direccionando sus planteos a las organizaciones sociales conveniadas.

Es importante señalar también que en la provincia de San Luis no existe el boleto estudiantil, y que solo lo im-
plementan algunos municipios, como Villa Mercedes. Además, en muchos lugares de la provincia, no existen 
transportes que conecten directamente a los niños y las niñas con las escuelas más cercanas al lugar donde 
se encuentran, lo que dificulta el acceso a la educación.

En Mendoza existen los llamados Servicios Educativos de Origen Social (SEOS) con presencia en todas las locali-
dades de la provincia, los cuales son acompañados por el Estado provincial con aportes mensuales para el pago de 
haberes de los docentes. Son servicios que, si bien existen desde el año 1988, no tienen aún un respaldo a nivel le-
gislativo que garantice su continuidad, por lo que la misma depende de la discrecionalidad de los gobiernos de turno.
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Las organizaciones de la Red Cuyo concluyen que en las provincias de San Juan, San Luis y Mendoza existe 
una situación educativa compleja en la que la escuela no logra ser lo suficientemente convocante al tiempo 
que no cubre la demanda material existente, y que el Estado trata de paliar recurriendo a estrategias alterna-
tivas que resultan insuficientes.

Respecto de la región Patagonia, las organizaciones de la Red han manifestado que el pésimo estado edilicio 
de las escuelas provocó el adelanto del receso de invierno. Al tratarse de un territorio caracterizado por las 
bajas temperaturas y constantes nevadas en época invernal, es indispensable que las escuelas cuenten con 
una estructura edilicia que permita sobrellevar esas condiciones. Las organizaciones informaron que las di-
ficultades para hablar de una infraestructura adecuada se hacen evidentes en la falta de puertas y ventanas, 
la existencia de calderas rotas o de funcionamiento defectuoso, la ausencia de conexiones de gas natural 
(con la consiguiente falta de calefacción) y la carencia de intervención por parte de los diferentes niveles del 
Estado, que actualmente no da respuesta a las problemáticas denunciadas por la comunidad educativa y la 
sociedad en su conjunto. En la misma línea, las organizaciones informan la falta de insumos básicos, materia-
les didácticos, elementos de laboratorio y administrativos. 

Hacia el sur del territorio la situación se agrava a causa del frío extremo, donde las temperaturas bajo cero 
producen el congelamiento de rutas, caminos y cañerías. Esto último deja a las escuelas sin agua corriente, lo 
que imposibilita la realización de las actividades cotidianas y termina por generar la suspensión de las clases 
o, en su defecto, se dictan de manera intermitente, alternando el uso de los espacios de las escuelas que se 
encuentran más aptos, afectando el correcto desarrollo de las clases y el desempeño de las y los estudiantes.

En otro plano, las organizaciones dieron cuenta de los problemas ocasionados por la falta de equipos técnicos 
dentro de las escuelas, que puedan abordar las problemáticas que se presentan. En el caso de Tierra del Fue-
go, sólo en Ushuaia, la ciudad capital, las escuelas cuentan con trabajadores sociales o psicopedagogas/os 
que realizan abordajes con las y los niñas/os. El problema principal que se presenta frente a esta cuestión en 
la ciudad de Ushuaia es que estos equipos se encuentran mayormente en las escuelas de educación primaria 
pero las condiciones varían en el nivel secundario, dónde la presencia de profesionales es prácticamente nula, 
y las y los estudiantes no tienen a quién recurrir.

Por último, tanto en los informes enviados previo al Encuentro de Organizaciones en Buenos Aires como en 
las diferentes reuniones mantenidas con las Redes provinciales, las y los integrantes de las organizaciones 
han expresado su preocupación por la falta de motivación que muestran muchas niñas, niños y adolescentes 
para asistir a las instituciones educativas. De sus observaciones se puede inferir que esta falta de interés o 
motivación puede deberse, en buena medida, a las condiciones descriptas sobre las escuelas. De la misma 
manera aumenta el descreimiento de la escuela como espacio clave para la socialización, el desarrollo de 
capacidades y acceso a la cultura.

La imposibilidad de cubrir las necesidades básicas como alimentación, vestimenta, higiene personal y vivien-
da, aparecen como otro factor de gran relevancia en cuanto a limitaciones para acceder al derecho a la educa-
ción. Abundan reportes que dan cuenta de niñas, niños y adolescentes que no pueden asistir a la escuela por 
no contar con un calzado o ropa adecuada. 

En la región NEA, las organizaciones manifiestan entre los temas prioritarios, el cierre de los Centros de De-
sarrollo Infantil debido a su desfinanciamiento por parte del gobierno nacional, y la dificultad de las y los 
estudiantes para llegar a los colegios debido al aumento del boleto escolar y las distancias que en algunas 
localidades separa a los barrios de los establecimientos educativos.

Las organizaciones observan también el aumento de una “semi-deserción” en el nivel secundario, es decir: 
adolescentes que no abandonan totalmente la escuela, pero concurren menos días por la falta de recursos 
de la canasta escolar o por su incorporación al mundo del trabajo mediante la realización de “changas”. En 
cuanto a la infraestructura escolar, las organizaciones manifiestan el deterioro de los edificios escolares.

En Misiones los miembros de las organizaciones sociales expresan que en aquellas escuelas donde tienen 
jornada extendida, las chicas y chicos reciben alimentos en el comedor escolar. En las escuelas que no tienen 
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jornada extendida, las chicas y chicos no reciben ningún tipo de alimentación (sólo en algunas reciben una 
copa de leche). En muchos colegios, las y los directivos piden donaciones a las familias, para poder otorgar 
el desayuno.

Respecto a la región NOA, las organizaciones refieren que el sistema educativo es aceptable en materia de 
infraestructura, personal y despliegue territorial. Sin embargo, observan que en el plano pedagógico la escuela 
no contiene lo suficiente a las y los estudiantes, y más bien expulsa a las niñeces con mayor vulnerabilidad 
social, sobre todo en el nivel secundario, donde se observa un aumento de la deserción escolar -en ese nivel, 
por lo general no se ofrece el servicio de merienda ni de desayuno. En el mismo sentido, los costos de los tras-
lados han determinado el cambio de escuela e incluso la deserción de muchas niñas, niños y adolescentes.

Las organizaciones han detectado situaciones de vulneración de derechos en el ámbito educativo, siendo 
evidente la presencia insuficiente y/o discontinua de actividades deportivas y culturales en el territorio. Existe 
preocupación por el abandono de la escolarización debido al aumento del trabajo infantil y adolescente en el 
ámbito rural y urbano, a partir de la pérdida de trabajos e ingresos de los adultos del grupo familiar.

Situación de salud

En la Región Centro, las organizaciones observan el desfinanciamiento de políticas de salud y de campañas 
de prevención. Concretamente, manifiestan dificultades para el acceso a la atención primaria en las salas y 
centros de salud a nivel local, concordante con la falta de profesionales -y especialidades-, lo que conlleva que 
los turnos médicos sean otorgados en plazos que se cuentan en meses.

Respecto al campo de la salud mental, las organizaciones manifiestan que no hay dispositivos gratuitos de 
atención especializada en infancias y adolescencias que aborden la situación y realicen el seguimiento ade-
cuado. Como agravante, observan un incremento en situaciones compatibles con la depresión en adolescen-
tes, que se manifiestan en autolesiones y conductas violentas en sus relaciones interpersonales, y un creci-
miento en los consumos problemáticos a edades cada vez más tempranas.

En la región de Cuyo, las organizaciones señalan que se observa un recorte importante en el presupuesto des-
tinado a la salud pública. En San Luis, por ejemplo, expresan que en los Centros de Alta Complejidad no hay 
profesionales para gran cantidad de especialidades, particularmente en desarrollo infantil.

En San Juan, si bien el sistema cubre todas las especialidades, los equipos son reducidos y no hay profesio-
nales suficientes para atender la demanda, al tiempo que muchos pacientes tienen dificultades para sostener 
los tratamientos debido a las grandes distancias que deben recorrer para acceder a los centros de salud. Las 
organizaciones de la Red de San Juan llevaron adelante un relevamiento del sistema de turnos online que 
existe en la provincia, el cual consideran poco eficiente porque, si bien concede turnos, al asistir al centro de 
salud se atiende por orden de llegada, y afirman que el sistema de salud está “colapsado”.

Las organizaciones de San Luis dan cuenta de una interrupción en la entrega de medicamentos, y plantean 
que se han cortado las prestaciones domiciliarias, así como también las prestaciones más sencillas como la 
entrega de pañales, por ejemplo. Según las redes, el sistema está desbordado, principalmente por los recortes 
realizados sobre una estructura que ya era deficiente.

En las tres provincias se hace referencia a que actualmente el acceso a la atención de la salud mental es más 
necesario que nunca. No obstante siguen existiendo barreras y no hay personal capacitado para atender la sa-
lud mental de manera ambulatoria, por lo que solo resta la opción de la institucionalización para los pacientes, 
en sentido inverso a lo que promueve la Ley de Salud Mental.

En la Patagonia, según las organizaciones de la región, lo referido al ámbito de la salud -entendida desde un 
enfoque integral, abarcando la salud mental y también los consumos problemáticos-, presenta un estado crí-
tico en todas las provincias.

El contexto actual de vaciamiento de los dispositivos que eran sostenidos por la ex-SENAF (actual Subsecreta-
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ría de Políticas Familiares, dependiente del Ministerio de Capital Humano de la Nación) se suma a la habitual 
falta de espacios para la escucha, atención y acompañamiento de chicas y chicos que presentan problemáti-
cas vinculadas al consumo de sustancias. La mayoría de las provincias de la Patagonia presentan dificultades 
para acceder por medio del sistema público a tratamientos de salud mental infanto-juvenil, dispositivos de 
atención psicológica y a psiquiatras pediátricos, situación de extrema gravedad ante la identificación de casos 
de autolesiones y suicidio adolescente.

En la provincia de Neuquén, específicamente en las localidades de Junín de los Andes y de San Martín de los 
Andes, la Red señala la existencia de dispositivos para el acompañamiento frente a situaciones de consumo 
problemático de sustancias, gestionados tanto por organizaciones sociales como por entidades privadas 
con fines de lucro y estatales, como así también la posibilidad de acceder a turnos para la atención en salud 
mental. Sin embargo, la demanda es mayor a la capacidad de los espacios y de sus equipos técnicos. Las 
consejerías de algunas escuelas refuerzan este tipo de abordaje.

Las Redes provinciales denuncian la falta de médicos pediatras en el territorio, con la consecuente dificultad 
para conseguir médicos pediatras de cabecera y de especialidad para niñas y niños. Lo mismo sucede con la 
atención a personas con discapacidad, donde -salvo algunos casos excepcionales- este tema no se atiende 
correctamente.

En la región NEA las organizaciones manifiestan las dificultades en el acceso de atención de la Salud, y es-
pecíficamente en la atención de la salud mental de niñas, niños y adolescentes. Las dificultades se vinculan 
con la falta de profesionales especializados en niñez y adolescencia, la consecuente escasez de turnos, y la 
centralización del sistema de salud en las capitales provinciales.

Las organizaciones manifiestan que el abordaje en salud mental es deficiente, con falta de programas de 
prevención o promoción destinado a niñas, niños y adolescentes. Se registra un aumento en el consumo pro-
blemático de sustancias, siendo cada vez menor la edad en la que el consumo comienza.

Las organizaciones que participan de la Red NOA, han priorizado informar que en los centros primarios de 
embarazo y atención de los recién nacidos se realiza seguimiento regular de pacientes, y el sostenimiento de 
la cobertura del calendario de vacunación.

Por otra parte, manifiestan que resulta ineficiente la atención de las adicciones a edad temprana y el abordaje 
de la problemática de salud mental infantil. El problema radica en la insuficiencia de profesionales y, por ende, 
de turnos específicos en salud mental y tratamiento por consumos problemáticas. Todo esto conduce a un 
aumento de los intentos de suicidio, y situaciones de autolesiones. Asimismo, las organizaciones dan cuenta 
de un crecimiento de la violencia intrafamiliar e interpersonal contra las infancias o protagonizadas por las 
mismas y la falta de espacios de atención.

Finalmente, muestran preocupación por el sensible deterioro en la cobertura de medicamentos para niños a 
partir de los cinco años, ya que en muchos casos no se entregan ni en las instituciones públicas.

Situación de las organizaciones sociales

Con respecto a la situación de las organizaciones de la Región Centro, todas manifestaron su preocupación 
por las dificultades para sostener las actividades que venían realizando, no sólo por la falta de recursos eco-
nómicos y materiales sino también por la escasa participación comunitaria. Las personas que participaban 
en el marco de los programas como Potenciar Trabajo, y dejaron de percibir dicha prestación, debieron volcar 
sus esfuerzos en el mercado de trabajo informal y no pudieron continuar con su presencia en la organización.

En simultáneo, la falta de personal y los costos asociados a la confección de los balances y de las actas de 
asamblea repercutió en el funcionamiento administrativo de las organizaciones, que dejaron de presentarlos. 
Estas dificultades para mantener activa la personería jurídica implica la imposibilidad de cumplimentar requi-
sitos administrativos a la hora de solicitar subsidios o acceso a programas sociales, lo que agrava la situación 
descripta.
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Similar situación se observa la Red de la región de Cuyo, en la que las organizaciones también se encuentran 
afectadas por el repliegue del Estado y la reducción de políticas públicas en sus diferentes niveles, teniendo 
como consecuencia la reducción de la cantidad de personas que trabaja en las organizaciones. En un contex-
to de aumento de la demanda del territorio por el deterioro de la situación económica, existen organizaciones 
que no pueden sostener el espacio físico donde funcionan.

En la región NEA, las organizaciones que participan de la Red manifiestan que, ante la desarticulación de 
programas específicos del gobierno nacional, deben redoblar esfuerzos para sostener sus actividades. Me-
diante la realización de diferentes eventos y la venta de productos provenientes de proyectos productivos, 
han generado sus propias estrategias y recursos para seguir desarrollando su labor diaria y acompañar a las 
niñas, niños y adolescentes del territorio. Más allá de los recortes del ámbito nacional, algunas organizaciones 
reciben financiamiento de organismos provinciales o regionales. Las organizaciones de Misiones observan 
un aumento en las situaciones de violencia de género, y dificultades en el acceso al sistema de protección de 
derechos, con respuestas poco efectivas en las comisarías de la mujer.

Respecto del NOA, las organizaciones continúan su tarea de convocatoria y acompañamiento a las infancias, 
pero con limitaciones y dificultades para articular con los espacios institucionales presentes en el territorio. Se 
registra escasez de recursos financieros y técnicos, lo que dificulta el desarrollo de actividades al tiempo que 
aumenta la demanda en las situaciones familiares y barriales respecto del acompañamiento y la asistencia.
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Participación y protagonismo 
de Niñas, Niños y Adolescentes
Durante el 2024, desde la Defensoría se ampliaron, profundizaron y consolidaron los espacios y mecanismos 
de participación genuina orientados al protagonismo de las niñas, niños y adolescentes. En ese camino, se 
desplegaron nuevos modos para que sus voces sean amplificadas y tenidas en cuenta.

Se llevaron adelante múltiples espacios y mecanismos de participación y protagonismo, sin considerar ideal 
un único formato o dispositivo, para dar lugar a diversas modalidades de expresión (orales, artísticas, cultu-
rales, etc). Esta concepción amplia y abierta es producto de reconocer y valorar la existencia de múltiples in-
fancias y adolescencias que conviven en la sociedad, tomando en cuenta -por ejemplo- la diversidad regional, 
de género, los diferentes contextos socioculturales, y las diferentes condiciones que influyen en los modos de 
vida y consecuentemente en el ejercicio de los derechos de las niñas, niños y adolescentes.

Espacios y mecanismos de participación 2024

Tipo de espacio
Cantidad de 

Espacios

Participaciones niñas, niños y adolescentes

Participaciones 
Niñas/os

Participaciones 
Adolescentes

Participaciones 
NNyA TOTAL

Diálogos con la Defensora y Autoridades 
(municipales, provinciales, nacionales e 
internacionales)

11 79 432 511

4° Encuentro Nacional de Adolescentes 
Promotores de Derechos 1  204 204

1° Encuentro Nacional de Niñas y Niños 1 49  49

Red Nacional de Adolescentes  
Promotores de Derechos 35  461 461

Conversatorio - con Gloria Bonatto, Aldo 
Doménico y Lucia Fainboim 3  155 155

Amigas/os de la Defe (+18)

(joven en la Diplomatura con frecuencia 
de dos veces por semana durante cuatro 
meses y otros en eventos relacionados a 
espacios de participación de la ReNAPDe)

5  45 45

Fortalecimiento de la participación con 
Representantes de Centros de Estudiantes 6  27 27
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Talleres de Promoción de derechos  
y Participación 21  2366 2366

Taller Defendiendo Nuestros Derechos 10  343 343

Taller Memoria, Verdad y Justicia 9  323 323

Espacio de Promoción de Derechos -  
#ArmaTuCentro 2  1700 1700

“Festival por los Derechos” 1  115 115

CLUBES DEPORTIVOS - Alentemos el 
Buen Trato en el deporte 4 60 115 175

Encuentros temáticos con niñas y niños 
“Participación y Buen Trato” 4 87  87

Espacios participativos en Hogares 3 26  26

Visitamos la Defe 2  38 38

Consejo de Niñas y Niños - Club Huracán 
(14 niñas/os en reuniones semanales 
durante 9 meses)

1 504  504

Espacios de participación con niñeces 
“Las niñas y los niños son protagonistas” 11 319  319

Actividades de participación de niñas  
y niños en el marco de la Diplomatura  
“La Ciudad de las Niñas y de los Niños”
(35 espacios donde participaron 450 
niñas y niños en 3 a 5 encuentros)

35 1000  1000

Espacios de participación en eventos  
específicos 6 9 19 28

Total Espacios / Mecanismos 147 2133 3977 6110
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Primer Encuentro Nacional de Niñas y Niños

En el marco del Convenio entre la Defensora de los Derechos de Niñas y Niños y la Asociación de Francesco 
Tonucci, durante los días 11 y 12 de diciembre del 2024 se realizó el Primer Encuentro Nacional de Niñas y 
Niños.

El Encuentro tuvo como objetivo promover, ampliar y fortalecer la participación protagónica y ciudadana de 
niñas y niños de 6 a 12 años. Las  actividades se orientaron a generar espacios en los que las chicas y los 
chicos pudieran compartir e intercambiar opiniones y experiencias relacionadas con temas de su interés. Par-
ticiparon niñas y niños provenientes de distintas provincias y comunidades, destacándose la heterogeneidad 
de los grupos y su representatividad federal, reflejada en la procedencia institucional, provincial y cultural.

El Encuentro forma parte del proceso de participación que las chicas y los chicos ya habían comenzado en 
los ámbitos en los que participan, como organizaciones sociales, escuelas, clubes deportivos, hogares convi-
venciales, comunidades indígenas y consejos de la Red Argentina de Ciudades de las Niñas y los Niños. Esta 
instancia permitió que todos los procesos de participación iniciados en los territorios converjan en un espacio 
colectivo a nivel nacional. Luego del trabajo que comenzó a distancia y de manera virtual, resultó clave el en-
cuentro presencial, propiciando un espacio fundamental para la ampliación y fortalecimiento del derecho a la 
participación y la centralidad que este derecho tiene para el ejercicio de los demás derechos de la Convención.

Durante el Encuentro se llevaron a cabo diversas actividades lúdicas, recreativas y de integración entre todos 
los participantes, y momentos de tiempo libre y juego que permitieron fortalecer los vínculos.

Durante el primer día se implementó un taller por subgrupos en el que niñas y niños reflexionaron y compartie-
ron distintas preocupaciones, inquietudes y propuestas en torno a las realidades de sus territorios y espacios, 
teniendo especialmente en cuenta las opiniones respecto a temas que les interesan o preocupan, construyen-
do de manera colectiva propuestas de transformaciones.
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Espacio de coordinación con adultas y adultos referentes

En el Encuentro se propició un espacio de trabajo con las y los adultos que asistieron en calidad de referentes 
de las niñas y los niños participantes, que forman parte de distintos equipos enfocados en el trabajo con las 
chicas y chicos de distintos lugares del país. La propuesta del espacio fue sensibilizar y promocionar la par-
ticipación protagónica y ciudadana de las niñas y los niños en sus comunidades. En este sentido, se buscó 
fomentar el intercambio de experiencias de participación de niñas y niños para ampliar y fortalecer las moda-
lidades de trabajo de cada institución, organización o entidad. Desde la Defensoría, se compartieron criterios 
respecto a las condiciones concretas para el ejercicio del derecho a ser oído y para una participación efectiva 
y ciudadana, que integran la Recomendación N°8 de la Defensoría. 

Acciones en el marco del Convenio con la Asociación Francesco Tonucci, de cooperación conjunta

El día 13 de agosto, en la localidad de Jundiaí, República Federativa de Brasil, se realizó el “2º Encuentro Brasileño 
de Ciudades de los Niños: Imaginar la Ciudad”. En la ocasión, la Defensoría presentó el Pronunciamiento Nº16, 
titulado “Los Derechos de las niñas, niños y adolescentes al juego, esparcimiento, descanso y tiempo libre.”

En el marco de ese Encuentro, la Defensora visitó espacios destinados a experiencias de participación de 
niñas y niños en la ciudad de Jundiai, que implementa políticas públicas que tienen a las infancias como pro-
tagonistas. 

Formación de adultas/os promotoras/es de la participación ciudadana de niñas y niños

En el marco del Convenio entre la Defensoría y la Asociación Francesco Tonucci, se llevó adelante un espacio 
de formación para personas adultas que promuevan la participación ciudadana de niñas y niños. En esta 
alianza estratégica, ambas instituciones generaron las condiciones de posibilidad para ampliar y fortalecer la 
participación de las niñas y los niños en las distintas regiones del país. En este sentido, la Asociación aportó 
su convenio con la Universidad Nacional del Comahue, quien acreditó la formación.  

Este espacio estuvo destinado a la formación de adultas y adultos que participan y/o trabajan en municipios, 
hogares convivenciales, clubes deportivos, organizaciones sociales, escuelas, comunidades indígenas, ami-
gas/os de La Defe entre otras entidades y equipos de municipios de distintas ciudades del país.

Entre sus objetivos, la formación se propone generar, ampliar y fortalecer espacios de participación ciudadana 
de las niñas y los niños en instituciones, comunidades u organizaciones; para lograrlo, durante las clases del 
tramo formativo se facilitaron herramientas, recursos y bibliografía organizada en tres ejes:

1.	 Participación y el derecho a ser oídos y tenidos en cuenta.

2.	 Autonomía Progresiva.

3.	 Derecho al juego y tiempo libre.

La formación se comprende como un modo de multiplicar la promoción del derecho a la participación en los 
contextos locales donde habitan los chicos y las chicas, generar espacios de participación efectiva, fortalecer 
y capacitar a las y los responsables de los espacios donde están las niñas y los niños para garantizar el res-
peto de su derecho a ser oídos y de su condición de ciudadanas y ciudadanos. En el marco de la formación, 
cada participante elaboró un proyecto para implementar en sus espacios de trabajo con niñas y niños, se inter-
cambiaron experiencias de participación. En paralelo, se difundieron los objetivos, funciones y herramientas 
de la Defensoría, y se fortalecieron y ampliaron las redes de actores estratégicos para sostener las misiones 
de la institución.

La formación, de la que participaron sesenta referentes de distintas instituciones, tuvo tres seminarios a lo lar-
go de la cursada, dictados por la Defensora, el Defensor Adjunto y funcionarias y funcionarios de la institución, 
en los temas relacionados a participación y protagonismo,  autonomía en los entornos digitales y el derecho 
al juego y tiempo libre.
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La formación tuvo una modalidad híbrida: los meses de cursada se dictó de forma virtual y el cierre del proce-
so formativo fue presencial  en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires durante el mes de diciembre del 2024. 
En esa instancia, se presentaron los proyectos de cada uno de los participantes y se realizó la entrega de 
diplomas.

Como resultado del proceso formativo, se concretaron experiencias en territorios, comunidades y organiza-
ciones:

•	 Comenzaron a funcionar nuevos Consejos de Niñas y Niños y se dio continuidad y profundidad a un pro-
ceso ya iniciado.

•	 Se llevaron adelante Asambleas participativas.

•	 Se promovieron nuevas adhesiones de municipios al Proyecto “La Ciudad de Las Niñas y Los Niños, algu-
nas de ellas fueron aprobadas mediante una ordenanza municipal.

•	 Se generaron y profundizaron las articulaciones con diversos actores clave de la política pública, se reali-
zaron jornadas de sensibilización, diálogos con autoridades y visitas a los Municipios.

•	 Se desarrollaron talleres y actividades artísticas y lúdicas, como por ejemplo las llamadas “El buzón de 
sugerencias”, “El streaming de La Casita”, “Muestra sobre los derechos”, “La Biciteca de los chicos y las 
chicas”, “Niñez de película”, “Derechos inventados” y “Dispositivo Muni Móvil”.

•	 Se promovió el derecho al recreo, juego y tiempo libre mediante actividades como carnaval de agua, fies-
tas de disfraces y juego libre. 

•	 Se iniciaron y acompañaron Campañas de Promoción de Derechos como la Campaña “Alentemos el Buen 
Trato”, “No Me Apures” y “Perros Sueltos NO.”

•	 Se realizaron conversatorios sobre prácticas pediátricas humanizadas.

•	 En los clubes deportivos se generaron jornadas de promoción del buen trato en el deporte.

•	 Se desarrollaron acciones de promoción del derecho al espacio público mediante aproximaciones diag-
nósticas con la participación de niñas y niños, construcciones de mapas del barrio desde la mirada infantil, 
diseño participado, reuniones de mudanza por relocalización de población en zona de riesgo y proyectos 
como “Salir a jugar”, “Nuestra Ciudad Soñada”, “Paredes que hablan”, “Mini Plazas”, “Senderos seguros”.

En cuanto al derecho a la autonomía, se realizó un diagnóstico mediante un cuestionario que relevó prácticas 
de las niñas y los niños según consideren que pueden o no realizar solas y solos. Asimismo, se desarrolló un 
proyecto de investigación en relación con la autonomía de niñas y niños en los contextos familiar, educativo y 
comunitario. También se promovió la importancia de que niñas y niños puedan desplegar y resolver cotidiana-
mente cuestiones que atañen a la satisfacción de sus necesidades y desarrollo personal.

Se destaca especialmente el gran impacto en la población de niñas y niños que viven en espacios de cuidado 
alternativos, mediante transformaciones organizativas que amplían los espacios de participación y autono-
mía de niñas y niños.

Espacios de Participación con Centros de Estudiantes y Estudiantes Secundarios

Jujuy: #Armatucentro

La Fiesta Nacional de los Estudiantes es un evento masivo e histórico realizado desde hace décadas en 
la provincia de Jujuy. Allí, estudiantes de toda la provincia y de otras jurisdicciones se acercan a San Sal-
vador para participar de este encuentro en el que exponen las carrozas festivas que realizan los es-
tudiantes durante todo el año. En ese marco el Área de Participación y Protagonismo de la Defenso-



  Informe Anual 2024    191   

ría estuvo presente con un stand que acercó a la institución a miles de chicas y chicos de todo el país.  
Durante el Congreso Nacional de Juventudes, personal de la Defensoría distribuyó materiales de la campaña 
#ArmáTuCentro y brindó asesoramiento respecto a cómo armar un centro de estudiantes, en base a la ley 
nacional y a las leyes provinciales para tal fin. 

Coordinadora de Estudiantes de Base (CEB)

En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se realizaron encuentros con representantes de Centros de Estu-
diantes. Allí, las y los adolescentes expresaron su preocupación respecto al armado de nuevos centros de 
estudiantes, ya que manifestaron que las autoridades ponen trabas para la conformación de esa herramienta 
de participación estudiantil. Desde la Defensoría se les brindó asesoramiento e información acerca de la ley 
nacional 26.677 y la ley 137 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, y se les entregó materiales de la Cam-
paña #ArmaTuCentro.

Grupo de Trabajo (GdT)

El Área de Participación y Protagonismo desde el año 2020 articula acciones con el Grupo de Trabajo (GdT), 
que es un espacio de participación directa, intercambio y articulación permanente entre el equipo del Área 
de Participación y Protagonismo de la Defensoría con representantes de la Mesa Federal de Centros de Estu-
diantes (MeFeCeS) y la Red Nacional de Centros de Estudiantes (ReNaCE). Este espacio de trabajo permitió 
elaborar en forma conjunta y con perspectiva adolescente, campañas de comunicación, productos e insumos 
que promueven la organización de Centros de Estudiante y aportan al proceso de protagonismo. El material 
resultante retroalimenta los mecanismos de participación que promueve la Red Nacional de Adolescentes 
Promotoras y Promotores de Derechos (ReNAPDe).

El día 23 de agosto, en el Colegio Mariano Moreno de la localidad de San Martín se desarrolló el Primer Con-
greso de Educación de esa localidad. Allí, dos integrantes del GdT formaron parte de la mesa “Voces protago-
nistas: protagonismo y participación de adolescencias y juventudes”, en la que compartieron su experiencia 
junto a otras de participación en políticas públicas de jóvenes y adolescentes de ese municipio (centros de 
estudiantes y centros juveniles).

¡Visitá la Defe! 

Un grupo de 28 estudiantes de 4to año del Instituto Secundario “El Taller” de la Ciudad Autónoma de Bue-
nos Aires visitó en agosto las oficinas de la Defensoría de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. La 
iniciativa surgió a partir de una demanda externa de la escuela para que las y los adolescentes conocieran 
este organismo en el marco de la materia Espacio de Definición Institucional, en la que trabajan acerca de los 
organismos de defensa de derechos humanos.

La actividad tuvo como objetivo que las chicas y los chicos conocieran de manera directa las misiones y fun-
ciones de la Defensoría, su organización y a su equipo de trabajo. También cuáles son las acciones que realiza 
para promover sus derechos humanos en general, y en particular su derecho a participar, con el objetivo de 
fortalecer su condición de ciudadanas/os actuales. Se compartió con las y los adolescentes material audio-
visual y distintos tipos de dispositivos con información sobre la historia de la Convención sobre los Derechos 
del Niño, la sanción de la Ley 26.061 y la creación de la Defensoría. También se conversó sobre los modos en 
que la institución genera espacios de participación protagónica y la importancia que cobra su derecho a ser 
oído y que sus opiniones sean tenidas en cuenta.

En un primer momento, las y los adolescentes se expresaron y opinaron sobre sus derechos, intereses y preo-
cupaciones en relación a los derechos de las niñas, niños y adolescentes, entre las que destacaron el derecho 
a la educación, a la salud mental, a tener una familia y a la libertad de expresión. En un segundo momento, 
las y los adolescentes dialogaron con el Equipo de Atención Directa, por lo que conocieron los modos en que 
pueden realizar consultas, la prioridad que se otorga a sus consultas directas, y cuáles son los tipos de res-
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puesta que la institución brinda. Para finalizar la actividad, las y los adolescentes recorrieron las oficinas, y 
conocieron a las y los integrantes de los distintos equipos de trabajo de la Defensoría, con quienes pudieron 
dialogar de manera directa durante la experiencia de la visita.

Festival por los Derechos en Florencio Varela

El Honorable Concejo Deliberante de Florencio Varela invitó a la Defensoría a participar de una jornada de pro-
moción, defensa y protección integral de los derechos de las niñas, niños y adolescentes, con escuelas secun-
darias de Florencio Varela. Ambos organismos, realizaron  dicha jornada el jueves 26 de septiembre del año 
2024, en el marco del Programa “Construyendo Comunidades” en las instalaciones del Cuerpo Legislativo Mu-
nicipal. La actividad contó con la asistencia de 115 estudiantes de escuelas secundarias, de gestión pública y 
privada, pertenecientes al municipio. El Área de Participación y Protagonismo tuvo a su cargo la planificación 
y dictado de siete talleres junto a adolescentes que forman de la Red Nacional de Adolescentes Promotoras y 
Promotores de Derechos (ReNAPDe) en el municipio de Florencio Varela. El “Festival por los derechos”, como 
dispositivo de promoción y participación protagónica, contó con tres instancias.

La primera instancia se trató de la bienvenida, consistió en una aproximación a sus derechos a través del jue-
go y una radio abierta conducida por tres adolescentes de la ReNAPDe, por la que pasaron las delegaciones 
de estudiantes, contaron sus proyectos escolares y expresaron cuáles eran los temas que más les interesaba 
trabajar; entre otros, mencionaron la Educación Sexual Integral, los derechos a las salud y la educación y la 
libertad de expresión. También las y los promotores entrevistaron a las autoridades del Concejo Deliberante y 
de la Defensoría. 

Una segunda parte de la actividad consistió en seis talleres simultáneos sobre los siguientes temas: De-
fendiendo nuestros derechos; Acceso a la salud mental; Ciudadanía digital; Violencias contra niñas, niños 
y adolescentes; Educación sexual integral; Armá tu centro de estudiantes. Las y los adolescentes de cada 
escuela se distribuyeron en los espacios donde se trabajó con información sobre el acceso a los derechos 
consignados en el título del taller, y se propusieron herramientas para su exigibilidad. Las y los promotores de 
derechos de la ReNAPDe de Florencio Varela coordinaron los talleres Defendiendo nuestros derechos y Armá 
tu centro de estudiantes. 

Una tercera instancia consistió en un intercambio intergeneracional con la Defensora de los Derechos de las 
Niñas, los Niños y Adolescentes, Marisa Graham, el intendente municipal y el presidente del Honorable Con-
cejo Deliberante de Florencio Varela. Las autoridades escucharon a las y los voceros elegidos por cada taller, 
quienes expresaron las opiniones del grupo sobre los diferentes temas trabajados y destacaron la importancia 
de que el municipio genere espacios de intercambio con las y los jóvenes.

“Alentemos el buen trato”

Una línea de trabajo de la Defensoría se centra en atender las situaciones de violencias y malos tratos expre-
sados por niñas, niños y adolescentes en sus vidas cotidianas. Por este motivo, se realiza una campaña de 
difusión y promoción de los buenos tratos hacia y entre las infancias, en articulación y en consonancia con los 
objetivos de las áreas sociales de las instituciones deportivas, que incluye diversas acciones: la creación de 
consejos consultivos de niñas y niños en el Club Atlético San Lorenzo de Almagro y en el Club Atlético Hura-
cán; talleres de promoción de derechos; talleres sobre la prevención de violencia en los deportes formativos 
con adolescentes; promoción de la participación de niñas y niños en distintos eventos de los clubes, como “La 
noche de los niños” y “La voz del estadio”, entre otros.

Considerando la importancia que los clubes deportivos tienen en la vida de las niñas, los niños y adolescentes, 
en el año 2024 se propuso ampliar las líneas de trabajo para escuchar más voces, sumar opiniones, perspec-
tivas y percepciones de chicas y chicos en estas instituciones, con el objetivo de que sean tomadas en cuenta 
y mejoren su experiencia en el deporte, en particular, y su calidad de vida, en general.
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En este sentido, se fortalecieron y generaron nuevos vínculos con clubes deportivos en los que se desarrolla-
ron diversas acciones en el marco de los procesos que se vienen acompañando:

Club Atlético San Lorenzo de Almagro: Se generaron reuniones con el equipo del área social con el objetivo 
de planificar un proyecto de participación con niñas, niños y adolescentes que viven en la pensión, trabajando 
sobre cuatro ejes:

1.	 Identidad

2.	 Participación

3.	 Malos tratos en deportes y presentación del Protocolo de Niñez y Adolescencia del Club

4.	 Experiencias de convivencia en pensiones y aportes para proyecto de ley

Club Atlético Huracán: Se acompañó al Consejo de Niñas y Niños del Club, participando de espacios y encuen-
tros de planificación de diversas actividades.

Niñas y niños realizaron la presentación de las propuestas que estuvieron trabajando durante el año, y se 
acompañaron algunas instancias que permitieron implementarlas:

1.	 Festejar el primer año del Consejo

2.	 Mejoras en los vestuarios del Club.

3.	 Espacios para jugar, descansar y dibujar.

4.	 Elementos de higiene en los baños.

Club Atlético River Plate: Junto con el equipo de psicólogos del área “Psicología aplicada al deporte y trabajo 
social” que depende del Departamento Médico, se realizaron dos jornadas con niños y adolescentes jugado-
res de fútbol formativo que actualmente se encuentran viviendo en la pensión del Club “Casa River”, y que pro-
vienen de diversas provincias. Se adaptaron los objetivos del Taller “Tratame Bien, Alentemos el Buen Trato”, 
poniendo especial atención en la particularidad y especificidad de esta población.

Se realizaron actividades, juegos y dinámicas mediante las cuales se pudo problematizar y reflexionar sobre 
diversos temas: la violencia en el deporte, los malos tratos, la convivencia, los vínculos, la higiene, el cuidado 
personal y la participación. El espacio permitió que ellos mismos evoquen los temas que son de su interés.

Por otro lado, se implementaron talleres con los equipos de fútbol de tres categorías (entre 14 y 16 años) en 
los que se trabajó fundamentalmente sobre el respeto a las diferencias, tema que fue demandado por el equi-
po de psicólogos y entrenadores que acompaña al grupo.

Niños y adolescentes conocieron a la Defensoría, jugaron, se divirtieron, dialogaron, fueron escuchados y ejer-
cieron su derecho a la participación, siendo protagonistas

Club Atlético Boca Juniors: Durante los meses de junio y julio se llevaron adelante tres talleres “Tratame Bien, 
alentemos el Buen Trato” en el Club de los cuales participaron en total 79 niñas, niños y adolescentes con 
edades entre los 8 y los 14 años. La propuesta fue planificada por la Defensoría y el equipo del Departamento 
de Inclusión e Igualdad Social del club.

Además de promover la participación de niñas, niños y adolescentes, se implementó un espacio de diálogo y 
escucha a través de juegos colectivos creados por otras niñas y niños. En el mismo se pudieron conocer los 
tratos que reciben en relación a sus prácticas deportivas y el rol de las/os adultas/os. También se escucharon 
propuestas sobre los modos en que les gustaría ser tratados.

Todas estas experiencias generadas en los clubes deportivos, además de promover la participación de niñas, 
niños y adolescentes, generaron un proceso de fortalecimiento de las áreas sociales de los clubes. Las dis-
tintas propuestas que se implementaron vincularon la promoción de los buenos tratos y la prevención de las 
violencias en los deportes. También permitió sostener instancias de diálogo y escucha con niñas, niños y ado-
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lescentes que viven en las pensiones de los clubes, siendo un espacio que requiere una regulación adecuada.

La participación de niñas y niños en contexto de Monitoreo.  
Hogares de niñas y niños sin cuidados parentales

Durante el mes de octubre se concretaron tres encuentros de participación en el Hogar “Evita”, de la localidad 
de San Martín, provincia de Buenos Aires. Participaron once niñas y niños de entre 6 y 12 años que, a través 
de dinámicas lúdicas, expresaron sus opiniones respecto a las condiciones de alojamiento, el acceso a sus 
derechos y la calidad de los cuidados brindados en el Hogar.

Esta experiencia pionera, además de poder trabajar sobre lo concretamente expresado, constituye un insumo 
de la Defensoría para el desarrollo y perfeccionamiento de herramientas específicas para relevar las voces 
de niños, niñas y adolescentes sin cuidados parentales. La intención es promover la realización periódica de 
mecanismos de participación en residencias de todo el país. 

Proyecto “Las niñas y los niños son protagonistas”

Con el objetivo de poder escuchar sus voces y opiniones, se dio inicio a un proceso participativo con niñas y 
niños de 8 a 12 años que participan de organizaciones sociales territoriales que trabajan de manera vinculada 
con la Defensoría a través del Área de Coordinación de Organizaciones Sociales.

La propuesta de este espacio de participación a nivel federal es propiciar una comunicación cotidiana y flui-
da de las niñas y niños con la institución, haciéndolos partícipes de los procesos de decisión e incidencia 
en los temas que los afectan e interesan. De esta manera se busca promover y fomentar el protagonismo, y 
garantizar el derecho a ser oídos por medio de espacios de diálogo que permitan una participación efectiva y 
genuina.

Iniciar este proceso fortaleció los espacios territoriales y la referencia entre las niñeces y la Defensoría, pro-
fundizando su conocimiento del organismo y brindando herramientas concretas a referentes adultos y adultas 
para que promuevan prácticas participativas.

Se generó una propuesta de 4 talleres para que las organizaciones implementen en sus espacios con dinámi-
cas, disparadores y actividades que fueron una guía para promover la participación:

Taller N°1 - Los Derechos de niñas, niños y adolescentes

Taller N°2 - Las niñas y los niños tenemos derecho a participar.

Taller N°3 - ¡Queremos que nos escuchen!

Taller N°4 - Somos Protagonistas

En esta epata, participaron de manera activa organizaciones sociales de las provincias de Córdoba, Río Negro 
y Santiago del Estero, llegando a un alcance total de 247 niñas y niños:

•	 Organización Social CEPIA, Villa María, Córdoba: 20 niñas y niños.

•	 Fundación Creando Futuro, Viedma, Río Negro: 30 niñas y niños.

•	 Merendero de La Ramada KUSKA YAMKAIKU, MOCASE, Departamento Figueroa, Santiago del Estero: 22 
niñas y niños.

•	 Merendero KUSKAIAS ASHPAYCUNAPI, MOCASE, El Remancito, Santiago del Estero: 25 niñas y niños.

•	 Merendero ASHPAMANTA KAIUKU, MOCASE, Caspi Corral Dpto. Figueroa, Santiago del Estero: 40 niñas 
y niños.

•	 Barrio Alberdi, MOCASE, Ciudad de Santiago del Estero, Provincia de Santiago del Estero: 40 niñas y niños.
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•	 Monte Quemado, MOCASE, Departamento Copo Santiago del Estero: 20 niñas y niños.

•	 Tintina, MOCASE, Dpto. Moreno, Santiago del Estero: 30 niñas y niños.

•	 Casa de La Mujer, MOCASE, Barrio Triangulo, Departamento Copo: 20 niñas y niños.

Consejo de Niñas y Niños del Club Huracán

Se continuó el proceso iniciado en octubre de 2023 en el Consejo de Niñas y Niños del Club Huracán, acom-
pañando todas las planificaciones de dicho espacio y su respectiva implementación. Durante los encuentros 
-todos los miércoles. a las 17 hs- las niñas y los niños presentaron diferentes propuestas que se fueron llevan-
do a cabo en el ámbito del Club. Entre ellas, se destacan:

•	 Festejar con una fiesta el primer año del Consejo. 

•	 Colocación de cortinas en los vestuarios del Club.

•	 Un lugar para jugar, descansar y dibujar.

•	 Papel higiénico en los baños.

•	 Que no nos cierren los baños.

En la actualidad se está trabajando junto a las niñas y los niños del Consejo en la elaboración de una campaña 
para alentar el Buen Trato. Para su despliegue se utilizarán frases surgidas de los encuentros del Consejo, 
referidas al sentimiento frente al maltrato por parte de adultas y adultos del club; estas son algunas:

•	 “A los niñxs hay que hablarles bien y no faltarles  el respeto”

•	 “Cuando juego al futbol, me critican todo”

•	 “En las vacaciones no tuvimos patín y descansamos de sufrir” 

•	 “Los profes son muy estrictos y quizás no saben lo que sus alumnos sienten al respecto y eso me enoja!” 

•	 “No deja descansar a sus alumnas más de 2 minutos y siempre los critica”

•	 “Lo que no me gusta es cuando me gritan cuando no meto un gol. A veces yo lo tiro pero no me sale... Y 
me dicen ¡¿por qué no metiste un gol?!” 

•	 “Se siente como que me pegan. No me gusta que me griten. Y eso es gritar”

•	 “No, no es tan fácil meter un gol. No metí un gol porque no me salió”

•	 “Que me griten en basquet, eso me enoja” 

•	 “Cuando me dicen algo que a mí me gusta lo hago mucho mejor, eh? Porque como que me pongo más 
contenta y me da más ganas de juego. Y cuando me dicen algo que a mí no me gusta no me dan ganas y 
lo hago como pueda, más o menos mal, no como dice la profe.”

•	 “Cuando me gritan estoy con mucho miedo y también me caliento mucho”

•	 “La danza y el patín, por ejemplo, es todo hacerlo perfecto, Porque si querés pasar a las ligas nacionales, 
tenés que hacerlo todo bien bien, no caerte, hacer mucho esfuerzo, en cambio en el fútbol jugas, pero en 
la danza artística no es así, no es un juego, no es tan fácil.”

•	 “Lo mismo yo, en hockey una vez que empezamos a hacer campeonatos, tenemos que hacer todo perfec-
to sino te ponen de vuelta abajo... Tenés que hacer todo perfecto además para ganar. Si no te empiezan a 
gritar te bajan de grupo.” 
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Espacios de participación en temas específicos

XXIX Sesión del Programa de Investigación Postdoctoral en Ciencias Sociales, Niñez y Juventud y la XII 
Escuela Internacional de la Red Iberoamericana de Posgrados en Infancias y Juventudes – RedINJU

Entre el 7 y el 10 de mayo de 2024, 16 adolescentes de la ReNaPDe participaron de la XXIX Sesión del Progra-
ma de Investigación Postdoctoral en Ciencias Sociales, Niñez y Juventud y la XII Escuela Internacional de la 
Red Iberoamericana de Posgrados en Infancias y Juventudes – RedINJU. En el marco de este encuentro, las y 
los adolescentes protagonizaron dos espacios y dinámicas específicas a través de las cuales pudieron hacer 
oír sus opiniones sobre las distintas temáticas abordadas en las discusiones sostenidas a lo largo de estas 
jornadas.

En primer término, 5 adolescentes promotores de derechos de las provincias de Corrientes, Jujuy, y de la ciu-
dad de Mar del Plata (provincia de Buenos Aires), protagonizaron un video en el que volcaron sus opiniones 
acerca de los desafíos de los entornos digitales y, a partir de distintas experiencias, de los peligros o riesgos 
para las chicas y los chicos. De esta manera, sus opiniones fueron escuchadas en el panel sobre Protección 
de niños, niñas y adolescentes en Entornos Digitales, y dieron el puntapié para el debate e intercambio. Las y 
los adolescentes mencionaron sus preocupaciones en relación con las conductas relacionadas con las pla-
taformas de apuestas y juegos on line entre sus pares, y a las experiencias violentas (cyberbullying, engaños, 
difusión de imágenes privadas sin consentimiento, hackeo de cuentas, estafas, rastreo compulsivo de datos, 
invasión a la privacidad, etc.). Este video fue filmado durante los días previos, en el marco del Encuentro Na-
cional de la ReNAPDe realizado en la ciudad de Mercedes, provincia de Buenos Aires.

Una segunda dinámica participativa se realizó de manera presencial el día 10 de mayo, como parte del panel 
sobre Salud Mental de Niñas, Niños y Adolescentes. En este caso, 10 adolescentes de la Renapde de Boulogne 
(provincia de Buenos Aires), realizaron una obra de teatro centrada en remarcar las características y dificulta-
des para el acceso a la atención en Salud en sus territorios. A través de esta dinámica, las y los adolescentes 
participantes expresaron sus puntos de vista, que fueron retomados en el intercambio posterior entre las y los 
expositores del Panel.

Conversatorio sobre Régimen Penal Juvenil

Un grupo de adolescentes que participan de la Red Nacional de Promotoras y Promotores de Derechos (Re-
NaPDe) y de centros de estudiantes mantuvieron un encuentro virtual sobre el Régimen Penal Juvenil del que 
participaron la Dra. Gloria Bonatto -especialista en el tema- y el equipo del Área de Participación y Protagonis-
mo (PyP). La actividad se organizó en el marco del debate en comisiones de legisladores sobre el proyecto de 
reforma del régimen penal juvenil. 

El objetivo del encuentro fue brindar información sobre el sistema penal juvenil vigente y los proyectos de ley 
de reforma del mismo vigentes en la actualidad. Al mismo tiempo, permitió generar un espacio de intercambio 
con los y las adolescentes, a fin de escuchar sus voces y conocer su opinión sobre este debate. Participaron 
52 adolescentes de distintas  provincias de Misiones, Corrientes, Entre Ríos, Catamarca, Tierra del Fuego, For-
mosa, Tucumán, Mendoza, Jujuy, La Rioja y Buenos Aires .

Diálogos con niñas, niños y adolescentes durante la Asamblea General de Naciones Unidas

De manera previa a la actividad desarrollada el sábado 19 de octubre bajo el título “Diálogos con niñas, niños 
y adolescentes durante la Asamblea General de Naciones Unidas”, se llevó adelante un encuentro virtual del 
que participaron integrantes de la Red Nacional de Adolescentes Promotoras y Promotores de Derecho (Re-
NaPDe) de las provincias de San Luis, Buenos Aires y Entre Ríos. 

El objetivo fue que las y los adolescentes de la ReNaPDe que participarían de la jornada pudieran prepararse 
en los temas que se trabajaron: discriminación de las personas con discapacidad, violencias por motivo de 
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género, violencia digital y violencias relevadas por un grupo de integrantes en un centro de estudiante. 

Durante la actividad de octubre, la representante de Naciones Unidas informó el trabajo realizado en los úl-
timos años con el objetivo de erradicar las violencias contra niños, niñas y adolescentes, además de marcar 
los desafíos respecto a todo lo que aún se encuentra pendiente. Las y los adolescentes participantes fueron 
convocados a un espacio de trabajo en el que pudieron compartir sus reflexiones.

Talleres “Defendiendo Nuestros Derechos”

Durante el año 2024, desde el Área de Participación y Protagonismo se organizaron y llevaron a cabo diferen-
tes talleres tendientes a la promoción y difusión de los derechos de los y las adolescentes. Estos encuentros 
se realizaron a lo largo y ancho de todo el país, fortaleciendo la perspectiva federal de la Defensoría.

La versatilidad de formatos en los cuales se realizan (presencial y virtual) favorece y fomenta el intercambio 
entre adolescentes de distintas localidades, enriqueciendo los espacios de intercambio con las particulari-
dades de cada territorio y evoca la realidad que atraviesa cada una de las personas que participa del taller, 
para lo cual se utilizan diversas herramientas pedagógicas y lúdicas acordes a la modalidad de cada uno de 
los talleres. Otro aspecto importante a destacar es que, habiendo realizado el taller, los y las adolescentes 
participantes tienen la oportunidad de integrar la Red Nacional de Adolescentes Promotores y Promotoras de 
Derechos (ReNaPDe), lo que les permite acceder a nuevas instancias de formación en materia de derechos 
(Taller de Participación “Memoria, Verdad y Justicia”) como así también a diferentes instancias de participa-
ción y decisión, como son los Encuentros Nacionales de Adolescentes Promotores y Promotoras de Derechos 
(ReNaPDe) con sus anillos de deliberación provincial, regional y nacional. 

Los talleres se organizaron en función de la necesidad y disponibilidad de las organizaciones sociales y estu-
diantiles que desean integrarse a la ReNaPDe. Dicha iniciativa permitió, por un lado, ampliar la Red a través de 
la inserción que tienen los y las adolescentes que participan de la misma, y también generar vínculos e iniciar 
procesos de articulación con nuevas organizaciones. De los talleres, tanto en su modalidad presencial como 
virtual, participaron 330 adolescentes de todas las regiones.

En cuanto a la modalidad de trabajo, los talleres contaron con una parte expositiva sobre el recorrido norma-
tivo previo a la sanción de la Ley 26.061, de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adoles-
centes, y la creación de la Defensoría como organismo encargado de velar por su cumplimiento. Luego, a tra-
vés de distintas dinámicas interactivas (adaptadas al formato del taller, ya sea virtual o presencial) se trabajó 
sobre el contenido de dicha ley, fomentando la participación como eje central de la propuesta pedagógica, 
buscando generar espacios de diálogo y escucha activa.

En ese ámbito, compartieron su preocupación respecto a la falta de herramientas de abordaje para la salud 
mental, señalando que “en las escuelas suele pasar mucho que se habla de los demás. Hay gente que dejó de 
subir fotos a las redes por todos los comentarios. Ver cómo critican y nos comparan, esto nos afecta emocio-
nalmente mucho y nos hace hasta a nosotros mismos llegar a compararnos con los demás”.

El desarrollo de los talleres demostró una rápida incorporación de la perspectiva de derechos por parte de los 
adolescentes. Por ejemplo, una adolescente se refirió también al acceso a la salud con las siguientes pala-
bras: “no nos quieren atender en la salita si no estamos acompañados de una persona mayor, cuando desde 
los 13 años tenemos derecho a que nos atiendan y respeten nuestra intimidad”. Otro ejemplo representativo 
de los alcanzado con el trabajo que se viene realizando está relacionado con los consumos problemáticos, so-
bre los cuales manifestaron que “el problema surge de la prohibición. Cuanto más prohibís, más deseo genera, 
porque cuando sos adolescente queres ser distinto o también por desafiar la autoridad. La solución tendría 
que venir por el lado de generar consciencia, de la educación. En la escuela faltan talleres informativos acerca 
de los efectos que puede producir una sustancia y cómo afecta a tu salud. Es muy importante también que 
haya profesionales que conozcan las problemáticas que tenemos, si no es como que nos hablen en un idioma 
que no es el que hablamos en el barrio”.



  Informe Anual 2024    198   

Talleres de Participación “Memoria, Verdad y Justicia”

Un total de 323 adolescentes de escuelas secundarias y organizaciones sociales participaron durante el año 
2024 en este dispositivo que propone el ejercicio del derecho a la participación y al protagonismo de las y los 
adolescentes como promotores de derechos humanos.  Para ello, se toman en cuenta las propuestas de las 
actividades que realizan en torno al tema Memoria, Verdad y Justicia.

La Red Nacional de Adolescentes Promotoras y Promotores de Derechos (ReNAPDe) en el ámbito de la Defen-
soría, asume un rol protagónico de vital importancia a la hora de multiplicar la convocatoria a la participación 
de adolescentes, para dar a conocer y defender los derechos humanos en general, y en particular de las Niñas, 
los Niños y Adolescentes. La Agrupación H.I.J.O.S. Capital (Hijos e Hijas por la Identidad y la Justicia contra el 
Olvido y el Silencio) aportó la perspectiva de Memoria, Verdad y Justicia a través de su testimonio, y propuso 
la promoción de los derechos humanos priorizando el protagonismo de las y los adolescentes en el proceso 
de construcción de la memoria colectiva. En ese sentido, las y los promotores de la ReNAPDe, promovieron el 
diálogo intergeneracional con un rol protagónico en el proceso de participación que se generó durante el taller.

La propuesta de acercar el taller de participación sobre memoria, verdad y justicia a escuelas orientadas a 
estudiantes con discapacidad surgió como una necesidad para atender a la especificidad de una población 
especialmente vulnerable en términos de participación. El trabajo con el testimonio oral, en el que pudieron 
intercambiar preguntas y experiencias con adultos dispuestos a la escucha, permitió, en este dispositivo, ejer-
cer el derecho a ser oídos. En este espacio se generó una reflexión intergeneracional de memoria colectiva, 
con el lenguaje de las y los niños y adolescentes con diversas discapacidades, reflexionando sobre la historia 
reciente. 

La primera experiencia en este sentido se realizó durante el mes de marzo en la Escuela Integral Interdisci-
plinaria “Elsa Bornemann”, en el barrio de Parque Patricios de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. En esta 
escuela, de nivel primario, se trabajó con un grupo de 13 estudiantes del segundo ciclo, de edades entre 10 
y 14 años. Las y los estudiantes construyeron una línea de tiempo para contextualizar los hechos históricos, 
prepararon e hicieron preguntas sobre la historia de vida de quien les brindó su testimonio en tanto familiar 
de personas desaparecidas durante la última dictadura cívico-militar, y realizaron una actividad expresiva con 
técnicas plásticas. 

Por demanda externa

En el mes de marzo, a través de la página web de la Defensoría dos escuelas secundarias se contactaron con 
la institución para realizar el taller en el marco del Día Nacional por la Memoria, la Verdad y la Justicia. Este 
espacio de participación y diálogo intergeneracional se llevó a cabo en la escuela secundaria de gestión priva-
da Colegio Racing Club, en la localidad bonaerense de Avellaneda, al que asistieron 30 estudiantes de tercer 
año. Además del intercambio con preguntas sobre la historia de vida del testimoniante, las y los adolescentes 
propusieron trabajar un mayor compromiso en la convivencia escolar y el mantenimiento de la limpieza de los 
espacios comunes. También destacaron lo significativo que resultó mantener un diálogo con una alguien que 
vivió en primera persona los efectos represivos de la dictadura. 

Por su parte, el Centro de Estudiantes de la Escuela Superior de Educación Artística con orientación en Teatro 
“Niní Marshall”, de la Ciudad de Buenos Aires, convocó a la Defensoría para generar el espacio intergenera-
cional con una propuesta participativa, y se organizó una jornada de la que participaron 120 alumnos. Las y 
los estudiantes de esta escuela destacaron la necesidad de reformas edilicias, de realización de campañas 
preventivas contra el dengue y mejorar la alimentación escolar en general, en especial en las instituciones 
que cuentan con doble jornada. Además, expresaron la importancia de hablar sobre lo que pasó en la última 
dictadura, por considerar que son hechos alejados en el tiempo pero con efectos en la actualidad.
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Por iniciativa de la ReNAPDe

En el último Encuentro Nacional de la Red Nacional de Adolescentes Promotoras y Promotores de Derechos 
(ReNAPDe), realizado en el mes de mayo del año 2024, las y los promotores compartieron realizaciones audio-
visuales relacionadas al tema Memoria, Verdad y Justicia. Para seguir profundizando al respecto, solicitaron 
a la Defensoría una propuesta participativa de intercambio. Atento a esa demanda, entre julio y agosto se 
realizaron cuatro encuentros de manera presencial, en las localidades bonaerenses de González Catán, Flo-
rencio Varela, Boulogne y Lomas de Zamora. Es esos talleres participaron 123 adolescentes provenientes de 
organizaciones sociales -que, a su vez, forman parte de la Red de Organizaciones Sociales de Niñez y Adoles-
cencia Territoriales (RONAT)- y adolescentes promotores de derechos que participan de la ReNAPDe. En los 
cuatro espacios, las y los adolescentes mostraron videos y fotos y también explicaron el trabajo que realizan 
sobre el tema de la convocatoria. Destacaron que en sus barrios hay espacios de memoria, que escuchar los 
testimonios es muy enriquecedor para los jóvenes y resaltaron la importancia de los espacios de organización 
entre adolescentes para promover el derecho a la Memoria.

En el mes de septiembre se realizaron dos talleres virtuales de los que participaron en total 37 adolescentes 
promotores de la ReNAPDe que forman parte de organizaciones de la RONAT en las provincias de Córdoba, 
Entre Ríos, La Rioja, Santiago del Estero, Misiones, Corrientes, La Pampa, Santa Fe, San Luis, Jujuy, Tierra del 
Fuego, Neuquén y Buenos Aires. Una de las propuestas fue una trivia por medio de la cual las y los promotores 
de derechos expresaron sus opiniones e inquietudes, consignaron qué violaciones a los derechos humanos 
reconocen hoy en día, intercambiaron preguntas y contaron qué se conoce en las provincias sobre este tema. 
“No tenía tanta información, está muy bueno lo que charlamos porque en mi escuela no dicen nada y en mi 
casa no se habla de esto”, comentó un adolescente de Misiones. Una adolescente promotora de Entre Ríos 
concluyó: “Yo pensaba que eran solo los militares, no sabía quién más estaba involucrado, me quedo pensan-
do y quiero saber más sobre el tema”. 

Participación de niñas y niños en el Primer Congreso de Educación en San Martín

A principio de año se llevó adelante el taller “Tratame bien” con 30 niñas y niños participantes de la Organiza-
ción Social Brillo de Luz, ubicado en la localidad de Florencio Varela. 

Los objetivos del taller fueron:

•	 Implementar un espacio de diálogo y escucha con niños a través de juegos colectivos creados por otras 
niñas y niños.

•	 Escuchar las voces y opinión de niñas y niños en relación a los tratos que reciben.

•	 Conocer las propuestas de las y los niños acerca de los modos en que les gustaría ser tratados.

Durante el transcurso del año se les propuso participar de la propuesta “Infancias en primer plano”, en el 
marco del 1er Congreso de Educación: Identidad, desafíos y futuro, que se realizó en San Martín, provincia de 
Buenos Aires. Junto con las niñas y niños se realizó un cortometraje en el que recuperó lo trabajado en el taller, 
dejando un mensaje en relación al tema: ¿Cómo nos tratamos?
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Producciones

Megafon

Amplificación de la audiencia e influencia para una participación genuina de niñas,  
niños y adolescentes

Durante este período se realizó la difusión y presentación en distintos espacios del Megafón N°1, así como 
la elaboración y lanzamiento del Megafón N°2 (sobre ambiente) y Megafón N°3 (sobre Buen Trato, contra las 
violencias). Esta publicación tiene como objetivo amplificar la audiencia y difundir las opiniones y perspecti-
vas de las niñas, niños y adolescentes sobre temas de su interés, considerados a su vez estratégicos por la 
Defensoría, y ponerlas en diálogo con las orientaciones desde la perspectiva de derechos humanos impulsada 
por la institución.

La herramienta de divulgación está dirigida al público en general, y especialmente a las y los adultos que tra-
bajan y/o deciden políticas públicas que impactan en esta población, con el objeto de visibilizar y legitimar a 
las chicas y los chicos como ciudadanas y ciudadanos, dar valor a sus opiniones y experiencias específicas, 
y amplificar su influencia.

El Megafón N°1 está dedicado a la Participación y el Protagonismo de las niñas, niños y adolescentes; el 
Megafón N°2, titulado “El ambiente es nuestra vida. Ambiente, cambio climático y derechos de niñas, niños 
y adolescentes”, fue publicado por las redes de la Defensoría el 6 de junio, Día Mundial del Medio Ambiente. 

Hablando específicamente del segundo número, éste contiene opiniones y puntos de vista de niñas, niños y 
adolescentes de todo el país y América Latina sobre el modo en que los problemas ambientales afectan sus 
derechos, y realizan propuestas alusivas al mundo adulto. Este ejemplar también contiene orientaciones para 
un abordaje del tema desde el paradigma de derechos humanos, incluyendo fragmentos de la Observación 
N°26 (CDN-ONU) y el Pronunciamiento N°18 de la Defensoría.

Las publicaciones fueron presentadas y difundidas entre autoridades, referentes, y también entre los propios 
adolescentes, tanto en su formato digital como impreso. La difusión y presentación de esta serie de publica-
ciones fue llevada adelante a través de las redes de la Defensoría, en la página web, por correo electrónico y 
en el marco de eventos específicos, entre ellos:

•	 Encuentro de la Red Nacional de Adolescentes Promotores/as de Derechos, realizado el día 6 de mayo.

•	 XII Escuela Internacional de la Red Iberoamericana de Posgrados en Infancias y Juventudes- REDINJU, el 
día 10 de mayo.

•	 Encuentro de la Red Nacional de Legisladoras y Legisladores por los Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes, en el mes de junio.

•	 Encuentro de la Red Nacional de Organizaciones Sociales de Niñez y Adolescencia Territoriales de Argen-
tina, el 2 de agosto.

•	 Festival por los Derechos de Niñas Niños y Adolescentes – Florencio Varela, Provincia de Buenos Aires, 
realizado el 26 de septiembre.

Aportes a la elaboración de Recomendaciones

Aportes a la Recomendación N°12 y producción de Informes con Opiniones y Perspectivas de niñas, niños 
y adolescentes sobre de Entornos Digitales

Entre las producciones que sistematizan las voces y perspectivas de niñas, niños y adolescentes, se destacan 
tres informes que recogen y profundizan la perspectiva de las y los adolescentes sobre los entornos digitales, 
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sobre los usos que le dan y los desafíos y riesgos que suponen para sus derechos. Estas producciones sis-
tematizan las opiniones expresadas en distintos ámbitos de participación, especialmente aquel en el que se 
abordó el uso de Entornos Digitales y Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, llevado adelante en el marco 
del Encuentro Nacional de Adolescentes Promotoras y Promotores de Derechos realizado en mayo en Merce-
des, provincia de Buenos Aires.

Los informes fueron tenidos en cuenta para la elaboración de la Recomendación N°12, sobre “protección de 
los derechos de niñas, niños y adolescentes en entornos digitales”, que incorporó las expresiones, opiniones 
y temas de interés y preocupación de las y los adolescentes sobre el tema como parte estructurante del diag-
nóstico y resultaron la base de las recomendaciones realizadas.

Cada informe se estructuró en base a un eje, con la intención de profundizar un aspecto de la relación con el 
mundo digital:

•	 Un informe presenta las opiniones y experiencias de las y los adolescentes de diferentes regiones del país 
sobre las distintas dimensiones de su relación con los usos que hacen de los entornos digitales, específi-
camente de los casinos on line y las apuestas. Se refirieron a la masividad y extensión de la monetariza-
ción de los juegos en línea en general, y de las apuestas en casinos y plataformas on line; a la posibilidad 
de apostar aún sin tener 18 años; a los modos en que esta actividad se conoce y difunde, y al lugar de 
otros adolescentes pares como intermediarios y “cajeros”. También se expresaron sobre los efectos pro-
blemáticos que genera la participación en estos sitios de apuestas y casinos, especialmente el desinterés 
por las actividades escolares y recreativas, los problemas en los vínculos y relaciones personales con sus 
pares y familias, la generación de conflictos motivados por la necesidad de mentir para poder apostar, y 
las situaciones en las que las apuestas y casinos se convierte en una experiencia compulsiva y adictiva. 
También se refirieron a las situaciones de soledad y depresión y/o angustia por no poder resolver situa-
ciones de endeudamiento.

•	 Otro informe reúne las experiencias que las y los adolescentes compartieron respecto de los peligros y 
vulneraciones de derechos ligados al uso de los entornos digitales. Manifestaron conocer distintos tipos 
de violencias en el marco de interacciones interpersonales dañinas, tanto con adultos como entre pares. 
Entre las situaciones de violencia o acoso entre pares, mencionaron los mensajes de odio, burla o des-
precio; el hostigamiento digital; el acceso a contenidos que incitan a la violencia o a comportamientos 
riesgosos, la publicación de imágenes íntimas sin consentimiento y, también, la suplantación de identidad 
de adultos que se hacen pasar por niños, entre otras.

•	 En un tercer informe se sistematizan las preocupaciones de las y los adolescentes respecto de los mo-
dos en que sus derechos son afectados por políticas de seguridad en entornos digitales insuficientes o 
inexistentes, y distintas acciones de las empresas en los entornos digitales, que no distinguen niveles de 
protección adecuado según edades y las y los afectan de distintas maneras desde muy chicos, exponién-
dose a riesgos y peligros. Se refirieron al robo de datos personales, a las marcas de la huella digital, a las 
edades cada vez más tempranas de ingreso a las redes sociales que no se controlan suficientemente, y a 
las estafas económicas.

Además, las y los adolescentes manifestaron que, ante las distintas violencias y vulneraciones de derechos 
que sufren en el mundo digital, en general no se realizan denuncias por desconocimiento o por temor. 

Algunas de sus expresiones y opiniones textuales fueron:

•	 “Los chicos casi no salen al recreo por usar el celular. Se va profe y ahí no más agarran el celular”.

•	 “Para avanzar en algunos juegos hay que poner plata. O sea, vos entrás al juego y tenés la cuenta básica y 
podés ganar, pero es más difícil. Ponemos la tarjeta para comprar diamantes y avanzar en el juego”. 

•	 “Un pase de batalla es algo que vos pagás y vas subiendo de nivel. A medida que vas subiendo de nivel te 
da recompensas pagas, esas recompensas pagas son skin, ropa, armas, y eso es lo que se puede presu-
mir. Y para presumir, todos los que pagan presumen. Y los que no los tienen, sufren bullying”. 
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•	 “Entran con el celular y como algunos padres tienen vinculadas la tarjeta de crédito o a Mercado Pago, y 
como ellos quieren comprar cosas de los juegos, agarran y lo usan sin darse cuenta que está la tarjeta 
vinculada”. 

•	 “Te hacen bullying porque no tienen plata para jugar, entonces los chicos se roban las tarjetas de la familia 
para poder ser parte”. 

•	 “Los más chicos le roban la tarjeta a las mamás porque tenés que ser mayor de edad, y como son meno-
res, le roban la tarjeta a algún familiar”.

•	 “Una amiga se hizo muy adicta al casino. Juega dos o tres veces por semana. Carga con un casino donde 
está otra amiga. Saca captura de lo que gana, se la manda a ella y ella le transfiere el monto”.

•	 “Es muy común que no te des cuenta. Por ahí empezás a las cinco de la tarde y seguís hasta las dos de la 
mañana, se te pasa la hora”.
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Comunicación
La Defensora de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes implementó diversas campañas en redes so-
ciales sobre temas relevantes como:

•	 Educación ambiental

•	 Vacunación

•	 Acoso escolar

•	 Lactancia materna

•	 Apuestas en línea

•	 Derecho a entornos digitales seguros

En cada una de estas campañas se procuró generar contenidos de interés para los distintos públicos objetivos 
garantizando que los mismos sean accesibles y cuenten con información clara y veraz.

A su vez, se generaron distintos materiales de difusión sobre tópicos que forman parte central de la agenda 
de trabajo de esta Defensoría:

•	 Promoción de políticas públicas: Difusión de las fechas y requisitos de inscripción para las becas Progre-
sar; de los incrementos en la Prestación Alimentar, Línea 145 y 102, entre otras.

•	 Seguimiento Legislativo: Aportes para la sanción de estándares mínimos de regulación de apuestas en 
línea; análisis Proyecto Presupuesto 2025; aportes para la modificación del Régimen Penal Juvenil; apor-
tes para la tipificación de las conductas de compra y venta de niñas, niños y adolescentes, entre otros.

•	 Participación: Acciones tendientes a garantizar el derecho de niñas, niños y adolescentes a ser oídos y a 
que su opinión sea tenida en cuenta, promoviendo distintos encuentros como el Encuentro Nacional de 
niñas y niños, Festival por los Derechos que contó con la participación de estudiantes de escuelas secun-
darias del Municipio de Florencio Varela y el Encuentro nacional de la Red de Adolescentes Promotoras 
y Promotores de Derechos: el Encuentro Nacional de Organizaciones Territoriales, donde pudieron am-
plificarse las voces del territorio a nivel federal. También se llevaron adelante coberturas de las distintas 
reuniones y jornadas de trabajo que motorizó y participó la Defensoría junto a distintos actores.

Se procuró visibilizar las distintas acciones que lleva adelante la Defensoría como la presentación de amicus 
curiae en distintos casos y de pedidos de informes dirigidos al Poder Ejecutivo Nacional y de las distintas 
provincias. También se buscó garantizar la difusión de documentos de elaboración propia como recomenda-
ciones, pronunciamientos e informes técnicos, entre otros.

Por último, la Defensoría llevó adelante un rediseño de su sitio web con el objetivo de mejorar la accesibilidad 
de las y los usuarios. A su vez, se implementó una biblioteca digital, donde se encuentran todos los documen-
tos elaborados por la Defensoría desde su puesta en marcha y otros recursos de interés público, asegurando 
que las y los ciudadanos puedan acceder fácilmente a los mismos y garantizando su acceso a la información.



  Informe Anual 2024    204   

Legal y técnica
Objetivos y competencias 

La Secretaría de Despacho Legal y Técnica, tiene como misión y responsabilidad primaria  intervenir y atender 
en lo relativo a los asuntos de carácter legal y técnico-jurídicos en  consecución de brindar un adecuado res-
paldo legal a la Institución, verificando que los  instrumentos a emitirse se adecuen al orden jurídico y cumplan 
con los requisitos de fondo y  de forma exigidos por la norma aplicable en cada caso, propiciando el mejo-
ramiento de la  técnica normativa en la redacción de los actos administrativos, convenios con organismos  
nacionales e internacionales, entre otros. 

A dichos efectos, esta Secretaría y sus áreas dependientes, trabajan en articulación con las  diversas áreas 
de la Defensoría de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes e interviene  con carácter previo a la ce-
lebración de convenios, protocolos, contratos y cualquier otro  documento que suscriban las autoridades con 
competencia para la suscripción de actos  administrativos, a fin de verificar que los mismos se encuadren en 
las normas legales y  reglamentarias. 

Asimismo, coordina y supervisa el funcionamiento de la Mesa General de Entradas, Salidas y  Archivo, quien 
tiene como misión y función el registro y custodia de los actos resolutivos, y el ingreso y egreso de las actua-
ciones de la Defensoría. 

Actuaciones administrativas 

En lo que respecta a la actividad de la Dirección de Asuntos Jurídicos y Normativos, en relación  a las ac-
tuaciones administrativas sobre las cuales toma intervención como servicio jurídico  permanente de la De-
fensoría de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes, la misma se  centra principalmente en brindar 
asesoramiento técnico legal a las diversas áreas de la  jurisdicción, emitiendo la opinión de su competencia 
sobre cuestiones sometidas a su  consideración a través de dictámenes e informes, ejerciendo el control de 
legalidad sobre  expedientes en curso, así como de los proyectos de acto administrativos a suscribir por las  
autoridades con competencias del Organismo. 

Asimismo, se toma conocimiento y se expide en relación a la materia de su  competencia sobre presenta-
ciones administrativas, reclamos y recursos que se interpongan  tanto por terceros legitimados como por 
agentes internos de la Defensoría.

Así las cosas, entre 2023 y 2024, la Dirección de Asuntos Jurídicos y Normativos ha mantenido  un elevado 
ritmo de gestión de expedientes administrativos, registrándose seiscientos  setenta y dos en 2023 y seiscien-
tos cuarenta y dos en el 2024.  
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En otro orden de ideas, a continuación, se expone la incidencia por materia de las actuaciones  administrativas 
ingresadas a la Secretaría de Despacho, Legal y Técnica durante el ejercicio que  se informa. 

 

Conforme los datos indicados precedentemente, la asistencia técnica-legal se centró,  principalmente, en las 
siguientes temáticas, a saber: 

•	 Pagos

•	 Comisiones de Servicios 

•	 Autorizaciones y adjudicaciones para la contratación de diversos bienes y servicios de la Institución 

•	 Redacción y análisis de convenios 

•	 Redacción y análisis de procedimientos y reglamentos 

•	 Procedimentos relativos a recursos humanos

•	 Modificaciones presupuestarias 

Dictámenes 

A través del Departamento de Dictámenes y Servicios Jurídicos se emitió un total de  seiscientos cuarenta y 
dos (642) dictámenes, abordando materias de diversa índole: pago  (316), contrataciones (99), comisiones 
de servicios (102), procedimientos de rrhh (37),  desarraigos (25), reglamentos y normativa (10), presupuesto 
(16), convenios (11) y otros  (26). Esta amplia cobertura refleja la variedad de requerimientos jurídicos que 
surgen en la  gestión institucional y la capacidad de respuesta especializada del equipo legal.

Actos administrativos 

En ejercicio de sus funciones, la Dirección de Asuntos Jurídicos y Normativos, y sus  Departamentos de Dic-
támenes y Servicios Jurídicos; y Administrativo y Legal, se pronunció  sobre los proyectos de resoluciones y 
disposiciones, cuyo análisis legal se encomendó. 



  Informe Anual 2024    206   

En ese sentido se realizó el control de un total de seiscientos cuarenta y dos (642) actos  administrativos, 
conformado por trescientos veintitrés (323) resoluciones, y trescientos  diecinueve (319) disposiciones, estás 
últimas suscritas en ciento ochenta y nueve (189)  por la dirección general de administración; setenta (70) por 
la jefatura de gabinete, y  sesenta (60) por la secretaría de coordinación administrativa y financiera. 

En comparación, en el período 2023 se suscribieron un total de 672 actos administrativos,  conformados por 
273 Resoluciones y 399 Disposiciones: 231 por DGA, 124 por la Jefatura de  Gabinete, y 44 por SCAF.

Asimismo, se procedió a través del Departamento Administrativo y Legal a realizar la consolidación de los 
proyectos de actos administrativos y de dictámenes con el objetivo  primordial de potenciar la eficiencia y 
efectividad de la gestión administrativa, así como  fortalecer la seguridad jurídica. 

En este sentido, el abordaje de la mejora y normalización de los proyectos de actos  administrativos es fun-
damental para garantizar la eficiencia, transparencia y legalidad del  funcionamiento de la Institución. Este 
proceso implica establecer criterios claros y uniformes  para la elaboración, revisión y aprobación de dichos 
proyectos, así como la implementación de  mecanismos de control de calidad y seguimiento. Además, es cru-
cial promover la capacitación  continua del personal encargado de la gestión administrativa, asegurando que 
estén al tanto  de las normativas vigentes y las mejores prácticas en la materia. De esta manera, se fomenta 
la  coherencia y cohesión en la actuación del organismo público, fortaleciendo su legitimidad y  contribuyendo 
a la prestación de un servicio jurídico de calidad. 

La consolidación de proyectos no solo ha buscado la simplificación de procesos, sino que ha  propiciado una 
mayor adaptabilidad a cambios en el entorno, permitiendo a las áreas de la Defensoría tener una herramienta 
útil y  normalizada para su uso. 
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Convenios 

Durante el período objeto del presente informe, la Defensoría suscribió DOCE (12) convenios, afianzando la 
colaboración con diversas  instituciones público privadas para el cumplimiento de sus misiones.  

Reconociendo la importancia de estos instrumentos, la Dirección de Asuntos Jurídicos y  Normativos, en 
conjunto con el Departamento Administrativo y Legal, diseñó e implementó el  “Procedimiento de solicitud, 
negociación, elaboración, suscripción, registro, seguimiento y  archivo de convenios celebrados por la Defensora 
de los Derechos de las Niñas, Niños y  Adolescentes”, aprobado mediante la Resolución N° 262/2023 DDNNYA. 

La adopción de este procedimiento fortaleció la coordinación interna, la transparencia en la  gestión de conve-
nios y el cumplimiento estricto de los requisitos legales. Además, la definición  clara de responsabilidades y la 
automatización de procesos han permitido agilizar la respuesta  a las demandas de colaboración interinstitu-
cional, optimizando la ejecución de los acuerdos y  contribuyendo de manera directa al logro de los objetivos 
institucionales de la Defensoría.

Mesa general de entradas, salidas y archivo 

La Mesa de la Defensoría, dependiente de la Secretaría  de Despacho Legal y Técnica es un área de suma im-
portancia para la operatividad de todo el  organismo, siendo la primera área de contacto con los particulares, 
dependencias de los  diferentes Poderes del Estado y organismos públicos. Tiene como premisa fundamental 
lograr un mayor control, seguimiento, colaborar con las diferentes áreas internas en organizar lo  actuado y 
remitir toda información y documentación para la pronta intervención en los casos  en los que la Defensora 
es requerida. 

Durante el período informado se reforzaron los procedimientos implementados con  anterioridad, como por 
ejemplo el ingreso de consultas y denuncias mediante correo  electrónico o por medio de la carga de los for-
mularios en la página. Queda a  cargo de este área, la atención telefónica de aquellos llamados que ingresen 
al  conmutador con requerimientos espontáneos de los particulares, para luego derivarlos a las  áreas com-
petentes.  

En lo que respecta a los ingresos, entendiéndose por tales a aquellos requerimientos que  ingresan a la De-
fensoría de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes por alguno de los  puntos de admisión, se hace 
saber que en el período 2024 se han registrado un total 1.336 ingresos. 

En este sentido, se procede a desagregar la información obtenida, clasificando los ingresos por  punto de acceso: 
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Del total de requerimientos obtenidos, 638 (48%) fueron ingresados a través del correo  electrónico oficial de la 
Mesa, 573 (43%) fueron a través  de los diversos formularios que se encuentran en el sitio web del Organismo, 
y 125 (9%) fueron  mediante llamados telefónicos. 

En otro sentido, de acuerdo al análisis que resulta de los registros comprendidos en el ejercicio  2024, se hace 
saber que la Dirección de Mesa procedió a la apertura y registración de 895 actuaciones y 684 expedientes.

Como se ha mencionado precitadamente, a partir del 2024 la labor de apertura de expedientes  y actuaciones 
se realizó mediante el Sistema Integral de Gestión, realizando la revisión de las  solicitudes correspondientes, 
confirmando y/o solicitando su readecuación, para finalmente  remitir al solicitante la carátula pertinente. 

Así, se caratularon 414 actuaciones para el equipo de Atención Directa (AT); 111 para la  Dirección de Recep-
ción y Asesoramiento de Consultas y Denuncias (DRACD): 78 para la  Dirección de Exigibilidad de Derechos y 
Litigios Estratégicos (DEDLE), 57 a iniciativa de la propia  Dirección, entre otros. 

En igual sentido, se caratularon 293 expedientes a requerimiento de la Tesorería de la  Defensoría (TESO); 63 
de la Dirección de Servicios Generales, Infraestructura, Logística, Higiene  y Seguridad (DSGILHS), 45 de la 
Defensora de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes  (DEF), 37 por parte de la Jefatura de Gabinete 
(JG), 33 del Área de Participación y  Protagonismo (PYP), entre otros.

Sistema de archivo 

Ante el notable incremento en la documentación a archivar desde 2024, se acondicionó un  nuevo espacio de 
almacenamiento en la sede de la institución. Se habilitó un espacio más amplio en la sede de la Defensoría,  
donde actualmente se resguardan más de 2000 expedientes en 54 cajas. Este nuevo espacio ha  permitido 
gestionar aproximadamente 1730 trámites de archivo en lo que va del año, un  aumento significativo compa-
rado con los 350 del año 2023. Si bien esta solución garantiza la  custodia de los documentos físicos, se está 
trabajando en paralelo en la implementación de un  Sistema de Gestión Integral (SIG) que permita la optimiza-
ción del proceso, suprimiendo la  utilización del papel. 

Es dable destacar que previo al archivo de los trámites precitados, las y los agentes de la  Dirección de Mesa 
General de Entradas, Salidas y Archivo ha procedido a digitalizar cada uno  de ellos, realizando  una copia de 
seguridad en el servidor propia del Organismo. 
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Intervenciones judiciales 

Por último, es importante resaltar la labor llevada a cabo por la Secretaría de Despacho, Legal y  Técnica en 
respuesta a los requerimientos que se reciben diariamente desde el sistema de  justicia. En este contexto, 
se gestiona y canaliza una variedad de solicitudes, tales como  pedidos de informes, documentación, traba 
de embargos, entre otros, los cuales son derivados  al área jurídica para su tratamiento, con la participación 
de diversos sectores de la Defensoría.  Esta colaboración activa tiene como objetivo apoyar las diferentes 
investigaciones e  intervenciones judiciales en los distintos ámbitos a lo largo y ancho del territorio nacional. 

Asimismo, desde la Secretaría se patrocina a las máximas autoridades en los diversos litigios  que lleve la De-
fensoría adelante, así como  en aquellas presentaciones que se realicen en calidad de tercero o como amicus 
curiae. 

En este sentido, en el ejercicio 2024 se ha patrocinado a la Institución en los siguientes litigios,  a saber: 

A) Alianza argentina de pacientes asociación civil y otros c/ estado nacional  ministerio de salud dirección de 
asistencia directa por situaciones  especiales s/amparo (caf 005622/2024); 

B) Asociación civil inquilinos agrupados c/ en-dnu 70/23 s/medidas  precautorias (caf 048485/2023); 

C) Defensoría de los derechos de las niñas niños y adolescentes c/ en-m  capital humano s/medida cautelar 
(autónoma) (caf 000445/2024);

D) Defensoría de los derechos de las niñas niños y adolescentes c/ en-m  capital humano-dnu 8/23 s/amparo 
ley 16.986 (caf 020198/2024); 

E) Defensoría de los derechos de las niñas niños y adolescentes c/ en-m  economía-ley 22520 s/amparo ley 
16.986 (caf 020374/2024); 

F) Defensoría de los derechos de las niñas niños y adolescentes c/ estado  nacional ministerio de salud s/
amparo de salud (caf 004049/2024);

Por todo lo expuesto, se concluye que durante el ejercicio 2024 se promovió una  transformación de los pro-
cedimientos y gestiones en la Secretaría de Despacho Legal y  Técnica y sus direcciones dependientes. En 
efecto, en conjunto con la Dirección de Mesa  General de Entradas, Salidas y Archivo así como con la Dirección 
de Asuntos Jurídicos y  Normativos, se han implementado nuevas tecnologías y metodologías de trabajo, lo 
que  nos ha permitido ser más ágiles y eficientes en la gestión de nuestros asuntos. 
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Ejecución del presupuesto  
de la Defensoría
A continuación, se describen las principales actividades realizadas y los logros alcanzados durante el año 
2024 por la Secretaría de Coordinación Administrativa y Financiera y por las Direcciones que de ella dependen.

Dirección General de Administración

Sus principales funciones consisten en asistir al Secretario de Coordinación Administrativa y Financiera en la 
coordinación, monitoreo y supervisión de las acciones que hacen a su competencia, como así también reem-
plazarlo en caso de ausencia o fuerza mayor. 

Dirección Compras, Contrataciones y Adquisiciones

Durante el año 2024 se realizaron 52 procesos, clasificados de acuerdo al siguiente detalle:
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Actas de apertura de ofertas

En el período 2024 se confeccionaron CUARENTA Y NUEVE (49) actas de apertura de acuerdo al siguiente detalle:

TIPO DE PROCEDIMIENTO CANTIDAD

Licitación Pública 14

Licitación Privada 13

Contratación Directa por Compulsa Abreviada- Por Trámite Simplificado 2

Contratación Directa por Compulsa Abreviada- Por Monto (*) 16

Contratación Directa por Adjudicación Simple- Interadministrativa 3

Contratación Directa por Adjudicación Simple- Por Exclusividad 1

TOTAL 49

(*) la diferencia responde a un procedimiento en el que ocurrió un segundo llamado, existiendo 2 actas de apertura (procedimientos 15 
+ 1 2do. llamado).

Órdenes de Compra suscriptas en el año 2024

En el período 2024 la Dirección de Compras confeccionó CUARENTA Y TRES (43) órdenes de compra confor-
me al siguiente detalle:

TIPO DE PROCEDIMIENTO CANTIDAD

Licitación Pública 13

Licitación Privada 16

Contratación Directa por Compulsa Abreviada- Por Monto 12

Contratación Directa por Compulsa Abreviada- Por Trámite Simplificado  2

TOTAL 43 (*)

(*) La diferencia entre el total de procedimientos al cierre del año y la cantidad de órdenes de compras suscriptas, responde a procesos 
que, o han quedado desiertos, o fracasados, o resultan ser interadministrativos, por lo que no poseen orden de compra.

Tal como surge de lo expuesto, el principio general utilizado como metodología de contrataciones es la licita-
ción pública, con una marcada diferencia respecto del resto de las contrataciones.  



  Informe Anual 2024    212   

Plan Anual de Compras y Contrataciones (PAC)

Se entiende al PAC como una herramienta que permite planificar, ejecutar y evaluar las contrataciones en for-
ma eficaz, propiciando la transparencia en la toma de decisiones del Organismo.  Desde la Dirección se impul-
só la aprobación del PAC para el ejercicio 2024, resultando aprobado por la Resolución N° 270/2023 DDNNYA.

Asimismo, mediante la Resolución Nº 319/2024, se aprobó el Plan Anual de Contrataciones de la Defensoría 
para el ejercicio 2025.

Dirección de Servicios Generales, Infraestructura, Logística, Higiene y Seguridad

La Dirección de Servicios Generales, Infraestructura, Logística, Higiene y Seguridad tiene como principales 
funciones ejecutar las tareas para la organización física de los inmuebles de la Defensoría, coordinar la rea-
lización de instalaciones de infraestructura, supervisar y evaluar el cumplimiento de Políticas de Higiene y 
Seguridad Laboral del Organismo, como así también administración y control de los bienes patrimoniales del 
Organismo.

Seguidamente, se expone una síntesis de las actividades realizadas y de los logros alcanzados durante el año 
2024.

Patrimonio

Bienes Patrimoniales. Implementación de Nuevos Procedimientos. En el marco del crecimiento en términos 
de personal e infraestructura de la Defensoría, mediante la Disposición N° 01/2024 de la Secretaría de Coordi-
nación Administrativa y Financiera se aprueba el Alta y Asignación de Bienes Patrimoniales, cuyo objetivo es la 
administración y control de los bienes de uso de la Defensoría. Asimismo, mediante la Disposición N° 22/2024 
de la Secretaría de Coordinación Administrativa y Financiera, se aprueba la Baja de Bienes Patrimoniales que 
tiene por finalidad sistematizar el procedimiento de baja de los bienes de uso.

Registro de Bienes Patrimoniales: Se continuó con el trabajo y actualización de dicho archivo, incrementando 
los controles.

Control de Inventario. En el mes de abril, se llevó a cabo un control integral del inventario, a fin de determinar 
la existencia física, ubicación y estado de conservación de los bienes del Organismo, efectuando las actuali-
zaciones correspondientes en el Registro Patrimonial Integral.

Asignación de Responsables del Espacio Físico y Etiquetado de Bienes. Luego del control de inventario cita-
do, en los meses de abril y mayo se avanzó en la asignación de responsables de cada espacio físico, dando 
cumplimiento al artículo  6° del Régimen de Registro de Bienes de Uso, habiéndose suscripto las declaracio-
nes juradas pertinentes. 

Adicionalmente, todos los bienes de alta movilidad, tales como sillas, fueron etiquetados con el nombre del 
Área o Dirección a la que se encuentran afectados.

Sistema Informático. Se encuentra en etapa de desarrollo, en nuestro sistema integral, un módulo que permiti-
rá el registro de alta de bienes patrimoniales y no patrimoniales de la Dirección, herramienta fundamental para 
optimizar el manejo de la información. Esta acción se lleva a cabo en conjunto con la Dirección de Tecnología, 
Servicios Informáticos y Soporte Técnico.

Servicios Generales

Optimización en el control de stock de artículos de librería y papelería y mejoras en el registro de entrega a 
los usuarios. Previo a establecer canales formales en la solicitud de insumo/s de librería, (mediante el correo 
electrónico libreria@defensoraderechosnnya.gob.ar), se realizó un inventario - control del stock de todos los 
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insumos disponibles al momento, codificando los artículos, y se implementó un nuevo remito, homogeneizan-
do los pedidos, y reduciendo significativamente el riesgo de errores. Esto permite mantener un stock planifica-
do y controlado de los insumos , así como proyectar adecuadamente la adquisición de los mismos.

Infraestructura

Creación de un Espacio Amigo de la Lactancia Materna Permanente (EAL): En el mes de Julio se terminó de 
equipar y poner en funcionamiento un espacio exclusivo en un sector cerrado, identificado, privado, higiénico y 
dotado de las comodidades necesarias para garantizar la extracción de leche y el amamantamiento, así como 
para la conservación de la leche materna, bajo los lineamientos correspondientes. Dicho espacio cuenta con 
heladera, cambiador de bebe, bomba extractora eléctrica, sillones confortables, mesas, percheros, toallas de 
papel, entre otros.

Seguidamente, se ilustran las gestiones enunciadas precedentemente:

	

Gestiones en el inmueble de Av. Dorrego N° 2480, Ciudad Autónoma de Buenos Aires – Permiso de Uso 
suscripto con la Agencia de Administración de Bienes del Estado (AABE): Se contrató un servicio de segu-
ridad electrónica para el edificio, con monitoreo activo las 24 horas, el cual dispone de cámaras que brindan 
imágenes en tiempo real, y, además, a fin de dotar de mayor protección, se realizó el cerramiento del mismo, 
cumpliendo así con las tareas de mejoras de seguridad, conforme al convenio suscripto.  

Gestiones en el Predio “Arenaza” Gral. Lamadrid S/N, Boulogne Sur Mer, San Isidro, Provincia de Buenos 
Aires – Permiso de Uso suscripto con la Agencia de Administración de Bienes del Estado (AABE). En cumpli-
miento a lo establecido en el Permiso de Uso, durante el último trimestre del año 2024 se concretó la delimita-
ción definitiva del inmueble, en virtud de la contratación de un servicio de provisión y colocación de alambrado 
perimetral, y se llevó a cabo el desmalezamiento integral del espacio, como así también la colocación en dis-
tintas localizaciones del inmueble y en posiciones que permiten su completa y correcta visualización, las dos 
(2) placas identificatorias, conforme las especificaciones establecidas por la AABE.

Asimismo, a fin de continuar preservando el predio, en el mes de diciembre se adjudicó la contratación ten-
diente al mantenimiento del espacio verde por el término de tres meses.
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Seguidamente, se ilustran las gestiones enunciadas precedentemente:

	
	

	

Acciones de Mantenimiento Edilicio y equipamiento de las oficinas -  Pisos 4º, 11º y 12º de Av. Luis María 
Campos N° 46, CABA. Durante todo el transcurso del año 2024 se realizaron en forma continua tareas de man-
tenimiento integral en las oficinas del Organismo, mencionando como relevante la pintura de la totalidad de la 
oficina del Piso 4°; colocación de un piso técnico en la oficina del Departamento de Mesa de Ayuda y Soporte 
Técnico a fin de prevenir descargas estáticas, reparación de equipamiento de oficina (sillas y sillones), entre 
otras cuestiones, y la renovación de las alfombras de la sala de reuniones del Piso 4° de la Defensoría, toda 
vez que, atento al uso y transcurso del tiempo, la misma se encontraba deteriorada.

Optimización de Bauleras y del Orden de Archivos de expedientes y Bienes. Se adquirieron e instalaron estan-
terías metálicas en las bauleras de la Institución, hecho que permitió dar orden y preservar adecuadamente la 
documentación institucional y los bienes, así como optimizar la capacidad de almacenamiento actual.

Acciones inherentes al Impacto Ambiental y Ahorro Energético. Desde la Dirección se propició la moderni-
zación del sistema de luminarias de las Oficinas del Organismo, concretándose en el mes de septiembre el 
reemplazo de los tubos fluorescentes por tecnología LED, lo que redundó en un significativo ahorro energético 
y en una mejora de las condiciones lumínicas. De esta forma todos los pisos cuentan actualmente en su tota-
lidad con tecnología LED.
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Además, en el mes de mayo se llevó a cabo el relevamiento de los equipos electrónicos, con el objetivo de 
implementar acciones tendientes a eficientizar el consumo, destacando que desde esta Dirección se impulsó, 
en todos los requerimientos de contrataciones, la adquisición de equipamiento que cumpla con la normativa 
de ahorro energético. Asimismo, se solicitó a la empresa proveedora la reducción de la potencia contratada, 
disminuyendo considerablemente el consumo de Kw, lo que se refleja en los siguientes indicadores:

Seguros. Se continuó trabajando arduamente en la gestión de reintegros e indemnizaciones por los siniestros 
sufridos, destacándose que resultaron atendidas la totalidad de las denuncias realizadas.

Higiene y Seguridad

Capacitaciones. Durante el ejercicio 2024 se realizaron capacitaciones vinculadas a distintas temáticas de se-
guridad e higiene en el trabajo, profundizando la perspectiva del cuidado, prevención y adaptación al entorno 
cambiante, tales como:

R.C.P. (Reanimación cardiopulmonar) y primeros auxilios. El total de agentes capacitados en el mes de marzo 
de 2024 fue de treinta y nueve (39), y de esta manera, sumando al resto de las personas que se capacitaron en 
años anteriores, se elevó a 63% el porcentaje total del personal capacitado en la temática.

Ergonomía en el Trabajo y Pausas Activas. La capacitación fue dictada por Provincia ART durante el mes de 
julio, y el total de agentes capacitados fue de cuarenta y cuatro (44), permitiendo elevar al 83% el porcentaje 
total del personal capacitado en la temática.

Simulacro de Autoevacuación. Se realizaron dos simulacros de auto evacuación, coordinado por la adminis-
tración del edificio, para dar cumplimiento a la normativa vigente.

Recarga de Extintores de Fuego: En el mes de julio, se realizó la recarga anual de los diecisiete (17) matafue-
gos de la Institución.

Estudio de Luxometría: Se realizó el estudio de luxometría en el mes de julio, en todas las oficinas de la Defen-
soría, evidenciándose una mejora respecto de las mediciones del año 2023.
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Informe de Puesta a Tierra y Velocidad de Disyuntores: En el mes de diciembre de 2024 se llevó a cabo la ve-
rificación de la continuidad de puesta a tierra, que dio como resultado el Informe Técnico N° 170 suscripto por 
electricista matriculado, que concluye que la instalación eléctrica completa cumple las normativas vigentes y 
está apta para su uso, protegiendo contra contactos indirectos a las personas y previendo las fugas de corrien-
tes de los dispositivos conectados. Los cableados están correctamente canalizados y no hay cables expuestos.

Botiquines de Primeros Auxilios. Se relevó el contenido de los tres (3) botiquines del Organismo y se adqui-
rieron los insumos básicos faltantes. Cabe señalar que, de acuerdo con las recomendaciones vigentes en la 
materia, éstos no cuentan con medicamentos, a fin de no favorecer la automedicación.

Instalación de Nuevas Luces de Emergencia: Se instalaron luces de emergencia, para eventuales cortes de 
energía o fallas en el sistema de iluminación.

Dirección de Recursos Humanos

La Dirección de Recursos Humanos (DRH) tiene, como funciones principales, diseñar y coordinar la gestión y 
administración del Personal de la Defensoría, supervisar y coordinar las tareas de los Departamentos que la 
conforman (DGYAP y DREM), y emitir directivas que, en orden de su competencia, dispongan las autoridades.
En este sentido, se exponen los datos e hitos principales por el período correspondiente al año calendario 2024.

Nómina de Personal. Ingresos y Egresos

La Defensoría inició el año 2024 con una nómina de 187 (ciento ochenta y siete) agentes. Durante este período 
se registraron 16 (dieciséis) ingresos y 12 (doce) egresos, culminando el año con una nómina total de 191 
agentes, de los cuales 122 formaban parte de la planta permanente, 66 (sesenta y seis) de la planta transitoria, 
1 (una) autoridad superior – Defensora: Dra. Marisa Adriana Graham –, 1 (un) adscripto – Defensor Adjunto – 
Dr. Juan Facundo Hernández –, 1 (uno) en comisión – Directora Alicia Susana Guerrero Zarza.

Todas y todos los agentes poseen su credencial identificatoria personal e intransferible, para solicitar, en caso 
de ser necesario, colaboración a las autoridades públicas, como también a las fuerzas de seguridad.

Capacitación

Durante el periodo 2024 se continuó con la capacitación permanente de los agentes integrantes del equipo de 
la Dirección de Recursos Humanos de la Defensoría, abocados a la utilización de herramientas informáticas y 
tecnológicas.

Certificación de Servicios por área

Desde la DRH se capacitó a los referentes de cada una de las unidades de registro (áreas identificadas en el 
SARHA) a efectos de abordar en conjunto, y bajo su responsabilidad, la certificación de la prestación de los 
servicios correspondientes, de sus agentes a cargo.

Indicadores de relevancia

Agentes por género: Los ingresos del año 2024 han mantenido la proporción de mayoría en la dotación del 
personal femenino, continuando con lo informado en el año 2023, que se encontraba superando el 60% (se-
senta por ciento) de la dotación total. 

Agentes por Género 2024
Femenino 120 63%
Masculino 71 37%

Total 191 100%
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Alcance educativo del personal: Manteniendo la proporción respecto al año anterior, el 76% (setenta y seis 
por ciento) del personal cuenta con un título de especialización Terciaria/universitaria. Así también, más de 
una decena de agentes se encontraban cursando alguna carrera o especialización Terciaria, Universitaria y/o 
Postgrado.

A continuación, se puede visualizar lo señalado: 

Alcance Educativo del Personal 2024

Universitario 135 72%

Terciario 7 4%

Secundario 49 24%

Total 191 100%
 

Personal Jerárquico por Género: Por quinto año consecutivo, el personal femenino representa la mayoría de 
la ocupación en los cargos de la estructura organizativa.

Dirección de Registro y Control Presupuestario

Los aspectos básicos que conforman la misión de la Dirección de Registro y Control Presupuestario, en ade-
lante “DRYCP”, desde el punto de vista funcional, trazan un proceso de retroalimentación donde se mantienen 
criterios de ordenamiento funcional y jerárquico de racionalidad para lograr optimizar con eficiencia y eficacia 
los recursos del Estado.

Tiene como principales funciones orientar y asesorar a las distintas áreas del organismo, para el óptimo 
uso de los recursos presupuestarios; coordinar y controlar el cumplimiento de las normas y procedimien-
tos de los procesos presupuestarios establecidos en la Ley N° 24.156 de Administración Financiera, sus 
normas modificatorias y complementarias; preparar anualmente el presupuesto de la Defensoría a pre-
sentarse en la Oficina Nacional de Presupuesto; elaborar las modificaciones presupuestarias de crédito y 
cuota; analizar la ejecución presupuestaria y su proyección anual; controlar y gestionar las liquidaciones 
de gastos, verificando la pertinencia de la imputación y la prioridad en importancia de los expedientes 
para su posterior pago y participar en la elaboración del Cierre contable anual a presentarse en la Conta-
duría General de la Nación.

En este sentido, la herramienta utilizada por la Dirección para la realización de sus tareas es el sistema in-
tegrado de información financiera, en adelante e- SIDIF. Dicho sistema está orientado a la gestión, involucra 
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conceptos tales como la planificación y proyección a lo largo de un ejercicio, seguimiento de los circuitos a 
través de los expedientes, y el reflejo del registro de todas las transacciones que afecten o puedan afectar el 
patrimonio de la Defensoría.

A continuación, se expone la ejecución del presupuesto de la Defensoría.

Estado de Resultados al 31 de diciembre de 2024

En el presente apartado se muestra el Estado de Resultados de la Defensoría de los Derechos de las Niñas, 
Niños y Adolescentes al 31 de diciembre de 2024, el cual refleja de manera ordenada y agregada los registros 
totales de ingresos y gastos que se han ido produciendo como consecuencia de las operaciones y acciones 
que se llevaron adelante en el ejercicio precitado, de acuerdo a las misiones y funciones de la Institución.

Ejecución Presupuestaria al 31 de diciembre de 2024

El presente apartado se elabora a fin de informar la situación presupuestaria al cierre del ejercicio 2024 del 
SAF 385, Programa 44 Actividad 1, correspondiente a la Defensora de los Derechos de las Niñas, Niños y 
Adolescentes; cabe aclarar que la ejecución presupuestaria al finalizar el ejercicio 2024 alcanzó el CIEN POR 
CIENTO (100%) del crédito vigente, de acuerdo con el siguiente cuadro
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La apertura por Inciso/Partida de la citada ejecución presupuestaria es la siguiente:

Del cuadro precedente se desprende que el máximo de incidencia en el total de los gastos está dado por el 
Inciso 1 “Gastos en Personal” (83%), seguido del Inciso 3 “Servicios No Personales” (14%), que corresponde 
principalmente al alquiler de las oficinas, servicio de vigilancia, servicios básicos, traslados y encuentros de 
promoción y capacitación. Luego se ubica el Inciso 4 “Bienes de Uso” (2%), mediante el cual se financió la 
adquisición de equipamientos informáticos, de mobiliario, licencias, equipos de telefonía móvil y servidor es-
calable. Por último, se ubica el Inciso 2 “Bienes de Consumo” (1%), entre los que se destaca principalmente la 
compra de artículos de librería y gastos de combustible, entre otros.

Modificaciones Presupuestarias

Al inicio del ejercicio presupuestario 2024, se encontraba aprobada la Ley de Presupuesto General de la Admi-
nistración Nacional N° 27.701 en virtud del Decreto N° 88/2023 PEN, que dispuso que a partir del 1° de enero 
de 2024 regirían, en virtud de lo establecido por el artículo 27 de la Ley de Administración Financiera y de los 
Sistemas de Control del Sector Público Nacional N° 24. 156, y sus modificatorias, las disposiciones de la Ley 
27.701 de Presupuesto General de la Administración Nacional para el Ejercicio 2023, sus normas modificato-
rias y complementarias. Por ello, la situación presupuestaría inicial fue:
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Durante el año 2024, se solicitaron diversas modificaciones presupuestarias a fin de re-adecuar el crédito pre-
supuestario con el objetivo de fondear los recursos necesarios para financiar los gastos proyectados. En este 
sentido, se solicitaron también en distintas oportunidades y en una permanente e insistente gestión, refuerzos 
o ampliaciones a los créditos señalados anteriormente, a partir de los cuales se buscó garantizar el normal 
funcionamiento del organismo y la posibilidad de llevar a cabo todas las actividades y atender las necesida-
des de la Defensoría, resultando aplicadas a través del DNU 594/2024, por un monto total de $ 3.898.917.255 
(PESOS TRES MIL OCHOCIENTOS NOVENTA Y OCHO MILLONES NOVECIENTOS DIECISIETE MIL DOSCIEN-
TOS CINCUENTA Y CINCO), como se detalla a continuación:

Presentación del Anteproyecto 2024-2026

Se cumplió en tiempo y forma con la presentación del Anteproyecto de Presupuesto 2025. Se envió con fecha 
09 de agosto de 2024 la documentación pertinente con relación al Inciso 1 (carga e-PROA) y se realizó la For-
mulación Presupuestaria correspondiente a los demás incisos.

Sin embargo, es de destacar que, mediante el Decreto 1131/2024 se prorrogó la Ley N° 27.701 de Presupuesto 
General de la Administración Nacional para el ejercicio 2023, sus normas modificatorias y complementarias, 
en los términos del Decreto N° 88 del 26 de diciembre de 2023, por lo que los créditos solicitados en el Ante-
proyecto 2025 no fueron otorgados por la HCDN.

Ampliación del Fondo de Reserva de la Defensoría

Mediante la Resolución 322/2024 se incrementó el Fondo de Reserva de este Organismo con las disponibili-
dades de los saldos de créditos no comprometidos al cierre del ejercicio.

Departamento de Pasajes y Viáticos

Mediante la Resolución N°58/2024 DDNNYA, se creó el “Departamento de Pasajes y Viáticos”, dependiente 
de la Dirección de Registro y Control Presupuestario, con el objeto de optimizar el uso de los recursos dis-
ponibles, garantizando su administración eficiente y transparente. Esta medida responde a la necesidad de 
fortalecer la federalización de la Organización, permitiendo una gestión más equitativa y eficaz de los fondos 
destinados a traslados y viáticos.
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Actualización de los montos de viáticos para Comisiones de Servicios Nacionales

Se realizó una actualización de los montos asignados a cada jurisdicción, en el marco de una propuesta de 
revisión de la escala vigente de valores correspondientes a viáticos y traslados, aprobada mediante el Ane-
xo III de la Resolución N° 172/2023 DDNNYA. Esta actualización fue aprobada mediante la Resolución N.° 
187/2024 DDNNYA.

Tesorería

La Tesorería tiene como misión y función administrar los fondos y valores, ejerciendo el debido control de 
ingresos y egresos, así como atender las gestiones de divisas relacionadas con misiones al exterior, elaborar 
la Programación Financiera de Caja, llevar el registro de las operaciones de caja, practicar las conciliaciones 
correspondientes en tiempo y forma, la custodia de valores y la confección diaria del flujo de caja y el Estado 
Financiero, entre otras.

La Tesorería promueve el planeamiento estratégico en la asignación de los recursos financieros a través de 
las correspondientes herramientas contables, que permiten diariamente registrar y mantener actualizado los 
archivos en la base de datos de la misma.

Planeamiento y coordinación con el Ministerio de Economía de la Nación

La Tesorería mantuvo un diálogo constante con los órganos rectores durante todo el ejercicio 2024, enten-
diendo que por Decreto 88/2023 se prorrogó el presupuesto para el año en análisis, específicamente en lo 
que respecta al cobro de las órdenes de pago registradas en el Esidif en el ejercicio 2024, y, en virtud de la 
política de ejecución financiera definida por la Tesorería General de la Nación, esta Tesorería DDNNYA realizó 
una constante gestión vinculada a percibir los ingresos referidos a la ejecución mediante la confección de 
solicitud de pronto pagos, no superando los 45 días el plazo de recupero.

Sistema financiero bancario (BNA – NE24/BNA DIGITAL EMPRESAS)

A partir del mes de noviembre se implementó el uso de la nueva plataforma BNA DIGITAL EMPRESA para la 
operatividad bancaria, manteniéndose esta Defensoría en la sucursal Congreso (0050) del Banco de la Nación 
Argentina (BNA).

Control financiero - Programación Financiera Trimestral

A los efectos de llevar un control financiero de forma ordenada y transparente, que permita la correcta admi-
nistración de los fondos, se continuó llevando un libro diario en donde se registran cada uno de los movimien-
tos bancarios, tanto de las entradas como de las salidas de fondos, lo que permite mantener actualizada la 
información, facilitando la presentación de informes, así como también la programación financiera trimestral 
ante los Órganos Rectores, establecida en la Ley 24.156.

Operaciones de pago

Esta Tesorería continuó trabajando para el cumplimiento de la liquidación de los pagos dentro de los plazos 
establecidos en el Reglamento de Compras, Contrataciones y Adquisidores, así como también el pago con 
anterioridad al vencimiento de las facturas correspondientes, a saber, servicios básicos, entre otros.

Fondo Rotatorio y Cajas Chicas

Durante el ejercicio 2024 se implementó y puso en vigencia práctica la Resolución N° 169/2023 DDNNYA rela-
tiva al régimen de tarjetas corporativas, lo que permitió trabajar en un esquema mixto, habilitando el uso de las 
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mismas para los gastos efectuados a través de las cajas chicas. Por este motivo, se implementó una nueva 
planilla de rendición de gastos, modificando el anexo correspondiente, que permite un control más eficaz y un 
mejor uso de los recursos. 

Inversiones Financieras

Con el fin de resguardar y mitigar los efectos de la pérdida de poder adquisitivo de la moneda por efecto de la 
inflación sobre las disponibilidades del Fondo de Reserva y los recursos obtenidos por las colocaciones tran-
sitorias de inversión del mismo, así como los saldos comprometidos no ejecutados al cierre de cada ejercicio 
que lo conforman, manteniendo los principios de prudencia, liquidez e inversión, durante el año 2024 se cons-
tituyeron la cantidad de 48 (Cuarenta y ocho) Plazos Fijos Tradicionales, alcanzando una utilidad, por dichas 
colocaciones,  por un total de $ 411.830.356,17 (PESOS CUATROCIENTOS ONCE MILLONES OCHOCIENTOS 
TREINTA MIL TRESCIENTOS CINCUENTA Y SEIS con 17/100).

Cumpliendo con lo establecido en el SISTESO “Manual de Procedimiento de la TGN”, durante el mes de diciem-
bre de 2024 no se renovaron los plazos fijos tradicionales; por lo tanto, al 31/12/2024 no existían plazos fijos 
vigentes.

Custodia de Valores 

Se aprobó mediante la RESOLUCIÓN Nº 182/2024 DDNNYA el PROCEDIMIENTO SOBRE LA CUSTODIA Y DE-
VOLUCIÓN DE TÍTULOS Y VALORES. En virtud de ello, en conjunto con la Dirección de Compras, Contratacio-
nes y Adquisiciones y la Unidad de Auditoría Interna, se procedió a la destrucción de 14 (catorce) garantías. 
Asimismo, se devolvieron 88 (ochenta y ocho) garantías, y se notificó a 112 (Ciento doce) firmas a los efectos 
que retiren las mismas.

Estado de flujo de efectivo

Esta Tesorería DDNNYA, en conjunto con la Dirección de Registro y Control Presupuestario, continuó trabajan-
do arduamente durante todo el ejercicio 2024 en la herramienta “Estado de Flujo de Efectivo”, la cual permite 
y facilita la programación de caja trimestral, el registro y la actualización de la ejecución semanal, el detalle de 
los recursos que financian a nivel de objeto los gastos y el saldo de la disponibilidades bancarias, incorporan-
do también las inversiones realizadas, lo que contribuye a la toma de decisiones de las autoridades de esta 
Administración.

El resultado neto asciende a la suma de PESOS MIL CUARENTA Y DOS MILLONES SEISCIENTOS CUARENTA Y 
OCHO MIL DOSCIENTOS CINCUENTA con 39/100 ($1.042.648.250,39). Se detalla a continuación:

ESTADO DE FLUJO DE EFECTIVO
Por el ejercicio anual finalizado el 31/12/2024

VARIACION NETA DEL EFECTIVO  

Saldo bancario al inicio del ejercicio 350.618.035,72

Saldo bancario al cierre del ejercicio 1.393.266.286,11

Aumento neto del efectivo 1.042.648.250,39

CAUSAS DE LAS VARIACIONES DEL EFECTIVO  

ACTIVIDADES OPERATIVAS  

Transferencias netas recibidas de la TGN 5.675.680.308,86
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Indemnización por seguros y otros 4.678.934,71

Pagos por bienes y servicios operativos -929.132.475,10

Pagos al personal y cargas sociales -4.013.982.521,85

Cobros de intereses por colocaciones a plazo fijo 411.830.356,17

Flujo neto de efectivo generado por actividades operativas 1.149.074.602,79

ACTIVIDADES DE INVERSIÓN  

Pagos por Inversiones -106.426.352,40

Colocaciones a Plazo Fijo 0,00

Flujo neto de efectivo generado por  actividades de inversión -106.426.352,40

Aumento neto del efectivo 1.042.648.250,39

 

Dirección de Tecnología, Sistemas Informáticos y Soporte Técnico

La Dirección de Tecnología, Sistemas Informáticos y Soporte Técnico (DTSIST), tiene como principales fun-
ciones: entender en la implementación y seguimiento de las políticas relativas a las Tecnologías de la Infor-
mación y las Comunicaciones, incluyendo la informática, la telefonía, las redes, los sistemas de información 
y otras tecnologías asociadas, coordinar los recursos materiales y humanos necesarios para el apoyo a los 
programas y proyectos en materia de tecnologías de la información.

Digitalización de Procesos Clave

Como parte de la estrategia de modernización operativa, desde la DTSIST se implementaron soluciones tec-
nológicas que han optimizado los procesos críticos, como la creación de carátulas y pases, asegurando los 
documentos en una herramienta que resulta accesible, que permite administrar archivos y documentos de 
manera segura e interna. Estas acciones redujeron tiempos de respuesta y mejora en la calidad del servicio.

Fortalecimiento de la Seguridad y Confianza Digital

Se reforzó la infraestructura tecnológica asociada al correo institucional y a la página web oficial de la Defen-
soría. Esto incluyó la implementación de medidas avanzadas de ciberseguridad, como el monitoreo constante 
de actividad, la actualización de certificados de seguridad SSL, y el despliegue de políticas estrictas para la 
gestión de accesos y contraseñas.

Sostenibilidad

En línea con el compromiso organizacional con la sostenibilidad, se desarrollaron iniciativas de impacto po-
sitivo para reducir la huella ambiental de nuestras operaciones tecnológicas, tales como la consolidación de 
servidores físicos mediante tecnologías de virtualización. Además, se adoptó el uso de herramientas cola-
borativas que han mejorado y transformado la dinámica de trabajo en equipo, como ser, Owncloud y Active 
Directory(AD), entre otras.

Se llevaron a cabo mejoras en los servidores que alojan los entornos tecnológicos de la Defensoría, optimizan-
do su rendimiento y reduciendo los tiempos de carga. Estas acciones no sólo incrementaron la accesibilidad 
de los sitios, sino que también, al ampliar la capacidad de los equipos, permite una mejor administración, 
accediendo a una configuración de alta disponibilidad.
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Mejora de la Experiencia del Usuario

Se desarrollaron soluciones personalizadas que facilitan el ingreso a los distintos servicios tecnológicos. La 
gestión integral de la página web de la Defensoría ha permitido ampliar el alcance de los servicios institucio-
nales, facilitando a los usuarios el acceso a información relevante y trámites en línea, tales como la comuni-
cación para realizar “consultas o denuncias”, a través de los formularios. Gracias a la administración de los 
servidores, se han asegurado altos niveles de disponibilidad y estabilidad, incrementando la confianza en los 
servicios y certificados.

Página WEB

Actualización del sitio y su estructura, logrando de esta manera una respuesta rápida y sin riesgos a los distin-
tos requerimientos de las áreas de esta Defensoría.

Sistema Integral de Gestión (SIG)

A comienzo del ejercicio se implementó la fase 1 de esta herramienta, es decir el módulo de tramitaciones, 
alcanzando el 100% de operatividad y usabilidad en los agentes de este organismo. Con respecto a la segunda 
etapa (Gestor Documental), complementaria a la anterior, desde esta Dirección se finalizó con el desarrollo y 
el pase a producción.

Innovación Tecnológica

Desde esta área, en conjunto con el equipo de infraestructura, se automatizaron los diferentes procesos, que 
permitieron optimizar tiempos de pase a producción de las distintas herramientas, contando con un control 
de versionado

Parque Tecnológico

Se continuó con el impulso de las distintas contrataciones previstas en la planificación anual para el parque 
tecnológico, a los fines de contar con herramientas de calidad, habiendo quedado el mismo, al cierre de este 
ejercicio, conformado de la siguiente forma:

Tipo de equipamiento Cantidad

Notebook 205

Pc c/ monitores   66

Servidores de virtualización 3

Switch 8

Central Telefónica 1

Router 1

Repetidores wifi 9

Storage 1

Servidor de almacenamiento 1
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Dirección de Transparencia y Gobierno Abierto

Esta Dirección tiene como principales funciones las de promover la transparencia, simplificación y accesibi-
lidad de la información que brinda el Organismo, garantizando el efectivo ejercicio del Derecho del Acceso a 
la Información Pública;  Controlar y garantizar el cumplimiento del Procedimiento para la recepción y la tra-
mitación de solicitudes de Acceso a la Información Pública para la Defensoría de los Derechos de las Niñas, 
Niños y Adolescentes; Entender en el diseño e implementación de políticas y procedimientos para la transpa-
rencia y el acceso a la información; Asistir a las áreas de la Defensoría de los Derechos de las Niñas, Niños y 
Adolescentes en la aplicación de la Ley N°27.275 y en el resguardo de los datos personales conforme la Ley 
N°25.326, o las que en el futuro las modifiquen;  Impulsar la innovación y el uso de tecnologías para mejorar 
la transparencia y la eficiencia gubernamental; Realizar el seguimiento y evaluación de la implementación de 
políticas de transparencia y gobierno abierto; Intervenir en la elaboración, adecuación e implementación de 
procedimientos de gestión a los fines de promover y evaluar la seguridad, la calidad y la mejora continua; Pro-
yectar y proponer reformas normativas necesarias para la innovación de los procedimientos administrativos 
mediante el uso de las tecnologías de la información y la comunicación.

En este orden, y teniendo en consideración que la Ley 27.275 tiene por objeto Garantizar el derecho de acce-
so a la información pública, Promover la participación ciudadana, Fortalecer las instituciones, Fomentar el 
gobierno abierto y Mejorar la transparencia de la gestión pública, las acciones de transparencia y gobierno 
abierto son concebidas como un eje transversal a todas las áreas y actividades de la Defensora, a través de la 
implementación de herramientas de transparencia activa y el fomento de una cultura organizacional basada 
en la ética pública y personal.

Para la consecución de tales fines, se continuó trabajando en la difusión de las contrataciones, con el objetivo 
de garantizar la plena transparencia de los procesos, encontrándose disponibles, en el sitio web institucional, 
tanto el Pliego de Bases y Condiciones Generales, así como el Reglamento para la Contratación de Bienes, 
Obras y Servicios, y otros reglamentos que rigen y reglamentan distintos aspectos que hacen a la materia de 
compras y contrataciones.

Cualquier visitante del sitio puede acceder a una lista en donde se publican todas las contrataciones en curso 
o finalizadas, pudiendo visualizar fecha y horario de apertura, número de expediente, tipo, objeto y estado de 
cada contratación. Además, es posible descargar la documentación vinculada con cada etapa del trámite a 
saber: Pliego, Acta de Apertura, Circulares Aclaratorias y/o Modificatorias, Dictamen de Evaluación, Resolu-
ción de Adjudicación, Orden de Compra, Ampliación o Prórroga.

Se continuó incrementando la base de firmas interesadas en participar en los procedimientos de adquisición 
de bienes y/o servicios de la DDNNYA, promoviendo así la mayor concurrencia de oferentes, quienes pueden 
inscribirse en nuestra página web a través del link https://defensoraderechosnnya.gob.ar/transparencia/com-
pras-y-contrataciones/.

En concordancia con lo establecido por la Ley 27.275 del Derecho de Acceso a la Información Pública, durante 
el año 2024 se dio continuidad a la mejora de los procedimientos específicos para la recepción y tramitación 
de las solicitudes de esta naturaleza. En la web institucional se encuentra disponible el formulario para quien 
esté interesado en acceder a la información.

En la página web del Organismo, se encuentra publicada la normativa aplicable al mismo, así como el Organi-
grama, la nómina de Personal, Recomendaciones, Documentos, otra normativa de interés, entre otros. De esta 
manera, la información del Organismo es de fácil acceso por parte del público en general.
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